
III
INTERESES ESPECÍFICOS 

DE COLOMBIA





El acceso al espacio exterior  
como un interés nacional  
vital de Colombia

Óscar Zuluaga Castaño*, Héctor Fabio Aristizábal Mustafá**  
y Kerly Sánchez Pesca*** 

Introducción

En las últimas dos décadas, el espacio exterior se ha constituido como 
una esfera cada vez más importante para todos los aspectos de la vida hu-
mana. La revolución de la información y las comunicaciones, que impulsó el 
proceso de globalización a niveles nunca vistos en la historia, viene trans-
formando tanto la actividad privada como el comercio global y depende en 
gran medida de los satélites espaciales de comunicación, teledetección y 
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navegación. Del mismo modo, el espacio exterior se ha vuelto de vital im-
portancia para las Fuerzas Militares de la mayoría de los Estados. Durante 
la Guerra del Golfo en 1991, las fuerzas estadounidenses y de la coalición 
confiaron en gran medida en el “terreno elevado” del espacio para apoyar 
las operaciones terrestres, marítimas y aéreas (Álvarez, Murillo, Hernández 
y Urbina, 2019, p. 21 y 23), y desde la implementación del Plan Colombia 
a inicios del siglo XXI, las Fuerzas Militares colombianas, con el uso de las 
capacidades del poder aéreo en la guerra contrainsurgente, apoyaron sus 
operaciones militares con datos y servicios proveídos por activos espaciales. 

Esta creciente importancia del espacio ultraterrestre para el comercio 
internacional y la seguridad nacional lleva a considerar que el acceso y el 
usufructo del espacio exterior es un asunto de interés nacional de los Es-
tados, incluyendo al caso colombiano. En tales circunstancias, este capítulo 
de libro pretende analizar en primera medida qué se entiende por “interés 
nacional” desde la perspectiva de la teoría del realismo clásico de las relacio-
nes internacionales y cómo por consecuencia de los desarrollos tecnológicos 
espaciales y sus impactos en la economía y la seguridad del Estado, el es-
pacio exterior ya se constituyó en un asunto de interés nacional para varios 
actores estatales. Posteriormente, se realiza una breve revisión histórica del 
acercamiento que Colombia ha tenido con relación al espacio ultraterrestre 
y se describe puntualmente cuáles han sido las acciones llevadas a cabo por 
parte del Estado colombiano para acceder a dicho entorno. Finalmente, se 
argumenta por qué el acceso colombiano al espacio exterior es un asunto de 
interés nacional vital, tomando en consideración la distinción entre interés 
vital, principal y periférico; asimismo, se enumeran los imperativos astropo-
líticos a cumplir por parte del Estado colombiano en pos de garantizar ese 
mismo acceso al espacio sideral. 

El espacio exterior y el interés nacional

La concepción moderna del “interés nacional” remonta sus raíces al 
menos al siglo XV, con los aportes de uno de los más importantes precur-
sores intelectuales de la teoría del realismo clásico: Nicolás Maquiavelo. El 
pensamiento de Maquiavelo representaba un repudio de las fuentes occiden-
tales anteriores en el idealismo helénico, la moral bíblica judeocristiana y las 
enseñanzas de los eclesiásticos medievales como Santo Tomás de Aquino; 
en efecto, para él (1513), si bien un gobernante podía esgrimir espléndidos 
objetivos morales, sin el suficiente poder y la voluntad de usarlo nunca 
lograría cumplir con los objetivos políticos establecidos. Clausewitz (1989) 
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también contribuyó al enfoque del interés nacional, al considerar que todo 
comportamiento estatal estaba motivado por su necesidad de sobrevivir y 
de prosperar. Por consiguiente y para salvaguardar sus intereses, el Estado 
debía decidir racionalmente ir a la guerra; es decir, no debería haber otra ra-
zón para ir a la guerra que el de la persecución del interés nacional. En este 
punto, el concepto de la “razón de Estado” (ragion di Stato, raison d’Etat), 
estaba ya firmemente arraigado en el pensamiento europeo de los siglos 
XVII, XVIII y XIX. 

Posteriormente y con el advenimiento de la Segunda Guerra Mundial, 
Morgenthau, padre de la corriente del realismo clásico de las relaciones 
internacionales, abogaría por el fortalecimiento del poder coercitivo de los 
Estados Unidos para oponerse primero al nazismo y luego a la Unión So-
viética, no por amor abstracto a la defensa de la libertad y la justicia, sino 
porque sus intereses nacionales más profundos estaban amenazados. Inspi-
rado probablemente en precursores intelectuales como Maquiavelo (1513) y 
Clausewitz (1989), la teoría de Morgenthau (1948) era un argumento sobre 
cómo deberían comportarse los Estados, considerando que la política de un 
Estado estaría siempre orientada a mantener, aumentar o demostrar el poder 
del Estado, por lo cual el poder político siempre sería una relación psicoló-
gica entre quienes lo ejercen y aquellos sobre quienes se ejerce.

Morgenthau (1962) afirmaba que el interés nacional debía definirse 
en términos de poder, ya que es un interés en la producción o el mante-
nimiento de ciertos eventos o situaciones en el continuo histórico. Estos 
eventos o situaciones son una estructura de relaciones de poder que solo 
pueden ser producidas mediante el mantenimiento, la aplicación o la de-
mostración de poder por parte de cada Estado, en congruencia realista con 
los intereses de poder nacionales de otros Estados. En este orden de ideas, 
identificaba dos niveles de interés nacional: el vital y el secundario. Para 
preservar el primero, que concierne a la supervivencia misma del Estado, 
no podía existir ninguna negociación o duda acerca de ir a la guerra; por 
lo tanto, los intereses nacionales vitales son relativamente fáciles de definir: 
la seguridad, la protección de las instituciones, las personas y los valores 
fundamentales. En contraste, los intereses secundarios, aquellos sobre los 
cuales un Estado tiene margen de maniobra para negociar, son más difíci-
les de definir. Por lo general, estos intereses se encuentran lejos del propio 
territorio y no representan una amenaza para la soberanía y la superviven-
cia del Estado. Además, los realistas también han distinguido entre intere-
ses temporales y permanentes (Morgenthau, 1952), intereses específicos y 
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generales (Morgenthau, 1959), e intereses complementarios y conflictivos 
(Morgenthau, 1964).

En general, para la teoría del realismo clásico, el interés nacional de 
un Estado está determinado por una variedad de factores como la geogra-
fía, la ideología, los recursos y las capacidades de poder que garanticen la 
supervivencia en un mundo de anarquía (Rose, 1998). Al igual que los ex-
ponentes del realismo clásico, los realistas estructuralistas también parten 
del supuesto de que los Estados dependen en última instancia de sí mismos 
para sobrevivir en un sistema internacional anárquico (Waltz, 1979). Ade-
más, Waltz (2000) establecería que los intereses del Estado están definidos 
principalmente por la influencia del sistema internacional que busca la se-
guridad colectiva, la cual puede ser obtenida mediante el poder relativo de 
los Estados a través de la cooperación internacional. No es extraño, por lo 
tanto, que la valoración del interés nacional siempre se haya situado en el 
corazón mismo de las profesiones militares y diplomáticas que conducen a 
la formulación de las estrategias nacionales y al cálculo del poder necesario 
para apoyar dichas estrategias.

De acuerdo con Rose (1998), una gran parte del pensamiento en tor-
no a los intereses nacionales debe tomar en consideración el componente 
geográfico, pues el territorio, una vía fluvial o un recurso natural, pueden 
tener un impacto especial en el interés nacional de un Estado. Y ya que el 
interés nacional se puede entender mejor dentro del marco geográfico, se 
observaría que la teorización en relaciones internacionales sobre el poder 
espacial comenzaría necesariamente con un análisis geopolítico relacionado 
con el espacio exterior que no puede separarse del interés nacional (Álva-
rez, Murillo, Hernández y Urbina, 2019). En consecuencia, la teoría realista 
proporcionaría información sobre la naturaleza de las políticas espaciales 
nacionales de los Estados, “ya que sería probable que los Estados que son 
capaces de desarrollar vastas capacidades terrestres, extiendan su alcance en 
el espacio exterior a medida que las tecnologías para este propósito estén 
disponibles” (p. 70). 

En consecuencia, la nueva carrera espacial entre actores estatales (e in-
cluso actores no estatales), por el acceso y el aprovechamiento de los bienes 
y servicios proveídos por el entorno del espacio exterior, sería una manifes-
tación de la supervivencia en un ambiente altamente competitivo. Cabe des-
tacar que, en solo una década, el número de Estados con satélites en órbita 
aumentó de 50 en 2008, a 82 en 2018 (Satellite Industry Association, 2019); 
asimismo, “en menos de 12 años, 20 nuevos actores estatales también han 
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comenzado a invertir en programas espaciales propios y a apoyar esfuerzos 
privados, con proyectos distintivos y simbólicos” (Álvarez, Corzo, Jaimes y 
Paredes, 2019, p. 341). Por lo tanto, la creciente dependencia tecnológica de 
los Estados en los servicios espaciales contribuye a la relevancia de la teoría 
realista para el análisis del espacio exterior como un asunto de interés nacio-
nal; el hecho de que Estados en vías de desarrollo como Brasil, Perú, Chile 
y/o Venezuela, hayan desarrollado programas espaciales nacionales destaca 
la relevancia de la teoría realista para ayudar a explicar por qué los Estados 
desarrollan esos programas, tomando en cuenta que ya se ha comenzado a 
utilizar el espacio exterior en apoyo del interés nacional. En efecto:

Con el advenimiento de las tecnologías espaciales, el interés nacional 
ahora incluiría el espacio exterior, ya que, si las rivalidades internacio-
nales en la Tierra se proyectan en el espacio, las teorías sobre cómo los 
Estados las enfrentan en la Tierra también podrían extenderse al espa-
cio. Debido a que los Estados tecnológicamente avanzados dependen 
en gran medida de los activos basados en el espacio, la capacidad de 
defender o destruir tales activos se convertiría en un imperativo de la 
seguridad nacional, como sucede en el caso de Estados Unidos, Rusia 
o China. (Álvarez, Murillo, Hernández y Urbina, 2019, p. 65)

Una forma de medir la creciente importancia que representa el espacio 
exterior para la supervivencia del Estado es analizar la dimensión de la eco-
nomía espacial, ya que la relevancia económica del espacio ultraterrestre para 
el desarrollo y la prosperidad de los Estados es cada vez más evidente. De 
acuerdo con la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(2019), la economía espacial es la “gama completa de actividades y el uso de 
recursos que crean y proporcionan valor y beneficios a los seres humanos en 
el curso de la exploración, comprensión, gestión y utilización del espacio” (p. 
30). Por lo tanto, incluye a todos los actores públicos y privados involucrados 
en el desarrollo, suministro y uso de productos y servicios relacionados con el 
espacio exterior, que van desde la investigación y el desarrollo, la fabricación 
y el uso de infraestructura espacial (estaciones terrestres, vehículos de lanza-
miento y satélites), hasta aplicaciones habilitadas para el espacio (equipo de 
navegación, teléfonos satelitales, servicios meteorológicos, etcétera), así como 
el conocimiento científico generado por tales actividades. De ello se deduce 
que la economía espacial va mucho más allá del sector espacial en sí, puesto 
que también comprende los impactos (tanto cuantitativos como cualitativos) 
de los productos, servicios y conocimientos derivados del espacio sobre la 
economía y la sociedad en la Tierra (Álvarez, Corzo, Jaimes y Paredes, 2019).
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No obstante, el valor actual de la economía espacial se deriva princi-
palmente de los satélites artificiales, ya que las operaciones que tienen lugar 
en órbita alrededor de la Tierra están asociadas casi exclusivamente con sa-
télites, cuyo uso se ha vuelto mucho más común en los últimos años; desde 
que la Unión Soviética lanzó el Sputnik 1 en 1957, el número de satélites en 
órbita ha aumentado a 4.987 en 2019 (Satellite Industry Association, 2019). 
Un estudio de 2019 descubrió que el 87,5% de los US$ 360 mil millones en 
ingresos generados de la economía espacial podrían atribuirse a los servicios 
comerciales por satélite (Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos, 2019). Estos servicios son de importancia crítica para el fun-
cionamiento de las economías de los Estados, incluyendo la economía co-
lombiana. Tanto así, que los servicios de posicionamiento, sincronización y 
navegación, comunicaciones y observación de la Tierra, forman la columna 
vertebral de muchos procesos esenciales como, por ejemplo, las transaccio-
nes bancarias. 

También son claves para las capacidades militares de los Estados y Co-
lombia no es la excepción. Varios procesos estratégicos, desde la ejecución 
de operaciones más allá de la línea de visión, hasta la navegación de la flota 
de aeronaves de las Fuerzas Militares colombianas, dependen de los satéli-
tes espaciales. A largo plazo, también es probable que el espacio exterior 
desempeñe un papel en la transición energética global, ya que los elemen-
tos de tierras raras contenidos en cuerpos celestes como la Luna tienen un 
suministro cada vez más limitado en la Tierra y son necesarios para muchas 
tecnologías renovables (Álvarez y Trujillo, 2020).

En términos generales, el valor económico y militar de los satélites es-
paciales deriva de tres funciones: la primera es de posicionamiento, tiempo 
y navegación (PTN), que es esencial para el funcionamiento de gran parte 
de la infraestructura crítica de un Estado; la segunda, las comunicaciones por 
satélite, habilita tanto las comunicaciones civiles como militares y las activi-
dades militares en teatros de operaciones distantes; tercera, la observación 
de la Tierra y la teledetección son cruciales para el monitoreo continuo de 
una amplia gama de fenómenos, como predecir el probable inicio y el patrón 
de propagación de los incendios forestales, llevar a cabo una agricultura de 
precisión o interceptar aeronaves del narcotráfico. 

Sin PTN, los operadores militares colombianos no podrían comunicarse 
entre sí ni aprovechar los sistemas militares avanzados, ya que son críticos 
para las capacidades de comando y control, comunicaciones y sistemas de in-
formación de la Fuerza Pública, lo que las hace indispensables para cualquier 
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operación militar. Los aviones Kfir C-10, A-29 Súper Tucano y A-37 Dragonfly 
de la Fuerza Aérea Colombiana se basan en señales PTN para navegar en 
los espacios aéreos y atacar objetivos con precisión, mediante sistemas de 
armas que hacen uso de señales GPS para fijar un conjunto de coordenadas 
geográficas definidas para una misión. Las fragatas de la Armada de Colom-
bia también dependen en gran medida de señales PTN, ya que los buques 
las utilizan para navegar los océanos y poseen una cantidad de sistemas de 
armas que no podrían funcionar sin ellas.

Los satélites han tenido una gran participación en el sector de las tele-
comunicaciones y sus tecnologías van en aumento, tanto en el número de 
clases como en el de sectores impactados (Zhao, 2019, p. 1). Estas tecnolo-
gías satelitales se encuentran inmersas en tantas formas que son transparen-
tes para la gente en su cotidianidad y aunque en su momento fueron muy 
importantes para servicios como la televisión, hoy en día van evolucionando 
para hacer más importantes servicios como el video o su participación en la 
integración con las nuevas comunicaciones de 5G (Maniewicz, 2019, p. 4). 
Este desarrollo tecnológico satelital se necesita en todo el mundo y a nivel 
internacional se pretende, a través de la Organización Internacional de Tele-
comunicaciones por Satélite, que estas capacidades puedan ser aprovechadas 
por todas las naciones, no solo por las potencias tecnológicas, sino también 
para que los países en desarrollo puedan beneficiarse de las ventajas de la 
tecnología satelital sobre los servicios que puede ofrecer la transmisión por 
cable (Toumi, 6 de enero de 2004). Otra área principal de interés comercial 
en el espacio han sido los servicios de teledetección, que implica la recopi-
lación y parametrización de datos de la superficie de la Tierra utilizando una 
variedad de técnicas, entre las que se incluyen captación de imágenes, detec-
ción de infrarrojos y escaneo de radar a través de sensores (Ingeoexpert, 6 
de julio de 2018). Tal vez el primer uso de la teledetección desde el espacio 
fue la recopilación de inteligencia militar, sin embargo, los satélites pueden 
proporcionar datos de considerable interés para los planificadores urbanos, 
cartógrafos, geólogos, agricultores y ambientalistas.

En definitiva, el mundo viene experimentando un proceso de transición 
hacia economías en las que la información es el motor más importante para 
el desarrollo y la prosperidad de los Estados. Por ejemplo, si bien los intere-
ses de seguridad nacional de Estados Unidos se centraron en el pasado en 
garantizar la disponibilidad y el flujo de petróleo, el futuro puede requerir 
un mayor interés en proteger y acceder al flujo de información. Como re-
sultado, aumenta la importancia del acceso al espacio exterior como una 
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vía principal para el flujo sin obstáculos de la información en un mercado 
global. El Departamento de Defensa de los Estados Unidos reconoce estos 
imperativos estratégicos y busca asegurar el libre acceso y uso del espacio 
ultraterrestre para apoyar la seguridad nacional y económica de los Estados 
Unidos (US Government Department of Defense. junio de 2020, p. 1). 

Es decir, el espacio exterior se ha convertido en activo mercantil (Ál-
varez, Murillo, Hernández y Urbina, 2019) y en un recurso nacional crítico 
(Dudley y Gangale, 2012). Según Álvarez, Ramírez y Castaño (2018), un in-
terés nacional vital sería “aquella situación o beneficio deseado por una na-
ción, que se constituye en un elemento indispensable para la supervivencia 
del Estado” (p. 119); para Frankel (1970), un interés nacional vital es aquel 
que representa las aspiraciones de la nación y que comprenderían factores 
históricos, geográficos, de recursos, así como metas a largo plazo; mientras 
que para Burchill (2005), los intereses nacionales vitales “son aquellos que 
están relacionados con el objetivo final de la política exterior de un Esta-
do-nación” (p. 3). 

Pues bien, la Política Espacial Nacional (PEN) de 2010 de los Estados 
Unidos proclama que este país “considera que la sostenibilidad, la estabili-
dad y el libre acceso y uso del espacio son vitales para sus intereses nacio-
nales” (National Space Policy of the United States of America, 2010, p. 3). Por 
su parte, la Estrategia Nacional de Seguridad Espacial de los Estados Unidos 
de 2011 establece que “el espacio es vital para la seguridad nacional de Esta-
dos Unidos y nuestra capacidad para comprender las amenazas emergentes, 
proyectar el poder a nivel mundial, realizar operaciones, apoyar los esfuer-
zos diplomáticos y permitir la viabilidad económica global” (Department of 
Defense United States of America, enero de 2011, p. 1). 

Para el caso de la República Popular de China, el Libro Blanco de la 
Estrategia Militar de 2015 describe el espacio exterior como un “dominio crí-
tico” y hace eco de su importancia para los intereses nacionales chinos (Mi-
nistry of National Defense of the People’s Republic of China, 2014)  mientras 
que la Federación de Rusia define las amenazas, en gran medida, en térmi-
nos tradicionales de protección territorial contra desafíos militares y consi-
dera que los activos espaciales son vitales para la comunicación y la defensa 
militar ( Jackson, 2018); además, la estrategia del espacio exterior de Rusia 
se ajusta a sus esfuerzos de seguridad y política exterior, que se centran en 
afirmar la autoridad y el prestigio de ese país (Álvarez y Quiroga, 2019). 

Empero, los esfuerzos militares son solo una parte de un complejo 
conjunto de herramientas que Rusia, China y otros actores esgrimen en un 
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entorno que consideran cada vez más hostil. El espacio exterior está con-
tinuamente más congestionado con otros actores estatales y no estatales, 
incluidas las empresas privadas. Y esta proliferación de actores tiene lugar 
justo en el momento cuando las estrategias militares de diversos gobiernos 
se han visto obligadas a reconsiderar qué “campos de batalla”, previamente 
separados unos de otros (tierra, mar, aire, espacio y ciberespacio), ya no 
pueden seguir considerándose de tal manera, particularmente en el contexto 
de una nueva competencia estratégica del siglo XXI que tiene como cen-
tro de gravedad operacional al espacio ultraterrestre (Defense Intelligence 
Agency, enero de 2019, pp.13-23). 

En 2019, una serie de anuncios destacó la creciente importancia del 
espacio exterior para la seguridad y la defensa nacionales; por ejemplo, en 
la reunión de ministros de Asuntos Exteriores de noviembre de 2019 en Bél-
gica, la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN) declaró el es-
pacio exterior como un “dominio operativo” para dicha alianza (Actualidad.
rt., 20 de noviembre de 2019). Según el International Institute for Strategic 
Studies (2020, pp. 17-20), este reconocimiento emergente de que el espacio 
exterior es otro dominio de competencia militar y potencial conflicto entre 
Estados, plantea numerosas preguntas. Algunas de ellas son cómo organi-
zar las fuerzas espaciales militares y cómo proteger los satélites espaciales 
contra los ataques militares, al tiempo que se desarrollan los medios ofensi-
vos para interferir con los activos espaciales de los adversarios. También se 
plantean preguntas relacionadas con el rápido crecimiento de los sistemas 
espaciales del sector privado y cómo estos pueden impulsar la competencia 
o ser apalancados por las fuerzas armadas de los Estados, así como de qué 
manera pueden integrarse mejor las operaciones espaciales militares con 
las operaciones tradicionales en aire, tierra, mar y ciberespacio. Finalmente, 
se plantean preocupaciones sobre cuál podría ser el daño colateral de una 
acción militar ofensiva en el espacio ultraterrestre o en estaciones terrestres, 
a los servicios espaciales globales que sustentan la vida comercial y social 
moderna.

Y este tipo de preocupaciones en la correlación economía-seguridad 
ha sido parte del histórico cálculo estratégico de los Estados. Por ejemplo, 
a medida que el comercio europeo comenzó a expandirse a otras regiones 
del mundo en siglos anteriores, la apertura de nuevas rutas comerciales y 
el establecimiento de puestos de avanzada en el extranjero fueron empren-
didos inicialmente por empresas aparentemente privadas, como la British 
East India Company (Blakemore, 18 de febrero de 2020). Sin embargo, las 
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potencias europeas eventualmente encontraron necesario crear grandes ar-
madas y fuerzas expedicionarias para proteger las rutas marítimas, así como 
las propiedades extranjeras de sus comerciantes. Además, los conflictos entre 
grandes potencias que surgieron de disputas predominantemente locales, 
con frecuencia implicaron enfrentamientos entre las fuerzas militares rivales 
en el mar y en territorios muy alejados de las costas europeas. De la misma 
manera, los futuros conflictos en la superficie de la Tierra inevitablemente 
implicarán intentos de interrumpir las nuevas “líneas de comunicación” en 
el espacio. 

Y al igual que se pidió a las marinas de los Estados que protegieran las 
líneas de comunicación marítimas, las Fuerzas Militares tendrían un papel 
cada vez más creciente en la protección de las líneas de comunicación espa-
ciales. Por consiguiente, y como parte de las reformas militares anunciadas 
en 2015, China estableció la Fuerza de Apoyo Estratégico (FAE) para integrar 
las capacidades de ciberespacio, espacio y guerra electrónica en operacio-
nes militares conjuntas (Fernández Hidalgo, 24 de diciembre de 2015). Ese 
mismo año, la Federación de Rusia reorganizó sus programas espaciales 
militares y civiles, creando las Fuerzas Aeroespaciales, una fusión de las 
antiguas Tropas de Defensa de la Fuerza Aérea y las Fuerzas Aeroespaciales 
(McCabe, 9 de febrero de 2017). Esta nueva fuerza tiene la misión de realizar 
lanzamientos espaciales y mantener el sistema de alerta temprana de misiles 
balísticos, la red de control de satélites y la red de vigilancia espacial. 

Por su parte, en agosto de 2019, Francia anunció que elevaría su Co-
mando Espacial Conjunto existente a un Comando Espacial, bajo el nombre 
de Fuerzas Aéreas y Espaciales Francesas, mientras que el Reino Unido pre-
sentó su Estrategia Espacial de Defensa a mediados de 2019, al tiempo que 
anunció inversiones en sistemas espaciales militares (DW, 13 de julio de 
2019). Y en sintonía con la creciente importancia de la relación entre acceso 
y control del espacio exterior y seguridad nacional, Estados Unidos creó la 
Fuerza Espacial el 20 de diciembre de 2019, con la promulgación de la Ley 
de Autorización de Defensa Nacional del Año Fiscal 2020, para proteger sus 
intereses y aliados en el espacio exterior, así como proporcionar mayores 
capacidades espaciales al empleo conjunto de las Fuerzas Militares estadou-
nidenses (21 de diciembre de 2019).

La carrera espacial del siglo XX había estado dominada principalmen-
te por países tecnológicamente avanzados, como Estados Unidos, la Unión 
Soviética (ahora Federación de Rusia), Reino Unido, Francia y la Repúbli-
ca Popular de China, entre otros. Pero el siglo XXI ha demostrado que el 
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espacio exterior ya no es un escenario monopolizado por un puñado de 
Estados; en efecto, nuevos actores estatales y no estatales participan de 
la nueva carrera espacial, hasta el punto de que otrora Estados del tercer 
mundo, como Brasil o India, poseen en la actualidad programas y tecnolo-
gías espaciales propias, que como parte de sus políticas estratégicas y de 
desarrollo les ayudan en la garantía de sus intereses nacionales. Pero in-
cluso Estados con menores niveles de desarrollo, como Argentina, Ecuador, 
Perú y Chile, han venido implementado sus políticas espaciales, “mediante 
la creación de agencias espaciales nacionales, y la compra y/o producción 
de satélites y tecnología espacial relacionada, ya sea a través de esfuerzos 
estatales, privados o conjuntos” (Álvarez, Molano, Corredor y Zorilla, p. 
242). Ello demuestra cómo, para la mayoría de los países en América del 
Sur, el acceso al espacio exterior también se constituye en un asunto de 
interés nacional (Figura 1).

Figura 1. Alusiones a la importancia estratégica del espacio 
exterior en América del Sur 

Documento Alusión

Libro Blanco de 
Seguridad y Defensa,

p. 62

Política de Defensa
Nacional, pp. 20 y 60

Mención de la Comisión Nacional de Actividades
Especiales, CONEA como agencia de importancia.

Implementación de políticas que permiten una
explotación del recurso aeroespacial.

Libro Blanco de
Seguridad, pp. 69, 70, 91

Involucran el tema aeroespacial como propulsor de
la defensa aeronáutica.

Livro Branco de Defensa
Nacional, pp. 41, 42, 58, 111,

149 principalmente

Hablan de lo aeroespacial como “sector” y como 
“sistema” que fortalece la defensa aérea. Mencionan
el espacio exterior como un tema de “primera 
importancia” y un “sector estratégico”.

Libro de Defensa 
Nacional de Chile, pp. 61, 

287, 289, entre otras

Es eje estratégico para ciberdefensa, guerra 
electrónica, sistemas de mando y control, teledetección,
telecomunicaciones, geoinformación, medicina 
aeroespacial e industria aeroespacial.

Argentina

Ecuador

Perú

Brasil

Chile

Fuente: elaboración propia de los autores.
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Colombia y el espacio exterior

Casualmente, la historia espacial en Colombia parece coincidir con los 
movimientos emancipadores que dieron fin a la colonización española en 
territorio neogranadino. En 1803, José Celestino Mutis construyó el Observa-
torio Astronómico y solicitó al militar y astrónomo Francisco José de Caldas 
que administrara el recinto, desde donde se hicieron los primeros estudios 
sobre astros en Colombia y en donde, además, se reunieron los próceres 
que declararon la independencia (González Bernal, febrero de 1997). Pero 
la importancia histórica del Observatorio no solo se finca en hechos polí-
ticos, sino también sobre circunstancias científicas; se trató de la primera 
edificación técnicamente construida para el estudio de los astros en todo el 
continente americano y el único que hubo en la mitad del mundo durante 
setenta años (cuando inauguraron el de Quito), lo que permitió observar 
los astros en ambas latitudes con facilidades de proporción en términos de 
su distancia con la línea ecuatorial (Cosoy, 16 de junio de 2017). Si bien las 
anotaciones de los telescopios de Caldas supusieron el origen de las investi-
gaciones espaciales en Colombia, las más notables fueron las del ingeniero 
Julio Garavito, primer licenciado en matemáticas del país, quien tras ser 
director del observatorio astronómico desde 1892, hizo méritos encontran-
do un cráter en la luna, el cual fue nombrado como “cráter Garavito” por la 
Unión Astronómica internacional en 1970 (Congote Gutiérrez, 11 de marzo 
de 2020).

A pesar de la temprana asociación de Colombia con la exploración 
cósmica, el país tuvo que esperar hasta la segunda mitad del siglo XX para 
comenzar a dar los primeros pasos significativos en el desarrollo de un pro-
grama espacial: el primer paso para acercar a Colombia al ámbito espacial 
fue la emisión del CONPES 239 del 26 de marzo de 1969, durante la presi-
dencia de Carlos Lleras Restrepo, en el cual se estipulaba que: 

La Junta Administradora de Telecom decidió el 21 de junio de 1967 
adoptar como solución para la adecuada prestación del servicio inter-
nacional de telecomunicaciones, el establecimiento de una estación 
terrestre que permitiera al país utilizar los servicios de los satélites de 
propiedad del Consorcio Internacional de Comunicaciones por Satélite 
(INTELSAT) del cual es socio Colombia, por considerarlo el sistema 
más adecuado para las necesidades del país. Esta decisión la tomó la 
empresa después de realizar un estudio comparativo entre los sistemas 
del cable submarino y satélite. (Departamento Nacional de Planeación, 
26 de marzo de 1969, p.1)
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Hasta ese momento, la intención era construir una estación terrestre 
para comunicaciones espaciales, con el deseo de mejorar la conectividad de 
Colombia, particularmente con las regiones más apartadas de la geografía 
nacional. Posteriormente y con el objetivo de obtener satélites propios, el 
Gobierno colombiano emitió el primer documento real con alcance espa-
cial, el CONPES 1421 del 24 de marzo de 1977, “el cual tenía como objetivo 
central la adquisición de un satélite principal de comunicaciones a partir de 
1980” (Quiroga, Gutiérrez, Núñez y Rico, 2019, p. 25). El CONPES 1421 de 
1977 afirmaba que:

Los avances tecnológicos en la fabricación de satélites y la diversidad 
de usos de la órbita geoestacionaria a finales de la década del 80 ha-
rán muy frecuentes los enlaces satelitales frente otras tecnologías. Para 
Colombia facilitaría el logro de las metas del gobierno en materia de 
agilización de las telecomunicaciones de unificación de la red de larga 
distancia, actualmente operada por diversas instituciones del Estado. 
Además, le permitiría estar presente en su segmento de órbita geoesta-
cionaria de incalculable importancia para la humanidad a partir de 1985, 
para fines diferentes a las telecomunicaciones, entre los cuales cabe se-
ñalar: radiodifusión, informaciones meteorológicas, geológicas, geodé-
sicas geofísicas, información militar e investigaciones científicas solares. 
(Departamento Nacional de Planeación, 24 de marzo de 1977, p. 2)

Nótese que es la primera vez que se hizo la observación sobre la impor-
tancia de los satélites para temas militares. De hecho, en el mismo CONPES 
se alude a un leve altercado diplomático (por el reclamo de Colombia acerca 
de que el segmento de la órbita geoestacionaria haría parte de los recursos 
naturales del país), que sería uno de los antecedentes que justificarían la 
adopción de un satélite propio para el país, proyectado a ser lanzado direc-
tamente por la NASA en 1980 (y un segundo en 1987), es decir, durante los 
gobiernos de Belisario Betancourt y Virgilio Barco (Departamento Nacional 
de Planeación, 1977). Sin embargo, y a pesar de las intenciones iniciales de 
la década de los setenta, habría que esperar hasta finales del siglo XX para 
que se materializara una “estrategia de llevar servicios a zonas sin ninguna 
alternativa de comunicación, basada fundamentalmente en la adquisición de 
servicios satelitales a terceros” (Silva, Corredor y Álvarez, 2019, p. 60), con 
la implementación en 1999 de los programas Compartel y Vive Digital del 
Ministerio de las Telecomunicaciones.

Por su parte, aunque el CONPES 2584 del 4 de marzo de 1992, sobre 
la optimización del sistema aeroportuario y aeroespacial, era un documento 
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que no estaba orientado específicamente al tema espacial estratosférico, sí 
tocaba asuntos relacionados con la aeronáutica civil (y abordaba tangencial-
mente la militar), en cuanto a los sistemas de control aéreo, y concluía que:

El sistema >de control del espacio@ es deficiente y en buena parte obso-
leto, lo cual no garantiza la disponibilidad y confiabilidad del sistema 
nacional integrado >…@ El cubrimiento de radio ayudas no llega al 
50% de lo requerido, especialmente en la Costa Pacífica y en los Anti-
guos Territorios. (Departamento Nacional de Planeación, 4 de marzo 
de 1992, p. 7)

El CONPES 2584 se hace importante como antecedente porque fomenta 
consideraciones en torno a la importancia de fortalecer los sistemas de tele-
comunicaciones basados en radar, algo fundamental para el tráfico de cual-
quier aeronave, incluyendo las que prestan el servicio de la defensa nacional1. 

No obstante, sería hasta la primera administración del gobierno de Ál-
varo Uribe (2002-2006) que se avanzó significativamente en el proceso de 
Colombia para alcanzar las estrellas, con la creación de la Comisión Colom-
biana del Espacio (CCE), constituida por medio del Decreto 2442 del 18 de 
julio de 2006, con la intención de crear un órgano intersectorial de consulta, 
coordinación, orientación y planificación, que orientara la ejecución de la 
política nacional para el desarrollo y la aplicación de las tecnologías es-
paciales (Presidencia de la Republica, 18 de julio de 2006). En la segunda 
administración de Álvaro Uribe (2006-2010), y esta vez por iniciativa privada 
de estudiantes, profesores y directivas de la Universidad Sergio Arboleda, 
Colombia lanzaba el 17 de abril de 2007 el primer satélite desarrollado en el 
país, denominado Libertad 1 (de 10 centímetros cúbicos y un kilogramo de 
peso), el cual luego de enviar cerca de 11.000 paquetes de datos, alcanzaría 
su vida útil en 2014 (Joya Olarte, s.f.).

1 Lo anterior se une a disposiciones de carácter legal, de las cuales, por limitaciones de espacio, 
solo se trae a colación la Ley 1341 de 2009, por la cual se definen principios y conceptos sobre 
la sociedad de la información y la organización de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones (TIC), se crea la Agencia Nacional de Espectro como “una unidad administrativa 
especial del orden nacional, adscrita al Ministerio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones, sin personería jurídica, con autonomía técnica, administrativa y financiera” y 
se dictan otras disposiciones (Congreso de Colombia, 30 de julio 30 de 2009, p. 14). El objeto 
de la Agencia Nacional del Espectro consiste en entregar el soporte técnico que se requiera para 
asuntos relacionados con la administración del espectro radioeléctrico, asunto conjuntamente 
coordinado con las autoridades que deban cumplir funciones relacionadas con el espectro. Este 
antecedente es importante en la medida en que evidenciaba la necesidad creciente de enfocar 
recursos financieros y de capital humano a las telecomunicaciones, con tal de efectivizarlas en 
beneficio de los sectores económicos y de seguridad, como lo deja ver el Decreto 93 de 2010 
(Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, 19 de enero de 2010).
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Con el Decreto Presidencial 2516 de 2013, el gobierno de Juan Ma-
nuel Santos creó formalmente un programa presidencial que cumpliría, entre 
otras funciones con:

1) Proponer la Política Nacional Espacial y las acciones y estrategias 

que fomenten el desarrollo espacial del país. 2) Orientar y promover 

la formulación del Plan Estratégico de Desarrollo Espacial y la ejecu-

ción de planes derivados, programas y proyectos relacionados con el 

Desarrollo Espacial Colombiano. 3) Promover la coordinación interins-

titucional e intersectorial que contribuya al Desarrollo Espacial Colom-

biano. 4) Promover y coordinar acciones con las autoridades corres-

pondientes para el cumplimiento de la normativa espacial vigente en 

el país. 5) Promover, fomentar, coordinar e impulsar programas acadé-

micos, el desarrollo científico y tecnológico y la industria aeroespacial 

en el Departamento Administrativo de la Función Pública. 6) Proponer, 

desarrollar y coordinar estrategias de comunicación y difusión, que 

permitan dar a conocer los beneficios de las tecnologías espaciales 

para el desarrollo del país y bienestar de los colombianos. 7) Fomentar 

la apropiación del conocimiento y la tecnología en temática espacial 

para el beneficio social. 8) Incentivar, promover y apoyar la investiga-

ción científica, tecnológica y la innovación en temas aeroespaciales. 

9) Promover la formación de capital humano especializado en áreas 

relacionadas con el sector aeroespacial. (Presidencia de la República, 

15 de noviembre de 2013, p. 2)

Aprovechando el creciente interés por acelerar la presencia colombiana 
en el espacio exterior, se lanzaría el segundo satélite colombiano, el FAC-
SAT-1, esta vez bajo el liderazgo de la Fuerza Aérea Colombiana (FAC). Este 
nanosatélite de la FAC continúa en órbita baja tomando fotografías de la 
geografía colombiana, las cuales han sido empleadas por algunas agencias 
del Estado, como el Instituto Agustín Codazzi y las corporaciones autónomas 
regionales (Latam Satelital, 3 de diciembre de 2018). Y recientemente, con 
la emisión del CONPES 3983 del 13 de enero de 2020, el gobierno del pre-
sidente Iván Duque Márquez le apuesta a una política de desarrollo espacial 
que habilite condiciones para la competitividad nacional, reconociendo en 
primera instancia que:

En los últimos sesenta años, desde que se iniciaron las actividades es-
paciales en el mundo, los esfuerzos del sector público en Colombia en 
este tema han sido escasos y no han tenido una visión estratégica de 
largo plazo. En consecuencia, el país no ha aprovechado los beneficios 
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de un sector que ha mostrado tener un alto potencial para impulsar el 
desarrollo en el mundo. (Departamento Nacional de Planeación, 13 de 
enero de 2020, p. 2)

Parece muy significativa la falta de conciencia acerca de la importancia 
geoestratégica de acceder al espacio y lograr una escalonada autonomía; 
como ejemplo se puede tener  el título del artículo que escribió el exvice-
presidente Germán Vargas Lleras, “El satélite, un juguete caro”, en el que 
habla de 350 millones de dólares que costaría el satélite versus los casi dos 
millones que paga el país por imágenes satelitales, desconociendo otros fac-
tores como la necesidad, la calidad y la oportunidad requeridas en ciertas 
imágenes (Gutiérrez, 5 de marzo de 2020). Pareciera entonces que debemos 
aceptar la escasa intervención de los últimos quince gobiernos y declarar la 
importancia de la exploración aeroespacial colombiana como el germen que, 
unidamente con las condiciones de desarrollo que ha ido alcanzando el país, 
podrá permitir el comienzo de este sueño espacial colombiano, el cual no 
necesariamente tenemos que enfrentarlo solos, sino que mediante acuerdos 
de cooperación, como el que firmó Colombia junto con Chile y Brasil para 
participar en el programa de observación y vigilancia de la Tierra que tiene 
la Unión Europea, sea posible dar pasos más largos y rápidos en la consecu-
ción de los logros que esperamos (Mello, 2018), dentro de los cuales se en-
cuentra uno que es imperativo: el acceso al espacio como política de Estado.

Fotografía de la Bahía de Cartagena de Indias tomada por el satélite  

colombiano FACSAT-1, el 16 de junio de 2019.

Fuente: Fuerza Aérea Colombiana, Centro de Investigación en Tecnologías Aeroespaciales.
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El acceso al espacio exterior como un interés nacional 
vital para Colombia

Según Miskel (2002), hay dos escuelas de pensamiento básicas sobre 
cómo deben defi nirse los intereses nacionales. La escuela realista afi rma que 
los intereses nacionales deben defi nirse en términos del poder tangible y la 
esfera de infl uencia de un Estado con relación a otros Estados; en este sen-
tido, la forma más importante de poder tangible es la capacidad militar y el 
desafío del estadista en mantener un equilibrio de poder militar que sea fa-
vorable para su Estado y garantice la seguridad nacional. La otra escuela, de 
naturaleza idealista, sostiene que los intereses nacionales deberían defi nirse 
de manera más amplia para abarcar valores intangibles, pero no obstante 
muy apreciados, como los derechos humanos, el desarrollo económico y la 
prosperidad nacional (Figura 2).

Figura 2. Razonamiento sobre el interés nacional en función 
de la política espacial 

Entre otros,
el interés 
nacional

La exploración 
aeroespacial 
abona terreno 

para la 
optimización 
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comercio y 
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Atiende al
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e internacional
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Manteniendo la
democracia
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relaciones

internacionales
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economía de

mercado

Con lo cual el
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seguir
tranzando y
manteniendo
sus lazos de
cooperación

Con lo cual
el país

mantiene
sus

libertades en
el marco del
capitalismo

Fuente: elaboración propia de los autores.

Pues bien, el espacio exterior es vital para los intereses nacionales co-
lombianos por razones que van más allá del cálculo tradicional de la seguridad 
nacional. Las tecnologías espaciales han traído benefi cios incomparables a la 
humanidad y Colombia también ha ganado de manera signifi cativa gracias a 
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la comunicación por satélite y las capacidades de transmisión, a pesar de que 
aún el país dependa de otros Estados y empresas privadas extranjeras para la 
provisión de estos servicios. Hoy en día, los satélites de observación de la Tie-
rra proporcionan información crítica para la predicción del clima y la gestión 
de desastres, que derivan a su vez en aplicaciones significativas para la pesca, 
el manejo de agua dulce, la protección contra incendios forestales y la defo-
restación, la vigilancia al tráfico de especies y la minería ilegal, entre otros. Así 
mismo, la navegación por satélite ha impulsado a múltiples industrias, desde 
el transporte tradicional hasta las aplicaciones para la entrega de productos a 
domicilio, servicio que ha mostrado ser crucial en época del COVID-19. 

La escisión de las tecnologías espaciales ha beneficiado a múltiples sec-
tores, y en los últimos años, el deseo humano por la exploración cósmica, la 
minería espacial, el turismo espacial, la energía solar espacial y el rápido trans-
porte suborbital, se presentan como algunos posibles nichos de mercado pro-
ducto de las tecnologías espaciales. Colombia debería aprovechar esta opor-
tunidad para impulsar su crecimiento y su productividad económica, creando 
nuevas oportunidades laborales mediante la promoción del emprendimiento 
en el sector espacial, así como para avanzar en la investigación científica me-
diante la creación de un entorno propicio que respalde la investigación de la 
más alta calidad y promueva la innovación tecnológica, a través de la construc-
ción de instalaciones que permitan el desarrollo de tecnologías de vanguardia. 

No obstante, hay que reconocer que el espacio exterior es también un 
dominio donde opera la seguridad y la defensa nacionales. Si bien existen 
concepciones alternativas del interés nacional, como ya se ha ilustrado en 
páginas anteriores, Drew y Snow (2006) sugieren que los intereses nacio-
nales están divididos en tres componentes básicos: interés nacional vital, 
principal y periférico. El interés nacional vital estaría definido por tres ca-
racterísticas básicas: 1) la afectación de un interés vital es inaceptable para 
el Estado2; 2) el recurso de la guerra es una acción legítima y probable en 
defensa de un interés nacional vital; y 3) los intereses vitales tienen una clara 
continuidad en el tiempo, ya que es muy raro que se desarrolle un interés 
vital de la noche a la mañana, ni es común que la naturaleza de un interés 
vital fluctúe significativamente con el paso de los años.

Por su parte, los intereses nacionales principales y periféricos no requie-
ren que un Estado recurra a la guerra si estos se encuentran amenazados. 

2 Bajo estas consideraciones, los intereses vitales surgen de una combinación duradera de la 
posición geográfica, la cultura política, la economía y el poder de un Estado.



 297 

El acceso al espacio exterior como un interés nacional vital de Colombia

Muchos intereses se dividen en estas dos categorías y pueden abordarse de 
varias maneras; en efecto, Colombia con frecuencia emplea herramientas di-
plomáticas y jurídicas para asegurar sus intereses principales y periféricos, 
así incluso no los tenga claramente definidos. Sin embargo, sin identificar sus 
intereses vitales, Colombia no tiene manera de saber cuándo o cómo deben 
responder el Estado y los estrategas, al igual que los responsables políticos 
se ven obligados a elegir entre la acción o la inacción como opciones para 
declarar lo que es importante para la seguridad nacional. 

En este orden de ideas, y considerando que los intereses nacionales 
vitales “al ser permanentes y de largo plazo, incluirían aquellos intereses 
condicionados por la geografía, que por su propia naturaleza no mutarían 
significativamente en el tiempo” (Álvarez, Ramírez y Castaño, 2018, p. 124), 
el ejercicio de determinar algunos intereses nacionales vitales de Colombia 
se hace menos engorroso si se toma en cuenta el carácter geográfico de 
dichos intereses. En este sentido, a dichos intereses nacionales vitales se les 
denomina imperativos geopolíticos, es decir, aquellas necesidades estratégi-
cas que un Estado debe satisfacer para la garantía de la seguridad, la pros-
peridad y el desarrollo, determinados por la geografía de dicho Estado y la 
de sus vecinos (Álvarez, 2017). 

Con base en lo anterior, Álvarez (2017) expuso tres imperativos geopo-
líticos de carácter terrestre de Colombia: 1) proteger el núcleo vital o heart-
land del país, en donde se concentra el 74% del producto interno bruto de 
la nación, el 80% de la población y el 50% de la producción de alimentos; 2) 
controlar el hinterland del país, que comprende la región adyacente al nú-
cleo vital y que conecta al triángulo de oro de Colombia con el mar Caribe y 
el océano Pacífico; y 3) ocupar los espacios vacíos insulares, terrestres y flu-
viales de Colombia que no se encuentran bajo el control efectivo del Estado.

Álvarez, Moreno y Gómez (2017) también identificaron seis imperativos hidro-
políticos para Colombia: 1) proteger y conservar el núcleo vital hidropolítico 
del Estado, es decir, la cuenca Magdalena-Cauca; 2) habilitar el hinterland 
hidrográfico del Pacífico y de la cuenca del río Atrato; 3) habilitar el espacio 
vital hidropolítico de Colombia que componen las vertientes hidrográficas 
de la Amazonia y la Orinoquia; 4) ocupar los espacios vacíos hidropolíticos 
de Colombia; 5) utilizar la vertiente hidrográfica del Catatumbo como instru-
mento de proyección de poder del Estado colombiano hacia Venezuela; 6) 
vigilar por parte de actores estatales o no estatales extranjeros y negar a los 
actores al margen de la ley el acceso y control de los activos hidrográficos 
de Colombia. Finalmente, Álvarez y Namen (2019) consideraron un séptimo 
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imperativo hidropolítico, consistente en la proyección del poder marítimo 
colombiano en la Antártida.

Así como la tierra, el mar y el aire, el espacio exterior también debe 
considerarse como un escenario geográfi co, ya que si bien es físicamente 
indivisible, la topografía invisible de los pozos de gravedad y las emisiones 
electromagnéticas permiten discernir regiones particulares en la vastedad 
de dicho escenario. Este es el campo de estudio de la “astropolítica”, una 
extensión de las teorías de la geopolítica clásica de los siglos XIX y XX a la 
conquista humana del espacio exterior, basada en una visión neorrealista de 
la competencia estatal y privada en el acceso y el usufructo del espacio ultra-
terrestre. Según Dolman (2005), la “astropolítica analiza la relación entre el 
espacio ultraterrestre y la tecnología, así como el desarrollo de directrices y 
estrategias de carácter político y militar” (p. 12), mientras que la “astroestra-
tegia es la identifi cación de ubicaciones críticas en el espacio ultraterrestre y 
la Tierra, cuyo control puede proporcionar el dominio militar, económico y 
político del espacio exterior” (p. 12).

Figura 3. Regiones espaciales de Collins

Región 1: Tierra y
su atmósfera

Región 2: Espacio circunterrestre Región 3: Luna y sus alrededores

LunaÓrbita
lunar

Región 4: sobre exterior

Fuente: Álvarez, Benavides y Ramírez (2019, p. x)
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Por lo tanto, el acceso al espacio exterior debería ser considerado un 
interés nacional vital para Colombia. Así mismo y como resultado de dicho 
interés, Colombia también contaría con unos imperativos astropolíticos, con-
siderando estos como “las necesidades estratégicas de carácter espacial que 
un Estado debería perseguir si quiere lograr su propia seguridad multidi-
mensional y proyectar su influencia en el plano regional o mundial (Álvarez, 
Benavides y Ramírez, 2019, p. 132); por consiguiente, según estos autores, 
los intereses geopolíticos en el espacio exterior se pueden definir como 
“aquellas oportunidades para lograr: 1) la máxima libertad de acción; 2) el 
desarrollo completo de las capacidades espaciales y 3) el aprovechamiento 
de las posiciones geoestratégicas y de los recursos del espacio” (p. 184), en 
cuatro regiones astropolíticas en particular (Collins, 1989, citado por Álvarez, 
Benavides y Ramírez, 2019, p. x): 1) la región de la Tierra y su atmósfera; 2) 
la región del espacio circunterrestre; 3) la región del espacio cislunar; y 4) el 
sobre exterior, o el resto del sistema solar y galáctico (Figura 3).

Por consiguiente, de acuerdo con Álvarez, Benavides y Ramírez (2019), 
el primer imperativo astropolítico de Colombia es asegurar una “cabeza de 
playa” en la región astropolítica de la Tierra y su atmósfera, mediante la 
operación de un puerto espacial en la geografía colombiana, “que no solo le 
otorguen al Estado colombiano la autonomía de desarrollar sus propias mi-
siones espaciales, sino también de ofrecer servicios de lanzamiento a otros 
Estados y empresas privadas, aprovechando la condición estratégica de país 
ecuatorial” (p. 143). El segundo imperativo astropolítico de Colombia sería 
extenderse al espacio circunterrestre, ocupando con satelitales colombianos 
las órbitas LEO, MEO y GEO3. De las tres clases de órbita, es fundamental 
situar un satélite en la órbita geoestacionaria (Figura 4), “ya que su valor 
estratégico radica en que es el único lugar en el espacio terrestre en el que 
se pueden colocar satélites estacionarios y de larga duración” (p. 157). Ade-
más, lograr dicho acometido le permitiría al Estado colombiano cumplir con 
la tarea inconclusa del ejercicio de soberanía territorial en la órbita geosin-
crónica, si se toma en consideración lo estipulado en el artículo 101 de la 
Constitución Política de Colombia de 1991: 

3 Las órbitas LEO, o de baja altitud, se sitúan entre 150 y 800 kilómetros sobre la superficie de 
la Tierra y son particularmente útiles para el reconocimiento del planeta (observación militar y 
gestión de recursos), así como misiones de vuelo tripulado, pues permiten de 14 a 16 órbitas 
completas por día. Las órbitas MEO, o de altitud media, permiten de 2 a 14 órbitas por día 
y varían de 800 a 35.000 kilómetros de altitud. Por su parte, las órbitas de gran altitud o 
GEO, de al menos 35.000 kilómetros, orbitan el planeta no más de una vez al día, por lo que 
cuando el periodo orbital es idéntico a una rotación completa de la Tierra, se logra una órbita 
geosincrónica (Poveda y Álvarez, 2019).
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Los límites de Colombia son los establecidos en los tratados interna-
cionales aprobados por el Congreso, debidamente ratificados por el 
Presidente de la República, y los definidos por los laudos arbitrales 
en que sea parte la Nación. Los límites señalados en la forma prevista 
por esta Constitución solo podrán modificarse en virtud de tratados 
aprobados por el Congreso, debidamente ratificados por el Presidente 
de la República. Forman parte de Colombia, además del territorio con-
tinental, el archipiélago de San Andrés, Providencia, Santa Catalina e 
isla de Malpelo, además de las islas, islotes, cayos, morros y bancos que 
le pertenecen. También son parte de Colombia, el subsuelo, el mar te-
rritorial, la zona contigua, la plataforma continental, la zona económica 
exclusiva, el espacio aéreo, el segmento de la órbita geoestacionaria, el 
espectro electromagnético y el espacio donde actúa, de conformidad 
con el derecho internacional o con las leyes colombianas a falta de 
normas internacionales. 

Figura 4. Reinterpretación geopolítica del territorio de Colombia

Fuente: elaboración propia de los autores.

El tercer imperativo astropolítico de Colombia es proyectarse al espacio 
cislunar y a la Luna, ya que “en el intento de darle a un futuro programa 
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espacial colombiano una dirección estratégica de largo plazo, acceder a la 
Luna debería ser un interés nacional de Colombia” (Álvarez, Benavides y Ra-
mírez, 2019, p. 173). Lograr dicho imperativo requerirá, por el momento, que 
el país participe, a través de la cooperación internacional, con otras agencias 
espaciales y/o corporaciones privadas, en aras de desarrollar el conocimien-
to y las capacidades tecnológicas necesarias para lograr dicho acometido. Fi-
nalmente, un cuarto imperativo astropolítico de Colombia sería aventurarse 
al resto del sistema solar, comenzando por Marte, mediante la geoestrategia 
de “participación en misiones conjuntas de sondas exploratorias con otros 
Estados que ya cuentan con un acervo técnico y experiencial en los viajes 
al espacio profundo” (p. 180). Una estrategia espacial nacional debe ser lo 
suficientemente ambiciosa; sin embargo, avanzar hacia la visión a largo pla-
zo del espacio sería un primer paso, ya que luego vendrían las dificultades 
inherentes de diseñar e implementar un programa espacial que materialice 
los fines establecidos en dicha estrategia (Sadeh, 2010). En consecuencia, un 
programa espacial requiere integrar las necesidades de seguridad nacional, 
seguridad económica y seguridad humana, cuando se trata de desarrollar 
activos, capacidades e infraestructura espacial. 

Conclusiones

El espacio exterior se ha convertido en una parte crítica de la economía 
global y la vida cotidiana de la mayoría de los colombianos. Es esencial para 
el pronóstico del tiempo, el monitoreo del clima, el mantenimiento de la in-
fraestructura global de comunicaciones y el transporte. Asimismo, el espacio 
exterior ya se viene consolidando como una parte integral de la futura com-
petencia militar entre los Estados, y a medida que más países invierten en 
capacidades basadas en el espacio para mejorar sus intereses de seguridad 
nacional, la tendencia a buscar capacidades de contrapoder espacial que ase-
guren el acceso propio al espacio exterior, mientras a su vez interfieran con 
las capacidades del adversario de hacer lo mismo, se convertirá en una regla 
generalizada en la interacción estatal en dicho entorno geográfico, indepen-
dientemente de lo que se haya acordado hasta el presente en la Comisión 
del Uso Pacífico del Espacio Ultraterrestre de las Naciones Unidas y en los 
cinco tratados que conforman el cuerpo jurídico del derecho internacional 
del espacio ultraterrestre (Álvarez y Corredor, 2019). 

Por ende, los autores de este capítulo sostienen que el acceso al espacio 
exterior es un asunto de interés nacional vital para Colombia, por lo cual el Es-
tado colombiano necesitará opciones que van desde alternativas diplomáticas 
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de cooperación, hasta alternativas más contundentes que permitan disuadir 
y protegerse contra potenciales estrategias de negación a sistemas espaciales 
amigos y, en el futuro previsible, sistemas espaciales propios. Ello debido a 
que los Estados han tratado de dar forma y remodelar las normas internacio-
nales que rigen el acceso y el uso del espacio ultraterrestre para satisfacer sus 
propios intereses comerciales y de seguridad nacional, lo que ha provocado, 
por ejemplo, la erupción de disputas por la colocación de satélites en ubica-
ciones operativas específicas en el espacio exterior.

En este sentido, la FAC, una de las principales instituciones del Estado 
que ha venido liderando el tema espacial en el país, reconoce que el espacio 
exterior es un escenario estratégico, con identidad y características propias, 
a través del cual se proyecta el poder político, económico, científico, tecnoló-
gico y militar del país ante la comunidad internacional. Para la FAC, “ejercer 
el dominio del espacio representa liderar las capacidades espaciales del Sec-
tor Defensa, por medio del acceso y explotación de activos espaciales con 
libertad y autonomía” (Fuerza Aérea Colombiana, 2020a, p. 76). 

Por consiguiente, la FAC ha venido fortaleciendo sus “capacidades es-
paciales con activos de terceros y propios, capital humano, conocimiento 
y doctrina” (Álvarez, Corredor, Quiroga y Molano, 2019, p. 209), como lo 
testifican el lanzamiento del FACSAT-1 en 2018, la creación del Centro de In-
vestigación de Tecnologías Aeroespaciales (en el cual se lidera el desarrollo 
actual de las tecnologías espaciales y satelitales del país), así como la actua-
lización del Manual de Doctrina Básica Aérea, Espacial y Ciberespacial de la 
FAC (Fuerza Aérea Colombiana, 2020b), en el que se reconoce que el acceso 
y la explotación del espacio ultraterrestre serán capacidades distintivas de la 
institución en el presente y hacia el futuro. 

Ahora bien, un sistema maduro de intereses nacionales del Estado re-
quiere un consenso público sobre ideas básicas con relación a las necesi-
dades estratégicas de la nación y la capacidad para pensar en términos del 
“interés general”. Por ello, la comprensión de los intereses nacionales pre-
supone una discusión sofisticada que depende de la conciencia del estado 
civilizatorio, geopolítico y económico de una sociedad. Además, el concepto 
de “intereses nacionales” presupone un sujeto de tales intereses: una nación; 
por consiguiente, la determinación de los intereses nacionales está direc-
tamente relacionada con la creación de mecanismos de integración social 
basados   firmemente en valores compartidos.

En este sentido, la sociedad colombiana estaría hasta ahora en la etapa 
de reconocer sus intereses nacionales vitales, un proceso fundamentalmente 
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diferente al estadio más avanzado en el que ya se encuentran claramente 
otros Estados, debido a que hasta tiempos recientes, la elaboración de los 
intereses nacionales y la afirmación de una identidad nacional (dos pasos 
básicos para formar una nación), habían sido muy difíciles de acometer en 
Colombia, como lo demostró el conflicto armado interno del país durante 
los últimos sesenta años. 

Y si bien se pueden producir cambios significativos en los intereses 
nacionales durante un período de reestructuración del sistema internacional 
que obligue a que todo el sistema de intereses nacionales de un Estado sea 
repensado (como aparentemente está ocurriendo en el presente), lo que 
hace particular al caso colombiano es que sus intereses no están siendo 
repensados,   sino que simplemente están siendo moldeados. Este proceso es 
concurrente con la modernización de las instituciones y tradiciones civiles y 
militares en Colombia, la definición de los objetivos estratégicos del Estado 
en el siglo XXI y el intento de determinar cuál es lugar que desea ocupar 
Colombia en la civilización humana. 

En este orden de ideas, en opinión de los autores de este capítulo, 
una modernización geopolítica de la imagen de Colombia con sus intereses 
nacionales vitales es lo que se necesita en la actualidad. Y parece que ello 
estaría efectivamente ocurriendo; la propuesta de una Estrategia Multidimen-
sional de Seguridad Nacional, elaborada por la Escuela Superior de Guerra 
de Colombia en 2019, es un primer intento de plasmar claramente cuáles 
son los intereses nacionales del país. Según este documento, los intereses 
nacionales son:

Las aspiraciones comunes permanentes que constituyen una serie de 
condiciones de importancia fundamental para la supervivencia del Es-
tado y de los deseos colectivos que la nación posee, en donde todos los 
ciudadanos desean convivir con seguridad y bienestar. Estas aspiracio-
nes y deseos pueden ser tangibles (geográficos, recursos entre otros) o 
intangibles (identidad, valores, democracia entre otros) y constituyen 
una herramienta de la acción política hacia el interior y exterior con 
proyección internacional. (Escuela Superior de Guerra, 2019, p. 23)

Asimismo, estipula que los intereses nacionales se clasifican en vitales, 
estratégicos y transitorios. Los intereses vitales contemplados son: 1) la se-
guridad física del Estado y sus ciudadanos, 2) la preservación del sistema de-
mocrático (junto con sus principios y valores), 3) la presencia integral de la 
institucionalidad en el territorio nacional y 4) la prosperidad y el desarrollo 
sostenible del Estado y la sociedad colombiana. Como intereses estratégicos 
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contempla: 1) la protección de los activos estratégicos de la nación, 2) el 
control efectivo de las fronteras nacionales, 3) el fortalecimiento de la lucha 
contra las economías ilícitas, 4) el fortalecimiento de la identidad nacional 
(así como de la cultura, la educación y la innovación) y 5) el desarrollo terri-
torial sostenible con infraestructura de calidad. Finalmente, establece que los 
intereses transitorios de Colombia son: 1) consolidar las relaciones estratégi-
cas con Europa, Asia, África y Oceanía; 2) obtener influencia y presencia en 
la Antártida y en el espacio exterior; 3) focalizar la política exterior colom-
biana hacia temas estratégicos; 4) lograr la regeneración y la protección de 
las reservas hídricas del país; 5) profundizar la independencia tecnológica en 
sectores estratégicos; 6) incrementar la competitividad, la productividad y la 
formalización de la actividad económica; y 7) avanzar en la implementación 
de los Acuerdos de Paz con la desmovilizada guerrilla de las FARC-EP y la 
reconciliación (Escuela Superior de Guerra, 2019). 

Pues bien, el documento en mención contempla como segundo interés 
nacional transitorio obtener influencia y presencia en el espacio exterior. Sin 
embargo, los autores de este capítulo consideran que el acceso y la presen-
cia de Colombia en el espacio exterior deberían ser contemplados como un 
interés nacional vital, por cuanto su consecución habilita el logro de la ma-
yoría de los intereses nacionales estratégicos y transitorios contemplados en 
la Estrategia Multidimensional de Seguridad Nacional; no solo por las utili-
dades que en materia de seguridad proporcionan las tecnologías espaciales, 
sino también por el dividendo económico que proporcionaría para Colombia 
el acceso y usufructo del espacio ultraterrestre.

Históricamente, la preservación de los intereses comerciales de la na-
ción se consideraba la condición sine qua non de los intereses nacionales 
vitales, porque eran la base de la prosperidad económica que sirve como 
la base de la fuerza militar de la nación. En este sentido y de acuerdo con 
Álvarez, Corredor, Quiroga y Molano (2019): 

El espacio exterior podría convertirse también en una de las puntas de 
lanza de la transformación productiva de la economía nacional. La de-
pendencia en commodities, tanto agrícolas como mineros, supone un 
gran riesgo debido a las constantes fluctuaciones en el mercado global 
>…@; para el caso del sector espacial, se estima que, por cada dólar 
invertido en la exploración espacial, éste se traduce en un beneficio 
económico de 10 dólares, en lo cual las empresas nacionales pueden 
tener una participación como parte de un círculo virtuoso en términos 
del PIB. (p. 193)
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El actual Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 contempla que las 
tecnologías espaciales son un componente clave del ecosistema digital de 
Colombia, por cuanto la amplia gama de aplicaciones de estas tecnologías, 
tanto civiles como militares, “permite fortalecer aspectos como la conec-
tividad de alta velocidad, el conocimiento del territorio y de los recursos 
naturales (observación de la Tierra) y la navegación (sistemas globales de 
navegación satelital), lo cual redunda en una mayor competitividad para los 
países” (Departamento Nacional de Planeación, 2019, p. 655).

En vista de la importancia del tema espacial para el crecimiento eco-
nómico, la seguridad y la defensa de Colombia, la administración del pre-
sidente Iván Duque emitió el 13 de enero de 2020 la Política de Desarrollo 
Espacial de Colombia, con el objetivo de plantear una política pública desde 
la cual se generen las condiciones para que el país pueda explotar el sector 
espacial. Este documento es significativo por cuanto es la primera vez que el 
Gobierno nacional realmente busca construir una visión de largo plazo del 
sector espacial en Colombia, mediante la “caracterización de las capacidades 
científicas y tecnológicas del país, la comprensión del mercado de bienes 
y servicios satelitales y la implementación de una estrategia de promoción 
de la educación, conocimiento y curiosidad científica en temas espaciales” 
(Departamento Nacional de Planeación, 13 de enero de 2020, p. 3). Esto se 
constituye en un primer gran paso, que esperamos se convierta en dinami-
zador para entender el acceso al espacio, como un interés nacional vital de 
Colombia.

Recomendaciones

Basados en lo recogido a lo largo de este capítulo, los autores nos per-
mitimos hacer tres recomendaciones puntuales para lograr una evolución 
coherente y bien orientada del esfuerzo nacional para acceder al espacio.

El Estado debe incluir en toda su estructura y especialmente difundir a 
través de la academia, desde sus centros de educación superior y desarrollo 
de pensamiento estratégico hasta los niveles más básicos de educación, la 
reinterpretación del concepto de territorio nacional, de acuerdo con lo con-
signado en nuestra Constitución, ya que pareciera que con frecuencia en su 
concepción más básica ha estado reducido a la de superficie terrestre conti-
nental, la cual es usada comúnmente como referencia cuando se consulta en 
algunas fuentes sobre el tamaño del territorio nacional. Sin embargo, en su 
completa dimensión, el territorio nacional incluye todo lo que se encuentre 
dentro de los límites definidos en el artículo 101 de nuestra Constitución 
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Nacional, la cual incluye también la superficie marítima e insular, así como 
el espacio aéreo y el espacio exterior, que se deben interpretar como la 
proyección de la totalidad de la superficie terrestre, marítima e insular de 
Colombia hasta la órbita geoestacionaria. Esto ayudaría a incorporar, en la 
conciencia colectiva, el espacio aéreo y el espacio exterior como parte del 
territorio colombiano y constituiría un paso muy importante en la creación 
de identidad nacional alrededor del concepto de territorio.

De la anterior interpretación se desprende la segunda recomendación 
para el Gobierno nacional y los centros de pensamiento estratégico del país, 
en el sentido de incluir y mantener el acceso al espacio exterior como un 
interés nacional vital para Colombia, dada la importancia que representa. 
Es responsabilidad del Estado defender la soberanía y la independencia y 
mantener la integridad territorial, para lo cual es vital hacer presencia en 
los espacios, aún vacíos, de nuestro territorio. La mayor parte del espacio 
exterior y especialmente la órbita geoestacionaria son partes del territorio 
nacional a las cuales aún no hemos podido acceder. Esta tarea se compone 
de varios esfuerzos que van desde crear una conciencia nacional acerca de la 
importancia de acceder al espacio como parte de nuestro territorio y que en 
general todo el pueblo colombiano se interese por el espacio exterior, como 
lo propone el CONPES 3983 de este año, en el que se menciona incluir y dar 
un énfasis especial a este tema por parte del sector educativo en todos los 
niveles, hasta un buen trabajo diplomático con el fin de lograr acuerdos in-
ternacionales de cooperación que nos ayuden a fortalecer el poder espacial 
nacional. En la medida que el espacio exterior se convierte en un escenario 
cada vez más importante, ya que de él dependen muchas de las actividades 
de los Estados que van desde las más cotidianas hasta aquellas que tienen 
relación con las capacidades de seguridad y defensa, será previsible que 
en el futuro debamos asegurar la capacidad de usar nuestro segmento de 
espacio exterior y así mismo garantizar que otros actores no nos nieguen 
esa posibilidad, lo cual solo se podrá conseguir a través del desarrollo de un 
adecuado poder espacial nacional.

Finalmente, para que el acceso al espacio y el desarrollo del poder 
espacial nacional puedan efectivamente ser materializados en un programa 
espacial y líneas de acción específicas, los autores de este capítulo recomien-
dan al Gobierno nacional que es el momento oportuno para la creación de 
una agencia espacial nacional, la cual, a diferencia de la actual Comisión 
Colombiana del Espacio, necesitaría contar con autonomía presupuestal y 
personal técnico especializado. Esta entidad del Estado colombiano estaría 
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encargada de dirigir las actividades espaciales del país, servir de articuladora 
en un ecosistema espacial colombiano (instituciones públicas, academia y 
sector privado), ser la representante oficial de Colombia en el exterior para 
temas espaciales y, en definitiva, velar por que el interés nacional vital de 
Colombia del acceso al espacio exterior sea satisfecho en beneficio de la se-
guridad, la prosperidad y el desarrollo de todos los colombianos.
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tendencias globales*
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Introducción

Aún antes de la crisis provocada por la pandemia del COVID-19, a co-
mienzos de 2020, el mundo se enfrentaba a cambios de gran envergadura 
que en este capítulo llamamos grandes tendencias globales, los cuales im-
ponían retos a Colombia en su manera de operar e interrelacionarse con el 
mundo. Con la pandemia, las tendencias ya en camino se siguen consoli-
dando. Algunas de ellas se acelerarán ante la magnitud del desafío impuesto 
por el virus en la manera de vivir, relacionarse, producir y demandar bienes 
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y servicios, hasta que se encuentre una vacuna o un tratamiento efectivo 
que pueda distribuirse masivamente a nivel global. Es más, en ese momento 
se seguirán acelerando varias de las tendencias globales ante el cambio de 
ciertas percepciones acerca de la salud, la educación, el trabajo, entre otras, 
que cambiarán para siempre.

En el presente capítulo, primero, se hace un recuento de las que con-
sideramos son las grandes tendencias globales. El segundo acápite describe 
los retos que implican para Colombia las mismas, revisando tanto los desa-
fíos económicos como los sociales. En los dos casos concentramos una parte 
del análisis en cómo han cambiado o cómo se han reforzado algunos de 
dichos desafíos con la pandemia. En la tercera parte, se hace una reflexión 
sobre la necesidad de acelerar el crecimiento y aumentar la productividad 
de la economía colombiana para cumplir con esos desafíos, las tareas pen-
dientes para lograrlo y unas recomendaciones de política pública y privada. 
Finalmente, hay una reflexión de cierre sobre la manera en que la economía 
logra crecer más y cómo darles más bienestar a sus habitantes, en un con-
texto donde se solucionen los desafíos relacionados en el capítulo. Para eso, 
se resalta todo el camino positivo que ha recorrido Colombia a pesar de los 
temas pendientes y cómo esto nos da muchas expectativas positivas sobre el 
futuro de la economía colombiana.

Las grandes tendencias globales 

La economía global le impone grandes desafíos a Colombia en la medi-
da en que le exige caminar en paralelo entre sus desafíos pendientes propios 
y los externos. En términos globales, es necesario hacer énfasis en la manera 
como evolucionará la economía global y su financiamiento, al igual que los 
patrones de comercio de bienes y servicios. También es importante desta-
car la evolución de los temas sociales y demográficos y la manera en que 
afecta el relacionamiento de las personas y la economía; en particular, temas 
como el envejecimiento y la sostenibilidad social y ambiental. Así mismo, la 
evolución digital le impone desafíos al empleo y a la manera en la que se 
enfrentan las empresas, las familias y las personas a la sociedad. Finalmente, 
se destacan las nuevas tendencias populistas que se forjan en este camino.

Crecimiento global menos dinámico tanto en países desarrollados 
como emergentes 

La economía global se enfrenta a un crecimiento en el mediano plazo 
poco dinámico, tanto en los países desarrollados como en los emergentes, 
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debido a la ralentización de la inversión y el consumo. Las grandes econo-
mías desarrolladas se mantendrán creciendo a ritmos modestos en los próxi-
mos diez años, siguiendo la tendencia de los últimos cuatro, profundizada 
por la recesión generada por la pandemia en 2020 (Figura 1).

Figura 1. Crecimiento del PIB en países emergentes y desarrollados

5,4

4,3

3,5
3,3 3,6 3,5 3,4

3,9
3,6

2,93,1

1,7

1,2

1,4

2,1
2,3

1,7

2,5
2,2

1,7

7,4

6,4

5,3
5,1

4,7

4,3

4,6 4,8

4,5

3,7

0

1

2

3

4

5

6

7

8

2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019

Po
rc

en
ta

je
 c

re
ci

m
ie

nt
o 

PI
B

Año

Mercado emergente y economías en desarrolloMundo Economías avanzadas

Fuente: Fondo Monetario Internacional (2020).

Las economías emergentes, por su parte, crecerán a tasas menos dinámi-
cas, aunque mayores a las de los países desarrollados. Las dinámicas serán muy 
heterogéneas por regiones y países. En cuanto a los gigantes emergentes, Chi-
na, aunque crecerá bien, no volverá en los próximos cinco años a crecimientos 
superiores a 7%, como los que experimentó a comienzos de siglo. Por su parte, 
India crecerá con más dinamismo que China, pero tendrá que lidiar con sus 
problemas de desigualdad y descontento social (BBVA Research, 2020a). Amé-
rica Latina seguirá en una senda de bajo crecimiento que solo en el mediano 
plazo la llevará a crecer a su potencial; una combinación de precios bajos de 
los productos básicos, pocos incentivos a la inversión privada y tardanza en el 
diseño y la implementación de las reformas estructurales necesarias, manten-
drán a la región con un crecimiento lánguido en los próximos diez años. 
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Mayor endeudamiento a nivel global 

Los procesos de inyección monetaria de los bancos centrales en los 
países desarrollados y el aumento sin precedentes del endeudamiento glo-
bal, junto a las necesidades de inversión y crecimiento, han incrementado 
los niveles de endeudamiento de los gobiernos del mundo. Los gobiernos 
se enfrentan a dilemas de necesidades crecientes de gasto en un escenario 
de poca capacidad de ampliar sus niveles de deuda y, con poca capacidad 
en muchos casos, de ampliar sus ingresos vía aumentos en la tributación. 
Sin embargo, un acrecentamiento de la tributación puede ser necesario para 
mantener unas finanzas públicas sostenibles, sobre todo ante el aumento 
en el endeudamiento y las presiones en gasto que son impulsadas por las 
demandas de servicios públicos de la población dentro de su proceso de 
envejecimiento, como veremos más adelante. 

Adicionalmente, la pandemia generada por el COVID-19 profundiza esta 
situación, ya que los países desarrollados organizaron planes de estímulo fis-
cal sin precedentes. Estados Unidos y la Eurozona, por ejemplo, habían dis-
puesto hasta mediados de 2020 de un programa equivalente a cerca del 15% 
del PIB, sin incluir los programas de garantías de crédito por más del 10% 
del PIB y la expansión de los balances de sus bancos centrales por más del 
15% del PIB (BBVA Research, 2020a). En consecuencia, veremos relaciones 
de deuda pública al producto interno bruto crecientes para poder afrontar 
los gastos sobrevinientes por la pandemia y para impulsar la recuperación 
de las economías afectadas. Además, por la caída en el valor del PIB alrede-
dor del mundo durante 2020. 

Este fenómeno será una gran tendencia no solo para los gobiernos, 
sino también para las familias y las empresas. Esto limitará su capacidad de 
consumo e inversión y completará el círculo de un menor crecimiento es-
perado. Además, aunado a las nuevas necesidades de la población en salud, 
educación y bienestar, profundizará las necesidades de reperfilamiento de 
los gastos e ingresos públicos.

Menor dinamismo en las relaciones comerciales 

El comercio mundial experimentó un gran dinamismo en los últi-
mos cuarenta años del siglo XX y los primeros años del siglo XXI, lo cual 
benefició tanto a los países desarrollados como a los emergentes (Figura 
2). Sin embargo, ese proceso se frenó con el desplome del comercio que 
se dio como consecuencia de la crisis financiera mundial de 2008-2009. 
Desde entonces, el comercio no logró volver a sus niveles previos por una 
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combinación de menor crecimiento mundial e incremento de tendencias 
políticas anticomercio.

En esta última se destaca la elección del presidente Trump en Estados 
Unidos en 2016, sobre la base de un discurso proteccionista. Más aún, todo 
su período presidencial estuvo centrado en diferentes niveles de guerra co-
mercial que incitaron un aumento de aranceles con, por ejemplo, China, y 
generaron mucha volatilidad a nivel global y perspectivas negativas sobre el 
avance del comercio mundial. Hacia futuro, Bekkers y Teh (2019) estiman 
que una guerra comercial global puede llevar a una reducción de cerca de 
2% del PIB global y a una caída del comercio global de 17%. Los autores 
comparan estos efectos con los de la crisis financiera de 2008-2009, 2,1% y 
12,4%, respectivamente, y resaltan los efectos negativos sectoriales y sobre 
el empleo que no son incluidos en estos números. 

La pandemia profundizará esta tendencia decreciente en el comercio 
mundial y afectará con mayor intensidad a los países emergentes con una 
demanda interna menos robusta. A nivel global, puede llevar a decisiones 
ineficientes de localización de recursos, siendo esa distribución divergente 
respecto de las que sugieren las teorías de la ventaja comparativa. Al final, 
habrá efectos negativos sobre el crecimiento global.

La trayectoria de la senda del comercio hacia delante dependerá de 
las acciones activas de los gobiernos y de la evolución de las discusiones 
políticas en torno a las ventajas o desventajas del proteccionismo comer-
cial. Aún en el mejor escenario, el comercio mundial retornará rápidamente 
a la senda, ya menos dinámica, en la que venía antes de la pandemia en 
2021. En un escenario más pesimista, la recuperación será más lenta e in-
completa. 

En general, el comercio global de servicios tendrá dos posibles evolu-
ciones hacia futuro: un aumento mayor al esperado antes de la pandemia en 
lo que tiene que ver con tecnología de la información, telemedicina, entre 
otros, pero por otro lado, los servicios que tienen que ver con el transporte 
de personas, bienes, entretenimiento y turismo, tendrán una recuperación 
más lenta e incompleta (World Trade Organization, 2020). 

Tanto la pandemia como las tensiones comerciales previas dejaron en-
trever los riesgos sobre el comercio global de una perturbación de las ca-
denas de valor por un desastre natural, un cierre localizado de fábricas u 
otras perturbaciones económicas. Hacia delante, las empresas incluirán, con 
mayor ponderación en sus decisiones de inversión y compra, una evaluación 
de estos riesgos, probablemente diversificando proveedores globalmente. 
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Figura 2. Apertura comercial en el mundo: exportaciones más importaciones 
como porcentaje del PIB mundial
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Hacia el consumo de energías menos contaminantes 

Las nuevas tendencias de crecimiento y, como lo veremos más ade-
lante, los nuevos comportamientos en términos de sostenibilidad ambien-
tal, llevarán a un cambio en el patrón de la demanda por energía en los 
próximos años. El mundo favorecerá la energía proveniente de procesos 
de producción menos contaminantes (más limpias), en contra de las más 
contaminantes (Figura 3). En ese sentido, tanto el comercio global como el 
local de energía se irán concentrando en fuentes alternativas, con efectos 
positivos sobre los productores de las mismas y con un cambio en sus pre-
cios relativos. 

Este cambio en las fuentes de energía será una tendencia de los próxi-
mos años que irá acompañada de un dilema: dar acceso a energía a los 
países más pobres que aún no tienen cobertura completa versus enfrentar el 
cambio climático que también afecta a los más pobres, porque son los que 
tienen menor capacidad de adaptarse al mismo. Ante el dilema, se afianzará 
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más rápidamente un proceso de sustitución del carbón, seguido del petróleo, 
por otras fuentes alternativas de energía, en los próximos veinte años. 

Figura 3. Energía por fuente, con proyecciones
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Nuevos hábitos de consumo que afectan los precios relativos

Los cambios en los precios relativos de los productos y servicios es 
otra tendencia global a destacar. La pandemia, hasta que se encuentre 
un tratamiento o una vacuna efectiva y ampliamente disponible para 
todo el mundo, cambiará los hábitos de consumo de bienes y servicios 
en los que el distanciamiento social es necesario. La recuperación de 
los diferentes sectores que los proveen será diferencial, dependiendo 
de su relevancia para el funcionamiento de las economías. Temas como 
el transporte aéreo o el transporte público se activan muy rápido o, en 
algunos casos, no paran, pero sus niveles de uso relativo disminuyen a 
la vez que aumentan sus costos de operación por las medidas de bio-
seguridad. Con todo esto, sus precios relativos se modificarán en los 
próximos años. 
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Una población envejeciendo con mayores necesidades  
de salud y pensión

El envejecimiento de la población se está acelerando a nivel mun-
dial. Esto generará profundas consecuencias para la salud, los sistemas 
de salud, los ingresos de las personas y sus planes de pensiones. En los 
países más pobres, el fenómeno responde a una reducción de la mortali-
dad infantil y la mortalidad por infecciones y, en los países más ricos, a 
una disminución en la mortalidad de las personas mayores (Organización 
Mundial de la Salud, 2015). Además, generalizadamente se están dando 
menores tasas de fecundidad, que provocan cambios en la estructura de-
mográfica de las sociedades. En adelante, estas tendencias se consolida-
rán y, en los próximos ochenta años, veremos una transición demográfica 
hacia poblaciones de mayor edad (Figura 4). La transición no será homo-
génea a nivel global, siendo más rápida en América Latina y, en particular, 
en Colombia.

Figura 4. Edad media de la población, por continentes y en Colombia 
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Así mismo, el mundo se enfrenta al desafío de una elevada pobreza mo-
netaria y multidimensional a nivel global, pero muy concentrada en el mundo 
emergente. Más de 700 millones de personas viven en pobreza extrema, esto 
es, con menos de 1,9 dólares por día en paridad del poder adquisitivo (PPA), 
y más de la mitad de la población mundial vive con menos de ocho dólares 
al día (PNUD, 2016). Pero, además, la pobreza va más allá del ingreso. La 
pobreza es un fenómeno multidimensional en el que la mayoría de las veces 
coexisten la desnutrición, la insalubridad, el poco acceso a saneamiento 
básico y a educación, entre otros factores. Según indica el Índice de Pobreza 
Multidimensional Mundial, 1.300 millones de personas de 105 países que 
acogen al 77% de la población mundial son pobres multidimensionales. De 
estos, 40 millones viven en América Latina y el Caribe (PNUD, 2018). 

El mundo también presenta una elevada inequidad, acompañada de 
una clase media creciente a nivel global, con necesidades y aspiraciones 
mayores. Además, estas demandas de la población se exacerban con la crisis 
del coronavirus y obligan a los gobiernos a repensar los esquemas de tribu-
tación y subsidios. Los nuevos esquemas deben permitir un aumento de la 
equidad y la atención no solo de los más vulnerables, sino también de las 
clases medias.

En busca de una educación de calidad que permita la adaptación a las 
nuevas tecnologías y formas de trabajo

A nivel global se ha dado un aumento en la cobertura de la educación, 
pero se mantienen las brechas en la calidad de la misma a pesar de los es-
fuerzos de muchos países (Banco Mundial, 2018). El mundo se tendrá que 
mover a proveer educación de calidad a las poblaciones. Con esto, se facili-
tará el acceso de todos a los mercados laborales más exigentes y cambiantes, 
para promover un aumento de la productividad. A nivel individual, una edu-
cación de calidad favorece la empleabilidad, mejora los ingresos, aumenta la 
salud y reduce la pobreza. A nivel de las sociedades, facilita la innovación, 
fortalece las instituciones y refuerza la cohesión social.

El trabajo del futuro, en el que los avances tecnológicos permitirán que 
muchas de las actividades tradicionalmente ejecutadas por personas sean 
realizadas por máquinas o computadores, premiará, más que antes, la edu-
cación de calidad. Los avances tecnológicos se están dando de una manera 
muy acelerada y las estimaciones muestran que seguirán así en los próximos 
años. Como resultado, se cambiará aún más la naturaleza del trabajo, al au-
tomatizar muchas de las actividades.
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Muchos de los trabajos actuales podrían desaparecer. Pero, al tiem-
po, también aparecerán muchos nuevos que aún no nos imaginamos (Díez, 
Doménech y Neut, 2018). Por ejemplo, según Belapatiño et al. (2019), la 
probabilidad de automatización del empleo en cinco economías emergentes 
(Argentina, Colombia, México, Perú y Turquía) es mayor al 50%, varía desde 
un 61% en Perú a un 38% en Turquía y es inversamente proporcional al ni-
vel de educación. Para Estados Unidos, Frey y Osborne (2013) afirman que 
dicha probabilidad es del 47%.

Todo esto cambia la valoración relativa de la formación en un oficio o 
carrera, pero fortalece la necesidad de personas con formación básica sobre-
saliente, conocimientos acerca de dónde aprender, cómo buscar información 
y cómo entenderla, además de una gran capacidad de adaptación al cambio.

Una creciente búsqueda de la sostenibilidad social y ambiental en las 
decisiones privadas y de política pública 

La inversión y el consumo en países desarrollados y, en menor medida, 
en países en desarrollo estarán condicionados por la sostenibilidad social 
y ambiental. En particular, las decisiones económicas en los próximos años 
estarán cada vez más enmarcadas dentro de los Objetivos de Desarrollo Sos-
tenible (ODS). Las naciones miembros de la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU) se pusieron como objetivo, en 2015, que en 2030 se haya 
puesto fin a la pobreza, se haya protegido el planeta y se hayan garantiza-
do la paz y la prosperidad para todos. El avance no va al ritmo requerido 
y se necesitan esfuerzos adicionales para alcanzar los objetivos en 2030. Se 
requiere profundizar en la concientización de los diferentes actores implica-
dos, identificación de las barreras e inclusión de estrategias ejecutables en 
los planes de acción (PNUD, 2016). 

En ese sentido, se seguirá consolidando la gran tendencia que está 
en camino a nivel mundial, la cual exige empresas creadoras de empleo, 
diversas, sostenibles y digitales. Cada vez los inversores se acercarán más a 
estos tipos de empresas y exigirán con mayor o menor vehemencia que se 
cumplan esos principios de actuación. También lo harán con los gobiernos 
nacionales y locales, facilitando la financiación pública a gobiernos que pro-
muevan estas prácticas. 

La heterogeneidad en las respuestas y necesidades ante los diecisiete 
ODS es muy grande entre países. Por lo tanto, se necesita darle una visión 
integral para que el avance vaya en paralelo con las necesidades y capacida-
des de crecimiento de cada país y de su sistema productivo.
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Aumento de tendencias populistas 

Los efectos de la pandemia sobre las personas más vulnerables del mundo, 
como lo anotamos antes, pueden resultar en un deterioro en el manejo de la polí-
tica y la economía. Los gobernantes tendrán la tentación de entrar en una espiral 
de decisiones para mantenerse o mantener su postura ideológica en el poder. 
También, de tomar las banderas de la recuperación basados en decisiones popu-
listas, que pueden hacer entrar a los países en un bucle de regulación que afectará 
negativamente el crecimiento de mediano plazo y el potencial de las economías y 
solo responderá a las necesidades de la población en el muy corto plazo.

Ante los efectos devastadores de la pandemia, en la primera mitad de 
2020, los gobernantes de países desarrollados y en desarrollo cambiaron 
las reglas de juego en temas como el ahorro pensional o el gasto público, 
por ejemplo. Estas modificaciones se justificaron por las necesidades apre-
miantes en el corto plazo, pero desconocieron sus efectos negativos en el 
mediano plazo. En algunos casos, se cambiaron las reglas de juego para el 
sector privado, lo cual afecta las decisiones presentes y futuras de inversión. 

Desafíos para Colombia: tendencias globales  
y retos locales 

Las grandes tendencias de la economía global le imponen a Colombia 
grandes desafíos hacia delante, que se combinan con los propios de corto y 
de mediano plazo y los generados por la pandemia. Los grandes determinan-
tes de la capacidad de la economía colombiana para responder a estos desa-
fíos serán analizados a continuación desde el punto de vista del crecimiento 
económico y las condiciones sociales y del empleo. 

Crecimiento de corto plazo y potencial 

El crecimiento es un desafío para Colombia en sí mismo. Luego de la 
desaceleración que sufrió la economía por la caída de los precios del petró-
leo en 2014, el PIB no ha logrado volver a su senda previa de crecimiento 
ni ha recuperado su potencial de expansión (Figura 5). El proceso de re-
cuperación de esa caída en los precios de petróleo, que había empezado a 
darse gradualmente, fue truncado de manera abrupta por la pandemia y los 
efectos económicos de las medidas que se tomaron para contenerla, en la 
primera mitad de 2020. Hacia el futuro, se prevé una recuperación del creci-
miento incompleta. Por lo tanto, lograr un mayor crecimiento sostenible en 
el tiempo es claramente uno de los grandes desafíos para que el país pueda 
enfrentar los cambios globales y aprovecharlos al máximo.
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En perspectiva, el crecimiento económico colombiano ha sido muy es-
table. Solo hubo cuatro años negativos en los últimos 113 años y dos en los 
últimos 58 años. El promedio del crecimiento del siglo XX y la primera déca-
da del siglo XXI fue cercano a 4,5% anual. Sin embargo, en la segunda déca-
da del siglo XX y la primera del XXI fue más cercano al 3% anual promedio.

La estabilidad de la economía colombiana se debe, en parte, a la amplia 
distribución regional de la población y la producción, lo cual ha permitido 
que haya crecimientos regionales divergentes, compensados entre sí, ante 
choques locales y externos. A diferencia de sus pares regionales, Colombia 
tiene capacidad de demanda y producción en cinco grandes ciudades con 
poblaciones de más de un millón de habitantes. En términos de producción, 
también se ve la diversidad, pues Bogotá representa el 26% del PIB, Antio-
quia el 14%, Valle del Cauca el 10% y 8% los dos grandes departamentos de 
la costa Caribe, según cifras a finales de 2019 (BBVA Research, 2020b).

Figura 5. Crecimiento del PIB anual colombiano, en porcentajes
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Fuente: DANE (2020a).

El bienestar de la población, medido con simpleza a través del ingreso 
per cápita, mejoró considerablemente desde principios de siglo. El mejor 
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crecimiento económico, el menor crecimiento poblacional y la apreciación 
de la tasa de cambio fueron decisivos para explicar este comportamiento 
(Figura 6). El indicador alcanzó máximos históricos en 2013, para luego des-
cender como consecuencia de los efectos negativos del choque petrolero de 
2014 y la pandemia. En los próximos años se espera una lenta recuperación, 
para alcanzar los niveles vigentes antes de la pandemia, entre los años 2022 
y 2023. Finalmente, el PIB per cápita de Colombia ha venido cerrando su 
brecha respecto al nivel de Estados Unidos, si bien aún el valor de la brecha 
es elevado. El PIB per cápita en paridad del poder adquisitivo de Estados 
Unidos era casi siete veces el colombiano a finales de los noventa y ahora 
es cerca de 4,5 veces. 

Figura 6. PIB per cápita de Colombia en dólares

Año

0

1.000

2.000

3.000

4.000

5.000

6.000

7.000

8.000

9.000

19
60

19
61

19
62

19
63

19
64

19
65

19
66

19
67

19
68

19
69

19
70

19
71

19
72

19
73

19
74

19
75

19
76

19
77

19
78

19
79

19
80

19
81

19
82

19
83

19
84

19
85

19
86

19
87

19
88

19
89

19
90

19
91

19
92

19
93

19
94

19
95

19
96

19
97

19
98

19
99

20
00

20
01

20
02

20
03

20
04

20
05

20
06

20
07

20
08

20
09

20
10

20
11

20
12

20
13

20
14

20
15

20
16

20
17

20
18

20
19

Dó
la
re
s

Fuente: DANE (2020a) y Banco de la República (junio de 2020).

La inversión ha sido un factor de crecimiento relevante para la economía 
colombiana y ha sostenido su proceso de industrialización y el crecimiento 
de la oferta de servicios. La inversión ha representado cerca del 22% del PIB 
en las primeras dos décadas del siglo XXI y ha estado dirigida tanto a secto-
res tradicionales como no tradicionales (Figura 7). Además, desde finales del 
siglo pasado, la inversión extranjera directa acompañó el proceso y llegó a 
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representar cerca del 4% del PIB en lo corrido del siglo XXI, atraída por las 
fortalezas de la economía, sus condiciones estructurales y sus perspectivas 
positivas en el mediano plazo. Buena parte de ese crecimiento también ha 
estado impulsado en la última década por exportaciones, principalmente del 
sector primario, como el petróleo y el carbón. 

A pesar de que el consumo de los hogares es el componente más im-
portante del PIB colombiano, uno de los grandes retos hacia delante es darle 
más impulso a la inversión, tanto local como extranjera. Así mismo, es clave 
promover las exportaciones y su diversificación, en línea con las grandes ten-
dencias globales en el uso de la energía que señalamos en la sección anterior. 

Figura 7. Inversión como porcentaje del PIB en Colombia
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Fuente: DANE (2020a).

El crecimiento y las mejoras en el ingreso per cápita no han estado 
acompañados por un aumento sostenido de la productividad en Colombia. 
Por el contrario, han estado sustentados más en el capital y el trabajo, los 
otros dos componentes de la función de producción. Tomando una serie de 
productividad desde los años ochenta, los aumentos considerables solo se 
vieron en la primera década del siglo XXI (Figura 8).
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Figura 8. Productividad de la economía colombiana, crecimiento anual
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Fuente: BBVA Research (2020c).

Condiciones sociales

En los últimos quince años, los indicadores sociales de Colombia han 
tenido una mejora muy significativa. A comienzos de siglo, los colombianos 
clasificados como pobres en términos monetarios eran cerca del 50% de la 
población y en 2019 fueron cerca del 26%1 (Figura 9). Dichas reducciones 
en la pobreza monetaria respondieron al mejor crecimiento agregado de 
la economía, la menor inflación y la dispersión exitosa de un esquema de 
subsidios condicionados para los más vulnerables. Con esto, los colombia-
nos clasificados como clase media consolidada y vulnerable aumentaron de 
cerca 48% en 2002 a cerca del 69% en 2019. 

La incidencia de la pobreza multidimensional en Colombia es del 19,6%, con ci-
fras a finales de 2018, y se redujo consistentemente desde un 30,4% en 2010 (Figura 
9). Con el uso de los datos del nuevo censo de 2018, la incidencia sigue reduciéndose 

1 Los segmentos poblacionales se definen así: i) pobres: hogares con ingreso per cápita inferior 
a 4 dólares PPA por día; ii) media vulnerable: hogares con ingresos entre 4 y 10 dólares PPA 
por día; iii) media consolidada: hogares con ingreso per cápita entre 10 y 50 dólares PPA; iv) 
alta: hogares que tengan ingresos per cápita superiores a 50 dólares PPA por día (Departamento 
Nacional de Planeación, 2016). 
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de 2018 a 2019 y se ubica en 17,5%. Esta medida hace una revisión más holística de 
la pobreza de tal forma que se puedan diseñar respuestas de política pública más 
adecuada. La medida toma en consideración cinco dimensiones relacionadas con 
educación, condiciones de vida de los niños y jóvenes, acceso a la salud, trabajo y 
condiciones de la vivienda y acceso a servicios públicos (DANE, 2020b). 

Las cifras destacan las grandes diferencias en incidencia de la pobreza a 
nivel urbano y rural. Mientras en las cabeceras municipales la incidencia es de 
12%, en la zona rural es de 34,5%. También muestran las grandes diferencias 
regionales que tiene Colombia. En Bogotá la incidencia es del 7%, mientras en 
Antioquia es del 16% y en la costa caribe del 28%. Estas diferencias regionales y 
entre el campo y la ciudad son otro de los grandes retos de la política pública.

Con la pandemia se estima que haya un retroceso en los indicadores 
sociales y un porcentaje de los colombianos en la clase media vulnerable re-
gresen a la categoría de pobres. Por lo tanto, en términos sociales, el reto del 
país es contener los efectos de la pandemia sobre los más vulnerables y seguir 
consolidando las mejoras sociales, muy en línea con el gran desafío global de 
reducción de la pobreza en el mundo. Los avances adicionales dependen de las 
nuevas estrategias de la política pública para mejorar las condiciones de vida 
de los pobres y de la clase media vulnerable. Esta última tiene necesidades dife-
rentes más centradas en la calidad de la educación y el acceso al trabajo, como 
anotamos arriba, además de la salud, la protección para la vejez, entre otras.

Figura 9. Pobreza monetaria y pobreza multidimensional en Colombia*
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Las mejoras en los indicadores de pobreza monetaria y multidimensional 
se han traducido parcialmente en la distribución del ingreso. Colombia sigue 
siendo un país muy desigual de acuerdo con medidas como el indicador de 
Gini. En particular, la desigualdad del país antes y después de cobrar impues-
tos y entregar subsidios sigue siendo casi la misma. Según Corredor y Gonzá-
lez (2019), Colombia mejora el Gini en máximo tres puntos porcentuales con la 
política fi scal, mientras que algunos países de la Organización para la Coopera-
ción y el Desarrollo Económicos (OCDE) lo hacen entre 13 y 25 puntos. Todo 
esto muestra cómo la tarea redistributiva de los gastos públicos y el cobro de 
impuestos no se está cumpliendo y sigue siendo un gran reto para el país. 

Mercado laboral 

La creación de empleo de calidad ha sido uno de los grandes retos del 
país y lo seguirá siendo. El crecimiento elevado de comienzos de siglo no 
se refl ejó plenamente en los niveles de empleo alcanzado. Aunque el mismo 
aumentó, no se logró una tasa de desempleo de un dígito consistentemente 
a nivel nacional (Figura 10). Los factores estructurales del mercado laboral 
no permitieron esa reducción. 

Figura 10. Ocupados en el mercado laboral y tasa de desempleo en Colombia
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Además, aunque se ha avanzado recientemente, cerca del 60% de los tra-
bajadores tienen un empleo informal2. La informalidad tiene efectos negativos 
sobre el bienestar y la protección social, tanto en la etapa de la actividad labo-
ral como en el retiro, aparte de que afecta el crecimiento de la productividad. 

Tareas pendientes y recomendaciones de política para 
crecer más e incluir más personas al crecimiento se 
concentran en un aumento de la productividad 

La economía colombiana debe crecer más en los próximos años ante el 
desafío que le imponen las tendencias globales y las características estructu-
rales y coyunturales propias. El crecimiento adicional de la economía colom-
biana depende de que podamos hacer una mejor combinación de los factores 
de producción de la economía. En particular, en términos del factor capital 
hemos visto que hemos podido hacer avances en el tema de inversión, aun-
que dinamizarla hacia delante es un desafío. En términos del factor trabajo, 
aún está pendiente incluir más personas en la fuerza laboral y, en particular, 
en el empleo formal. Pero, por último y probablemente más importante, se 
debe hacer un gran esfuerzo para aumentar la productividad. Con ella se 
puede mejorar la eficiencia en el uso de los factores de producción y en la 
estructura productiva para entregar los bienes y servicios a los usuarios. 

Las fuentes tradicionales de crecimiento en cuanto al capital y el trabajo 
se irán agotando rápidamente y es necesario hacer un esfuerzo significativo 
en productividad. La tasa de inversión como porcentaje del PIB no es espe-
cialmente baja en el contexto, por ejemplo, de los países de la OCDE, aun-
que, como veíamos antes, es necesario hacer una evaluación de la calidad de 
la misma. En términos de bono demográfico (dinámica de la relación entre 
población activa y población dependiente), las capacidades de aumento son 
pocas y, como ya planteamos, nos enfrentamos a un proceso de envejeci-
miento y aumento en las tasas de dependencia. 

Por tanto, el gran desafío es concentrar las tareas de política pública y 
privada en mejorar la productividad del país. Esas tareas pendientes y reco-
mendaciones de política se pueden dividir en cinco grandes temas que, en 
conjunto y coordinados, permitirán aumentar la productividad y, por tanto, 
el crecimiento del país y el bienestar de sus habitantes. Algunas de las reco-
mendaciones requieren cambios legislativos, algunas son esfuerzos de corto 

2 Para el DANE, un empleo se considera informal cuando la persona labora en un establecimiento 
que emplea hasta cinco trabajadores o no recibe una remuneración por el trabajo que realiza. 
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aliento, otras son iniciativas de largo aliento, unas dependen en exclusiva del 
sector público y muchas están supeditadas al trabajo coordinado de todos.

Formalización laboral y empresarial

Formalizar las empresas permite generar aumentos en productividad, tan-
to por la capacidad de realizar procesos productivos de mejor calidad, como 
por la capacidad de financiar los esfuerzos eficientemente, disminuir los costos 
de fiscalización del Estado, mapear a los contribuyentes y aumentar el recaudo. 

Con la pandemia se han puesto en evidencia algunos de los proble-
mas de la informalidad empresarial, tales como la incapacidad de acceder 
al financiamiento del sistema formal y, por tanto, a las ayudas que entrega 
el Estado (subsidios al empleo y garantías para créditos, por ejemplo) que 
requieren la bancarización previa.

Figura 11. Informalidad laboral* en Colombia en las 13 principales ciudades
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A las personas, la informalidad laboral les impide mantener un flujo de 
ingresos sociales y el acceso a la seguridad social de una manera adecuada. 



 334 

INTERESES ESPECÍFICOS DE COLOMBIA

Todo esto con efectos sobre su bienestar corriente y futuro. La informalidad 
laboral ha disminuido desde 2012, pasando de afectar a cerca del 50% de los 
trabajadores en las ciudades principales a cerca del 45% a finales de 2019 
(Figura 11). Hacia delante, el reto es seguir disminuyendo la informalidad de 
manera continuada y contener los efectos de la pandemia. 

Ingresar a los trabajadores informales a la formalidad contribuirá a am-
pliar la base de trabajadores activos que aporten al crecimiento, subsanando 
parcialmente la finalización del bono demográfico. La formalidad laboral per-
mite el acceso a la seguridad de los trabajadores y aumenta la productividad 
(BID, 2018). Con el fin de aumentar la informalidad empresarial y de los ne-
gocios, la profundización de los métodos de tributación objetivos es un cami-
no a seguir, así como el uso obligatorio de la factura electrónica, por ejemplo. 

Educación más equitativa y de mejor calidad

Colombia ha avanzado mucho en términos de cobertura de educación 
primaria, media y de bachillerato en los últimos treinta años. Sin embargo, 
aún quedan grandes retos en términos de cobertura de educación para la 
primera infancia y erducación superior (Figura 12). Actualmente la cobertura 
de educación primaria es del 100% y de educación media de 72%, pero en 
educación superior es del 52% (ANIF, 13 de marzo de 2020). Sin embargo, 
aún la calidad de la educación no alcanza los estándares deseados. En las 
pruebas internacionales, Colombia muestra importantes rezagos en calidad. 
Los resultados en las pruebas PISA son significativamente inferiores al pro-
medio de la OCDE (2018).

El gasto público en educación en Colombia es significativo. Es, en la 
actualidad, la principal partida del presupuesto y se encuentra en línea con 
el gasto en educación como porcentaje del gasto público total de la OCDE. 
Sin embargo, el gasto por persona es muy bajo y esto muestra la grande 
limitación de recursos a la que se enfrenta el sector.

La mejora en la calidad de la educación deberá ser la gran tarea del 
país, con el objetivo de aprovechar las significativas oportunidades globales 
y locales para incluir definitivamente a las personas por su formación en la 
sociedad productiva y formal. 

En ese sentido, una educación de calidad puede ser impartida por do-
centes que sean incentivados, remunerados y evaluados correctamente, a 
estudiantes que asistan a clases en tiempos y condiciones adecuados. 

La educación es un eje clave para el aprovechamiento de las nuevas opor-
tunidades, para enfrentar los grandes desafíos globales y para la potencialización 
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del capital humano. Adicionalmente, como lo anotamos antes, genera beneficios 
privados al individuo y a la sociedad.

La cobertura de la educación para la primera infancia se debe pro-
fundizar mediante el uso de los varios programas gubernamentales que se 
han creado de manera ágil. Para el aumento de la cobertura en educación 
superior, se necesita un aumento de cupos presenciales y la exploración de 
la virtualidad. Esta última se puede impulsar usando las nuevas tecnologías 
de aprendizaje, pero sin dejar de lado las experiencias previas que revelan 
las necesidades de aprendizaje y la necesidad de aprender a debatir en un 
ambiente social. 

Figura 12. Tasa de cobertura bruta* de la educación en Colombia
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Provisión de infraestructura para la productividad  
y el aumento del empleo

Piezas claves para la competitividad y la productividad son la calidad y 
la disponibilidad de infraestructura que conecte los centros productivos con 
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sus clientes y proveedores. Diferentes indicadores muestran que Colombia 
tiene rezagos importantes en la infraestructura central para el crecimiento, ta-
les como carreteras y puertos (Figura 13). Por ejemplo, en malla vial, Colom-
bia ocupa un puesto inferior al que le corresponde por su nivel de desarrollo.

La construcción y/o el mantenimiento de la infraestructura básica no 
solo reducen los costos monetarios del transporte, sino que aumentan la 
productividad al tener que destinar menos tiempo a actividades de movili-
zación de bienes y servicios. En general, una buena infraestructura de trans-
porte aunada a la provisión de otros bienes públicos y privados, como la 
logística, por ejemplo, reduce los costos de transacción, crea externalidades 
positivas y mejora la productividad y la competitividad. 

Figura 13. Indicador de competitividad total y de infraestructura 
en América Latina
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Hacia un entorno más digital 

El mundo le impone a Colombia un nuevo entorno digital, donde se 
reevalúa signifi cativamente la estructura de los mercados, eliminando o 
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disminuyendo los costos de transacción y transformando los problemas de 
información asimétrica. En ese sentido, es necesario avanzar en la digitali-
dad con fines productivos en Colombia. 

En Colombia, cerca de la mitad de la población utiliza internet, pero 
aún existen grandes brechas en el acceso entre regiones. Además, su uso no 
ha logrado ser aprovechado a plenitud por la economía con fines producti-
vos y, por tanto, con efectos positivos sobre la productividad. Por ejemplo, 
cerca de 24 millones de colombianos usan internet para acceder a redes 
sociales, mientras 10 millones lo hacen para educación y solo 2,8 millones lo 
hacen para trámites con el Estado (Figura 14).

Figura 14. Usuarios de internet por categoría de uso en Colombia
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El bajo uso de la digitalidad para relacionarse con el sistema financiero 
es un reflejo de la gran tendencia del uso del efectivo y la informalidad en el 
país. Solo 3,5 millones de personas usan la banca electrónica, un número muy 
similar al de quienes compran bienes y servicios por vía digital (Figura 14). 
El uso de efectivo es tan alto que cerca del 90% de las compras totales al por 
menor se hace con ese medio de pago y Colombia es uno de los países con 
mayor cantidad de retiros de efectivo por cajero automático comparados con 
los pagos electrónicos de la región (Banco de la República, junio de 2020).
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Con la pandemia y las necesarias medidas de distanciamiento social 
se generó un aumento de los usos de la digitalidad, tanto para redes socia-
les como para educación y otros temas que aumentan la productividad. La 
pandemia aceleró los cambios que venían en camino ante la necesidad de 
acercarse a las personas, al aprendizaje, a los mercados y a los bancos, en 
medio del distanciamiento social. 

Para avanzar en este campo es necesario consolidar el diseño y el se-
guimiento de políticas digitales, definir los estándares digitales ágilmente, 
ampliar la cobertura, reducir los costos de acceso y capacitar a la población 
en la utilidad y el uso de las herramientas digitales. 

Hacia una política fiscal y regulatoria que genere aumento del empleo 
y la productividad

La restructuración integral de la política fiscal es uno de los grandes 
desafíos para los próximos años. Por el lado de la generación de ingresos, 
el recaudo en Colombia es muy bajo como proporción del PIB comparado 
con sus pares en la región y con los países de la OCDE (Figura 15). La carga 
tributaria recae mayoritariamente sobre las empresas, las cuales pagan cerca 
del 80% del total de lo recaudado por impuesto de renta en Colombia frente 
al 30% en el promedio de países de la OCDE. Con esto, el sistema grava a 
las empresas con elevadas tasas de tributación, lo que afecta negativamente 
las decisiones de inversión al interior del país y desde el exterior, ya que las 
tasas de tributación son superiores a las de los países de la Alianza del Pací-
fico, por ejemplo. Adicionalmente, el sistema de tributación ha sido construi-
do con los años sobre la base de un gran número de exenciones que hace 
difícil el seguimiento y la fiscalización del mismo, al tiempo que reduce las 
tasas efectivas de recaudo de manera significativa (Bernal et al., 2018). 

En cuanto a la tributación de las personas, la base de los que deben 
dar información a la administración de impuestos sigue siendo muy peque-
ña, a pesar de los cambios recientes, así como la base de las personas que 
contribuyen al sistema. Por supuesto, todo ello está soportado en la alta 
informalidad laboral, que hace muy difícil el seguimiento de los ingresos de 
las personas. 

Por el lado del gasto, es necesaria una flexibilización y focalización. 
En particular es necesario revisar el tipo de gastos que se están asumiendo 
desde el Gobierno nacional, en funcionamiento e inversión, y aprovechar 
los estudios recientes sobre el esquema de subsidios que ha realizado el 
Gobierno para mejorar su eficiencia (Departamento Nacional de Planeación, 
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2018). Colombia gasta el 9% del PIB en subsidios y, con ello, logra reducir 
la pobreza de una parte de la población a través de más de 60 programas. 

Figura 15. Ingresos fi scales del obierno nacional como 
porcentaje del PIB en 2018
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Figura 16. Esquema de subsidios en Colombia distribuidos por quintil de 
ingreso y monto del subsidio como porcentaje del PIB, por tipo 

11,4%

18,1%

21,4%

23,4%

25,7%

Educación Salud

51%

23%

14%

8%

4%

Quintil 5

Quintil 4

Quintil 3

Quintil 2

Quintil 1

Quintil 5

Quintil 4

Quintil 3

Quintil 2

Quintil 1

Quintil 5

Quintil 4

Quintil 3

Quintil 2

Quintil 1

Quintil 5

Quintil 4

Quintil 3

Quintil 2

Quintil 1

Quintil 5

Quintil 4

Quintil 3

Quintil 2

Quintil 1

Pensiones

Quintil 4

8%

15%

20%

24%

34%

Quintil 2

Quintil 3

Quintil 4

Quintil 5 3%

15%

22%

27%

32%

Atención a la 
primera infancia

20%

19%

19%

20%

22%

Total

Monto del
subsidio como

porcentaje
del PIB

2,3% 3,0% 1,9% 0,4% 9,0%

Fuente: Departamento Nacional de Planeación (2016). 

Sin embargo, los subsidios están mal focalizados y, por lo tanto, no 
son progresivos. Algunos subsidios llegan efectivamente a quienes más los 
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necesitan, como los educativos o los dirigidos a la primera infancia o a la 
salud. Pero algunos, como los pensionales, servicios públicos y vivienda, 
llegan mayoritariamente a las personas que menos lo necesitan. El quintil 5, 
el de los mayores ingresos, recibe el 20% de los subsidios, cifra muy similar 
a la que reciben los quintiles de menores ingresos (Figura 16). 

La situación se profundiza con la pandemia. Los ingresos tributarios 
sufren una presión adicional por la baja en la actividad y los gastos aumen-
tan con la política fiscal contracíclica necesaria para apoyar a las personas 
más vulnerables y a las empresas. Por tanto, el desequilibrio de las cuentas 
fiscales y los niveles de endeudamiento del Gobierno nacional se amplían 
(Figura 17). 

Figura 1 . euda p blica  del obierno nacional de olombia
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Hacia delante, es necesario dar en el corto plazo señales contundentes 
sobre la senda esperada de las finanzas públicas, una que sea compatible 
con un aumento en el recaudo, el mantenimiento de las rebajas en la tasa de 
tributación de la empresas, el desmonte de las exenciones y la ampliación 
de la base. En términos de gasto es necesario hacer compatibles estos temas 
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con una flexibilización y focalización del mismo. La claridad y la estabilidad 
regulatoria, con enfoque en la competencia, es clave para atraer la inversión, 
apoyar el crecimiento y aumentar la productividad. Reformas estructurales, 
como la pensional y la tributaria, serán dos de los grandes desafíos del corto 
plazo para el país.

Reflexiones finales y recomendaciones

La mejor forma de enfrentar los desafíos globales y propios en el cam-
po social y económico es a través de un crecimiento inclusivo más formal 
que genere ganancias en productividad y competitividad. Es necesario hacer 
esto en el marco de una economía más sostenible y digital, sin olvidar las 
reformas estructurales. 

El mundo se presenta para Colombia con un abanico de tendencias en 
temas económicos, sociales, políticos y demográficos. La capacidad de adap-
tación que han mostrado el país y sus gobernantes durante la historia son un 
buen presagio para el futuro. Sin embargo, los desafíos que imponen esas ten-
dencias globales no son menores y, aunque no se puede cambiar su curso, es 
posible decidir cómo enfrentarse a ellas. La respuesta activa, constante y opor-
tuna a esas tendencias de los sectores privado y público es clave para lograr 
los mejores resultados y avanzar con un crecimiento mayor y más inclusivo.

Localmente, el diagnóstico muestra las tareas pendientes, las recomen-
daciones de política y los grandes avances que se lograron en los últimos 
años. Las recomendaciones de política pública deben ser implementadas con 
el concurso activo del sector privado. No es una tarea pública exclusiva sino 
que debe hacer parte de una estrategia intregral de país. Las recomendacio-
nes que detallamos en este capítulo están relacionadas con la formalización 
laboral y empresarial, la mejora en la calidad y la pertinencia de la educa-
ción, la mejora en la calidad y la capacidad de la infraestructura y la digitali-
zación del país. Todo esto enmarcado en una política fiscal y regulatoria que 
promueva el crecimiento y la productividad. 

Las instituciones económicas colombianas han enfrentado estos retos 
con creces y tienen la calidad para hacerlo hacia delante. El país ha hecho 
mucho en medio de grandes frenos, tales como el conflicto, la pobreza y la 
inequidad. La superación de esos frenos, y de los nuevos que puedan venir, 
permitirá a la economía brillar aún más. La pandemia en sí misma y sus 
efectos económicos son un nuevo reto del que el país puede salir fortalecido 
si lo enfrenta con decisión y políticas activas que permitan adaptarse a las 
grandes tendencias globales y corregir los retos globales.
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ambientales multilaterales y los demás objetivos 
ambientales acordados internacionalmente. Van más allá 
de lo que se puede lograr solo con políticas ambientales. 

UN Environment (2019b, p. 20)

Introducción 

La incorporación de los problemas ambientales en las agendas de las 
ciencias sociales y la política alrededor del mundo ha sido un proceso largo, 
tanto teórico como práctico, y uno que sigue en pie actualmente, evolucio-
nando de manera continua a la mano de los mismos problemas ambientales 
que se vuelven cada vez más graves. El planeta Tierra atraviesa problemas 
en sus ecosistemas que son el resultado de acciones humanas y decisiones 
políticas, económicas y sociales. Además de la evidencia de los daños am-
bientales, también hay pruebas abundantes de los nexos estrechos entre los 
problemas ambientales y los problemas sociales. 
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En este sentido, parecería sencillo y lógico integrar la protección am-
biental como elemento clave del interés nacional de cualquier país, a medida 
de sus propias condiciones ambientales. Además, encima del nivel nacional 
existen problemas ambientales globales, como la crisis climática, que con-
llevan un interés global compartido respecto a la protección ambiental. Y 
desde luego, debe haber un interés local evidente en la protección ambiental 
por parte de las comunidades que inhabitan las zonas más afectadas por los 
daños e impactos ambientales. Sumando los niveles local, nacional e inter-
nacional, se esperaría un interés multinivel y multisectorial en la protección 
ambiental, acompañado por una gobernanza correspondiente, pero las rea-
lidades demuestran otras tendencias en un panorama complejo de identida-
des e intereses que, en muchos casos, entran en conflicto.

En el marco del estudio de los intereses nacionales del presente libro, 
este capítulo pretende responder a tres preguntas, las primeras dos enfoca-
das en la teoría y la tercera en la práctica. Las primeras son: ¿por qué se debe 
considerar la protección ambiental como parte del interés nacional? y ¿en 
qué manera la protección ambiental desafía a las concepciones tradiciona-
les del interés nacional? La tercera pregunta es: ¿actualmente, la protección 
ambiental forma parte del interés nacional de Colombia en sentido retórico 
y/o en la práctica? 

La primera sección del capítulo resalta la gravedad de la crisis ambien-
tal por la cual está pasando nuestro planeta. La segunda sección hace una 
breve revisión de algunos conceptos que han surgido en las últimas décadas 
e intentado abarcar la protección ambiental, y las posiciones de las teorías 
de las relaciones internacionales (RR. II.) frente a los problemas ambientales, 
sobre todo cómo estas teorías han tenido que buscar el modo de incorporar 
la problemática ambiental en su consideración del interés nacional. La terce-
ra sección se enfoca específicamente en cómo incide la protección ambiental 
en las nuevas concepciones de seguridad y defensa del siglo XXI, un aspecto 
importante en el caso colombiano. La última sección del capítulo reflexiona 
sobre si la protección ambiental forma parte del interés nacional actual y 
reciente de Colombia, y si esto se puede ver en sentido retórico y/o en la 
práctica de la política nacional y exterior del país, considerando los distin-
tos actores que participan en la formulación del interés nacional del país, y 
cómo inciden ellos en la protección, o no, del medioambiente. Finalmente, 
se presentan unas conclusiones y unas recomendaciones respecto al caso 
colombiano, con el fin de asegurar que la protección ambiental quede como 
aspecto integral y trasversal del interés nacional del país, tanto en la retórica 
como en la práctica.
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La crisis ambiental actual

Según Cox (1981, p. 128) “la teoría es siempre para alguien y con algún 
propósito”. Por lo tanto, esta sección busca resumir de manera muy breve 
algunas características de la crisis ambiental actual con el propósito de argu-
mentar a favor de la protección ambiental y su incorporación a los intereses 
nacionales, y de Colombia en particular. 

Según el Programa para el Medio Ambiente de la Organización de las Na-
ciones Unidas (PNUMA), a pesar de mejoras en algunos aspectos del campo am-
biental en las últimas décadas, la evidencia presentada en su sexto Pronóstico 
Ambiental Global deja claro que la condición general del medioambiente global 
ha venido empeorando y está en condiciones graves. El informe concluye que:

Las actividades humanas insostenibles a nivel mundial han degradado 
los ecosistemas de la Tierra, poniendo en peligro los cimientos ecoló-
gicos de la sociedad. Es necesaria una acción urgente a una escala sin 
precedentes para detener y revertir esta situación, protegiendo así la 
salud humana y ambiental, y manteniendo la integridad actual y futura 
de los ecosistemas globales. (UN Environment, 2019b, p. 4)

De esto se pueden resaltar tres elementos claves: que las actividades 
humanas son la causa de los problemas, que estos problemas tienen impac-
tos para la salud de los ecosistemas y también para los mismos humanos, y 
que los impactos negativos existen actualmente y se proyectan cada vez más 
graves en el futuro. Sostiene el mismo informe que integrar las consideracio-
nes ambientales en las decisiones sociales y económicas a todo nivel es fun-
damental y que, acorde con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), las 
cuestiones ambientales se deberían abarcar en conjunto con las relacionadas 
cuestiones sociales y económicas (UN Environment, 2019b, p. 4). 

Todo lo anterior plantea preguntas respecto a los distintos aspectos que 
conforman un interés nacional, el equilibrio entre ellos y la manera en que 
distintos intereses nacionales se complementan o entran en conflicto en el 
sistema internacional. Como se explorará en la próxima sección, las teorías 
de las RR. II. han interpretado estos hechos en distintas maneras y, por lo 
tanto, también han llegado a conclusiones distintas frente a la protección 
ambiental como parte del interés nacional.

Lo que no se debería discutir es la abundante evidencia científica sobre 
los problemas ambientales, en términos de sus causas y sus consecuencias. 
Se ha establecido tres elementos trasversales en todos los temas ambientales 
(Tabla 1).
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Tabla 1. Elementos transversales en temas ambientales

Bienestar de los 
seres humanos

Cambios ambientales Recursos y materiales

x�La salud humana

x�El género

x�La urbanización

x�La educación 

x�La crisis climática

x�Las regiones polares

x�Los desastres naturales y 

ambientales

x�La degradación de la tierra

x�La pérdida de 

biodiversidad

x�La contaminación del aire 

y el agua

x�La gestión inadecuada de 

residuos 

x�El uso de los recursos 

naturales

x�Los desechos de procesos, 

como la generación de energía 

y el sistema de la alimentación 

Fuente: elaboración propia basada en UN Environment (2019b, p. 4 y 14).

Según el Reporte de Riesgos Globales del Foro Económico Mundial de 
enero de 2020, los cinco riesgos globales con más probabilidad de ocurren-
cia son todos ambientales: los fenómenos meteorológicos extremos que con-
llevan grandes daños a la propiedad, la infraestructura y la vida humana; el 
fracaso de los gobiernos y otros actores frente a la mitigación y adaptación 
al cambio climático; las catástrofes naturales graves; los daños y catástrofes 
ambientales provocados por los seres humanos, los cuales incluyen los de-
litos ambientales; y, finalmente, la pérdida irreversible de biodiversidad y 
el colapso de los ecosistemas terrestres y marinos (World Economic Forum, 
2020). Es más, estos mismos cinco riesgos también aparecen entre los pri-
meros diez en términos de impacto: el fracaso en la acción contra el cambio 
climático (1º), la pérdida de biodiversidad (3º), los fenómenos meteoroló-
gicos extremos (4º), las catástrofes naturales (7º) y las catástrofes naturales 
provocadas por los humanos (9º).

Además de la gravedad de estos problemas, se ha mostrado también 
que sus principales motores son las dinámicas relacionadas con las ten-
dencias demográficas humanas y el desarrollo económico, agravados por la 
urbanización y la innovación técnica rápidas (UN Environment, 2019b, p. 6). 
Los temas ambientales son relativamente nuevos en las agendas de los Esta-
dos y del sistema internacional cuando se comparan con, por ejemplo, temas 
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económicos y de seguridad y defensa, y con frecuencia han sido subordi-
nados a otras prioridades. Mientras el desarrollo económico sí ha logrado 
sacar a billones de personas de la pobreza extrema y mejorar el acceso a la 
salud y educación alrededor del mundo, en este proceso se ha empleado un 
pensamiento de “crecer ahora, limpiar después” (UN Environment, 2019b, p. 
6), el cual nos ha traído a la crisis ambiental actual. Además, cabe resaltar 
que los riesgos e impactos asociados con los problemas ambientales no se 
distribuyen de manera equitativa a lo largo del planeta, ni entre los territo-
rios nacionales de cada Estado, y que la escala creciente y la más rápida ve-
locidad de los cambios ambientales exigen cada vez más acción en su contra 
(UN Environment, 2019b, p. 7). 

Mostrando de nuevo las dimensiones multinivel y multisectorial de la 
protección ambiental, las acciones que conforman la protección ambiental 
incluyen: reducir la degradación de los suelos, la pérdida de biodiversidad 
y la contaminación del aire, la tierra y el agua; mejorar la gestión del agua 
y de residuos, la mitigación y adaptación al cambio climático y la eficiencia 
de recursos; abordar la descarbonización, el desacoplamiento y la desintoxi-
cación; y la prevención y gestión de riesgos y desastres (UN Environment 
2019b, p. 4). Es de alta importancia enfatizar que estas acciones de protec-
ción ambiental no implican siempre algún tipo de costo, sacrificio o daño 
económico en su ejecución, como muchos dan por sentado. De hecho, es 
evidente que existen muchas oportunidades económicas bajo las lógicas de 
la protección ambiental, por ejemplo, que los países que dan prioridad a 
prácticas bajas en carbono y eficientes en el uso de recursos pueden obtener 
una ventaja competitiva en la economía mundial (UN Environment 2019b, p. 
6). A esto se suman otros beneficios, por ejemplo, en la salud pública, dado 
que los costos de mitigar las emisiones de gases de efecto invernadero y re-
ducir los contaminantes del aire serían drásticamente superados por los be-
neficios colaterales para la salud humana en términos económicos y sociales. 
Según el PNUMA, los costos de mitigación son aproximadamente 22 billones 
de dólares, mientras los consecuentes ahorros en la salud pública podrían 
ser de 54 billones de dólares, a nivel global (UN Environment 2019b, p. 22). 
Adicionalmente, el PNUMA afirma que una gobernanza ambiental robusta 
tiene beneficios amplios, como fortalecer el Estado de derecho, contribuir a 
la paz y la seguridad al evitar y apaciguar los conflictos, y proteger los dere-
chos humanos y constitucionales (UN Environment 2019a, p. ix).

En la práctica, la protección ambiental se basa en la gobernanza y el de-
recho ambiental a nivel nacional e internacional. A su vez, estos se desarrollan 
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basados en las identidades e intereses de distintos actores, sobre todo los inte-
reses nacionales de los Estados soberanos que firman y se hacen responsables 
de cumplir, o no, los acuerdos ambientales multilaterales y sus propias leyes 
ambientales nacionales. En el primer estudio del PNUMA sobre el Estado de 
derecho ambiental a nivel global, se concluye que existe un problema pro-
fundo en este campo dado que “la implementación y el cumplimiento de las 
leyes y regulaciones ambientales está muy por debajo de lo que se requiere 
para abordar las preocupaciones ambientales” (UN Environment, 2019a, p. 
viii). En 2017, 176 países contaron con un marco de derecho ambiental, 150 
con derechos constitucionales de gozar de un medioambiente sano y/o de 
protección ambiental y 164 con organismos a nivel ministerial dedicados a la 
protección ambiental (UN Environment, 2019a, p. viii), hechos que represen-
tan, sin duda, un gran logro en el posicionamiento del medioambiente en las 
agendas nacionales. Por lo tanto, se puede argumentar que este logro también 
representa, en cierta medida, la incorporación de la protección ambiental en 
el interés nacional de la mayoría de los países del mundo. No obstante, el 
mismo informe reconoce la falta de ambición y coherencia con la evidencia 
científica sobre las verdaderas demandas ecológicas en muchas políticas di-
rigidas a la protección ambiental (UN Environment, 2019b, p. 17). Entonces 
queda abierta la pregunta de si estos compromisos se convierten en acciones 
concretas que mejoran las condiciones ambientales y mitigan los riesgos ya 
mencionados. 

Colombia no es excepción a estas tendencias globales. El PNUMA afir-
ma que desde hace más de veinte años la organización ha apoyado proyec-
tos e iniciativas en el país relacionados con temas diversos como el consumo 
y la producción sostenibles, la mitigación y adaptación al cambio climático, 
la gobernanza ambiental, la reducción del riesgo de desastres, la gestión y 
conservación de ecosistemas y el desarrollo de mecanismos integrados de 
evaluación ambiental (PNUMA, s.f.). También resalta las posibilidades de 
mejoras ambientales en la etapa de consolidación del posconflicto en el país 
tras la firma de los Acuerdos de Paz entre el gobierno de Juan Manuel San-
tos (2010-2018) y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-
EP) en 2016. Se considera el medioambiente colombiano como una víctima 
olvidada del conflicto interno armado dado que muchos grupos armados 
organizados (GAO) controlaron y siguen controlando hoy en día, grandes 
territorios donde explotaron y explotan los recursos naturales del país para 
financiar sus operaciones, por ejemplo, a través de la minería ilegal, los cul-
tivos ilícitos y el narcotráfico, la deforestación y el uso no reglamentado de 
químicos peligrosos como el mercurio (PNUMA, s.f.).
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Sin embargo, el conflicto y los actores ilegales no han sido el único 
factor de los problemas ambientales en Colombia. En su búsqueda del de-
sarrollo económico, por ejemplo, demostrado en su membresía de la Orga-
nización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), siendo 
su miembro 37º desde abril 2020 (OECD, s.f.), se encuentran muchos casos 
en que los avances en el campo económico se logran en detrimento a las 
condiciones ambientales del país, por ejemplo, promoviendo el modelo mi-
nero-extractivista y la ganadería masiva, dos de las industrias que más daños 
ambientales y sociales conllevan. A estos problemas se puede sumar la falta 
de presencia del Estado a lo largo del territorio colombiano y, en particular, 
en las zonas que estuvieron históricamente bajo el control de las FARC-EP. 
Como reflejo del panorama de la gobernanza ambiental a nivel internacio-
nal, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS) de Colombia 
se creó en 1993 pero sus capacidades han variado a lo largo del tiempo y 
actualmente el sector ambiental colombiano se encuentra permeado por la 
“politiquería convencional” y sufriendo bajo un presupuesto supremamente 
bajo (Fonseca Zárate, 16 de julio de 2018). Entonces, Colombia sirve como 
buen ejemplo de las dificultades que existen en la protección ambiental: 
mientras padece problemas ambientales graves, los cuales se impulsan por 
distintos motores y requieren acciones multiniveles y multisectoriales, el de-
sarrollo económico sigue primando en las acciones políticas que son la ma-
nifestación de ideas específicas acerca del interés nacional.

Volviendo a la pregunta ¿por qué se debe considerar la protección 
ambiental como parte del interés nacional?, se afirma que los problemas 
ambientales son de alta importancia por su escala, gravedad y los riesgos 
que representan para el planeta y los seres, humanos y no humanos, que la 
inhabitan a corto y largo plazo. Por lo tanto, la protección ambiental sí ha de 
formar parte del interés nacional de todo Estado, incluso Colombia.

La protección ambiental y las teorías de las  
relaciones internacionales

Pensar la protección ambiental, y las ideas y los intereses que represen-
ta, es importante para poder analizar su relación con las teorías de las RR. 
II. y los intereses nacionales. El pensamiento verde, como todo pensamiento 
político, abarca muchas ideas distintas y existe en diversas formas. Además, 
cuenta con elementos descriptivos respecto a los daños ambientales y sus 
causas y consecuencias, y una base normativa y prescriptiva sobre cómo se 
deben frenar estos daños y velar por la protección ambiental. Sin embargo, 
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hay elementos claves y comunes a toda esta corriente, a saber: una reconcep-
tualización de la relación humano-naturaleza, la necesidad de poner límites 
al crecimiento económico y la descentralización política (Carter, 2007, p. 66; 
Paterson, 2001, p. 277). Esta corriente de pensamiento político se bifurca a 
partir de una división ontológica entre quienes se enfocan en la protección 
del medioambiente por su importancia para el ser humano y quienes se en-
focan en el valor intrínseco de la naturaleza y los ecosistemas. 

Esta división entre el antropocentrismo y el ecocentrismo es clave para 
pensar la retórica y la práctica de la protección ambiental frente a los inte-
reses nacionales: si los Estados y/u otros actores reconocen cualquier parte 
de la evidencia científica sobre los graves problemas ambientales y deciden 
desarrollar e implementar mecanismos de protección ambiental, ¿cuál forma 
toman estos mecanismos?, ¿representan una ecología profunda que busca 
transformar a los sistemas políticos, económicos y sociales, o solo un es-
fuerzo mínimo a mitigar los impactos más notables para los seres humanos 
en el presente, sin considerar los impactos futuros o los daños a que están 
sometidos los ecosistemas de nuestro planeta, de lo cual los humanos so-
mos apenas una parte?; y por los propósitos de este capítulo, ¿cuál(es) de 
estos enfoques del pensamiento verde ha(n) logrado ser incorporado(s) a las 
agendas de protección ambiental a través de los intereses nacionales?

Tanto en la retórica empleada acerca de ella, como en su aplicación 
en la práctica, la protección ambiental respalda, desafía y rechaza ciertos 
elementos importantes de las principales teorías de las RR. II. y sus concep-
ciones del interés nacional. De los más importantes es la naturaleza trans-
fronteriza de los problemas ambientales, la cual va de la mano con la ace-
lerada globalización económica, política y social. Mientras algunos daños 
ambientales se quedan localizados, aunque a veces con un efecto acumulado 
hasta el nivel global, algunos son siempre, en sus causas y/o consecuencias, 
transfronterizos, como, por ejemplo, el adelgazamiento de la capa de ozono 
y el cambio climático. Por consiguiente, problemas transfronterizos requie-
ren de soluciones conjuntas, regionales y/o globales, e implementadas por 
diversos actores y a través de acciones multiniveles y multisectoriales. Este 
hecho puede hacer que la protección ambiental entre en conflicto con ideas 
centrales de las teorías clásicas de las RR. II. 

También importante es el desarrollo sostenible, lo cual ha tomado una 
posición central en las agendas locales, nacionales e internacionales. Este 
concepto se basa en un desarrollo capaz de satisfacer las necesidades del 
presente sin comprometer la capacidad de las futuras generaciones para 
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satisfacer sus propias necesidades (Naciones Unidas, s.f.), y pretende consi-
derar las dimensiones económicas, sociales y ambientales en toda decisión 
política, sin primar una sobre las otras. Se ha consolidado a lo largo del 
tiempo como una suerte de “meta-norma” (O’Neill, 2009, p. 29), primero con 
los Objetivos de Desarrollo del Milenio (8 objetivos, vigentes 2000-2015) 
y luego con los ODS (17 objetivos, vigentes 2015-2030). Se supone que el 
desarrollo sostenible ha logrado integrar la protección ambiental en las co-
rrientes principales de toma de decisiones, a todo nivel, pero dada la eviden-
cia contundente acerca del empeoramiento de los problemas ambientales, 
es importante analizar no solo la retórica en esta área, sino también si otros 
factores siguen primando en la formulación de los intereses nacionales. Ade-
más, resulta fácil reconocer que el desarrollo sostenible es un concepto an-
tropocéntrico y, siendo muy amplio, es lo suficiente abierto para que todo 
actor pueda hablar de ello según sus propias ideas e intereses. Por supuesto, 
hablar de las dimensiones ambientales y sociales puede ser clave para el 
interés nacional incluso si es solo con el fin de cumplir con las normas y ex-
pectativas de otros actores y seguir accediendo a los beneficios económicos.

Otro concepto que complementa el desarrollo sostenible en la búsque-
da de integrar la protección ambiental a consideraciones como el interés 
nacional es la seguridad humana, la cual, desde su mismo nombre, es otro 
enfoque antropocéntrico. Esta concepción desafía la idea tradicional de se-
guridad enfocada en los conflictos entre o adentro de los Estados soberanos, 
al reconocer las siguientes dimensiones: económica, alimentaria, ambiental, 
comunitaria y política, y también la salud y la seguridad física (O’Neill, 2009, 
p. 43). Así, el concepto provoca la consideración del medioambiente, entre 
otros factores, en los intereses de actores que podrían no haberlo tomado en 
cuenta históricamente.

Otro aspecto clave en este debate es la importancia de la división entre 
el Sur y el Norte globales, tanto en el campo ambiental como otros. Como lo 
explica O’Neill (2009, p. 15):

Gran parte de los recursos naturales del mundo, incluidos los sitios 
críticos de biodiversidad, se encuentran en países del Sur y, dadas las 
posibles trayectorias de crecimiento demográfico e industrialización, 
su participación es fundamental para el éxito de la mayoría de los 
acuerdos ambientales internacionales.

Más allá de estos aspectos materiales de los recursos naturales, también 
han surgido reclamos normativos desde el Sur hacia el Norte respecto a sus 
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siglos de industrialización y desarrollo económico sin freno, los cuales han 
provocado una gran parte de los problemas ambientales existentes y las 
desigualdades mencionadas anteriormente. Los países del Sur lideraron mu-
chos de los llamados para reconocer la relación estrecha entre el desarrollo 
económico y los problemas ambientales (O’Neill, 2009, p. 51). Por lo tanto, 
también es importante considerar la protección ambiental a la luz de las di-
námicas de poder entre los países del Sur y los del Norte.

Mientras toda teoría de las RR. II. tiene su propia interpretación del 
interés nacional, hay unos elementos fundamentales de este concepto. Pri-
mero, el interés nacional representa una articulación de la política interna 
con la promoción de la política exterior (Álvarez Zárate, 2003, p. 165), pues 
el interés nacional es la base de los objetivos que persiguen los Estados en la 
diplomacia y la cooperación internacional. Además, se define dicho interés 
a través de un proceso secuencial y continuo de planificación y toma de de-
cisiones (Herrera de Castro, 2010, p. 30), en el cual juegan elementos como 
la identidad nacional, las fuerzas exteriores al Estado y, hoy en día, las nor-
mas y los valores internacionales comúnmente compartidos (Álvarez Zárate, 
2003, pp. 170-172). A estos factores se pueden sumar también la voluntad y 
las capacidades de un Estado, con este último siendo un elemento clave en 
la división entre el Sur y el Norte globales (O’Neill, 2009, p. 49). Y, por últi-
mo, se recalca de nuevo que existen intereses nacionales que actualmente 
se defienden mejor de manera multilateral que unilateralmente (Herrera de 
Castro, 2010, p. 30), como muchos elementos de la protección ambiental.

Ahora bien, tomando en cuenta estos conceptos que nos ayudan a ubi-
car, hasta cierto punto, la protección ambiental en la red compleja de la 
política nacional y exterior, surgen muchos elementos que respaldan y/o 
desafían la protección ambiental desde las teorías de las RR. II. Comenzando 
con las teorías clásicas o racionalistas, se puede afirmar que mientras estas 
podrían alinear con una suerte de pensamiento verde antropocéntrico, no 
serían compatibles con una protección ambiental basada en el ecocentrismo. 
Pero incluso una visión antropocéntrica de la protección ambiental puede 
resultar difícil de reconciliar con la teoría clásica del realismo por sus su-
puestos acerca del interés nacional.

En el realismo, el poder representa el elemento más importante del 
interés nacional, normalmente en términos materiales, por ejemplo, econó-
micos y militares. Siguiendo el pensamiento de Hobbes, de un pesimismo 
sobre la naturaleza humana egoísta, este se transfiere al comportamiento de 
los Estados soberanos (Morgenthau, 1948, p. 11) en un sistema internacional 
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anárquico, sin una autoridad central que les pueda controlar. Los Estados 
actúan basados en su interés, entendido como el poder, aunque en una con-
ceptualización fluida de éste que permita que el poder signifique cosas dife-
rentes en contextos diversos (Morgenthau, 1948, p. 19). Pero por su interés 
en el poder, los Estados suelen entrar en conflicto y no cooperan entre ellos, 
como es de alta importancia frente a los problemas ambientales transfronte-
rizos. Sin embargo, si uno entiende que el poder se manifiesta de distintas 
maneras, se podría argumentar que tanto el control de los recursos naturales 
como los factores no materiales, por ejemplo, el liderazgo, pueden entrar en 
las dinámicas del interés nacional y la protección ambiental. 

Lo cierto es que la importancia de la soberanía de los Estados sí ha 
sido elemento clave del panorama de la protección ambiental, consagrada 
en el principio 21 de la Declaración de Estocolmo, el resultado de la primera 
cumbre global ambiental, en 1972:

Los Estados tienen, de conformidad con la Carta de las Naciones Uni-
das y los principios del derecho internacional, el derecho soberano 
de explotar sus propios recursos de acuerdo con sus propias políticas 
ambientales, y la responsabilidad para garantizar que las actividades 
dentro de su jurisdicción o control no causen daños al medioambiente 
de otros. (UNEP, 1972)

Mientras la soberanía sigue primando en el campo ambiental, es no-
table que también se consagró una responsabilidad compartida por todos 
los Estados respecto al manejo adecuado del medioambiente dentro de 
sus territorios. Sin embargo, desde la década de los setenta, la evidencia 
científica sobre los problemas ambientales transfronterizos ha aumentado 
de manera significativa, por lo que ha impulsado la cooperación ambiental 
internacional y, así, viene desafiando cada vez más algunos de los supues-
tos realistas. 

El liberalismo clásico también parte del supuesto de un sistema interna-
cional anárquico, pero percibe una gran interdependencia entre los Estados 
soberanos, la cual es principalmente un resultado de sus vínculos económi-
cos. Comparado con el realismo, implica mucha más posibilidad de intereses 
compartidos y distintas maneras de actuar y cooperar. También resalta la 
relación entre lo internacional y lo doméstico y suele emplear el concepto 
de preferencias en vez de intereses. Moravcsik explica que las preferencias 
de los Estados se definen a través de, primero, su definición en conjunto con 
actores sociales domésticos y transnacionales, y segundo, las interacciones a 
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nivel internacional que pretenden lograr tales preferencias en un sistema de 
restricciones puestas por las preferencias de los otros Estados (1991, p. 544). 
En este contexto, el liberalismo clásico parece más apto que el realismo para 
liderar con las exigencias de los problemas ambientales transfronterizos, 
pero de nuevo es necesario indagar en las decisiones y acciones que se han 
llevado a cabo respecto a la protección ambiental porque, como se mostró 
en la sección anterior, quedan dudas muy grandes de qué ha logrado la coo-
peración internacional ambiental ante la crisis ambiental actual.

Pasando a las corrientes ‘neo’, el neorrealismo, a veces llamado realis-
mo estructural, en su interpretación del interés nacional se enfoca en el sis-
tema internacional en sí y nunca en las propiedades de las unidades que lo 
conforman, sino en la posición relativa de cada unidad dentro de ello y con 
respecto a las otras (Waltz, 1979, p. 120). Por lo tanto, uno puede entender 
que los Estados no hacen caso, por ejemplo, a los movimientos sociales que 
velan por la protección ambiental en las consideraciones acerca de sus in-
tereses nacionales. Además, Waltz afirma que son las capacidades medibles, 
como las económicas y militares, las que definen las posiciones de los Esta-
dos en la jerarquía del sistema internacional, y que las ideologías o formas 
de gobierno no son importantes frente a los grandes juegos de la política 
internacional (1979, p. 146). Por consiguiente, la protección ambiental plan-
tea desafíos grandes frente a las ideas del neorrealismo y su concepción del 
interés nacional.

Por su parte, el neoliberalismo institucional, como el liberalismo clási-
co, hace hincapié en la interdependencia de los Estados del sistema inter-
nacional como factor que condiciona su comportamiento. El neoliberalismo 
ve en las instituciones y los regímenes internacionales, la difusión de la 
democracia, y en el comercio internacional, las formas como los Estados 
pueden influir sobre, y dentro de, el sistema internacional. Esta relación 
de dependencia mutua lleva a los Estados a buscar formas de cooperación, 
principalmente a través de instituciones y regímenes, aunque Keohane y Nye 
reconocen que este hecho no significa que “la interdependencia reduce los 
conflictos de intereses y que la cooperación por sí sola es la respuesta a los 
problemas mundiales” (1988, p. 20). Así, uno puede entender que el neoli-
beralismo conduce hacia la cooperación internacional que debería favorecer 
a la protección ambiental. No obstante, a la vez, es fácil ver el componente 
económico fuerte de esta teoría, por ejemplo, en el Consenso de Washington 
que dominó por décadas la gobernanza económica internacional, lo cual 
choca con la demanda de límites al crecimiento económico planteada por 
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el pensamiento verde. Entonces, como otra teoría antropocéntrica, el solo 
hecho de promover la cooperación internacional, a través de los regímenes, 
para lograr preferencias nacionales, no implica favorecer de manera automá-
tica la protección ambiental en la práctica.

En estas teorías clásicas de las RR. II., la condición anárquica del siste-
ma internacional conlleva un problema clave respecto a la cooperación en 
la protección ambiental, el free-riding (O’Neill, 2009, p. 10). Este concepto 
implica una suerte de oportunismo por parte de los Estados, u otros actores, 
que pueden beneficiarse de los acuerdos y proyectos ambientales, a nivel 
internacional o en otros países o regiones, sin invertir ningún recurso pro-
pio. Este fenómeno se vio en los problemas asociados con el Protocolo de 
Kioto, de 1997, y el Acuerdo de Paris, de 2015, bajo la Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático. En el primer caso, los 
Estados Unidos se negaron a ratificar el Protocolo dado que no imponía 
restricciones a China y otros países en vía de desarrollo; y en el segundo, de 
nuevo EE. UU., cumpliendo una promesa de campaña de Donald Trump, se 
retiró del Acuerdo, citando “el interés nacional” estadounidense (Caballero 
Guío, 2 de junio de 2020). Estos hechos pueden representar la naturaleza 
egoísta de los Estados afirmada por el realismo, mientras la existencia de los 
acuerdos ambientales multilaterales puede respaldar el rol de la cooperación 
y los regímenes afirmado por el liberalismo, pero ninguno puede explicar la 
situación completa.

Es más, las teorías clásicas se caracterizan por ser antropocéntricas y 
no parecen adecuadas para responder a las exigencias de los problemas 
ambientales actuales, ni a las exigencias del pensamiento verde respecto a 
la relación humano-naturaleza, los límites del crecimiento económico, ni la 
descentralización política. 

Sin embargo, encontramos también las teorías reflectivistas de las RR. 
II., las cuales representan una posición ontológica distinta, en cuyo marco 
hay una gama amplia de ideas e intereses, incluso algunos que podrían ser 
más compatibles con la protección ambiental y el pensamiento verde. El 
hilo común de estas teorías es su propósito de cuestionar y criticar tanto la 
metodología como los supuestos de las teorías racionalistas. El cuestiona-
miento de todo implica la posibilidad de reconstruir todo, lo cual permite la 
incorporación de elementos normativos rechazados por las teorías clásicas. 
Cox (1981) define las teorías racionalistas como teorías que apuntan a la re-
solución de problemas, tomando el mundo como lo encuentran por su marco 
de referencia y acción (p. 128), mientras las teorías reflectivistas se alejan del 
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orden establecido para tomar su punto de partida desde el cuestionamien-
to de cómo se establecía dicho orden (p. 129) y así niegan la existencia de 
cualquier fenómeno en un sentido a priori. Por lo tanto, mientras las teorías 
clásicas sostienen algunos argumentos que van en contra, o limitan la posi-
bilidad de, la protección ambiental, las teorías reflectivistas tienden a abarcar 
de manera más fácil la dimensión normativa del pensamiento verde.

El constructivismo es el acercamiento teórico reflectivista que más se 
ha establecido dentro del debate teórico de las RR. II. Sus autores emblemá-
ticos, como Wendt, hacen hincapié en que la condición de anarquía del sis-
tema internacional no conduce de manera causal al conflicto o competencia 
entre los Estados y/u otros agentes, como lo dan por sentado los realistas y 
neorrealistas (1992, p. 395). El rol de identidad es crucial para los construc-
tivistas y Wendt desarrolla un análisis del proceso de socialización a través 
de cual los agentes construyen sus identidades, basados en sus interacciones 
con otros agentes: “son los significados colectivos los que constituyen las 
estructuras que organizan nuestras acciones” (p. 397). Entonces, en el cons-
tructivismo, los agentes y sus estructuras, es decir, el sistema internacional, 
se construyen mutuamente y de forma intersubjetiva, como se hace con los 
intereses nacionales también. Así, conceptos como el poder y el interés na-
cional pueden tener sus bases en concepciones materialistas o normativas, 
nada es un concepto fijo y determinado, sino que todo puede variar y evo-
lucionar según el contexto social y las identidades de los agentes frente a 
este. Por consiguiente, desde el constructivismo y los otros enfoques de las 
teorías reflectivistas, el hecho de poder cuestionar, deconstruir y reconstruir 
los presupuestos de las teorías racionalistas puede facilitar la inclusión de la 
protección ambiental como elemento clave de las identidades, las ideas y los 
intereses de los Estados y otros actores.

La protección ambiental y las nuevas concepciones  
de seguridad y defensa

En el caso de Colombia, también es menester considerar las nuevas 
concepciones de seguridad y defensa del siglo XXI y cómo se relacionan con 
la protección ambiental en el marco de los intereses nacionales. Según fue 
señalado antes, el país actualmente se encuentra en un periodo de consoli-
dación del posconflicto, lo cual plantea tanto desafíos como oportunidades 
en la política nacional y exterior. El conflicto interno armado incidió en las 
ideas y los intereses de todos los gobiernos colombianos en la segunda 
mitad del siglo XX, hasta la firma de los Acuerdos de Paz que formalizó su 
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‘fin’, pero sus impactos siguen vigentes y espeluznantes en la etapa actual 
de consolidación del posconflicto. La ONU, entre otros actores nacionales e 
internacionales, ha reportado y condenado la persistente inseguridad en el 
país por los asesinatos de defensores de derechos humanos, líderes sociales 
y excombatientes desmovilizados de las FARC-EP, además de las 33 masa-
cres que ha registrado en lo que va de 2020 (El Espectador, 17 de agosto de 
2020a). 

Estas dinámicas particulares colombianas ocurren paralelamente a cam-
bios en las dinámicas de seguridad y defensa a nivel internacional. La sec-
ción anterior señaló que el creciente énfasis en la seguridad humana ha per-
mitido la vinculación de los temas ambientales con la concepción tradicional 
de la seguridad, mientras hoy en día, términos como seguridad climática, 
del agua, alimentaria y energética son comunes en el marco de la seguridad 
multidimensional (Mason y Zeitoun, 2013, p. 294). La seguridad tradicional 
se enfoca en la necesidad de proteger el territorio de una entidad política a 
través del uso, potencial o real, de la coacción física, en la que el uso de la 
violencia se ve legitimado en términos de orden y protección, siempre con 
el fin de garantizar la soberanía nacional (Pastrana y Lowe, 2019, pp. 21-
22). Por su parte, la defensa nacional se ha concebido como las medidas de 
carácter civil-gubernamental enfocadas en garantizar la seguridad interior, o 
seguridad pública, las cuales pueden ampliar la perspectiva de un enfoque 
territorial a un enfoque más humano (Tibiletti, 2001). No obstante, el con-
cepto de la seguridad multidimensional amplía este panorama en la teoría 
y la práctica.

En este orden de ideas, otro concepto relevante bajo el marco de la 
seguridad multidimensional es la seguridad ambiental, la cual tiene dos ele-
mentos claves: primero, el empleo sostenible y la protección del medioam-
biente; y segundo, la mitigación de riesgos de experimentar daños ocasio-
nados por cambios ambientales en el futuro (Lodgaard, 1992, p. 20, citado 
en Græger, 1996, p. 110). Es evidente cómo esta concepción de la seguridad 
coincide con los problemas y riesgos ambientales identificados en la primera 
sección de este capítulo. Es más, reformular la concepción de seguridad y 
defensa necesariamente implica cambios en la formulación del interés nacio-
nal, dada la alta importancia de este ámbito en la política nacional y exterior. 
Además, implica también una reformulación de los roles tradicionales de las 
fuerzas militares (FF. MM.), pues trabajar en la gestión ambiental multinivel 
y multisectorial conlleva nuevas responsabilidades y/o nuevas lógicas apli-
cadas a sus responsabilidades históricas, sumadas a las tareas tradicionales 
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como la defensa territorial, la lucha contra actores y prácticas irregulares e 
ilegales y la cooperación internacional en esta esfera.

La protección ambiental y el interés  
nacional en Colombia

A la luz del debate conceptual y teórico anteriormente planteado, esta 
sección pretende analizar brevemente el caso del interés nacional colom-
biano y la protección ambiental. Como se mostró a lo largo del capítulo, los 
intereses nacionales se definen a través del juego de las ideas e identidades 
de muchos actores, tanto nacionales como internacionales, y la protección 
ambiental se ha insertado en las agendas de los actores a través de distintos 
conceptos e interpretaciones teóricos. Existen varias categorías de actores 
importantes en Colombia, tanto nacionales como internacionales, que inci-
den en la formulación del interés nacional colombiano; entre ellos, los orga-
nismos estatales, los actores internacionales, los actores económicos nacio-
nales, las organizaciones sociales, y los actores ilegales y los GAO (AIGOB, 
2014, p. 4). Además, todos estos actores han participado en alguna manera 
en las causas y consecuencias de los problemas ambientales y también en la 
protección ambiental, para bien o mal.

Comenzando con los organismos estatales colombianos frente al interés 
nacional y la protección ambiental, se señaló antes la debilidad del Estado 
colombiano en muchas partes del territorio nacional y la persistente insegu-
ridad en el país, debida en parte a la falta de presencia estatal. En un análisis 
de la gobernanza en Colombia durante el segundo periodo presidencial de 
Álvaro Uribe (2006-2010), la Asociación Internacional para la Gobernanza, la 
Ciudadanía y la Empresa afirma que “la institucionalidad que nunca ha sido 
consistente ahora es diluyente” (AIGOB, 2014, p. 1). Este análisis es también 
pertinente para caracterizar la institucionalidad colombiana durante el ac-
tual mandato de Iván Duque (2018-2022), quien llegó a la Presidencia con 
el aval de Uribe. La AIGOB también indica que el conflicto interno armado 
fue “derivado de la debilidad institucional y del deficitario manejo de una 
matriz de intereses y de respuesta gubernamental a las necesidades ciuda-
danas, evidenciada en una dinámica excluyente de aglutinar nuevos actores” 
(2014, p. 3). Así entonces, se ve la necesidad de fortalecer la institucionalidad 
colombiana para fomentar un interés nacional incluyente y basado en la arti-
culación de distintos intereses de un rango amplio de actores, a través de me-
jores mecanismos de participación pluralista y democrática (Álvarez Zárate, 
2003, p. 211). Esto podría facilitar la promoción de la protección ambiental 
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bajo lógicas de beneficios económicos y de salud, así como la prevención y 
reducción de conflictos e inseguridad, lo cual aumentaría la importancia de 
la protección ambiental en el interés nacional colombiano. Tomando la his-
tórica debilidad del Estado como punto de partida, este problema permea la 
participación de todos los otros actores en la definición del interés nacional 
de Colombia. Dicho eso, el resto de esta sección se enfoca en estos distintos 
actores frente al interés nacional y la protección ambiental. 

Las FF. MM. colombianas son un organismo estatal muy importante en 
el país. El Plan de Defensa y Seguridad (PDS) del gobierno actual pretende 
implementar, de manera formal y explícita, una seguridad multidimensional 
que incluye la seguridad ambiental, lo cual conlleva nuevos roles y respon-
sabilidades para las FF. MM. (Ministerio de Defensa Nacional, 2019). La intro-
ducción de Duque en la PDS afirma que:

La Política de Defensa y Seguridad comprende múltiples innovaciones 
con alcance estratégico. La más importante consiste en calificar el agua, 
la biodiversidad y el medio ambiente como interés nacional principal 
y prevalente. Es la primera vez que una política de esta naturaleza 
reconoce a tales recursos como activos estratégicos de la Nación, en 
un contexto de escasez y de eventuales conflictos internacionales por 
su control. Su protección se convierte en objetivo principal frente a 
los factores que depredan la riqueza hídrica y destruyen la naturaleza. 
(Ministerio de Defensa Nacional, 2019, p. 6)

Esta interpretación de la protección ambiental como parte del interés 
nacional colombiano es claramente antropocéntrica y refleja elementos del 
pensamiento realista acerca de la importancia estratégica de los recursos y 
la inevitabilidad del conflicto. Mientras se podría interpretar esta apuesta a 
la seguridad multidimensional como una mayor integración de la protección 
ambiental al interés nacional, existen tres problemas grandes: primero, el 
riesgo de más centralización en el país en este ámbito, que iría en contra 
de los supuestos del pensamiento verde; segundo, el riesgo de que las nue-
vas tareas ambientales de las FF. MM. quedan subordinadas al quehacer de 
las misiones típicas de la seguridad tradicional (Molina, 2019); y tercero, 
que mayor acción por las FF. MM. resulta en una militarización del campo 
ambiental que agrava los conflictos ambientales y sociales existentes y fu-
turos (Gudynas, 2019). Sin embargo, no cabe duda de que sí es necesario 
que las FF. MM. colombianas logren mejorar el panorama de seguridad en 
el país frente a los actores ilegales y los GAO que aprovechan la falta de 
institucionalidad y orden público para llevar a cabo sus actividades ilegales 
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y ocasionan graves daños ambientales, y reconocer a la vez que todo actor 
involucrado en el conflicto y las intervenciones militares ocasiona daños y 
deja su huella sobre el medioambiente colombiano, incluso las FF. MM. 

Respecto a los organismos estatales ambientales, el Sistema Ambiental 
Nacional (SINA) se conforma por el MADS, las corporaciones autónomas re-
gionales y otras entidades territoriales y públicas, institutos de investigación 
y el Consejo Nacional Ambiental, una instancia responsable de “coordinar de 
manera intersectorial las políticas, planes y programas en materia ambiental 
y de recursos naturales renovables >…@ integrado por nueve ministros, el 
director del Departamento Nacional de Planeación y representantes de la 
sociedad civil” (Pogrebinschi, 2017). En el papel, puede parecer una institu-
cionalidad ambiental robusta, pero como se mencionó en la primera sección, 
todo el sistema se encuentra socavado por los problemas de corrupción y 
falta de presupuesto, además de los problemas comunes globales de la go-
bernanza ambiental, la falta de ambición en las políticas de protección am-
biental y la falta de coherencia con la evidencia científica sobre las verdade-
ras necesidades ecológicas. Mientras se ve un compromiso retórico por parte 
de los gobernantes colombianos con la seguridad ambiental, el desarrollo 
sostenible y la participación pluralista, en la realidad los daños ambientales 
siguen empeorando, lo cual sugiere que otros elementos siguen primando 
en la concepción del interés nacional.

Por otro lado, una parte de la institucionalidad colombiana sí ha mos-
trado un compromiso hasta ecocéntrico con el medioambiente: las altas cor-
tes, que han proferido una pluralidad de sentencias en los últimos años y 
han asignado a determinados elementos del medioambiente la calidad de 
sujeto de derechos. Por ejemplo, la Sentencia T-622 de 2016, en la cual la 
Corte Constitucional le asignó este estatus al río Atrato (Méndez Jiménez, 
21 de agosto de 2019). Este hecho señala que sí hay organismos estatales 
colombianos dispuestos a trabajar en aras de la protección ambiental como 
elemento central del interés nacional.

Por su parte, los actores económicos nacionales, como los gremios más 
grandes y los grupos económicos de familias y/o empresas poderosas, sue-
len ser de los actores que más inciden en la formulación del interés nacional, 
dada la cultura rentística del país (Álvarez Zárate, 2003, p. 211), restringien-
do la formulación de un interés nacional amplio y basado en el consenso, 
es decir, uno que pueda incorporar de manera profunda la protección am-
biental. Además, en muchos casos, estas familias también son los dueños 
de los medios de comunicación más importantes del país. Tal primacía de 
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los intereses de los poderosos actores económicos nacionales apoya lo que 
Auer (2000, p. 163) denomina “state-sanctioned sustainable development”, 
o sea, un desarrollo sostenible aprobado por el Estado. Con esto, se afirma 
que el desarrollo sostenible no es capaz de cumplir con las exigencias de sus 
propias dimensiones ambientales o las del pensamiento verde, como el esta-
blecimiento de límites al crecimiento económico, sino que tiende a reforzar 
el papel dominante de las mismas elites políticas y económicas y, así, sus in-
tereses particulares en la formulación del interés nacional. Este hecho refleja 
el problema general del desarrollo sostenible: la posibilidad de que distintos 
actores lo interpreten a su manera y lo usen para hablar de la protección 
ambiental, mientras continúan los mismos comportamientos de siempre. 

Sumados a estos actores nacionales, los actores internacionales y trans-
nacionales también inciden en el escenario. Como se señaló antes, la coo-
peración internacional y sus organizaciones, regímenes y normas, se han 
vuelto cada vez más importantes en las agendas nacionales e internacionales 
y son de alta relevancia en el campo ambiental. Los dos periodos presiden-
ciales de Santos se caracterizaron por la apertura temática y geográfica de la 
política exterior colombiana, incorporando nuevos temas como la protección 
ambiental a la agenda de su cooperación con los EE. UU. y la consolidación 
de lazos con nuevos socios internacionales, sobre todo en Asia (Ardila y 
Clemente Batalla, 2019). Además, frente a las organizaciones internacionales, 
Santos se mostró muy a favor del multilateralismo como respaldo a su estra-
tegia de la internacionalización de la paz y en búsqueda de un cambio en 
la imagen internacional del país (Borda, 2016, citado en Ardila y Clemente 
Batalla, 2019). Estas prioridades de Santos en la cooperación internacional 
se alinean con las interpretaciones liberales de las RR. II. y, en cierta medida, 
con la importancia de las ideas, imágenes y normas compartidas, destacadas 
por el constructivismo.

Sin embargo, el gobierno de Duque se ha mostrado más hostil al multi-
lateralismo cuando no conviene a su concepción del interés nacional. Borda 
(2 de marzo de 2020) habla de su “embestida contra la ONU”, por lo que 
esta organización es el actor internacional que más presiona para garantizar 
la implementación de los Acuerdos de Paz firmados por la administración 
anterior, mientras para Duque y su círculo de la elite política y económi-
ca colombiana estos acuerdos van en contra de su concepción del interés 
nacional. Otro caso que demuestra los vínculos entre los niveles local, na-
cional e internacional en la cooperación internacional es la abstención del 
gobierno de Duque de votar a favor de la Declaración de la ONU sobre 
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los Derechos de los Campesinos y de Otras Personas que Trabajan en las 
Zonas Rurales, en julio de 2020. Esta decisión recibió críticas desde abajo y 
arriba, por rechazar “un paso importante para el reconocimiento del cam-
pesinado y un pago de la deuda histórica que tiene el gobierno colombiano 
con esta población por su invisibilización, exclusión y marginalización” (Ma-
lagón y Torres, 18 de agosto de 2020). Entonces representa tanto un rechazo 
del multilateralismo como de las normas internacionales compartidas acerca 
de los derechos, por una parte significativa de la población colombiana y, 
en particular, una que inhabita las zonas rurales del país donde más ocurren 
los daños ambientales.

Sin embargo, Duque ha empleado una retórica de protección ambien-
tal en proyectos regionales cuando le conviene proyectar la imagen de un 
líder regional. En agosto de 2019, Duque hizo un llamado a un pacto de 
conservación de la Amazonia, que resultó en la firma del Pacto de Leticia 
por parte de todos los países amazónicos menos Venezuela, en septiem-
bre de 2019 (Paz Cardona, 9 de septiembre 2019). El objetivo del Pacto es 
modernizar los instrumentos regionales existentes, promover acción coor-
dinada contra la deforestación y la minería ilegal, generar y compartir co-
nocimiento científico, y establecer metas en cada país para la reforestación 
y la mitigación de los efectos del cambio climático en la Amazonia (Paz 
Cardona, 9 de septiembre 2019; Portafolio, 6 de septiembre de 2019). En 
este evento, Duque declaró: 

Nosotros creemos que es un deber moral que nuestras sociedades sean 

cada vez más conscientes de la protección de nuestra casa común, de 

nuestra madre tierra, de proteger este patrimonio y de entender que 

se debe buscar esa armonía del desarrollo sostenible con la naturaleza 

y al mismo tiempo con las comunidades indígenas. (Presidencia de la 

República de Colombia, 6 de septiembre de 2019)

Esta retórica de un desarrollo sostenible con un verdadero equilibrio 
de las dimensiones económicas, ambientales y sociales parece lejana de la 
realidad de un país que ha promovido fuertemente el modelo económico 
minero-extractivo y la ganadería masiva, incluso dentro del territorio amazó-
nico. La retórica ambiental en este caso parece conveniente para el interés 
nacional en términos de su identidad regional, pero entra en conflicto con 
otras acciones en esferas locales, nacionales y globales.

Otro actor internacional clave es los EE. UU., dado que históricamen-
te Colombia ha mostrado una orientación de respice polum en su política 
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exterior. Por su parte, Santos buscó incorporar la protección ambiental en 
la agenda bilateral; por ejemplo, en contra del Plan Colombia, decidió sus-
pender las aspersiones aéreas de cultivos ilícitos con glifosato por los daños 
ambientales y de salud que conllevan y llegó a concretar otro programa 
bilateral, Paz Colombia, con la administración de Barack Obama. Por otro 
lado, Duque retomó las aspersiones con glifosato y en agosto de 2020 lanzó 
la iniciativa bilateral Colombia Crece con la administración Trump, a la cual 
llamaron “un nuevo Plan Colombia”, enfocada en el desarrollo económi-
co en todas las regiones colombianas, la infraestructura y la lucha contra 
los GAO (El Espectador, 17 de agosto de 2020b). Aunque todavía no han 
publicado detalles de la iniciativa, la ausencia de los Acuerdos de Paz y la 
protección ambiental son notables, sugiriendo que no entran en las formu-
laciones actuales de interés nacional de ninguno de los dos países, además 
de su falta de interés en el multilateralismo y la cooperación internacional 
más amplia.

El último actor clave en el panorama colombiano son las organizacio-
nes sociales, que han logrado provocar reconsideraciones teoréticas por par-
te de las RR. II., en parte por su rol en la protección y gobernanza ambiental 
(O’Neill, 2009, p.89). Auer entiende este hecho de manera positiva a la luz 
del pensamiento verde, porque estos movimientos pretenden hacer a Esta-
dos y otros actores, responsables por los daños ambientales, en un contexto 
en el que los Estados prefieren no desafiar a los intereses, preferencias y há-
bitos de estos actores, generalmente económicos, poderosos (2000, p. 155). 
Desafortunadamente, como se mencionó antes, hoy en Colombia una élite 
política y económica sigue siendo el actor dominante en la formulación del 
interés nacional, lo cual muchas veces implica la exclusión de los intereses 
que van en su contra, como puede ser la protección ambiental promovida 
por diversos movimientos sociales. Es más, la persistente inseguridad en el 
país hace que defender el medioambiente se puede convertir en una sen-
tencia de muerte para los líderes sociales que intentan desafiar los intereses 
dominantes y velar por la protección ambiental.

Conclusiones y recomendaciones

Tomando en cuenta todo lo expuesto en este capítulo, si se vuelve a 
leer la cita de apertura del texto, su veracidad debe ser bastante clara: acorde 
con el pensamiento verde, la protección ambiental exige transformaciones 
profundas en distintos aspectos de la política nacional y exterior actual, y 
medidas multiniveles y multisectoriales para su logro. Conceptos como el 
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desarrollo sostenible y la seguridad humana han logrado integrarse a las 
agendas nacionales e internacionales, tanto en la teoría como en la práctica, 
lo cual muestra también, hasta cierto punto, la integración de la protección 
ambiental en los intereses nacionales. Sin embargo, los daños y desafíos am-
bientales siguen siendo grandes, de modo que los esfuerzos en este ámbito 
hasta ahora son insuficientes dado que los problemas se vuelven cada vez 
más graves.

Basta terminar con afirmar que, en la formulación del interés nacional, 
existe siempre el riesgo y la posibilidad de percibir y calcular de manera 
equivocada (Herrera de Castro, 2010, p. 32). El panorama colombiano su-
giere que el país está en el camino equivocado ante los graves problemas 
ambientales nacionales e internacionales, aunque por supuesto en ello va 
acompañado por muchos otros Estados. Se plantean las siguientes recomen-
daciones con el fin de velar por la integración de la protección ambiental 
como elemento integral y trasversal del interés nacional colombiano:

x� La evidencia científica abundante sobre los problemas ambientales, sus 
causas y consecuencias y los riesgos que presentan para el futuro, debe 
ser clave en orientar la protección ambiental y su integración a los in-
tereses nacionales. En el caso colombiano, esto podría ocurrir a través 
del fortalecimiento de los institutos de investigación del SINA y mejo-
ras en los canales de participación para distintos actores estatales y no 
estatales, nacionales e internacionales, a lo largo de la institucionalidad 
colombiana.

x� En el plano teórico, es claro que existe un debate rico entre las teorías 
de las RR. II., tanto las clásicas como las reflectivistas, y las distintas 
corrientes del pensamiento verde. Ambas partes se deben nutrir y for-
talecer a través de dicho debate, aprovechando la oportunidad de (re)
pensar y (re)formular conceptos como la seguridad, la paz, la coopera-
ción, el desarrollo y la democracia, entre muchos otros, y por supuesto, 
la relación humano-naturaleza también. Las universidades y los espa-
cios académicos en Colombia tienen mucho que ofrecer en este debate.

x� Reconociendo la importancia del desarrollo económico en Colombia, el 
desarrollo sostenible representa una oportunidad para el país si de ver-
dad se logran implementar políticas basadas en un equilibrio entre las 
dimensiones económicas, ambientales y sociales. Entonces, por ejem-
plo, Colombia debería apostar por la inversión en las energías renova-
bles y alternativas y dejar de priorizar el modelo minero-extractivista 
que tantos daños ambientales conlleva al país.
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x� La centralización de la política nacional y exterior en Colombia ha 
restringido la posibilidad de consolidar un interés nacional basado en 
la articulación de intereses diversos. En este sentido, es necesario el 
fortalecimiento de la institucionalidad colombiana y los mecanismos 
de participación pluralista, para asegurar la incorporación de la pro-
tección ambiental. Las altas cortes, que se han mostrado abiertas en 
algunos momentos a ideas ecocéntricas, son una pieza clave en la de-
fensa de la institucionalidad y los derechos humanos y ambientales en 
Colombia.

x� Las FF. MM. colombianas enfrentan un panorama complejo y desafiante, 
de problemas de seguridad y defensa tradicional y también de proble-
mas asociados con la seguridad ambiental. La inclusión de la seguridad 
multidimensional en el PDS actual es un paso adelante en el país en un 
momento de grandes cambios en las FF. MM. y sus roles tradicionales. 
Mejorar el panorama de la persistente inseguridad a lo largo del territo-
rio es clave para disminuir los daños ocasionados por los actores ilega-
les y los GAO. Además, la participación de las FF. MM. en proyectos de 
gestión ambiental debería apuntar al fortalecimiento de la protección 
ambiental.

x� Relacionado con la recomendación anterior, es necesario resaltar el pe-
ligro que existe en el país para los líderes sociales y defensores ambien-
tales. Las FF. MM., pero sobre todo el gobierno de Duque, tienen una 
obligación de proteger los derechos humanos más fundamentales de 
estos actores claves en la protección ambiental.

x� En la esfera internacional, Duque y su equipo de gobierno deben re-
pensar la hostilidad que han mostrado hacia la ONU y su cercanía a la 
administración de Trump en EE. UU. Cambiar de actitud con Naciones 
Unidas mejoraría la imagen internacional de Colombia y facilitaría una 
participación efectiva del país en la agenda ambiental internacional. 
Y respecto al segundo, aunque la administración podría cambiar en 
unos meses, la apertura de la política exterior colombiana en términos 
geográficos podría ser más favorable a la protección ambiental dada la 
hostilidad demostrada hacia esta por Trump. Todo esto mostraría un 
liderazgo verdadero por parte de Duque y no uno que queda solo en el 
plano retórico.
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Amazorinoquia: intereses 
nacionales prevalentes en juego

Raúl Flórez Cuervo*

El mundo contemporáneo se mueve a velocidades inusitadas gracias a 
los avances científicos y tecnológicos alcanzados por la humanidad; una era 
de complejos cambios a nivel global, regional y local, de los cuales Colom-
bia no está exenta. Por muchos llamada la era de la revolución de la inteli-
gencia artificial, llena de oportunidades y desafíos; estos últimos ligados a 
tendencias de inestabilidad y estadios conflictivos persistentes, caracteriza-
dos principalmente por la dramática inequidad social y las correspondientes 
confrontaciones prolongadas entre Estados, agentes no estatales y actores 
individuales que cada vez son más proclives a usar la violencia para alcanzar 
sus fines políticos, ideológicos o, simplemente, económicos. 

Tendencias tales como la globalización, la tecnología, los cambios de-
mográficos, la urbanización, el aumento en la demanda de recursos, los 
cambios climáticos y los desastres naturales, las pandemias, las armas de 
destrucción masiva y sus efectos, los Estados en vía del fracaso o aquellos 
ya considerados como fallidos, así como el cuestionamiento y el desafío al 
ordenamiento westfaliano mundial vigente, entre otros, obligan a la socie-
dad a mantener conciencia situacional colectiva sobre lo que su país posee 
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o al menos a valorar lo que podría seguir perdiendo, pues su desaparición 
estaría en juego.

En el caso de Colombia, la integración efectiva de sus regiones seguirá 
siendo una utopía, aún después de doscientos años de vida republicana, a 
menos que se empiece por cambiar la forma de pensar de sus ciudadanos. 
Es muy difícil amar lo que no se conoce e imposible respetar, cuidar o de-
fender, lo que no se ama. Muchos colombianos, inmersos en su cotidianidad, 
tienden a pasar desapercibido el valor vital que representan algunas áreas 
geográficas que no han tenido la oportunidad de conocer y, quizás, en lo que 
resta de sus vidas, jamás comprenderán. Bien se dice que quien no conoce 
la historia está condenado a repetirla; nuestra historia registra lo costoso que 
ha resultado para el país tal indiferencia, ejemplo de ello han sido la desin-
tegración de la Gran Colombia, la pérdida de Panamá, el grave riesgo que 
corrió el país durante el conflicto con el Perú durante los años treinta, las 
complejas implicaciones por la cesión de Los Monjes y el diferendo vigente 
en las aguas del Caribe, donde existen ambiciosas pretensiones del país ve-
cino, entre otros. 

La indiferencia prevalece en gran parte de la sociedad colombiana en 
relación con la Amazorinoquia, conformada por dos regiones de singular 
importancia para el país: la Amazonia y la Orinoquia, cuyas extensiones 
sumadas representan casi el 60% de la totalidad del territorio de Colombia y 
que, hoy por hoy, se ven seriamente vulneradas por factores de inestabilidad 
sociales, económicos y armados. 

El presente artículo tiene como objetivo contribuir a la comprensión 
del valor vital de la Amazorinoquia para Colombia como Estado-nación. Para 
este efecto, en primer lugar, se desarrollará una caracterización de la macro-
rregión y se abordará su relación con los elementos fundamentales del Esta-
do colombiano; en segundo lugar, se identificará el complejo panorama de 
los factores de inestabilidad que vulneran a la macrorregión; y, finalmente, 
serán señalados los esfuerzos gubernamentales emprendidos y los desafíos 
que tan solo a través de una efectiva y oportuna acción unificada permitirán 
preservar este invaluable patrimonio para el país. 

Características de la Amazorinoquia

En la visión geopolítica, los Estados requieren elementos fundamentales 
para su desarrollo, tales como un espacio vital que les permita, a partir de 
núcleos sociales, propiciar dinámicas económicas legales y sostenibles que 
amplíen la frontera agropecuaria e industrial sin llegar a vulnerar los recursos 
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naturales y el medio ambiente que poseen; asimismo, áreas de frontera vivas 
e interconectadas, bajo el control institucional efectivo que atienda las nece-
sidades de la población y ejerza plenamente la soberanía, aprovechando el 
intercambio comercial y la cooperación de beneficio mutuo con los Estados 
vecinos en aras de mantener el imperio de la ley. Para el efecto, se hace nece-
saria la interconexión física mediante la construcción de infraestructura vial, 
de puertos y aeropuertos, así como la interconexión a través de las tecnolo-
gías de la información y las comunicaciones (Ibáñez Sánchez, 1985). Bajo es-
tas apreciaciones iniciales, se revisarán las características de la macrorregión 
objeto del capítulo.

La Amazorinoquia representa más de la mitad del territorio colombia-
no, condición que le otorga un valor vital para la existencia del Estado-na-
ción, entendiendo que la geografía en sus tres dimensiones –tierra, mar y 
aire– constituye gran parte del marco espacial y asiento de la actividad de 
los colombianos (Ibáñez Sánchez, 1985). Está conformada por diez departa-
mentos: Putumayo, Caquetá, Amazonas, Vaupés, Guaviare, Guainía, Vichada, 
Meta, Casanare y Arauca, cuyas extensiones suman el 59% del territorio na-
cional; sirve de frontera a Colombia con cuatro países vecinos, pero además 
posee un enorme potencial para constituir una de las regiones administrati-
vas de planificación y desarrollo más grandes e importantes del país. Sin em-
bargo, tanto la Amazonia como la Orinoquia poseen características disímiles 
comparadas con otras regiones de Colombia, no solo en cuanto a sus recur-
sos naturales, sino también en lo que atañe a su potencialidad y situación 
socioeconómica, en tanto la falta de comprensión y acción estatal para dig-
nificar la población y desarrollar los elementos fundamentales ponderando 
los altos intereses de la nación, ha fomentado factores de inestabilidad con 
graves repercusiones para el resto del país, como a continuación se ilustrará 
de manera discriminada por cada región.

La Amazonia colombiana es una región vasta, carente de infraestructura 
y, en su gran mayoría, con bajos niveles de desarrollo; representa el 5,71% 
de la gran Amazonia, también conocida como el bioma amazónico, el 6,4% 
del territorio de los países de la Organización del Tratado de Cooperación 
Amazónica y el 42,3% del territorio continental de Colombia (PNUMA y GEO 
Amazonia, 2009; Instituto Sinchi, s.f.a). Tiene una incalculable riqueza natu-
ral que le otorga el título de pulmón del mundo, representada en los bos-
ques húmedos tropicales del suroriente colombiano que desde el río Ama-
zonas se extienden hasta el río Vichada, incluyendo parte del río Orinoco al 
norte y hasta los 500 m.s.n.m. del piedemonte andino (Instituto Sinchi, s.f.b). 
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En la Amazonia se determinan los límites internacionales del suroriente de 
Colombia con Ecuador, Perú, Brasil y Venezuela, hasta su cierre en la desem-
bocadura del río Vichada sobre el Orinoco.

Mapa 1. Bioma amazónico

Fuente: Costa (13 de febrero de 2020).

La Amazonia corresponde a la vertiente hidrográfica del río Amazo-
nas que, de acuerdo con el mapa de zonificación hidrográfica de Colombia 
(IDEAM, s.f.), tiene un área calculada de 341.994,37 km2 en el territorio co-
lombiano, conformada por nueve zonas hidrográficas de los siguientes ríos, 
en orden decreciente por porcentaje de superficie: Caquetá, 29,23%; Putuma-
yo, 16,94%; Apaporis, 15,65%; Vaupés, 11,02%; Yarí, 10,86%; Guainía, 9,15%; 
Caguán, 6,07%; Amazonas, 0,96%; y Napo, 0,13%. Dichas zonas hidrográficas 
se dividen en subzonas que para esta vertiente suman 57 (Salazar y Riaño, 
2016, citados en Instituto Sinchi, s.f.a). 

Sin embargo, Colombia se considera un país amazónico tan solo en el 
sentido geográfico, pues su incorporación a la cuenca más grande del mundo 
está todavía muy distante hasta que se habiliten mecanismos multilaterales 
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adecuados que propendan por el desarrollo sostenible y la preservación del 
medio ambiente. 

Por su parte, geográficamente la Orinoquia colombiana, también cono-
cida como los llanos orientales, está ubicada al este de la Amazonia, desde 
la cordillera oriental sobre la cuenca del río Orinoco, en una extensión de 
253.000 kilómetros cuadrados conformados aproximadamente por 75%de 
sabanas y 25% de bosques. Sus suelos son poco fértiles por la alta acidez 
que concentran; de todos modos, existen en ellos áreas de excepción, pri-
mordialmente sobre el piedemonte, y otras fácilmente adaptables para la 
producción agropecuaria que han sido las predilectas para albergar los asen-
tamientos poblacionales. Adicionalmente, los llanos orientales poseen la ma-
yor riqueza en potencial de hidrocarburos conocida en el país (Universidad 
Nacional de Colombia, 2004), la cual le ha generado a la región un atractivo 
especial en la confrontación de intereses con repercusiones económicas, 
políticas y sociales.

La Orinoquia delimita al oriente la frontera internacional con Venezue-
la, compartiendo todos los factores fisiográficos, tales como la morfología, 
el suelo, el clima, la hidrografía, los rasgos y las costumbres de la población. 
De acuerdo a ello, para la delimitación entre los países se han referenciado 
los ríos Oirá, Arauca, Meta, Orinoco, Atabapo, Guainía y Negro, así como 
dos líneas artificiales que unen los ríos Arauca y Meta, en la parte norte, y 
Atabapo y Guainía, en la parte sur (Bahamón, 1989).

Mientras que en la Amazonia los procesos de colonización se han dado 
en menor escala y limitados por las enormes distancias, las restricciones de 
acceso y la movilidad, en la Orinoquia estos procesos de colonización, que 
aún persisten, han representado el fenómeno socioeconómico prevalente 
durante los dos siglos de vida republicana, con graves secuelas de expansión 
demográfica y explotación indiscriminada de recursos naturales. 

Contrario a otras regiones del país, en la macrorregión Amazorinoquia 
se presenta el menor índice de densidad demográfica por kilómetro cuadra-
do de toda Colombia, factor que en el tiempo ha incidido en el tradicional 
abandono estatal, a través de un círculo vicioso en el cual no se justificaba la 
inversión oficial por estar semidespoblada y, por tanto, no se hacía inversión. 
Es decir, más de la mitad del territorio, con apenas el cinco por ciento de la 
población alberga el cuatro por ciento de la estructura burocrática guberna-
mental y apenas el tres por ciento de la infraestructura en vías.

Estos procesos de colonización en la Amazorinoquia, auspiciados en 
algunas casos desde los años cincuenta por el mismo Gobierno a través de 
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estímulos a la colonización dirigida en aras de fortalecer su presencia como 
mecanismo para atenuar el impacto de una subversión creciente, se han ace-
lerado por la búsqueda de tierras, así como por ciclos de economías extrac-
tivas y bonanzas pasajeras, tales como las de la quina, el caucho silvestre, las 
pieles de animales exóticos, la madera, el petróleo, la marihuana y la coca; 
todas ellas sin dejar beneficios sostenibles para la sociedad y la protección 
del medio ambiente. 

Ante la precariedad de la institucionalidad local del Estado, o en la 
mayoría de los casos la total ausencia de la misma, los migrantes fueron 
supliéndola o suplantándola de manera autónoma, mediante la creación de 
organizaciones comunitarias de colonos campesinos –juntas de colonos, jun-
tas de acción comunal, organizaciones ambientales o ecológicas– (Rincón 
García, 2018). De esta manera, las organizaciones comunales en principio 
ejercieron el papel regulatorio hasta que años después se conformó la insti-
tucionalidad local estatal. 

Paulatinamente, a finales del siglo XX, se fueron formalizando las orga-
nizaciones político-administrativas en cada nivel, proliferaron las juntas de 
acción comunal y de los viejos municipios, fueron separándose y consoli-
dándose otros nuevos. De igual manera, los antiguos territorios nacionales 
considerados intendencias y comisarías en la extinta Constitución Política de 
1886, se fueron transformando en departamentos que aún lejos de atender 
efectivamente las necesidades fundamentales de la población, han brindado 
mayor autonomía administrativa y mejor gestión ante el gobierno central. 

En esta macrorregión la naciente institucionalidad estatal empezó a 
intervenir primordialmente por medio de políticas orientadas hacia dos pro-
blemáticas identificadas y definidas desde el nivel central: primero, el con-
flicto armado con graves implicaciones en la seguridad y la estabilidad de 
la nación, que necesariamente obligaron medidas de orden militar; y en 
segundo lugar, las amenazas al invaluable patrimonio ambiental, lo que trajo 
como consecuencia la previsión de acciones asociadas a la preservación, por 
mucho tiempo enfatizadas más desde Bogotá que desde las mismas admi-
nistraciones departamentales o municipales. Estas diferencias de apreciación 
entre los gobiernos central, regional y local, inexorablemente han propicia-
do incongruencias institucionales que minan la confianza para la unificación 
en la acción, fundamental para concretar el control institucional del territorio 
(Rincón García, 2018). 

Así las cosas, el Estado colombiano enfrenta enormes desafíos en la 
Amazorinoquia, macrorregión que encarna intereses vitales para la nación, 
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a partir de variables endógenas y exógenas, imprescindibles para consoli-
darse en aspectos claves como la legitimidad gubernamental, en cuanto a la 
atención y respaldo de su población, el control efectivo de sus fronteras, el 
ejercicio soberano sobre su vasto territorio, la interconexión interna y exter-
na, el desarrollo sostenible y la preservación del medio ambiente; de igual 
forma, alrededor de la capacidad para optimizar iniciativas con sus pares 
vecinos en procura del fortalecimiento institucional, el cumplimiento de los 
fines estatales y el beneficio mutuo. 

Factores de inestabilidad

La Amazorinoquia ha estado marcada principalmente por el desinterés 
nacional, en gran parte debido a que la mayoría de las dinámicas sociales 
del país han tenido lugar sobre la región Andina; estas circunstancias contri-
buyeron al crecimiento subversivo desde mediados del siglo anterior, esen-
cialmente en los sectores de los ríos Pato, Caguán, Guayabero y en los llanos 
orientales. Después de la amnistía decretada durante el Gobierno del general 
Gustavo Rojas Pinilla en el año de 1953, la cual patrocinó la desmovilización 
de un componente significativo de las guerrillas liberales de la época, lide-
radas por Dumar Aljure y Guadalupe Salcedo en la Orinoquia, persistió el 
grupo que, desde Marquetalia, el Davis y río Chiquito, evolucionó a lo que 
finalmente se autoproclamaría como las Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia Ejército del Pueblo –FARC-EP–. 

Enquistadas en el piedemonte de la cordillera oriental, las FARC-EP 
pretendieron un estado en gestación que, a partir de una organización polí-
tica-militar, adoptó la aproximación de guerra popular prolongada y la com-
binación de todas las formas de lucha, con el objetivo de lograr la toma 
del poder e instaurar un régimen de esencia comunista, marxista-leninista, 
denominado la Nueva Colombia. En efecto, en la Amazorinoquia evolucio-
naron su estructura de dirección con la figura del Secretariado, así como sus 
principales bastiones del componente armado representados en los bloques 
Sur y Oriental; estos, gracias al consorcio con el narcotráfico, permitieron los 
desdoblamientos y las proyecciones hacia el resto del país, casi al grado de 
llegar a concretar su proyecto narcoterrorista. 

Para los años noventa, las FARC-EP desbordaron en gran medida la 
capacidad estatal en la Amazorinoquia, debido a su involucramiento directo 
con la industria criminal del narcotráfico y demás economías ilícitas, tales 
como la extorsión, el secuestro, el testaferrato y el lavado de activos, la gana-
dería extensiva ilegal y el acaparamiento ilícito de áreas de manejo especial 



 382 

INTERESES ESPECÍFICOS DE COLOMBIA

ambiental, parques naturales nacionales o de reserva forestal, la explotación 
ilícita de maderas y yacimientos mineros, entre otras. Así, esta guerrilla al-
canzó el poder bélico para atentar, mediante el empleo sistemático de la 
violencia como método de acción contra la población, la infraestructura del 
Estado y las Fuerzas Armadas. El temor generalizado derivado del terrorismo 
les facilitó el avance en su proyecto político organizativo y el incremento ex-
ponencial de sus finanzas a niveles inimaginables, los cuales trascendieron 
sus vínculos más allá de fronteras en procura del reconocimiento interna-
cional.

El desconsuelo generalizado en la sociedad colombiana por los per-
versos efectos del narcotráfico conllevó a la elección del presidente Andrés 
Pastrana Arango, quien se había comprometido a cederles a las FARC-EP el 
control de gran parte de la Amazorinoquia, en un nuevo intento por resolver 
el intrincado conflicto armado a través del diálogo y la concertación. Duran-
te casi cuatro años, las FARC-EP se dedicaron a burlar la confianza de los 
colombianos; mientras tanto, buscaron potenciar su producción de narcóti-
cos, fortalecieron sus lazos de cooperación con el terrorismo internacional y 
arreciaron sus ataques indiscriminados y devastadores. 

De los 12.500 hombres en armas y milicias estimados en 2003 a nivel 
nacional pertenecientes a las FARC-EP, registraban solo en la confluencia de 
los departamentos de Caquetá, Meta y Guaviare alrededor de 5.000 comba-
tientes de los bloques Sur y Oriental, organizados en 14 cuadrillas territoria-
les y seis estructuras –entre columnas móviles y unidades especiales–, que 
posteriormente dieron lugar a desdoblamientos en 19 cuadrillas territoriales, 
14 cuadrillas adyacentes, 12 compañías disponibles y dos columnas móviles.

Colombia no ha estado exenta de las tendencias marcadas en diferentes 
partes del mundo durante la última década, las cuales dan cuenta de una 
inusitada y creciente interacción interna, así como externa, de una amplia 
gama de redes ilícitas y organizaciones híbridas, que utilizan métodos ca-
racterísticos tanto de grupos terroristas como de criminales; un complejo 
ecosistema delictivo emergente de colaboración mutua entre organizaciones 
del terrorismo internacional, prominentes clanes, maras, combos o carteles 
y estructuras residuales o disidencias con vínculos externos, que convergen 
principalmente sobre intereses económicos a través de tentáculos ilimitados 
de economías ilícitas que ponen en grave riesgo la seguridad de cualquier 
país y de sus intereses nacionales (Center for Complex Operations, Institu-
te for National Strategic Studies y National Defense University Washington, 
D.C., 2016). 
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Las Fuerzas Militares de Colombia, a través de sus ejercicios de análisis 
de revisión estratégica e innovación, han definido este ecosistema criminal 
a partir de los factores de inestabilidad que lo conforman, como el conjunto 
de componentes generadores de inseguridad social, económica y judicial 
que, por su interdependencia entre actores, modos, medios y fines, posee 
un comportamiento sistémico, el cual requiere como tal, la aplicación de 
estrategias integradas, diferenciadas y sistémicas para enfrentar el sistema 
de amenaza persistente como un todo (Comando General de las Fuerzas 
Militares, 2016). Se aborda, de esta manera, la problemática que vulnera la 
estabilidad del país desde su carácter económico, armado y social. A conti-
nuación, se hará una sucinta descripción de estos aspectos. 

Factores de inestabilidad económicos

Entre los factores de inestabilidad económicos predomina el narcotrá-
fico, descrito como el comercio de sustancias tóxicas  que engloba la fabri-
cación, la distribución, la venta, el control de mercados y el reciclaje de es-
tupefacientes potencialmente dañinos para la salud (Ley 599 de 2000). Este 
fenómeno tiene graves implicaciones para la Amazorinoquia, pues amenaza 
la seguridad nacional en múltiples dimensiones, como la salud pública, la 
seguridad ciudadana y la devastación ambiental. 

Las dinámicas sociales asociadas al narcotráfico y demás economías 
ilícitas impactan variables fundamentales de legitimidad y control territorial, 
como el monopolio de los impuestos, el desarrollo, la justicia y el poder 
coercitivo. La población representa un eslabón fundamental en los niveles 
de producción y comercialización de la pasta base de coca PBC, ya que 
coadyuva por cooptación, coacción o compromiso ideológico, en su gran 
mayoría bajo condiciones de pobreza extrema, con su instrumentalización a 
cambio de rentabilidad y seguridad. 

Por décadas esta industria criminal ha generado crecientes réditos y 
flujos financieros que en muy poco favorecen a quienes terminan involucra-
dos en los eslabones básicos de cultivo y producción; por el contrario, para 
la Amazorinoquia tan solo trunca el destino de cualquier iniciativa virtuosa, 
pues coopta comunidades y las condena a continuar inmersas en una degra-
dante espiral de atraso, sangre y dolor. Adicionalmente, el impacto causado 
por la tala indiscriminada de bosque tropical para el establecimiento de 
nuevas plantaciones, así como el vertimiento directo a las fuentes hídricas 
de incalculables cantidades de insumos, precursores químicos y combus-
tibles empleados tanto en las fases de cultivo de matas de coca como de 
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procesamiento del alcaloide, sistemáticamente va carcomiendo la Amazori-
noquia en cuanto al agua, la biodiversidad y el medio ambiente. 

En la Amazorinoquia, tan solo el departamento del Putumayo repre-
senta la segunda mayor extensión cultivada de coca en el país, conforme los 
últimos reportes publicados por el Sistema Integral de Monitoreo de Cultivos 
Ilícitos de la Oficina Contra las Drogas y el Delito de la Organización de las 
Naciones Unidas, le siguen los departamentos de Caquetá, Meta, Guaviare, 
Guainía y Vichada, estos últimos nada comparables con Putumayo en térmi-
nos de las extensiones de plantaciones de coca identificadas. El narcotráfico 
representa el principal recurso de supervivencia y bandera de lucha de los 
grupos armados al margen de la ley y, en gran medida, un efectivo meca-
nismo para favorecer intereses foráneos antagonistas, tanto de agentes no 
estatales criminales, como de Estados criminalizados. Desafortunadamente 
la Amazorinoquia traza los principales corredores estratégicos de exporta-
ción de pasta base y clorhidrato de cocaína hacia los países vecinos, lo cual 
propicia permanentes disputas violentas por el dominio criminal.

Por su parte, la explotación ilícita de los yacimientos mineros com-
prende todas aquellas actividades de exploración, explotación y extracción 
de yacimientos mineros y otros materiales como arena, material pétreo y 
de arrastre a los cauces y orillas de los ríos, sin el permiso de la autoridad 
competente o con incumplimiento de la normatividad existente, por medios 
capaces de causar graves daños a los recursos naturales o al medio ambiente 
(Ley 599 de 2000). Esta actividad lucrativa no solo genera un grave daño 
ambiental sino que resulta efectiva para el lavado de activos producto del 
narcotráfico, en la medida que una vez extraído el mineral, se hace difícil de-
clarar su ilegalidad por la limitada o carente trazabilidad. Aunque en menor 
escala frente a otras regiones del país, esta actividad criminal también pone 
en riesgo el ecosistema y la seguridad, especialmente en áreas fronterizas. 

La extorsión y el secuestro son también fenómenos delictivos que 
afectan a la macrorregión. El primero de ellos es un delito que afecta tan-
to a la libertad como a la propiedad y la integridad física, el Código Penal 
colombiano (2000) define que consiste en el constreñimiento que se ejerce 
sobre una persona con el fin de hacer, tolerar u omitir algo para obtener 
provecho ilícito o cualquier utilidad ilícita para sí o para un tercero. Además, 
la extorsión tiende a presentar permanencia en el tiempo y puede adoptar 
formas esporádicas, intermitentes y continuas. Este factor de inestabilidad 
es, después del narcotráfico, el que afecta mayoritariamente a la población 
en la Amazorinoquia por la acción de los grupos armados organizados. 
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Por otra parte, el artículo 169 del Código Penal colombiano tipifica el 
secuestro como el acto de arrebatar, sustraer, retener u ocultar a una persona 
con el propósito de exigir por su libertad un provecho o cualquier utilidad, o 
para que se haga u omita algo con fines publicitarios o de carácter político. 
En el pasado este delito impactó enormemente en la Amazorinoquia, espe-
cialmente durante la existencia de las FARC-EP. No obstante, en la actualidad 
los niveles son drásticamente bajos comparados con años anteriores, aunque 
persiste la preocupación ante el incremento en el alcance de los nuevos ac-
tores criminales presentes en la región, residuales en su gran mayoría de las 
extintas FARC-EP. 

El contrabando, por su lado, es una actividad ilícita de importación 
o exportación de mercancías por lugares no habilitados, con ocultamiento, 
disimulo o sustracción de la intervención y el control aduanero; se considera 
como contrabando, igualmente, el comercio de elementos o sustancias que 
son considerados por las autoridades locales como mercancía ilegal, según 
el Código Penal (2000). Continúa siendo un reto el control efectivo en las 
áreas de frontera de la Amazorinoquia, especialmente de los corredores flu-
viales con extensas áreas selváticas y de llanuras, por donde circula el tráfico 
de diferentes productos provenientes de los países vecinos, con un fuerte 
impacto en la economía legal, la administración, la seguridad y la salud pú-
blicas.

Factores de inestabilidad armados

Los grupos armados organizados son estructuras conformadas por 
tres o más personas, deben existir durante cierto tiempo y actuar concerta-
damente con el propósito de cometer uno o más delitos tipificados en el Có-
digo Penal Colombiano (2000), con miras a obtener directa o indirectamente 
un beneficio económico u otro beneficio de orden material. Estos grupos, 
estrechamente ligados a las economías ilícitas anteriormente referidas, son 
catalogados por el Estado para poderlos enfrentar en categorías, a saber: 
grupos armados organizados, GAO; grupos armados organizados residuales, 
GAO-r; grupos delincuenciales organizados, GDO; y grupos de delincuencia 
común, DELCO. 

En el suroccidente de la Amazorinoquia, en los departamentos de Putu-
mayo y Caquetá, se presentan fuertes disputas por el dominio criminal entre 
rezagos de los GDO, como la Constru, y los GAO-r de las extintas FARC-EP; 
asimismo, se presentan purgas al interior de los residuales y pujas con resi-
duales que se pretenden nuevas entidades criminales independientes. Estos 
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fenómenos también se hacen presentes en la parte sur de la Amazorinoquia, 
en los departamentos de Vaupés y Amazonas, con grupos delincuenciales 
organizados trasnacionales que desde Brasil ejercen actividades criminales, 
principalmente ligadas al narcotráfico y la explotación ilícita de yacimientos 
mineros, con rutas y contactos de exportación internacional. 

Por su parte, al nororiente de la Amazorinoquia, también mantienen 
acentuada presencia tanto el grupo armado organizado autoproclamado 
Ejército de Liberación Nacional –ELN–, los GAO-r de las extintas FARC-EP, e 
incluso la pretendida nueva versión de las FARC-EP autodenominada Segun-
da Marquetalia, con presencia permanente, connivencia con las autoridades 
y apoyo irrestricto en el país vecino. 

Por otro lado, los delitos transnacionales pueden ser entendidos como 
crímenes que tienen un efecto real o potencial a través de las fronteras y 
son definidos como tales por el derecho internacional público. Sobre ellos la 
jurisdicción es universal, es decir, los presuntos responsables de la comisión 
de uno o varios de estos delitos pueden ser juzgados por cualquiera de los 
Estados que hacen parte de la comunidad internacional, independientemente 
de su nacionalidad y del lugar donde se cometió el delito. La palabra transna-
cional describe delitos que no solo son internacionales –cruzan fronteras entre 
países–, sino que por su naturaleza implican la transferencia transfronteriza 
como parte esencial de la actividad delictiva, incluye delitos que tienen lugar 
en un país, pero sus consecuencias afectan significativamente a otro país, y 
los países de tránsito pueden verse igualmente afectados. Entre los ejemplos 
de delitos transnacionales cabe citar la trata de personas, el tráfico ilegal de 
personas, el contrabando y el tráfico de mercancías –tráfico de armas, tráfico 
de drogas, tráfico de productos animales y vegetales ilegales y otros bienes 
prohibidos por motivos medioambientales–, la esclavitud sexual, los delitos de 
terrorismo y la tortura, entre otros, teniendo en cuenta que también pueden 
ser delitos de derecho internacional consuetudinario o delitos internacionales. 

Desafortunadamente en la Amazorinoquia se han venido registrando, 
durante décadas, delitos de este tipo por actores criminales que fluctúan 
permanentemente a través de las fronteras, así como por los múltiples y ex-
tensos corredores de movilidad, fluviales, terrestres y aéreos. Para ilustrar la 
dimensión de estos delitos que afectan gravemente a Colombia en cuanto a 
sus intereses y elementos fundamentales, se citan a continuación tres hechos 
acaecidos en la macrorregión de la Amazorinoquia. 

En primer lugar, el escándalo generado para el año 2000 cuando las ex-
tintas FARC-EP adquirieron, a través de una megatransacción emprendida por 
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Vladimiro Montesinos, alto funcionario para la época del Gobierno peruano 
del presidente Fujimori, diez mil fusiles Kalashnikov a Jordania en el medio 
oriente, los cuales fueron lanzados por paracaídas desde un avión Antonov 
en vuelo nocturno, sobre el río Guaviare, en inmediaciones de Barranco Mur-
ciélago, Guainía. 

El segundo, caso un año después, se dio cuando las Fuerzas Armadas 
de Colombia ejecutaron la Operación Gato Negro, en la que capturaron al 
capo brasileño Luis Fernando Da Costa, más conocido como Fernandinho 
Beira Mar, el 19 de abril de 2001 en Barranco de Minas, Guainía. Este cri-
minal ejercía en vínculo estrecho con las extintas FARC-EP: el control del 
narcotráfico hacia su país y el resto del cono sur, transacciones hacia África, 
Europa y Norte América, y comercialización de grandes cantidades de arma-
mento, municiones y explosivos. 

Por último, en un hecho más reciente, el 2 de abril del presente año, bajo 
circunstancias confusas aún en materia de investigación, resultaron muertos 
en el municipio de Guamal, departamento del Meta, un sujeto de nacionali-
dad serbia de 45 años de edad, identificado como Dejan Stanimirovic, cono-
cido con el alias de Marcos, aparente capo del microtráfico en el Cartel de los 
Balcanes, quien presumiblemente transaba con el sujeto José Vicente Rivera, 
conocido con el alias de Soldado, exjefe de los bloques Centauro y Héroes 
del Llano de las extintas Autodefensas Unidas de Colombia. Como se puede 
evidenciar, constantemente se han venido registrando eventos relacionados 
con delitos transnacionales en esta importante región del país. 

El terrorismo es una forma de violencia utilizada por una amplia gama 
de organizaciones, grupos o individuos para infundir terror en la población, 
generalmente con fines políticos, ideológicos o religiosos. El terrorismo ope-
ra mediante diferentes formas de violencia física –secuestros, asesinatos, 
atentados, torturas, etcétera– o de violencia moral –destrucción de bienes, 
uso de explosivos, incendios–, ejecutadas de manera reiterada e indiscrimi-
nada contra la población civil o contra determinados blancos militares, para 
causar alarma social e influir o coaccionar a los gobiernos y a las sociedades 
a que tomen –o no– determinadas decisiones que interesan a los objetivos 
de los terroristas (Ley 599 de 2000). 

En la Amazorinoquia, el terrorismo es aplicado sistemáticamente como 
arma de preferencia por los GAO, principalmente del residual y del ELN, 
para someter a la población, atentar contra las autoridades civiles y los 
miembros de las Fuerzas Armadas a través de homicidios selectivos contra 
personas protegidas, muchos de ellos excombatientes que se acogieron a 
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los procesos de desmovilización y reincorporación, contra líderes sociales, 
autoridades democráticamente elegidas, militares, policías, etcétera; también 
mediante incendios forestales deliberados que comprometen y desvían tro-
pas así como recursos aéreos militares para impedir el desarrollo de opera-
ciones en su contra. 

Estos grupos al margen de la ley sistemáticamente, a través del terro-
rismo, cometen graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al 
derecho internacional humanitario en la Amazorinoquia. Pero sin duda, una 
de las afectaciones más severas del terrorismo que se padecen en esta macro-
rregión es el uso indiscriminado de medios y métodos de guerra ilícitos como 
los artefactos explosivos, con los que se vulnera a la población al desconocer 
el principio internacional de distinción, al igual que se causa un grave dete-
rioro al medio ambiente, especialmente con las voladuras de los oleoductos. 

En lo que refiere al tráfico de armas, municiones y explosivos, el 
Código Penal colombiano (2000, artículo 366) tipifica la realización de las 
siguientes actividades sin que medie permiso de autoridad competente: im-
portación, tráfico, fabricación, transporte, reparación, almacenamiento, con-
servación, adquisición, suministro, porte o tenencia de armas o sus partes 
esenciales, accesorios esenciales, municiones de uso privativo de las Fuerzas 
Armadas o explosivos. 

Este es una de las conductas delictivas más frecuentes que se presentan 
en la región para abastecer a los grupos al margen de la ley; por ejemplo, 
el pasado 16 de julio en el departamento de Arauca, fue incautado por la 
Octava División del Ejército, un cargamento con nueve granadas antitanque 
de fabricación yugoslava. Ni qué decir de la cantidad de depósitos ilegales 
hallados en lo que va corrido del presente año, que dan cuenta de toneladas 
de municiones y explosivos en el área. 

La afectación a la fase de reincorporación incluye los eventos que 
puedan generar entorpecimientos al cumplimiento de los acuerdos y la tran-
sición adelantada por los exintegrantes de las Fuerzas Armadas Revolucio-
narias de Colombia, que puedan derivar en el abandono del proceso de 
reincorporación y la reincidencia mediante la conformación de nuevos gru-
pos armados generadores de violencia. En la Amazorinoquia se han venido 
registrando a lo largo del presente año, no solo desplazamientos forzosos 
por amenazas y atentados, sino también un significativo número de homici-
dios a excombatientes, asesinados presuntamente por miembros del GAO-r 
que, aparentemente, obedecen en muchos casos a desacuerdos por asuntos 
ilegales o por rehusar retornar a la criminalidad. 
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Factores de inestabilidad sociales

Rebelión, sedición o asonada. El delito de rebelión está tipificado 
en el Código Penal colombiano en el artículo 467 como las conductas de 
quienes, mediante el empleo de las armas, pretendan derrocar al Gobierno 
nacional, suprimir o modificar el régimen constitucional o legal vigente. Así 
mismo, el delito de sedición, definido en el artículo 468 como las conduc-
tas de aquellos que, mediante el empleo de las armas, pretendan impedir 
transitoriamente el libre funcionamiento del régimen constitucional o legal 
vigentes. En ambos artículos, se establecen las penas sancionatorias corres-
pondientes. Estos delitos parecieran seguir cometiéndose por quienes ilegal-
mente alzados en armas se abrogan el discurso de seguir desconociendo y 
desafiando el orden constitucional y su institucionalidad. 

La protesta social, por su parte, es considerada un derecho fundamental 
que tienen los colombianos, reconocido y protegido, legal y constitucional-
mente en el artículo 37 de la Carta Magna; en él se consagra que a cada 
quien le asiste el derecho de protestar pública y pacíficamente, de manera 
individual o colectiva y por el tiempo que considere necesario. Sin embargo, 
el riesgo ocurre cuando dichas manifestaciones de protesta deliberadamente 
son tornadas violentas por vías de hecho, a través de la infiltración, manipu-
lación e instrumentalización de los GAO, con el propósito de desencadenar 
ataques directos contra personas, miembros del gobierno o de la fuerza pú-
blica, causar bloqueo de vías y afectaciones tanto en bienes públicos como 
privados, entre otros. 

En la Amazorinoquia hay una tendencia a bloquear la acción de la fuer-
za pública en las tareas de erradicación de cultivos ilícitos, de extinción de 
derecho de dominio, de capturas, así como para emprender acciones coor-
dinadas de paro armado por grupos ilegales, o en rechazo violento contra la 
industria de los hidrocarburos, con lo que se incurre en el delito de asonada 
tipificado en el artículo 469 del Código Penal colombiano, como los que en 
forma tumultuaria exigen violentamente que la autoridad ejecute u omita 
algún acto propio de sus funciones. 

Migración irregular y tráfico de migrantes. Es la facilitación de la en-
trada ilegal de una persona a un Estado; parte del hecho de que dicha persona 
no sea nacional o residente permanente, con el fin de obtener directa o indirec-
tamente un beneficio financiero o de orden material (UNODC, 2004). El fenó-
meno de migración irregular es una preocupación global, pues afecta a un gran 
número de países en el mundo que son puntos de origen, tránsito o destino. Los 
delincuentes se lucran con el tráfico ilícito de migrantes a través de las fronteras. 
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En la Amazorinoquia se tiene el gran desafío para el control efectivo de 
las fronteras a lo largo de su vasta extensión territorial, lo que favorece el 
accionar de redes criminales dedicadas a este delito; aún más con la incierta 
situación de deterioro sostenido en la vecina Venezuela que continuará pro-
piciando flujos ilegales de migrantes, muchos de ellos vulnerables a engrosar 
las redes criminales en Colombia. 

Interferencias a la restitución de tierras. Circunstancias de presión, 
obstáculos, sabotajes, tensiones, que eventualmente pueden presentarse en 
la aplicación de la Ley 1448 de 2011 de restitución de tierras. Este aún es un 
factor sensible para garantizar la supervivencia de los beneficiarios, así como 
de los funcionarios del Gobierno a cargo de esta tarea crítica. 

Afectación de líderes sociales. Privación de los derechos fundamen-
tales a personas que se desempeñan con liderazgo al interior de una comu-
nidad, quienes se encuentran debidamente identificados como tales. Esta 
conducta delictiva desafortunadamente es una práctica sistemática y preo-
cupante en la región, sobre todo en el marco de las disputas entre grupos 
armados organizados y residuales por el control criminal del territorio. 

Afectación a los recursos naturales y el medio ambiente. Se refiere 
al incumplimiento de la normatividad existente, por una o varias personas 
que destruyan, inutilicen, hagan desaparecer o de cualquier otro modo da-
ñen los recursos naturales o afecten áreas especialmente protegidas (Ley 
599 de 2000, modificada por la Ley 1453 de 2011 en el artículo 33). Este 
delito desafortunadamente es uno de los más comunes en la Amazorino-
quia, donde se registran los cultivos ilícitos como causa principal de la de-
forestación, seguidos por el apoderamiento masivo de baldíos, la ganadería 
extensiva, los cultivos agroindustriales en baldíos, la extracción ilícita de 
maderas, la expansión ilegal de la infraestructura vial, entre otras. El arco 
de deforestación identificado por vía satelital que avanza vertiginosamen-
te hacia el sureste ubica a los municipios de esta región en los primeros 
lugares de la lista con depredadores sobre el ecosistema. Igualmente, la 
macrorregión tiene contaminación directa en sus fuentes hídricas, tanto 
por actividades de narcotráfico, como de explotación ilícita de yacimientos 
mineros. 

Estos aspectos están generando graves efectos sobre la Amazorinoquia 
y contribuyendo a la aceleración del cambio climático, el cambio del uso del 
suelo, la explotación directa de organismos, la contaminación y las especies 
invasoras, quienes aceleran la pérdida del agua, la biodiversidad y el medio 
ambiente. 
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Carencia de infraestructura vial básica. Ausencia de una malla vial 
básica que permita la movilidad entre lo local, regional y nacional, para re-
ducir brechas de aislamiento territorial y fortalecer los flujos de tránsito para 
la movilidad, el desarrollo social y comunitario. En este sentido, el Estado 
tiene un gran reto, aún sin resolver, para atender las necesidades de interco-
nexión, transporte y comunicación de las comunidades de la Amazorinoquia, 
a través de desarrollos responsables, sostenibles y amigables con el medio 
ambiente. Aquí se requiere una profunda revisión y un replanteamiento de 
la política radical conservacionista que pretende la preservación de las áreas 
de manejo especial ambiental, como aquellas declaradas parques nacionales 
naturales o reservas forestales, a partir del despoblamiento o el desconoci-
miento de las dinámicas sociales preexistentes de vieja data, con la desaten-
ción gubernamental consecuente de las necesidades básicas de la población 
que tácitamente le ubica en la ilegalidad para todos sus efectos y de facto 
les otorga validez al argumento y la narrativa de quienes desafían la institu-
cionalidad. No es viable ni sostenible ligar la preservación con el abandono, 
argumentando la vulneración de ecosistemas con interconexión ambiental 
que, de plano, desconoce los derechos humanos de quienes los habitan, en 
el sentido responsable del desarrollo sostenible paralelo a la preservación 
del medio ambiente. 

Corrupción: fenómeno interno. Se entiende por corrupción todo he-
cho que, por acción u omisión, mediante el uso indebido del poder, de los 
recursos o de la información, lesione intereses de una entidad o del Estado, 
para la obtención de un beneficio particular (Decreto 2641 de 2012). Con-
tinúa siendo un gran desafío ético fomentar en las generaciones de líderes 
actuales y futuras, la cultura de la integridad y de la transparencia en el ma-
nejo de los recursos públicos, de modo que se asuman como sagrados, para 
erradicar los vicios de la politiquería y cortar los nexos con la criminalidad 
que comprometen gravemente el horizonte de progreso, desarrollo y legali-
dad. Esto conlleva a realizar profundas reformas en el sistema educativo de 
la región y hacer las inversiones que amerita una macrorregión con intereses 
vitales para el país.

Indicadores sociales críticos de pobreza multidimensional. Son ins-
trumentos que a través de datos numéricos y análisis estadísticos, miden las 
condiciones sociales de bienestar en que vive la población de un Estado, 
teniendo en cuenta determinadas variables en torno a las necesidades bási-
cas. Para el caso de las gentes de la Amazorinoquia, se registran altos niveles 
de empobrecimiento y precarias oportunidades para emprender actividades 
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dentro de la legalidad, lo cual hace más lentos y difíciles la estabilización y 
el control institucional del Estado.

Debilidades del sistema de justicia. Los principales factores que afec-
tan negativamente al sistema de justicia colombiano son la corrupción, la 
politización, los procedimientos mal realizados por parte del encargado del 
proceso de judicialización, la carencia de buenas técnicas de investigación, 
la recolección y la valoración de evidencias, entre otros. Todo ello ha sido 
un talón de Aquiles en la Amazorinoquia, que se incrementa por los bajos 
presencia y efecto no solo del sistema judicial, sino de las demás autoridades 
encargadas de hacer cumplir el imperio de la Constitución y la ley. 

Frente a este complejo panorama, donde confluyen factores de inesta-
bilidad internos y externos, el Gobierno nacional adelanta ingentes esfuer-
zos a pesar de la pandemia, para honrar lo pactado en el Acuerdo de Paz y 
enmendar décadas de inoperancia e indiferencia con la Amazorinoquia. Sin 
embargo, es claro que los desafíos aquí planteados solo podrán ser resueltos 
sobre la base de una consciencia nacional colectiva y a través de una efecti-
va, sostenida y oportuna acción unificada de la sociedad como un todo, que 
trascienda los periodos de las administraciones en aras de preservar este 
invaluable patrimonio para Colombia.

Esfuerzos gubernamentales y desafíos persistentes 

La amenaza a la seguridad nacional y regional propiciada por el creci-
miento desbordado de los grupos armados al margen de la ley en contuber-
nio con las economías ilícitas y el crimen organizado trasnacional, no tardó 
en generar acciones del Gobierno colombiano, también con apoyo de sus 
aliados, principalmente de los Estados Unidos, a través de iniciativas mul-
tilaterales como el Plan Colombia. El desgaste y la frustración generalizada 
ante los fallidos intentos por negociar la paz contribuyeron a la elección del 
presidente Álvaro Uribe Vélez y la implementación de su Política de Seguri-
dad Democrática. En la Amazorinoquia se incrementó significativamente el 
poder de combate institucional en el marco del Plan de Guerra Patriota que, 
en su segunda fase, activó una unidad con las capacidades en pleno de las 
Fuerzas Militares de Colombia con el propósito de desarticular el área con-
siderada por las FARC-EP como de retaguardia estratégica en su plan por la 
toma del poder desde los años ochenta. 

De esta manera, la campaña militar emprendida con la Fuerza de Tarea 
Conjunta Omega en 2004 significó el punto de inflexión de las FARC-EP; una 
operación cuya magnitud, contundencia y sostenida duración les generó el 
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mayor debilitamiento y desgaste estratégico, y les hizo retroceder en sus pla-
nes y avances por la pretendida toma del poder a través de la vía armada, lo 
que de alguna manera les indujo a la negociación en La Habana como única 
opción viable. 

La Fuerza de Tarea Conjunta Omega reduciría en la siguiente década en 
un 80% el pie de fuerza de las FARC-EP, al neutralizar 30 de sus emblemáticas 
estructuras con 3.835 hombres en armas y generó la desbandada de muchas 
de sus milicias, la pérdida del control territorial, el debilitamiento financiero, 
el repliegue de la mayoría de los miembros del Secretariado hacia países ve-
cinos y la inefectividad de sus principales cabecillas. Todo aquello minó con-
tundentemente la voluntad de lucha de muchos de sus efectivos que optaron 
por la desmovilización (Cardona, Cisneros y Hurtado, 2015). Para diciembre 
de 2016, bajo el gobierno del presidente Juan Manuel Santos Calderón, luego 
de un tortuoso proceso de negociación, se concretó el Acuerdo final para la 
terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera. 
Sin embargo, cursados tres años de su implementación, el panorama no deja 
de ser preocupante, especialmente para la población de la Amazorinoquia.

El presidente Iván Duque Márquez formuló el Plan Nacional de Desa-
rrollo, Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad (2018), mediante el cual 
definió una hoja de ruta con los objetivos gubernamentales, programas, in-
versiones y metas para el cuatrienio, bajo los pilares de legalidad, empren-
dimiento y equidad. En esencia, el Plan pretende propiciar condiciones de 
seguridad efectiva y de acceso a una justicia eficaz que garanticen la con-
vivencia y permitan a los colombianos vivir con libertad y en democracia. 
Se conciben el emprendimiento y la productividad como los fundamentos 
para la transformación productiva del país, y el aumento de la formalización 
laboral y empresarial para avanzar a una economía dinámica, incluyente 
y sostenible que potencie todos los talentos. Una política social moderna, 
centrada en la familia, eficiente, de calidad y conectada a mercados, que 
busca garantizar igualdad de oportunidades para todos los colombianos. En 
últimas, concretamente, para la macrorregión Amazorinoquia, el Gobierno 
propende, primero, por una Amazonia viva con desarrollo sostenible y, se-
gundo, una Orinoquia potenciada como despensa sostenible de la región, 
interconectada con el país y el mundo. 

Es de resaltar que en esta administración prevalecen como nunca antes 
las tareas de defender y proteger el agua, la biodiversidad y el medio am-
biente, al reconocerlas como asunto de interés nacional principal, prioritario 
y de seguridad nacional.
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Adicionalmente, el Gobierno nacional priorizó y focalizó su esfuerzo 
cuando, el 16 de diciembre de 2019, promulgó el Decreto 2278, por medio 
del cual implementa las zonas estratégicas de intervención integral –ZEII– 
o zonas futuro. En consecuencia, definió estas zonas a partir de las cinco 
regiones más afectadas del país por la violencia, la criminalidad y la po-
breza como: Chiribiquete y parques nacionales naturales aledaños, Arauca, 
Catatumbo, Bajo Cauca y sur de Córdoba y Pacífico nariñense. De estas, la 
primera se encuentra en la Amazorinoquia.

En línea con el propósito presidencial, las Fuerzas Militares y la institu-
cionalidad contribuyen como un todo con su experiencia y capacidades a la 
construcción, transformación y preservación de los territorios, para llevar la 
legalidad, el emprendimiento y la equidad. 

Específicamente el concepto de intervención de las Fuerzas Armadas se 
orienta a optimizar las medidas de protección a la población, la prestación 
de servicios sociales básicos y la aceleración de los proyectos de desarrollo 
con enfoque territorial, el fortalecimiento del Estado social de derecho, y la 
protección y defensa del agua, la biodiversidad y el medio ambiente. 

El Gobierno nacional potencia el programa Visión Amazonia con la 
cooperación internacional, principalmente de Alemania, Noruega y el Reino 
Unido, para consolidar un modelo de desarrollo sostenible que promueva 
acciones que coadyuven a contener la deforestación en la Amazorinoquia 
colombiana a partir de cinco pilares: la gobernanza forestal, la planificación 
y el desarrollo sectorial, el desarrollo agroambiental, los pueblos indígenas 
y la gobernanza indígena, y el monitoreo y las condiciones habilitantes me-
diante el empleo de software sobre áreas de bosque en conservación. En 
cuanto al desarrollo ambiental, se apoya a las comunidades de la región para 
causar la reconversión ganadera, la proliferación de sistemas agroforestales, 
las producciones no maderables y el ecoturismo o turismo de naturaleza. La 
figura por excelencia a potenciar es la del extensionista agropecuario, enten-
diendo la extensión como la transferencia de conocimientos que contribu-
yan al desarrollo sostenible y la preservación del medio ambiente. 

El reto seguirá siendo detener el ecocidio causado fundamentalmente 
por los cultivos de coca, la ganadería extensiva, la explotación ilícita de 
yacimientos mineros, la extracción ilícita de maderables y el acaparamiento 
masivo de baldíos por actores externos que financian la deforestación. 

En este sentido, se vienen articulando también a nivel local los consejos 
municipales de desarrollo rural a través de los cuales las alcaldías de los mu-
nicipios estructuran los perfiles de proyectos que aprovechen la extensión 
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rural, el fortalecimiento de capacidades y las alianzas productivas y las líneas 
de instrumentos financieros verdes socializados con el Banco Agrario y que 
incluyen incentivos beneficiosos de hasta 50%.

Por su parte y de manera articulada, el Comando General de las Fuerzas 
Militares desarrolló el Plan de Guerra Bicentenario Héroes de la Libertad, 
con el cual se pretende pasar del control militar del territorio al control 
institucional del Estado, teniendo como premisa la acción unificada para 
proteger el Estado y sus recursos –población, territorio y soberanía–. Para 
ello, se hace necesario desarticular integralmente el sistema de amenazas 
persistentes. 

Las Fuerzas Armadas presentes en la Amazorinoquia se integran con el 
resto de la institucionalidad a través de operaciones conjuntas, coordinadas 
e interinstitucionales, propendiendo por la cooperación del sector priva-
do, los organismos multilaterales, las organizaciones no gubernamentales, 
la cooperación internacional y la comunidad en general para debilitar siste-
máticamente la amenaza, bajo el imperio de la ley del Estado colombiano, 
respetando los derechos humanos y observando el derecho internacional 
humanitario. De este modo, se pretende garantizar una seguridad multidi-
mensional que permita la protección de los habitantes y la gobernabilidad 
de sus autoridades democráticamente elegidas, el desarrollo sostenible y la 
preservación del medio ambiente. 

El plan contempla variadas líneas de acción orientadas a objetivos es-
tratégicos para lograr el estado final deseado, descrito en el párrafo anterior. 
Uno de los objetivos estratégicos fundamentales y prioritarios es neutralizar 
los grupos armados organizados a fin de lograr las condiciones de seguridad 
necesarias para el control institucional del territorio, con la población civil 
protegida y la gobernanza garantizada, en el marco de un desarrollo socioe-
conómico digno y sostenible.

Lo anterior implica enfrentar con determinación las fuentes ilícitas de 
financiamiento de los criminales en cabeza del narcotráfico; las Fuerzas Ar-
madas contribuyen al cumplimiento de la política gubernamental Ruta Fu-
turo, empleando para ello sus capacidades en la erradicación de cultivos 
ilícitos en forma voluntaria, pero también en sus modalidades de grupos mó-
viles de erradicación –GME– y erradicación manual forzosa, sobre aquellos 
sectores donde no prevalezcan acuerdos de sustitución voluntaria vigentes 
con el Gobierno nacional. Además, se busca neutralizar las pretensiones 
criminales por consolidar corredores de movilidad estratégicos hacia países 
vecinos que faciliten el transporte y la comercialización de productos del 
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narcotráfico y la minería ilegal, considerados la principal fuente de financia-
ción de los grupos armados organizados. 

En la misma dirección, se busca continuar fortaleciendo los canales 
de cooperación internacional que permitan integrar la información, la in-
teligencia, la investigación criminal, la judicialización, la anticipación y las 
respuestas efectivas. 

La reforestación es igualmente una prioridad para el Gobierno y sus 
Fuerzas Armadas. En coordinación con las instituciones, se adelanta la Cam-
paña Artemisa, que busca combatir los delitos de impacto ambiental en to-
das sus dimensiones, especialmente sobre zonas declaradas como parques 
nacionales naturales o áreas consideradas de reserva forestal, de manejo 
especial ambiental. Así mismo, enfatiza el compromiso por el cuidado y la 
preservación con tareas de siembra y reforestación en las áreas más afecta-
das a nivel nacional. 

Conclusiones

Es imperioso que la sociedad colombiana conozca, comprenda y man-
tenga consciencia situacional colectiva e integral sobre la importancia vital 
de la Amazorinoquia para su país, no solo por las invaluables riquezas na-
turales sino también por su potencial e impacto en el futuro propio y de 
la humanidad. Se espera que, con lo tratado en el presente escrito, se haya 
podido contribuir a la comprensión sobre el valor de la Amazorinoquia para 
Colombia como Estado-nación, al representar esta macrorregión más de la 
mitad de su territorio y constituir gran parte del marco espacial de los co-
lombianos. 

Aunque su inclusión en la cuenca amazónica, la más grande del mun-
do, está todavía muy distante mientras no se habiliten mecanismos mul-
tilaterales adecuados para el desarrollo sostenible y la preservación del 
medio ambiente, la Amazorinoquia posee el potencial para constituirse 
en una de las más importantes macrorregiones administrativas de planifi-
cación y desarrollo del país; sin embargo, allí evolucionaron, de la mano 
de los procesos migratorios, organizaciones comunitarias que han suplido 
por décadas la precariedad o incluso ausencia total de la institucionalidad 
local estatal. Se debe fomentar, entonces, la confianza a partir del diálogo y 
el consenso en los propósitos, que permitan congruencia en los esfuerzos 
desde el nivel central, regional y local a través de la acción unificada, la 
cual constituye factor fundamental para el logro del control institucional 
del Estado.
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Mientras el Estado colombiano no ejerza soberanía plena y controle los 
factores de inestabilidad que vulneran la legitimidad gubernamental ante 
crónicos descuidos tales como la desatención a la población, la carente inter-
conexión y el bajo desarrollo sostenible, el acelerado ecocidio ambiental, la 
inoperancia en el control fronterizo, así como la capacidad para emprender 
iniciativas con los países vecinos en procura del fortalecimiento institucio-
nal, el cumplimiento de los fines estatales y el beneficio mutuo, la integra-
ción de la Amazorinoquia con el resto del país continuará siendo una utopía 
y le pondrá en grave riesgo de perderse. 

En la Amazorinoquia desde los años sesenta se gestó el más peligroso 
proyecto que, potenciado por el narcotráfico, llegó a poner en vilo el pre-
sente y futuro de Colombia como Estado-nación, implicó un alto costo en 
vidas y recursos restablecer el control del territorio e inducir a quienes lo 
pretendieron por la vía de la negociación. Aun así en la actualidad del po-
sacuerdo, las amenazas persisten. El escenario cambiante contemporáneo 
ha marcado tendencias crecientes de interacción en un complejo ecosistema 
criminal emergente, en el cual convergen por interés mutuo, grupos armados 
organizados nacionales, grupos terroristas internacionales y entidades del 
crimen trasnacional que atentan contra la población colombiana, el Estado 
y sus recursos. 

El narcotráfico, principal motor de las violencias y fuente de financia-
ción de los grupos armados organizados, así como las demás economías 
ilícitas, continúan representando serias amenazas a la seguridad multidimen-
sional de los colombianos y el futuro de la nación, en tanto vulneran la vida, 
el agua, la biodiversidad y el medio ambiente y condenan a las comunidades 
de esta macrorregión a continuar inmersas en una degradante espiral de 
atraso, sangre y dolor. 

El terrorismo continuará siendo el arma de preferencia de los grupos 
armados organizados para tratar de someter a la población, atentar contra 
la infraestructura estatal y desafiar la institucionalidad. Los intereses eco-
nómicos criminales persistirán en su propósito desestabilizador mediante 
sistemáticas y graves violaciones a los derechos humanos, especialmente de 
líderes sociales, así como de aquellos excombatientes de las extintas FARC-
EP en proceso de reincorporación, que rehúsan volver a la criminalidad.

La instrumentalización deliberada de comunidades por parte de grupos 
armados organizados para bloquear los esfuerzos institucionales contra la 
criminalidad, principalmente del narcotráfico, harán cada vez más comple-
ja la acción de las autoridades al enfrentar población que por cooptación, 
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coacción o compromiso ideológico, en su gran mayoría bajo condiciones 
de pobreza extrema, se somete a estos grupos a cambio de rentabilidad y 
seguridad. El deterioro en el entorno regional, particularmente la situación 
degradante de Venezuela, continuará generando flujos ilegales de migrantes 
hacia la Amazorinoquia, lo cual agravará las ya precarias condiciones socia-
les y de seguridad en la macrorregión. 

El Estado colombiano deberá replantear su política conservacionista 
por la que pretende preservar las áreas de reserva o manejo especial am-
biental a partir del despoblamiento o el desconocimiento de las dinámicas 
sociales preexistentes; la consecuente desatención gubernamental de las ne-
cesidades básicas de la población tácitamente alienta el argumento y la na-
rrativa de quienes desafían la institucionalidad. No es viable, ni sostenible, 
ligar la preservación con el abandono y, por el contrario, lo que se deben 
propiciar son soluciones que garanticen los mínimos de calidad de vida de 
quienes habitan la Amazorinoquia, en el sentido responsable del desarrollo 
sostenible consecuente con la preservación del medio ambiente. 

El Gobierno nacional deberá potenciar profundas reformas al sistema 
educativo en Colombia y particularmente en la Amazorinoquia, tendientes 
a fomentar una cultura de la ética en la administración pública, basada en 
integridad y transparencia en el manejo de los recursos para honrar la con-
fianza de los contribuyentes, para así erradicar los vicios de la politiquería y 
los nexos con la criminalidad. 

El gobierno del presidente Iván Duque Márquez con su Plan Nacional 
de Desarrollo Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad (2018) se ha com-
prometido de manera especial con la Amazorinoquia. Bajo los preceptos 
de legalidad, equidad y emprendimiento, ha hecho prevalecer la defensa 
y protección del agua, la biodiversidad y el medio ambiente como asuntos 
de interés nacional principal, prioritario y de seguridad nacional. Asimismo, 
la consideración de las denominadas zonas futuro Chiribiquete y parques 
nacionales aledaños, así como la de Arauca, con base en el Decreto 2278 de 
2019, plantea para la Amazorinoquia importantes alternativas de desarrollo 
sostenible y preservación del medio ambiente (Comando General de las 
Fuerzas Militares, 2016).

La contribución de las Fuerzas Armadas sigue siendo fundamental para 
el mantenimiento del orden, los derechos y las libertades constitucionales 
de los colombianos en la Amazorinoquia. De todos modos, se requiere la 
presencia integral del Estado para neutralizar los factores de inestabilidad 
en lo armado, económico y social, como condición esencial para propiciar la 
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seguridad y lograr el control institucional del Estado con la población prote-
gida, la gobernanza garantizada en el marco de un desarrollo socioeconómi-
co digno, sostenible y medioambientalmente amigable. Sin embargo, es claro 
que los desafíos aquí planteados tan solo podrán ser resueltos sobre la base 
de una consciencia nacional colectiva y a través de una efectiva, sostenida 
y oportuna acción unificada de la sociedad como un todo, que trascienda 
los periodos de las administraciones, en aras de preservar este invaluable 
patrimonio para Colombia. 
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Introducción

El interés nacional como concepto tiene una estrecha relación con la 
teoría realista de las relaciones internacionales, dentro de la cual este es la 
piedra angular desde la que se proyecta la diplomacia y la interacción de los 
Estados en el sistema internacional (Rosenau, 1964). Sin embargo, esta no 
es la única aproximación conceptual que existe al respecto. A lo largo de la 
historia se han desarrollado diversas perspectivas en torno a la conceptua-
lización del interés nacional, que van desde el realismo clásico –asociado al 
pensamiento de Hans Morgenthau– hasta el neorrealismo –más cercano al 
trabajo de Kenneth Waltz–, pasando por diversas posiciones críticas –como 
el marxismo–, progresistas y constructivistas (Burchill, 2005). 
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Esta discusión académica y teórica en torno al interés nacional suele 
estar relacionada con el poder estatal y, por ende, con nociones propias de la 
seguridad y la defensa de los Estados. Incluso existe un relativo consenso  en 
que el interés nacional está determinado por tres componentes principales: 
1) la seguridad y la supervivencia del Estado; 2) el bienestar económico; y 
3) la conservación y el fomento de los valores y creencias de la comunidad 
(Torres, 2010). Ahora bien, dentro del componente seguridad y superviven-
cia cobran una enorme importancia los intereses marítimos y fluviales de los 
Estados, especialmente de aquellos, como Colombia, que cuentan con salida 
al mar y con una importante reserva de recursos hídricos en el interior de 
sus fronteras. Sin embargo, durante muchos años de su historia, Colombia 
sobreestimó sus recursos hídricos, lo que no le permitió desarrollar una 
conciencia sobre el valor estratégico de sus mares ni explotar al máximo su 
poder naval (Albarán, 2019). Con el pasar del tiempo esto ha cambiado y 
hablar hoy en el país de interés marítimo y poder naval no es algo extraño 
(Rivera, Uribe y Rodríguez, 2018; Uribe y Pedroza, 2018).

Para profundizar sobre estos temas es importante diferenciar los con-
ceptos de interés marítimo e interés fluvial. Ambos se relacionan con cuer-
pos de agua vitales para los Estados, pero su uso, sus implicaciones, su 
impacto en el desarrollo y su relevancia para los intereses nacionales no son 
necesariamente siempre iguales. Ahora bien, si se parte de lo más simple, 
donde todo lo marítimo tiene que ver con el mar y lo fluvial con los ríos, ine-
vitablemente estos llegan a un punto de convergencia en escenarios donde 
ocurre una interacción entre ambos; ejemplo de ello es la desembocadura de 
los ríos al mar, donde se forman grandes deltas que, a su vez, se convierten 
en áreas ricas en producción agrícola, así como en asentamientos humanos. 
A su vez, allí se configuran espacios que sirven como continuación de las 
rutas marítimas al unir los puertos interiores y costeros, construyendo así 
toda una red de transporte (Greer, 2019).

Históricamente, el mar ha sido empleado como fuente de poder e in-
fluencia desde que el hombre comenzó a escribir la historia, lo que ha deri-
vado en la construcción del concepto de lo marítimo. Ya en las antiguas ci-
vilizaciones, como los fenicios, minoicos, griegos y romanos, el mar significó 
una fuente fundamental para el desarrollo y la supervivencia de los Estados 
(Uribe, 2017a). Para las antiguas talasocracias1, la estrategia de supervivencia 
tenía sus bases sustentadas en el uso y la explotación del mar. En la Grecia 

1  Etimológicamente, talasocracia proviene de las raíces griegas thalassa (mar) y kratos (poder, 
gobierno). Es decir, el gobierno de una potencia marítima.
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antigua, Atenas fue ejemplo de ello mediante su apertura al comercio ma-
rítimo y el dominio a gran escala de las rutas marítimas, al punto que esta 
constituye uno de los cimientos de lo que sería la politización del mar. Para 
aquellas talasocracias, su hegemonía naval marca una diferencia notable con 
ciudades, Estados o territorios que no se aventuraron al mar (Barceló, 2008).

Ahora bien, un factor esencial para que el concepto marítimo sea apro-
piado por una nación es la situación geográfica. Sir Alfred Mahan (2013) 
lo considera un elemento que puede ser causa de una gran debilidad o un 
motivo de enormes gastos, aunque para otros, como Inglaterra, es en sí una 
ventaja positiva con relación a otros pueblos que tienen alguna frontera con-
tinental. Por otro lado, el componente geográfico puede ser de tal naturale-
za, que requiera una concentración o dispersión de las fuerzas navales para 
su defensa y la de sus líneas de comunicación marítima. Es decir que la si-
tuación geográfica puede representar tanto una notable superioridad, como 
una ventaja competitiva que influye en el desarrollo de una nación2. De ahí 
que los Estados puedan hacer un uso efectivo y productivo de su océano, lo 
que a su vez configura el concepto del poder marítimo.

La característica principal de este concepto es que las actividades de 
los Estados dejan de ser internas y trascienden hacia intereses más amplios, 
que abarcan las relaciones de los Estados con el mundo en general (Mahan, 
1897). El poder marítimo tiene dos componentes, los intereses marítimos 
y el poder naval, que lo insertan en las órbitas política, económica, social, 
militar y estratégica. Por un lado, el poder naval está compuesto por las 
Fuerzas Navales, la infraestructura de bases y la logística, las cuales pueden 
ser complementadas por fuerzas terrestres o aéreas que le permitan mayor 
proyección; y a su vez, estas hacen parte de las herramientas de una nación 
para defender sus intereses marítimos (Ferrari, 2017). Por otro lado, los in-
tereses marítimos se refieren a las aspiraciones del Estado relacionadas con 
el conjunto de beneficios de carácter político, económico, social, ambiental 
y militar que pueden ofrecer el aprovechamiento y uso del mar en todas las 
actividades relacionadas con el territorio marítimo nacional (Comisión Co-
lombiana del Océano, 2017).

Lo anterior muestra la importancia del espacio marítimo como un factor 
que determina el fortalecimiento de las capacidades estatales y su influencia 
en el sistema internacional. La historia indica que el dominio del mar ha sido 

2 Mahan desarrolla su pensamiento fundamentado en el estudio y evolución del poder naval 
ingles en su libro The Influence of the Sea Power upon History.



 406 

INTERESES ESPECÍFICOS DE COLOMBIA

vital para la supervivencia alimentaria, la expansión cultural y el intercambio 
comercial de las naciones; también lo ha sido para controlar las líneas de 
comunicación y el comercio, y hasta para disponer de la sostenibilidad del 
futuro de la humanidad, entendiendo que hay fenómenos físicos, geológicos, 
biológicos y químicos que se ciernen en el entorno de los océanos (Osorio, 
2017).

Por otra parte, el concepto de lo fluvial se refiere a los cursos navega-
bles naturales que recorren el interior del territorio de un Estado y que, de 
acuerdo con su cobertura y extensión, pueden ser suficientemente aprove-
chados para las dinámicas económica, cultural y ambiental de una nación, 
con énfasis especial en la movilidad de carga y personas. Los primeros agri-
cultores de África y Asia, hace más de 8.000 años, necesitaban agua para 
regar sus tierras. Grandes ríos como el Nilo, el Tigris y el Éufrates fueron 
esenciales para el desarrollo de estas regiones, al ser aprovechados a través 
de la construcción de canales (Unesco, 2013). El control del agua para la 
agricultura podría ser la forma más temprana de regulación de ríos y lagos, 
y su desarrollo se dio en las llamadas civilizaciones fluviales o de irrigación 
(Álvarez, Moreno y Gómez, 2017).

Así mismo, la navegación en los ríos ha forjado una cultura propia 
vinculada a objetos específicos relacionados con el trabajo y un uso inteli-
gente de los recursos adaptados al flujo lento y a menudo irregular del agua 
(Museo Civico della Navigazione Fluviale, 2020). La primera civilización que 
dominó el medio fluvial fue la de los egipcios en el río Nilo. Toda la sociedad 
egipcia giraba en torno al río, el segundo más largo del mundo. Hoy en día, 
los ríos son vitales para el comercio interno de grandes regiones, como en 
Europa, donde un buque que sale del puerto de Rotterdam podría entregar 
mercancías circulando solo por vías fluviales a Alemania, Polonia, Francia y, 
gracias al río Danubio, llegar hasta el mar Negro (García, 2016). 

También ha sido fundamental el uso militar de los ríos; al respecto, 
es de destacar la Campaña del Magdalena, una operación militar mediante 
la cual el general Simón Bolívar se apoderaría del curso del río Magdalena 
entre 1812 y 1813 (Álvarez, Moreno y Gómez, 2017). Igualmente, durante la 
guerra de Vietnam, el gran delta del río Mekong fue uno de los principales 
escenarios de las confrontaciones, especialmente durante la famosa ofensiva 
del Tet3 (Sherwood, 31 de enero de 2018). 

3 El año nuevo lunar vietnamita o feriado Tet es la celebración más importante en este país. En 
1968, la Infantería de Marina de los Estados Unidos, a través de sus unidades fluviales, constituía 
bases adelantadas, brindaba apoyo de transporte de tropas y suministros, realizaba maniobras 



 407 

Los intereses nacionales marítimos y fluviales en Colombia

Formación de buques y submarinos de la Flota Naval Colombiana en el mar Caribe.  

Fuente: archivo de la Armada Nacional de Colombia.

De este modo, la importancia de los mares y ríos en el desarrollo de la 
nación requiere una mayor profundización teórica y académica en torno a 
los intereses marítimos y fluviales del Estado colombiano. Es por esa razón 
que este capítulo plantea como objetivo principal analizar la evolución, los 
retos y las amenazas que enfrentan los intereses marítimos y fluviales en 
Colombia. Para ello, mediante un análisis cualitativo que incluye una revi-
sión documental de fuentes primarias y secundarias, este texto brinda una 
discusión y profundización en torno a los conceptos de intereses marítimos 
y fluviales; posteriormente identifica la forma como estos se han concebido 
históricamente en el país; luego plantea los retos, riesgos y amenazas que 
actualmente enfrentan en Colombia; y por último cierra con una sección de 
conclusiones y recomendaciones finales.

Aproximación al concepto de intereses marítimos y 
fluviales nacionales 

De acuerdo con lo planteado por el contralmirante Jorge Brousset 
(1998) de la Marina de Guerra del Perú, los “intereses nacionales son la 

de asalto anfibio, apoyo de fuegos y muchas otras misiones, lo que generaba la capacidad de 
realizar operaciones no solo en los ríos, sino también en zonas costeras poco profundas. Esta 
era la denominada Marina de Aguas Marrones.
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expresión de un deseo colectivo, producto de una necesidad, material o 
espiritual, de carácter nacional. >…@ Orientan los esfuerzos del Estado, les 
brindan cohesión y hacen coherente su accionar” (p. 16). Esos intereses son 
principios e ideales que todo Estado anhela alcanzar y que, a su vez, repre-
sentan el sentir de la sociedad que lo conforma.

Es posible clasificar los intereses nacionales en vitales –asociados a la 
esencia y existencia del Estado, tales como la soberanía y la integridad te-
rritorial– y estratégicos –relacionados con el bienestar de la población y el 
desarrollo de la nación– (Ballesteros, 2016). Dentro de todos los principios 
que orientan los esfuerzos y el accionar del Estado, son objeto de estudio del 
presente documento aquellos relacionados específicamente con los mares y 
los ríos, constituyendo así lo que se puede denominar intereses marítimos 
y fluviales.

Sobre los intereses marítimos

El mar, como recurso, tiene un valor altamente significativo para todo 
Estado, al ser un medio de explotación productiva y de comunicación esen-
cial para una nación marítima. Los Estados tienen la potestad de permitir 
o negar el paso a embarcaciones de otras naciones, fiscalizando las acti-
vidades4 que se desarrollan en el mar de la misma manera que lo hacen 
en su territorio (Corbett, 1936). De allí la importancia que tiene para todo 
Estado desarrollar el concepto y definir sus intereses marítimos nacionales, 
así como establecer la estrategia que los pueda materializar. De esta forma, 
los espacios marítimos de una nación en su espectro total hacen parte del 
interés nacional, generando con ello un estrecho vínculo con la actividad 
marítima. 

Ahora bien, no se puede hablar de intereses marítimos nacionales sin 
abordar el concepto de poder marítimo. El contralmirante chileno Eri Solis 
Oyarzún (1998) lo define como la capacidad de crear, desarrollar, explotar y 
defender los intereses marítimos de un país, tanto en tiempos de paz como 
de conflicto. Igualmente, se puede entender como la facultad que tiene un 
Estado para aprovechar el mar para su propio beneficio desde dos elemen-
tos de diferente naturaleza, pero complementarios. Por un lado, existen los 
intereses marítimos de carácter económico y social, y por otra parte, el poder 
naval.

4 Estas pueden incluir el comercio, los recursos naturales, la recreación, la seguridad y la 
defensa, entre otras.
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Un país esencialmente marítimo como Chile define los intereses ma-
rítimos como “los beneficios que obtiene la nación de aquellas actividades 
relacionadas con el uso del mar y de los recursos que entrega el mar para 
su explotación” (Valderrama, 2015, p. 17). En Colombia, mediante la Política 
Nacional de los Océanos y los Espacios Costeros (PNOEC), se definen los 
intereses marítimos nacionales como las aspiraciones del Estado relacionadas 
con el conjunto de beneficios de carácter político, económico, social, ambien-
tal y militar que puede ofrecer el aprovechamiento y uso del mar en todas las 
actividades relacionadas con el territorio marítimo nacional (Comisión Colom-
biana del Océano, 2017).

Grúas pórtico realizando el cargue de buques simultáneamente.  

Fuente: Héctor Rico Suárez, Sociedad Portuaria de Cartagena.

Es por ello que, como ya se señaló, el espacio marítimo debe ser obser-
vado como un elemento totalizador y transversal a los sectores que compo-
nen la nación, comprendiendo que este es determinante en el ciclo vital del 
Estado. Por ende, desde este espacio se generan actividades que se relacio-
nan con el medio ambiente, la investigación, la exploración y el desarrollo 
económico sostenible, el transporte, la soberanía, la defensa, la seguridad 
integral, el ordenamiento territorial y la protección del patrimonio histórico, 
cultural y natural del país (Comisión Colombiana del Océano, 2017). Todo 
esto debe servir para que una nación como Colombia se apropie, dentro de 
su vida cotidiana, el concepto de conciencia marítima5.

5 Constituye el conocimiento cabal y reflexivo del mar y de sus proximidades, tanto sobre su 
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Asimismo, el énfasis en el ordenamiento de los espacios marino-coste-
ros propicia el desarrollo territorial sostenible y mejora la calidad de vida de 
los habitantes de esas áreas. Así, todo lo relacionado con la infraestructura 
para el comercio y el transporte marítimo –como puertos, terminales, servi-
cios portuarios y una marina mercante– son elementos creadores de fuentes 
de trabajo, desarrollo y riqueza a través del comercio exterior o marítimo 
internacional, y el comercio marítimo interior o de cabotaje (Doig, 2008). 

Para la nación, el mar también es generador de riqueza a través del 
turismo marítimo y costero como motor de desarrollo económico y social, 
donde confluyen diversos actores civiles e institucionales (Comisión Colom-
biana del Océano, 2020). De igual forma, la explotación de recursos na-
turales como petróleo y gas en la modalidad de exploración y extracción 
offshore6 también se puede convertir en una ventaja competitiva para el país 
(Agencia Nacional de Hidrocarburos, 2020), ya que es una vía que no está 
al alcance de todas las naciones y requiere de grandes inversiones en tec-
nología e infraestructura. En esa misma línea, no se pueden desconocer la 
industria de los astilleros –cuyo desarrollo aumenta el potencial exportador 
y sus actividades conexas son fuentes generadoras de empleo– ni tampoco 
la explotación del recurso pesquero y la acuicultura.

En el caso colombiano, su potencial marítimo, reconocido a nivel inter-
nacional, es enorme: tiene un espacio geográfico que representa el 44,86% 
del territorio nacional y que mueve el 90% del comercio nacional (Dimar, 
2019). Tal escenario de interacciones lo hacen vital para la seguridad, la su-
pervivencia y el bienestar económico del Estado.

Sobre los intereses fluviales

El agua es esencial para la existencia de los seres humanos, la biodiver-
sidad, el medio ambiente y todos los elementos vivos del planeta (AQUAE, 
2020). Al igual que los intereses marítimos, los intereses fluviales nacionales 
se pueden conceptualizar como las aspiraciones del Estado relacionadas con 
el conjunto de beneficios de carácter político, económico, social, ambiental y 
militar que puede ofrecer el aprovechamiento y uso de los recursos hídricos 
en todas las actividades relacionadas con las cuencas fluviales y recursos 

real naturaleza como de sus posibilidades políticas, económicas, sociales y militares. Cuando la 
geografía lo permite, la conciencia marítima facilita la labor de orientar al país hacia un destino 
oceánico y convertirlo en una potencia marítima próspera y poderosa (Terzago, 2006)

6 La extracción offshore es la exploración y producción de petróleo y gas en los océanos 
empleando diversos tipos de plataformas y/o buques de perforación (YPF, 2020).
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hídricos de la nación. Sin embargo, la literatura especializada en torno a 
los intereses fluviales nacionales no se ha desarrollado de la misma manera 
como sí lo ha hecho la de los intereses marítimos.

Los ríos han sido protagonistas en la formación de la identidad y eje de 
su desarrollo desde el punto de vista geográfico-espacial, ambiental, cultural, 
social, económico, demográfico, urbano, histórico y, por supuesto, hidrográ-
fico (Bernal, 2013). En ese sentido, el transporte fluvial de carga es un factor 
estratégico para la competitividad del Estado, ya que representa una ventaja 
comparativa al tener mayor capacidad de carga con relación al aéreo y al 
terrestre (Maldonado, 2015). Además, tiene un bajo impacto sobre el medio 
ambiente e integrado con otras formas de transporte –transporte multimo-
dal– apoya el crecimiento económico de un país y su competitividad (Yan-
ces, 2015). Por otro lado, el agua, la biodiversidad y los recursos naturales 
de las cuencas fluviales son recursos estratégicos que permiten la supervi-
vencia de las poblaciones ribereñas. En los ríos también se puede explotar el 
recurso pesquero, siendo la pesca vital para la alimentación de los propios 
pescadores y sus comunidades, así como también para el abastecimiento de 
los grandes mercados urbanos (Welcome, 1993).

Colombia cuenta con cuatro cuencas fluviales: Magdalena, Atrato, Ori-
noco y Amazonas, por medio de las cuales se dinamizan y se integran diver-
sas regiones y sectores económicos y culturales de la nación. Los recursos 
hídricos con los que cuentan son fundamentales para la población, ya que 
el país se abastece y recibe buena parte de la energía disponible de embal-
ses como los de Betania, Chingaza, Guavio, Neusa, Salvajina y Sisga, entre 
otros, vitales también para la piscicultura y el riego de tierras (Álvarez, 2020). 
Además, Colombia tiene una gran dinámica fronteriza con Brasil, Ecuador, 
Perú y Venezuela a través de las cuencas fluviales: 16 ríos hacen parte de 
las líneas de frontera, en una extensión de 3.587 km, con tres capitales de 
departamento y siete poblaciones de relativa importancia (Álvarez, Moreno 
y Gómez, 2017). Todo lo anterior demuestra la importancia de las cuencas 
fluviales en la construcción del Estado. 

Una mirada histórica a los intereses marítimos y 
fluviales en Colombia 

Hoy en día, Colombia cuenta con más de 928.000 km2 de territorio ma-
rítimo, con más de 4.171 km de costa repartidos entre el océano Pacífico y el 
mar Caribe, y con una extensión de ríos navegables superior a los 14.000 km 
(Armada Nacional de Colombia, 2020). Esas características le permiten tener 
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límites marítimos con nueve países y la han llevado a diseñar la PNOEC, 
donde, entre otras cosas, se definen los intereses marítimos de Colombia. 
Sin embargo, históricamente, el Estado colombiano no siempre le ha dado la 
importancia que debería al aprovechamiento y uso del mar y de los ríos, al 
punto que solo hasta 2017 se publicó la PNOEC y “a la fecha [aún] no se han 
determinado de forma específica los intereses fluviales nacionales” (Armada 
Nacional de Colombia, 2020). En ese sentido, a continuación, se presenta 
una revisión histórica de dichos intereses, empezando por los marítimos y 
terminando con fluviales.

Los intereses marítimos de Colombia, desde la Independencia  
hasta la PNOEC 

Desde la época de la Independencia, el mar jugó un rol muy importante 
como medio de transporte para el comercio internacional, pues le permitió a 
Colombia el intercambio de recursos, materia prima, manufacturas y conoci-
miento, entre otros. Así se fue consolidando, poco a poco, el primer interés 
marítimo esencial en la historia del país, el cual puede ser expresado como 
“el libre comercio entre Colombia y sus aliados” (Rivera, Uribe y Rodríguez, 
2018, p. 33). Sin embargo, a pesar del potencial económico y político que 
eso le podría representar a cualquier Estado, en Colombia no se logró una 
conciencia marítima que permitiera consolidar ese interés esencial. Factores 
internos, como las disputas políticas entre élites nacionales, y factores ex-
ternos, como la subordinación a los intereses regionales de Estados Unidos, 
llevaron a que a lo largo el siglo XIX el país le diera la espalda al mar (Al-
barán, 2019).

Adicionalmente, la separación de Panamá en 1903, más allá de las im-
plicaciones políticas y diplomáticas que ello acarreó, terminó por evidenciar 
la escasa importancia que el mar tenía para el país. No obstante, a partir de 
la década de 1930, a raíz de la guerra que se libró con el Perú entre 1932 
y 1933, se demostró la relevancia que podía tener la estrategia marítima y 
fluvial para alcanzar los objetivos políticos de la nación y para hacer respetar 
su soberanía. Ese hecho marcó un avance en lo que se podría denominar 
el comienzo de poder naval moderno en el país (Albarán, 2019). Ese poder 
naval se consolidó a mediados del siglo XX, cuando, en 1946, se creó la Flota 
Mercante Grancolombiana –que comenzó sus operaciones con cinco buques 
y, siete años después, ya contaba con doce, dedicados principalmente al 
transporte del café– y luego, bajo el gobierno de Laureano Gómez, se envió 
la fragata Almirante Padilla a participar en una misión multinacional en la 
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península de Corea, lo que fortaleció las capacidades operacionales de la 
Armada Nacional (Rivera, Uribe y Rodríguez, 2018)7 .

Hasta ese momento, si bien en Colombia ya estaba vigente una legis-
lación en torno a la exploración del mar territorial y sus recursos marinos, 
estipulada en la Ley 14 de 1923, el país no se había caracterizado por ser 
muy activo en las discusiones internacionales relacionadas con la normati-
vidad marítima. Ese comportamiento empezó a cambiar con la participación 
activa en las principales conferencias sobre derecho del mar en el marco de 
la ONU, que tuvieron lugar entre 1958 y 1983 (Uribe y Pedroza, 2018).

Ahora bien, la evolución del poder naval llevó a que, en 1971, mediante 
el Decreto Ley 2349, se creara la Dirección General Marítima y Portuaria, 
que remplazaba la Dirección de Marina Mercante Colombiana. Esa nueva 
dirección8 se convirtió en la autoridad marítima nacional, que sufrió una 
reorganización interna mediante el Decreto Ley 2324 de 1984, al tener a su 
cargo “la regulación, dirección, coordinación y control de las actividades ma-
rítimas”9. Luego, en 1988, “Colombia se adhirió al Tratado Antártico, un gran 
avance de la visión oceanopolítica del Estado colombiano en la búsqueda de 
su proyección como país marítimo bioceánico” (Uribe, Rodríguez y Rivera, 
2017, p. 33). Sin embargo, a lo largo de todo este periodo, las iniciativas 
gubernamentales relativas al mar no hacen alusión alguna al concepto de 
interés marítimo (Rivera, Uribe y Rodríguez, 2018).

Posteriormente se expidió el Estatuto de Puertos Marítimos mediante 
la Ley 1 de 1991 –la cual eliminó el componente portuario de la Dimar y lo 
pasó al Ministerio de Obras Públicas y Transporte– y se promulgó una nueva 
Constitución Política, en la cual se enfatizó la importancia para la nación 
del subsuelo y el mar, así como del medio ambiente marino (Rivera, Uribe 
y Rodríguez, 2018). Ya para 2000, Colombia conformó la Comisión Colom-
biana del Océano (CCO), a la que se le asignó la tarea, entre otras cosas, de 
formular una política nacional del océano, lo que significó un importante 
avance en la materia, ya que el mar y todo lo que este implica no habían figu-
rado como elementos prioritarios en las agendas de varios gobiernos hasta 

7 En 1951 se expidió el Decreto 120 que le asignó a la Armada Nacional las funciones de 
reconocimiento, clasificación y registro de embarcaciones; asimismo, en 1952 se expidió el 
Decreto 3183, por medio del cual se organizó la Marina Mercante Colombiana.

8 A esa dirección se le empezó a conocer como la Dimar.

9 Una de las funciones de la Dirección General Marítima y Portuaria también era “Instalar y 
mantener el servicio de ayudas a la navegación, efectuar los levantamientos hidrográficos y 
producir la cartografía náutica nacional” (Decreto-Ley, 2324 de 1984).
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el momento (Uribe, Rodríguez y Rivera, 2017). A partir de 2007, Colombia 
pudo contar con la PNOEC como la principal herramienta para promover sus 
intereses marítimos, definiendo en esta, de manera puntual y específica, los 
intereses marítimos de la nación, tal como se muestra en la Tabla 1. 

Tabla 1. Intereses marítimos nacionales

1. Soberanía e integridad del territorio 

marítimo nacional
8. Ordenamiento marino-costero

2. Conciencia, apropiación territorial y 

cultura marítima
9. Transporte y comercio marítimo

3. Recursos ambientales marino-costeros 10. Turismo marítimo y recreación

4. Educación marítima 11. Industria naval y marítima

5. Investigación científica, tecnológica y 
de innovación

12. Minería marina y submarina

6. Poder naval* 13. Pesca y acuicultura

7. Seguridad integral marítima 14. Conectividad integral**

*En el Plan de Desarrollo Naval 2042, este interés aparece como “capacidades para la defensa”.

**Este no figura en el PNOEC, pero sí en el Plan de Desarrollo Naval 2042.

Fuente: elaboración propia con base en PNOEC y Armada Nacional de Colombia (2020).

Los intereses fluviales en Colombia

Colombia cuenta con tres de las cuencas hidrográficas o sistemas flu-
viales de gran magnitud –de las cinco principales que existen en el conti-
nente suramericano–, una característica que resalta su importancia geoestra-
tégica regional en materia fluvial (Vásquez, 2016). Esas tres cuencas son la 
del río Magdalena, del río Orinoco –con su afluente, el río Meta–, y la com-
binación de los ríos Amazonas, Putumayo y Caquetá, a las cuales también 
se les debe añadir la cuenca del río Atrato, muy importante para el país. 
Asimismo, tiene más de 8.000 km de ríos que comunican puertos fluviales 
con vías de acceso a ciudades capitales en el interior del país, y otros más 
de 8.000 km que son utilizados como un medio de comunicación regional 
(Zapata , Kuerten y Ramírez, 2014). Su riqueza hídrica está representada 
en 136 ríos principales y alrededor de 734.000 microcuencas, y comprende 
15.744 km lineales, de los cuales 12.660 km son navegables (Álvarez, Mo-
reno y Gómez, 2017). Tal riqueza fluvial, bien aprovechada, influye en la 
construcción de Estado y puede ser determinante como factor geopolítico 
al trazar los límites y fronteras nacionales. De igual manera, es proveedora 
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de recursos y elemento de influencia cultural y social. En ese sentido, es de 
vital importancia definir los intereses fluviales nacionales. Sin embargo, esas 
características no han sido suficientes para que el Estado colombiano haya 
podido definir cuáles son sus intereses fluviales, quedando supeditados a 
los intereses marítimos de la nación.

Durante la época de la Nueva Granada, Bogotá era una de las ciudades 
capitales más aisladas al estar tan alejada del mar, y el transporte fluvial se con-
virtió en su principal medio de comunicación. Tal situación llevó a que el río 
Magdalena se convirtiera, “hasta mediados del siglo XX, [en] el gran corredor 
central de comunicación de Colombia y de sus centros urbanos con el mundo 
exterior, lo que venía ocurriendo desde los lejanos tiempos del período colo-
nial” (Viloria, 2016, p. 7). La navegación y el transporte fluvial, que estuvo por 
mucho tiempo bajo el control estatal, fue desmonopolizado en 1852 bajo la ad-
ministración de José Hilario López. Esa desmonopolización creó un mercado y 
un sistema de competencia formal del transporte fluvial en Colombia, aunque 
para 1880, la mayoría de las empresas que proveían ese servicio de transporte, 
especialmente de alto tonelaje, pertenecían a extranjeros (Viloria, 2016).

La red fluvial que primero se desarrolló fue la del Caribe, dada la im-
portancia que siempre tuvo el río Magdalena y el precario desarrollo de los 
puertos del Pacífico, los cuales no tuvieron un desarrollo sino hasta la pri-
mera mitad del siglo XX, después de la apertura del canal de Panamá. Ese 
desarrollo fluvial fue relevante para que se adelantara la construcción de vías 
férreas desde Buenaventura hacia el interior del país, como una externalidad 
positiva a la ampliación de la actividad fluvial (Viloria, 2016). Sin embargo, 
el modo de transporte fluvial casi desaparece a mediados del siglo XX (Ra-
mírez y Aguilera, 2019), debido al reducido interés que recibió por parte de 
la élite política colombiana.

Desde mediados del siglo XX, los gobiernos nacionales expidieron 
normas encaminadas a actualizar la legislación técnica relacionada con 
la construcción y clasificación de embarcaciones fluviales –como el 
Decreto 1580 de 1956 y el Decreto 2049 de 1957–, y los únicos de-
sarrollos adicionales estuvieron dictaminados por las iniciativas que 
se fueron elaborando desde 1971 con la creación Dirección General 
Marítima y Portuaria. En 1988 se reformó el Estatuto Nacional de Nave-
gación Fluvial, tratando de fortalecer el sistema fluvial como el medio 
de transporte y luego, a partir de la Ley 1 de 1991, todo el componente 
portuario pasó a ser manejado por el Ministerio de Obras Públicas y 
Transporte. Sin embargo, los intereses fluviales siguieron sin recibir la 
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atención necesaria por parte del Estado colombiano, llevando a que 
al transporte fluvial, principal función del sistema fluvial, se le diera 
un uso ineficiente, derivando así otras problemáticas conexas como la 
falta de infraestructura que se evidencia a lo largo de toda la nación, 
donde existen interrupciones en la navegación de ríos, [… y] la con-
taminación de las aguas, en donde el 90% de los ríos colombianos se 
encuentran afectados”. (Zapata, Kuerten y Ramírez, 2014, p. 1) 

En los últimos años, se ha intentado darle un mayor impulso al desa-
rrollo fluvial, una iniciativa que podría abrir el camino a la apertura de una 
ventana de oportunidad para definir los intereses fluviales como parte de 
los intereses nacionales de la nación. Ese impulso ha estado marcado, en 
primer lugar, por el Plan Maestro Fluvial de 2015, el cual tiene como objetivo 
recuperar la navegación y el transporte de carga y de pasajeros; en segundo 
lugar, por el Plan Estratégico Naval 2015-2018 que, entre otras cosas, resalta 
la importancia de fortalecer la seguridad fluvial integral; y tercero, el Plan de 
Desarrollo Naval 2042, que resalta esa seguridad fluvial integral como uno 
de los seis roles institucionales de la Armada Nacional en los próximos años.

Medios existentes en Colombia para defender y velar 
por los intereses marítimos y fluviales del país 

En esta sección se describen las herramientas estatales que, desde los 
ámbitos de seguridad y defensa, social, económico, cultural y ambiental, 
existen para velar por los intereses marítimos y fluviales nacionales. De igual 
manera, se describen las capacidades con las que cuenta el Estado para 
defenderlos y protegerlos a través de la Armada Nacional, cuya misión es 
desarrollar operaciones navales para la defensa y seguridad nacional y pro-
teger los intereses marítimos y fluviales, con lo que contribuye al desarrollo 
sostenible del Estado (Armada de Colombia, 2020).

Instrumentos de política pública desarrollados para la defensa de los 
intereses marítimos y fluviales

La Constitución Política de Colombia en su artículo 10110 estipula de 
manera soberana su territorio marítimo. De igual manera, en el artículo 

10 Artículo 101 de la Constitución: “forman parte de Colombia, además del territorio continental, 
el archipiélago de San Andrés, Providencia, Santa Catalina e isla de Malpelo, además de las islas, 
islotes, cayos, morros y bancos que le pertenecen. También son parte de Colombia, el subsuelo, 
el mar territorial, la zona contigua, la plataforma continental, la zona económica exclusiva, 
el espacio aéreo, el segmento de la órbita geoestacionaria, el espectro electromagnético y el 
espacio donde actúa, de conformidad con el derecho internacional o con las leyes colombianas 
a falta de normas internacionales” ( Justicia Colombia, 2020).
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21711 establece las instituciones encargadas de la defensa del Estado, entre 
ellas la Armada Nacional.

Por otra parte, en la Ley 10 de 1978 se especifican las normas sobre 
el mar territorial, la zona económica exclusiva, la plataforma continental 
y otras disposiciones sobre el uso del territorio marítimo (Diario Oficial, 
4 de agosto de 1978). Para tal fin se emitieron los decretos: 1874 de 1979, 
que crea el Cuerpo de Guardacostas de la Armada Nacional (Lex Base, 
1984); 1875 de 1979, que establece las normas sobre la prevención de la 
contaminación del medio marino y otras disposiciones; 1876 de 1979, con 
el fin de adoptar una política nacional en relación con la exploración, la 
explotación, el transporte, el procesamiento y la comercialización de los 
recursos naturales no vivos (Uribe Cáceres, 2017); y 1436 del 13 de junio 
de 1984, que establece las líneas de base a partir de las cuales se mide la 
anchura del mar territorial y la zona económica exclusiva de la nación (Lex 
Base, 1984). 

Así mismo, se expidió el Decreto Ley 2324 de 1984, el cual establece 
una estructura jurídica y organizacional básica para un apropiado manejo 
del entorno marítimo del país, a partir del cual se desarrolla la organización 
de la Marina Mercante y se crea la Dirección General Marítima y Portuaria 
(Dimar) en remplazo de la antigua Dirección de Marina Mercante de Colom-
bia (Uribe Cáceres, 2017), entre otras medidas.

Otra herramienta importante que ha influido en el desarrollo del país 
fue la Ley 1 de 1991, que estableció el Estatuto de Puertos Marítimos, lo que 
facilitó la modernización de la actividad portuaria como un factor estratégico 
para el comercio internacional12 (Bobadilla, 2018).

11 Artículo 217 de la Constitución: “la Nación tendrá para su defensa unas fuerzas militares 
permanentes constituidas por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. Las fuerzas militares 
tendrán como finalidad primordial la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad 
del territorio nacional y del orden constitucional”.

12 Asimismo, Colombia ha ratificado los siguientes convenios internacionales en asuntos 
marítimos:

Seguridad en la navegación: Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el 
Mar de 1974 (SOLAS, por su sigla en inglés), consagrado en la Ley 8 de 1980; Convenio sobre 
el Reglamento Internacional para prevenir Abordajes de 1972, ratificado en la Ley 13 de 1981; 
Convenio Internacional sobre Normas de Formación, Titulación y Guardia para la Gente de 
Mar de 1978, afirmado en la Ley 35 de 1981; y Convención sobre Búsqueda y Rescate Marítimo 
(SAR),  ratificado en la Ley 10 de 1986.

Prevención de la contaminación marina: Convenio Internacional para prevenir la Contaminación 
por Buques de 1973 (MARPOL, por su sigla en inglés), consagrado en la Ley 12 de 1981, y 
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Por otra parte, el país cuenta con la Política Nacional del Océano y de 
los Espacios Costeros (PNOEC) para el período 2016-2030, que proyecta 
el camino de Colombia para ser una potencia media oceánica (PMO), y el 
CONPES Colombia Potencia Bioceánica Sostenible 2030, que marca la hoja 
de ruta estratégica para los 928.660 km2 de territorio marítimo y costero, y 
lo impulsa como un factor de desarrollo sostenible para la nación (Comisión 
Colombiana del Océano, 2020). 

En cuanto a las herramientas para preservar los intereses fluviales 
nacionales, uno de los documentos importantes es el Plan Maestro Fluvial 
2015, que busca incentivar el transporte fluvial para volverlo más compe-
titivo, limpio, seguro y social, a través de la rehabilitación y expansión de 
infraestructura, el mejoramiento de la gestión institucional y del transpor-
te como sistema (Ministerio de Transporte, 2015). Otro es la Política Na-
cional para la Gestión Integral del Recurso Hídrico, que tiene un horizonte 
de 12 años (2010- 2022) y que fue proyectada como el instrumento que da 
dirección a la gestión integral del recurso, incluyendo las aguas subterrá-
neas, y que establece también los objetivos y estrategias del país para el 
uso y aprovechamiento eficiente del agua (Ministerio de Medio Ambiente, 
2014). Por otra parte, están las corporaciones autónomas regionales y de 
desarrollo sostenible, que en Colombia son la primera autoridad ambien-
tal a nivel regional. Un ejemplo es la Corporación Autónoma Regional 
del Río Grande de la Magdalena (Cormagdalena), creada desde la consti-
tución13. Estas corporaciones son entes corporativos de carácter público, 
integrados por las entidades territoriales que por sus características cons-
tituyen geográficamente un mismo ecosistema o conforman una unidad 
geopolítica, biogeográfica o hidrogeográfica; están dotadas de autonomía 
administrativa y financiera, patrimonio propio y personería jurídica; y son 
las encargadas por la ley de administrar dentro del área de jurisdicción, 

Convenio Internacional sobre Cooperación, Preparación y Lucha contra la Contaminación por 
Hidrocarburos de 1990, ratificado en la Ley 885 de 2004.

Responsabilidad civil y compensación: Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil 
por Daños Causados por la Contaminación de las Aguas del Mar por Hidrocarburos de 1969, 
afirmado en la Ley 55 de 1989.

Transporte: Convenio Internacional para la Facilitación del Tráfico Marítimo Internacional de 
1965/1987, ratificado en la Ley 17 de 1991 (Uribe, 2017b).

13 Artículo 331: “créase la Corporación Autónoma Regional del Río Grande de la Magdalena 
encargada de la recuperación de la navegación, de la actividad portuaria, la adecuación y 
la conservación de tierras, la generación y distribución de energía y el aprovechamiento y 
preservación del ambiente, los recursos ictiológicos y demás recursos naturales renovables”.
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el medio ambiente y los recursos naturales renovables y propender por 
su desarrollo sostenible, de conformidad con las disposiciones legales y 
las políticas del Ministerio del Medio Ambiente (Ministerio de Medio Am-
biente, 2020).

Por último, está la Política de Defensa y Seguridad 2019, cuyo primer 
eje de transformación estratégica es el agua, la diversidad y el medio am-
biente, a los que los cataloga de intereses nacionales principales y prevalen-
te, y dentro de los cuales están las vertientes hidrográficas, ríos, lagunas y 
ciénagas (Ministerio de Defensa Nacional, 2019).

Capacidades para la defensa de los intereses marítimos y fluviales

La Armada de Colombia, a través de la Dimar, que es la autoridad ma-
rítima colombiana, ejecuta la política del gobierno en esta materia para for-
talecer el poder marítimo nacional, con la responsabilidad de velar por la 
seguridad integral marítima, la protección de la vida humana en el mar, 
la promoción de las actividades marítimas y el desarrollo científico y tec-
nológico de la nación (Dimar, 2020). Para ello cuenta con trece capitanías 
de puerto en Buenaventura, Tumaco, Barranquilla, Santa Marta, Cartagena, 
Riohacha, San Andrés, Turbo, Coveñas, Bahía Solano, Guapi, Providencia y 
Puerto Bolívar, que ejercen la autoridad marítima y portuaria en cada juris-
dicción (Soltau, 28 de marzo de 2019). 

En cuanto a la defensa de la soberanía y la integridad territorial, la Ar-
mada cuenta con el poder naval, que se materializa en el despliegue de dos 
fuerzas navales en Cartagena (mar Caribe) y Bahía Málaga (océano Pacífico), 
que son unidades operativas mayores a través de las que se ejerce el control del 
mar, el control fronterizo, la proyección de su poder, la seguridad integral ma-
rítima, el apoyo a la acción unificada del Estado, la diplomacia naval, la segu-
ridad cooperativa, la asistencia humanitaria y la presencia naval. Estas cuentan 
con unidades operativas mayores14, el componente naval15, de guardacostas16, 

14 La Armada Nacional cuenta con cuatro unidades operativas mayores, denominadas fuerzas 
navales, que están ubicadas en el Caribe y el Pacífico, y el oriente y el sur del país.

15 Unidades operativas menores, flotillas, buques de guerra, submarinos, patrulleras, lanchas de 
desembarco, buques fluviales, medios aeronavales con sus estaciones y unidades de ala fija, ala 
rotatoria y aeronaves remotamente tripuladas.

16 El componente de guardacostas es responsable de la aplicación de la ley en el mar para 
proporcionar seguridad, control y protección. Además, desarrolla operaciones de interdicción y 
operaciones para salvaguardar los recursos medioambientales y la protección de fronteras tanto 
marítimas como fluviales.
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de infantería de marina17, de inteligencia naval y de apoyo logístico18, más los 
buques de investigación científica19 (Armada de Colombia, 2020).

Buque y helicóptero aeronaval de la Armada Colombiana en el mar Caribe.  

Fuente: archivo de la Armada Nacional de Colombia.

En cuanto a los intereses fluviales, la Dimar y el Ministerio de Trans-
porte son las entidades responsables de administrar las capacidades para 
defenderlos. En este aspecto, la Dimar cuenta con cuatro capitanías fluviales 
en Puerto Carreño, Leticia, Puerto Inírida y Puerto Leguízamo (Soltau, 28 de 
marzo de 2019), que controlan el tráfico internacional. De igual manera el 
Ministerio de Transporte cuenta con 31 inspecciones fluviales que controlan 
el tráfico nacional en Arauca, Río Sucio, Quibdó, Puerto Inírida, Montería, El 
Peñol, San José del Guaviare, Puerto Berrío, Calima-Salvajina, Leticia, Istmina, 

17 Unidades operativas menores de Infantería de Marina, que son: la Brigada de IM y la Brigada 
de Apoyo para las Operaciones Anfibias; las unidades tácticas que son los batallones de Policía 
Naval Militar, batallones de Infantería de Marina, batallones Fluviales, Batallón de Fuerzas 
Especiales, Batallón de Movilidad y Batallón de Desminados e Ingenieros Anfibios. 

18 La logística naval determina el alcance de las operaciones navales.

19 Son buques destinados para tal fin, coordinados por la Dirección General Marítima, que 
promocionan las actividades marítimas y el desarrollo científico y tecnológico en los espacios 
marinos de la nación.
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Tota, Betania, Puerto Gaitán, Barranquilla, Turbo, Puerto Carreño, Puerto Le-
guízamo, Puerto Asís, Cartagena, Girardot, Puerto López, El Banco, Caucasia, 
Magangué, Salgar, Cartagena del Chairá, Solano, Guaranda, Barrancabermeja 
y Gamarra. Su función es cumplir y hacer cumplir las normas y reglamentos 
sobre transporte, tránsito y tráfico fluvial, así como coordinar y controlar los 
puertos y las vías fluviales a cargo de la nación en su jurisdicción (Ministerio 
de Transporte, 2000).

Por su parte, la Armada Nacional, con las fuerzas navales del Caribe y 
del Pacífico, más la Fuerza Naval del Sur y la Fuerza Naval del Oriente, ejer-
cen el control fluvial y fronterizo, la seguridad integral fluvial y actividades 
de ayuda humanitaria, entre otras, mediante el desarrollo de operaciones 
fluviales con cinco brigadas de infantería de marina y tres flotillas fluviales 
y estaciones de guardacostas. Estas capacidades están orientadas a cubrir 
los ríos primarios, 146.545 km de extensión fluvial navegable, incluyendo 
ríos secundarios20 y terciarios (Chávez, 2018). Las capacidades de defensa 
orientadas desde la Armada Nacional las podemos llamar poder naval fluvial.

Infantes de marina del Grupo de Comandos de las Fuerzas Especiales Navales patrullando en bote SOC-R 

los esteros del ac fico colombiano.  
Fuente: archivo de la Armada Nacional de Colombia.

20 Esta red se clasifica en dos categorías: la primaria, conformada por todos los ríos que tiene 
flujos de carga importantes con navegación mayor permanente y transbordo de carga de un 
modo a otro, y la red secundaria, que obedece principalmente a actividades de carácter regional 
(Conpes 2169 de 1994).
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Integración de las capacidades 

La Armada de Colombia, dentro de su fin esencial de defensa de la 
soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y el orden 
constitucional de la nación, integra sus capacidades marítimas y fluviales 
para ejercer los roles de disuasión y defensa naval, gestión de tensión y 
crisis, seguridad integral marítima y fluvial, proyección exterior, y asistencia 
y cooperación (Armada de Colombia, 2020). De igual forma y de manera 
conjunta con las otras fuerzas aplica el principio de interoperabilidad militar, 
entendiéndose este como la “habilidad y capacidad que tienen diferentes or-
ganizaciones militares para conducir operaciones de forma conjunta o com-
binada” (Uribe, Rodríguez y Rivera, 2017). Así mismo, a través de Cotecmar 
contribuye al desarrollo de los intereses marítimos y fluviales mediante la 
investigación científica y tecnológica, supliendo necesidades de la Armada 
de Colombia y de la industria naval, marítima y fluvial del país.

Por último, bajo el concepto de acción unificada (Comando General de 
las Fuerzas Militares, 2018), se sincronizan, coordinan o integran actividades 
con entidades gubernamentales y no gubernamentales para lograr la unidad 
de esfuerzo en la preservación de los intereses marítimos y fluviales.

Retos y amenazas que actualmente enfrentan los 
intereses marítimos y fluviales de Colombia 

A pesar de los medios, las herramientas y las capacidades con las que 
cuenta el Estado colombiano para defender sus intereses marítimos y flu-
viales, son varios los retos y las amenazas que estos deben enfrentar en la 
actualidad. A continuación, se señalan seis retos y tres amenazas, que, si bien 
no son los únicos, sí son algunos de los más relevantes.

En primer lugar, al ser el mar y los recursos hídricos de una nación 
elementos fundamentales de su poder estatal en el sistema internacional, 
uno de los principales retos para el Estado colombiano ha sido, y seguirá 
siendo, alinear sus intereses marítimos y fluviales con su política exterior 
y, específicamente, con las relaciones diplomáticas establecidas con sus 
países vecinos. Los intereses marítimos y fluviales no siempre han ido de 
la mano con las iniciativas de política exterior del país, afectando negati-
vamente el desarrollo del potencial de intercambio y el desarrollo econó-
mico que los recursos del país pueden ofrecer. Es vital lograr superar con 
éxito esa disputa existente entre cooperación y competencia, en la cual, 
generalmente, los recursos naturales han salido perdiendo (Rivera, Uribe y 
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Rodríguez, 2018); en ese sentido es que las iniciativas de cooperación con 
países vecinos cobran una enorme relevancia. Esa la única forma en la que 
se pueden materializar los esfuerzos que la nación ha logrado alcanzar, es-
pecialmente en el Caribe (Cabrera, 2015), y que podrá seguir consolidando 
en el futuro.

En segundo lugar, otro reto atado a la coyuntura actual de Colombia 
en el sistema internacional está relacionado con la necesidad de ajustar sus 
intereses marítimos y fluviales al entorno internacional en el cual comienza 
a participar, como por ejemplo su ingreso en carácter de país asociado a la 
OTAN y su participación en operaciones multinacionales. Dada la experien-
cia adquirida por Colombia a raíz del conflicto armado que por décadas ha 
afectado al país, hoy se ha convertido en un referente internacional tanto en 
la lucha contra las amenazas a la seguridad y estabilidad del Estado, como en 
cuanto a su compromiso con diversas iniciativas dirigidas a la construcción 
de paz. Ese potencial le puede brindar a Colombia la posibilidad de seguir 
en su camino a convertirse en una PMO; haciendo uso de su diplomacia na-
val, puede ser posible continuar su modernización, actualización, proyección 
y posicionamiento, generando alianzas con actores estratégicos y creando 
relaciones de interdependencia con Estados influyentes en el sistema inter-
nacional (Uribe, 2017b). 

El tercer reto consiste en promover satisfactoriamente el crecimiento 
económico y el desarrollo del país desde las actividades marítimas y fluvia-
les. Pese a que en Colombia existe infraestructura portuaria en el Caribe y 
en el Pacífico, la conexión hacia el interior ha sido, históricamente, uno de 
los mayores desafíos para potenciar su dinámica e incidir positivamente en 
los indicadores de desarrollo de la nación: la red de infraestructura logísti-
ca no es la adecuada, hay ausencia de líneas férreas, las carreteras no son 
óptimas y no se aprovechan los ríos. Revertir esa tendencia, desarrollar un 
plan de conexión y construir una infraestructura multimodal adecuada ha-
cia el interior (Wilmsmeier, 9 de octubre de 2019) es una meta que se debe 
alcanzar. Ahora bien, para lograr ese objetivo, también es vital ajustar las 
normas que rigen para el gremio de armadores del país, quienes generan 
más de 2.000 empleos directos y tienen a su cargo buques, remolcadores, 
barcazas y otros equipos, para que puedan entrar a competir con actores ex-
tranjeros sin ningún tipo de desventaja; hoy en día, las ofertas de servicios 
son más costosas para los colombianos, comparadas con las que se hacen 
en el exterior, en astilleros de islas del Caribe y Sur América (Dechamps, 30 
de junio de 2020).
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Por otro lado, las características geográficas de las riberas, las trochas, 
la alta densidad selvática, los ríos secundarios y las diversas formas de eludir 
el control fluvial en el país (Vásquez, 2016) son elementos que complejizan 
el potencial que la red fluvial puede aportar al desarrollo y la seguridad de 
las regiones colombianas. En ese sentido, se convierte en un desafío enorme 
apropiar el concepto de hidrovías, que contribuya a la construcción de una 
red de ríos navegables, donde la navegación sea efectiva durante todo el 
año, con una infraestructura de excelente señalización y mantenimiento, que 
potencie la conexión intermodal, los servicios de navegación y la cartografía 
actualizada (Chávez, 2018). 

Un quinto reto está asociado a la construcción de una identidad colec-
tiva nacional en relación con los asuntos marítimos y fluviales. Esa identidad 
colectiva nacional está directamente asociada a la generación y fortaleci-
miento del orgullo nacional (Uribe, 2017b) y es de allí donde se puede co-
menzar a edificar una conciencia marítima y fluvial de abajo hacia arriba. La 
PNOEC y el documento Conpes son herramientas esenciales, pero es vital 
que ese proceso tenga sus cimientos en la sociedad. Es importante reflexio-
nar sobre la influencia real en la educación de los colombianos, el esfuerzo 
para llegar a la mente de cada ciudadano y el efecto de las comunicaciones 
estratégicas en estos tiempos de masificación de las redes sociales, ¿habre-
mos aprovechado el escenario que nos brinda el océano de las tecnologías 
de información?

El último reto hace referencia a tener una disposición a la innovación 
para hacer un mejor aprovechamiento de los espacios fluviales, incluyendo 
el planteamiento de nuevos modelos de gestión para el ámbito fluvial que, 
en comparación con el desarrollo marítimo, está rezagado. La definición cla-
ra de unos intereses fluviales nacionales puede llevar a generar un cambio 
de mentalidad y un replanteamiento de principios, criterios, métodos y ob-
jetivos para desarrollar nuevas propuestas que permitan el aprovechamiento 
de los espacios fluviales y una innovadora filosofía de gestión territorial 
(Ollero, Ibisate, Granado y García, 2011).

Además de los retos anteriormente señalados, los intereses marítimos 
y fluviales nacionales también enfrentan una serie de amenazas constan-
tes, muchas de las cuales no tienen su origen en el mar ni en los ríos. Una 
de las principales amenazas a estos intereses es la contaminación, asocia-
da también a la degradación ambiental y la depredación de los recursos 
marítimos y fluviales. Esa contaminación proviene en un 70% de activida-
des terrestres, pero es a través del mar y de los ríos que se expanden y 
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se extienden (Rodríguez, 2016). Dicha contaminación se alimenta, entre 
otros, de los manejos inadecuados de los residuos sólidos y, especial-
mente, de la gran cantidad de basura plástica que termina en las costas 
colombianas, las cuales conforman islas de plástico tanto en el Pacífico 
como en el Caribe.

Otra de las principales amenazas a los intereses marítimos y fluviales 
nacionales es la dinámica de las economías criminales que sigue afectando 
al país, entre las que se destacan la inmigración ilegal, la trata de personas, 
la piratería –en el mar, en aguas costeras y en los ríos–, la minería ilegal y 
el narcotráfico. Todas estas actividades ilegales se aprovechan de los corre-
dores estratégicos que representan los ríos colombianos, como vía de salida 
al mar, y de allí, a su destino final. Asimismo, esas dinámicas delictivas con-
ducen a acciones depredadoras, como son la tala de árboles y la desviación 
de los ríos, acabando así con los recursos hídricos con los que aún cuenta 
la nación.

Una tercera amenaza tiene que ver con la ausencia de recursos suficien-
tes para sostener y crecer en capacidades para defender y preservar los in-
tereses marítimos y fluviales. Hasta el primer trimestre de 2020, las perspec-
tivas de crecimiento económico del país eran optimistas: se esperaba que, a 
lo largo del año, Colombia alcanzara un crecimiento económico cercano al 
3,5% (Bonet-Morón et al., 2020); sin embargo, el escenario ha cambiado y se 
cree que se presentará una caída que puede superar el 6% (Niño, 2020). Este 
escenario afectará aún más la asignación de recursos públicos dirigidos a 
velar y defender los intereses marítimos y fluviales nacionales, los cuales no 
han sido, necesariamente, los más beneficiados históricamente en la agenda 
pública de los diferentes gobiernos.

Conclusiones 

A lo largo de este capítulo se analizó la configuración de los intereses ma-
rítimos y fluviales en Colombia por medio de una revisión documental. La in-
formación presentada permite evidenciar el avance que ha tenido la definición 
de los intereses marítimos nacionales y el poder naval en el país, impulsados, 
en parte, por la Comisión Colombiana del Océano y por la publicación de la 
PNOEC. Sin embargo, a pesar de que Colombia cuenta con amplias cuencas 
hidrográficas a lo largo de todo su territorio, aún no se ha logrado definir el 
concepto de poder fluvial ni se han delimitado los intereses fluviales nacio-
nales, una situación que de hacerse potenciaría a la nación en la defensa y 
preservación de sus intereses de la mejor manera, para explotarlos con miras 
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a fortalecer el desarrollo del país, por ejemplo, al hacer uso de los ríos como 
importantes corredores de entrada y salida de mercancías y como punto de 
intermediación que conecte puertos con centros de producción en el interior 
del territorio.

En esa misma línea, Colombia cuenta hoy día con unos claros instru-
mentos de política pública para velar y defender sus intereses marítimos y 
fluviales, así como unas capacidades acordes lideradas principalmente por 
la Dimar, con el apoyo de Cotecmar, entre otros; no obstante, la ausencia de 
unos intereses fluviales nacionales concretos debilita un poco la capacidad 
estatal en ese sentido. A esa debilidad se suman una serie de amenazas, 
como la constante contaminación del mar y de los ríos que proviene acti-
vidades originadas en tierra, una asignación insuficiente de recursos finan-
cieros y la persistencia de economías criminales que atentan directamente e 
indirectamente contra los intereses nacionales.

Tal contexto hace que sea vital la acción por la preservación de los re-
cursos ambientales marino-costeros, así como una educación que implante 
la semilla de la conciencia marítima y fluvial en la sociedad colombiana, y 
específicamente en los jóvenes. Solo de esa manera puede ser posible avan-
zar en materia de investigación científica y en la generación de proyectos de 
innovación en el ámbito marítimo y fluvial, que contribuyan positivamente al 
desarrollo y progreso del país. El mar y los ríos son una fuente de recursos 
enorme para el Estado colombiano, que aún tienen mucho potencial por 
explorar para la prosperidad del país.

Recomendaciones

La primera tarea que debe cumplir el Estado colombiano es definir, 
cuanto antes, sus intereses fluviales nacionales. Dada la experiencia que ya 
se ha adquirido en el proceso de configuración de los intereses marítimos 
nacionales, y teniendo en cuenta la relevancia de la Dimar frente a la pro-
tección y defensa de los recursos hídricos del país, esos intereses fluviales 
nacionales podrían definirse siguiendo la misma línea de los intereses marí-
timos nacionales, tal como se propone en la Tabla 2.
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abla 2. ropuesta de intereses fluviales nacionales 

1. Soberanía e integridad territorial de las 

cuencas hidrográficas de la nación
8. Gobernanza en escenarios fluviales

2. Conciencia, cultura y apropiación en el 

ámbito hídrico y fluvial
9. Transporte y comercio fluvial

3. Recursos naturales de las cuencas 

hidrográficas, ecosistemas fluviales de 
la nación para el abastecimiento de agua 

dulce, generación energética, sostenibilidad 

agrícola y sostenibilidad alimentaria del país

10. Turismo náutico y recreación fluvial

4. Educación en asuntos relacionados 

con el dominio fluvial, cambio climático, 
desastres naturales y contaminación de las 

fuentes hídricas

11. Industria naval fluvial y de uso dual

5. Investigación científica, tecnológica y 
de innovación para el desarrollo de las 

capacidades fluviales y monitoreo de los 
recursos hídricos

12. Minería fluvial y rivereña

6. Capacidades para la defensa fluvial 
(poder naval fluvial).

13. Pesca y agricultura

7. Seguridad integral fluvial

14. Conectividad y navegabilidad de la red 

fluvial e infraestructura portuaria fluvial 
para el desarrollo sostenible y bienestar 

para la población

Fuente: elaboración de los autores con la colaboración de los alumnos de la Armada de Colombia del 

Curso de Altos Estudios Militares 2020.

Un segundo elemento que es fundamental robustecer es la generación 
de una conciencia marítima y fluvial en la sociedad colombiana. Para ello, 
no basta con campañas de concientización, es necesario adelantar una trans-
formación estructural en la educación del país, para incluir en el currículo 
nacional, la pertinencia, la relevancia y demás asuntos relacionados con la 
defensa y la preservación de los mares y los ríos de la nación. El fortaleci-
miento de esa conciencia marítima y fluvial también lograría incidir en la 
formulación de unas líneas de acción que permitan adecuar las capacidades 
de la nación para defender los intereses marítimos y fluviales nacionales de 
una manera sostenible en el tiempo.
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Por último, el aprovechamiento de los ríos debe estar orientado hacia 
una mayor interconexión multimodal en el país, que permita dinamizar el 
movimiento de carga y así volver a conectar las carreteras y líneas férreas 
existentes hacia los puertos marítimos (Wilmsmeier, 9 de octubre de 2019). 
Ello requiere, entre otras cosas, vencer las complejidades que se manifiestan 
dentro de la dinámica de los ríos, especialmente en las regiones más aparta-
das del país, así como darle mayor relevancia a aquellos ríos que representan 
un activo estratégico para el país, pero que aún no ha sido explotados.
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identidad, una historia, una cultura, un idioma y unos símbolos comunes. 
Sin embargo, asumir la idea de “comunidades nacionales” podría llegar a 
ser problemática cuando se contempla la diversidad existente en dichas co-
munidades, ya que, en apariencia, hablar en general de naciones tendría el 
potencial de homogeneizar un grupo complejo de individuos, reduciéndolos 
a una sola identidad y no permitiendo la diversidad inherente en ellos. 

Dado que las naciones son, por naturaleza, grandes y diversas comu-
nidades políticas, parecería improbable que los miembros de una nación 
relacionen entre sí sus propias ideas de identidad, historia y experiencias de 
nacionalidad de una manera exacta (Parekh, 2008). No obstante, Anderson 
(2006) postuló que es posible la unidad en la diversidad y que las naciones 
pueden identificarse colectivamente a través de un proceso de imaginación 
y creación de significado, en el cual los símbolos unen a dichos grupos y 
permiten su coexistencia e identificación positiva y colectiva. 

Y es precisamente a través de procesos de imaginación que los símbo-
los de identidad nacional dan y reciben significado, y pueden ser interpreta-
dos y reproducidos por una amplia gama de personas.

Los símbolos son efectivos porque son imprecisos. Aunque obviamente 
no tiene contenido, parte de su significado es “subjetivo”. Son, por lo 
tanto, los medios ideales a través de los cuales las personas pueden 
hablar un lenguaje común, comportarse de manera similar, participar 
en los mismos rituales, rezar a los mismos dioses, etcétera, sin subor-
dinarse ellos mismos a una tiranía de la ortodoxia. La individualidad 
y la comunidad son, por lo tanto, reconciliables. (Cohen, 1985, p. 21)

Las representaciones simbólicas de los conceptos centrales de la iden-
tidad nacional con los que todos los miembros del colectivo pueden llegar 
a identificarse permiten la existencia de una nación “unificada”. Los símbo-
los son, en consecuencia, componentes cruciales de la construcción de la 
nación1, es decir, del proceso por el cual una nación llega a compartir un 
sentido de unidad y comunidad a través de una identidad y cultura colectiva 
y compartida. Por ende, en un contexto de construcción de la nación, no se 
puede subestimar la importancia de los símbolos políticos e históricos en la 
formación de la identidad nacional, tomando en consideración que pueden 

1 Mientras que la “construcción del Estado” se centra en el fortalecimiento y consolidación 
de las instituciones estatales y en el desarrollo de la infraestructura política de un Estado, la 
“construcción de una nación” se preocupa por fomentar una identidad colectiva, enraizada 
en una historia común y un patrimonio cultural compartido. Para una reflexión sobre la 
construcción del Estado, véanse Álvarez (2017) y Álvarez y Cañón (2019). 
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existir, en un momento dado, distintas imaginaciones de nacionalidad; y 
que, por lo tanto, experiencias y negociaciones de un pasado común pueden 
presentar desafíos significativos para el fomento de una identidad nacional 
unificada y, por lo tanto, la construcción de la nación misma. 

En sociedades como la colombiana, se experimentan desafíos para fo-
mentar la unidad generalizada, particularmente en aquellas regiones que 
han experimentado de manera más directa el conflicto armado y la ausencia 
histórica de la institucionalidad del Estado. En tales contextos de división 
potencial y falta de armonía, la función unificadora de símbolos, héroes, 
rituales y valores es de suma importancia, ya que permite que una gran can-
tidad de imaginaciones de identidad se unan bajo un solo objeto visual; por 
ejemplo, si una bandera nacional puede reunir a grupos e individuos donde 
anteriormente había habido un conflicto, entonces desempeña un papel vital 
en la creación y el mantenimiento de la nación. Es por esta razón que los 
símbolos, héroes, rituales y valores de identidad merecen más atención en 
los estudios de seguridad y defensa. Este capítulo busca demostrar cómo 
estos elementos deben desempeñar un papel vital en la vida de una nación, 
y por qué el vandalismo de tales símbolos, héroes, rituales y valores socava 
los esfuerzos de la unidad nacional y, por lo tanto, amenaza la persistencia 
de los intereses nacionales colombianos.

Nación, nacionalismos e identidad nacional

Charles Tilly (1975) describió a la “nación” como “uno de los términos 
más desconcertantes y tendenciosos en el léxico político” (p. 6). No obstante, 
para definir una nación, primero debe definirse una de sus características 
más distintivas, el nacionalismo o, simplemente, la búsqueda de la autode-
terminación nacional. De acuerdo con Gat (2013), “un pueblo se convierte 
en una nación cuando es políticamente soberano, ya sea como una mayoría 
dominante, dentro de un Estado nacional, o como el elemento políticamente 
central dentro de un Estado o imperio multiétnico” (p. 23). No obstante, y 
ante la carencia de un Estado independiente, un pueblo también puede ser 
considerado una nación si llega a poseer elementos de autodeterminación 
política y autogobierno, o si se esfuerza activamente por lograrlos. Por otro 
lado, Anderson (2006) alude al concepto de “nación” planteando que las 
comunidades nacionales no serían otra cosa que el “producto de un pro-
ceso de construcción política, social y cultural que tiene como resultado la 
generación de un vínculo imaginario de los ciudadanos con sus semejantes” 
(p. 23), lo cual conlleva que la nación se construya a partir de esos valores 
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anteriormente mencionados y se exacerbe en los habitantes, como resultado 
de un proceso de desarrollo y construcción, la noción de la “patria”2.

Una nación es un grupo cultural multigeneracional autodefinido que 
busca adquirir o preservar un alto grado de autodeterminación frente a po-
deres e influencias que no se consideran parte de la nación. La autodefini-
ción es importante porque es un ingrediente esencial para la acción colecti-
va, y una nación es multigeneracional porque el desarrollo de los referentes 
simbólicos que apuntalan las culturas y facilitan la acción colectiva conlleva 
normalmente décadas para desarrollarse por completo. Por consiguiente, el 
nacionalismo representa, en un amplio sentido, un deseo de mitigar el grado 
de influencia extranjera y el control ejercido sobre los miembros y el territo-
rio percibido de una nación. 

El nacionalismo ha sido un fenómeno multifacético; desde el punto de 
vista de la ciencia política, su surgimiento coincidió con la afirmación de 
ideas liberales y democráticas, y en particular, con la noción de soberanía 
popular. Expresa la identificación política de los ciudadanos con su Estado 
y las políticas de los gobiernos para reforzar dicha identificación. Se basa 
en la existencia de una identidad nacional compartida, que se fundamenta 
en la presencia de vínculos históricos, culturales, lingüísticos o religiosos. 
Sin embargo, por la imperfecta congruencia de los Estados y las identidades 
nacionales, el nacionalismo también se ha desarrollado en contra del propio 
Estado, para afirmar usualmente los derechos de las minorías nacionales.

Con base en lo anterior, para académicos como Hobsbawm (1990) y 
Renan (1990), las naciones son constructos político-sociales relativamente 
recientes de la historia, ya que, si bien existieron repúblicas, reinos muni-
cipales, confederaciones de repúblicas e imperios locales en la Antigüedad, 
difícilmente se podría afirmar que existían naciones en la comprensión mo-
derna del término. En este sentido, las civilizaciones egipcia, china o sumeria 
no eran propiamente naciones, y las ciudades-Estado de Atenas, Esparta o 
Tiro eran simplemente ciudades con un territorio relativamente restringido. 

2 Este documento parte de las siguientes distinciones en torno a conceptos que usualmente 
son intercambiables en el lenguaje común y se consideran sinónimos: el término “Estado” se 
refiere a un ente político-jurídico caracterizado por cuatro elementos constitutivos: territorio, 
población, gobierno y reconocimiento internacional. El concepto de “nación” hace alusión a 
un ente sociocultural basado en la identidad, con relación, entre otros, a un pasado común y 
a un mismo destino. El término “país” describe un ente geográfico o territorial delimitado por 
unas fronteras jurídicas nacionales de orden marítimo, terrestre, aéreo y espacial. Y, finalmente, 
“patria” da cuenta de la nación, país y/o Estado con la que una persona se siente vinculada o 
identificada por razones afectivas.



 439 

Defensa de la identidad colombiana: ¿un asunto de interés nacional?

El imperio asirio, persa y macedonio tampoco serían considerados naciones, 
ya que aparentemente no existieron “patriotas” asirios, el imperio persa no 
era más que una vasta estructura feudal y, asimismo, ninguna nación re-
monta sus orígenes a la trascendental estructura imperial que construyese 
Alejandro Magno. 

Por lo tanto, Hobsbawm (1990) considera que el nacionalismo fue un 
movimiento político estrictamente moderno, cuyo objetivo era la creación de 
Estados territoriales; por lo tanto, no sería posible rastrear la ideología del 
nacionalismo más allá de la Revolución francesa, debido a que fue entonces 
cuando las “grandes naciones” se formaron por completo, primero en Gran 
Bretaña y Francia, y luego en Alemania e Italia, naciones cuyas caracterís-
ticas sobresalientes fueron la extensión de su territorio y el tamaño de su 
población. Se aceptó, en general, que solo aquellas naciones que alcanzaron 
este umbral de extensión territorial, tamaño demográfico y fortaleza eco-
nómica (del mercado) podrían plausiblemente esperar ser admitidas en la 
comunidad internacional de los Estados. En efecto, para Renan (1990), la 
conformación de las naciones no estaba dictadas por el idioma, la geografía, 
la raza y la religión, sino por el nacionalismo y el deseo de conformar el 
Estado, basado en una memoria común y una visión compartida del futuro. 
Estos, según Hobsbawm (1990), proporcionaron un “principio de umbral” 
para legitimar la nación y la estadidad3.

Por consiguiente, las consideraciones etnográficas no habrían jugado 
ningún papel en la constitución de las naciones modernas; por ejemplo, 
Francia es a la vez celta, ibérica y germánica; mientras que Alemania es 
germánica, celta y eslava. Asimismo, Italia es gala, etrusca, pelasga y griega; 
como las islas británicas son celtas, normandas y sajonas.  La afirmación de 
Renan (1990) de que las personas no son “esclavas” de su raza, idioma, reli-
gión o territorio se ha convertido en un común denominador en el estudio 
del nacionalismo. Según Woodwell (2007), una nación difiere de un grupo 
étnico en tres formas fundamentales: primero, debido a que el concepto 
de nación es de naturaleza política, una nación es más voluntarista que un 
grupo étnico; por lo tanto, mientras que la pertenencia a un grupo étnico 
tiende a atribuirse, la pertenencia a una nación es mucho más una cues-
tión de autoidentificación. En segundo lugar, los miembros de una nación 
desean altos niveles de autodeterminación para el grupo, mientras que los 

3 Según Hobsbawm (1990), de 1830 a 1870, el principio del umbral prevaleció y significó que el 
principio de nacionalidad se aplicaba en la práctica solo a las nacionalidades de cierto tamaño, 
ya que solo las naciones grandes eran viables, económica y culturalmente.
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miembros de un grupo étnico pueden buscar poco o nada; es decir, sin 
nacionalismo no puede haber nación. Tercero, los miembros de una nación 
deben compartir ciertos referentes y normas culturales grupales, mientras 
que esto no es necesariamente cierto para un grupo étnico (aunque gene-
ralmente lo es).

En este orden de ideas, los Estados primitivos nunca descansaron sobre 
fundamentos, sentimientos e identidad nacionales, y el componente étnico, 
aunque existía, carecía en gran medida de importancia política. Pero en re-
acción a la postura anterior, académicos como Smith (1995), Grosby (2002) 
Roshwald (2001) y Gat (2013) han tratado de mostrar que las naciones y 
los sentimientos nacionales existían antes de la modernidad, incluso en el 
antiguo Medio Oriente y la Grecia clásica. Si el nacionalismo denota la doc-
trina y la ideología de que un pueblo está unido en solidaridad, destino y 
aspiraciones políticas comunes, para estos académicos los pueblos premo-
dernos también sentían y mostraban amor y devoción por su comunidad 
etnopolítica. 

Según Gat (2013), una nación se refiere a “una comunidad político es-
tatal de afinidad, identidad y solidaridad comunes, es decir, a la asociación 
de un pueblo generalmente definido por una determinada cultura y senti-
mientos de parentesco, con un Estado en particular” (p. 26); de acuerdo con 
Smith (1999), una nación es una “población humana que comparte un terri-
torio histórico, mitos y recuerdos históricos comunes, una cultura pública de 
masas, una economía común, y derechos y deberes legales comunes para 
todos los miembros” (p. 12). En este orden de ideas, para Roshwald (2006) 
existe una conexión causal entre etnia, territorio, lengua, religión e identidad 
nacional, siendo la etnia el factor más significativo. Si bien las naciones son 
comunidades políticamente soberanas de afinidad, identidad y solidaridad 
comunes, estos lazos se correlacionan con rasgos compartidos de parentesco 
cultural; de esta manera, el idioma, el marcador más distintivo del elemento 
cultural de una etnia, se correlaciona muy estrechamente con la identidad 
nacional (Leoussi y Grosby, 2007). 

La contigüidad territorial es otro determinante para una comunidad 
etnonacional; si bien un mismo territorio puede ser el hogar de poblaciones 
etnonacionales separadas, estas comunidades tienden, en general, a ser terri-
torialmente contiguas. Para Gat (2013), “no solo es necesaria la contigüidad 
para la soberanía política. La estrecha interacción que viene con un territorio 
compartido también sostiene y refuerza constantemente la comunidad de 
cultura y parentesco” (p. 24). En contraste, es probable que la ausencia de 
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contigüidad territorial resulte en una separación de las identidades etno-
nacionales, como ocurrió, por ejemplo, con los países de habla hispana en 
relación con su madre patria.

El papel de una religión común en la formación de la identidad nacio-
nal ha sido significativo, debido al papel histórico que cumple en la cultura 
y, por lo tanto, de la etnia. A pesar de que la religión compartida rara vez 
supera las diferencias lingüísticas para crear una identidad nacional, cuanto 
mayor es la importancia de la religión en la cultura de un pueblo, mayor 
poder definitorio tendría en la construcción de la nación. Tal parece ser el 
caso de Colombia: de acuerdo con Álvarez y Alarcón (2018), “a pesar de su 
carácter multiétnico y multicultural, la sociedad colombiana ha sido princi-
palmente católica; por lo cual, la religión ha sido una fuerza estabilizadora e 
integradora de una sociedad geográficamente fragmentada, al menos hasta 
tiempos recientes” (p. 145). Por lo tanto, históricamente, más que crear co-
munidades étnicas y nacionales, el mayor efecto de la religión ha sido refor-
zarlos; según Uribe (2009), al proporcionar un marco común y unificador, el 
catolicismo otorgó a los colombianos un sentido relativo de pertenencia y 
una cosmovisión compartida.

La memoria histórica compartida y una sensación de destino común 
para el futuro también han sido considerados elementos fundamentales 
para la identidad nacional. En efecto, una historia compartida es propicia 
para la creación de una identidad común porque genera un sentido de per-
tenencia, independientemente de que la aculturación común no siempre ha 
sido una condición suficiente para superar identidades étnicas y nacionales 
anteriores; empero, casi siempre ha sido una condición necesaria. Y una 
sensación de destino común para el futuro se basa en las mismas condicio-
nes previas.

Anderson (2006) ofrece una definición particular de “nación”, descri-
biéndola como “una comunidad política imaginada” (p. 6). Explica que es 
“imaginada” porque, aunque la mayoría de sus miembros nunca se encontra-
rán “frente a frente”, en la mente de cada uno vive la imagen de su comuni-
dad. Por ende, la identidad nacional es la elaboración simbólica de la nación, 
y así como la nación es “imaginada”, también lo sería su identidad nacional. 
Así, las identidades nacionales, como los nacionalismos y las naciones, son 
creados o imaginados por las personas; y como construcciones sociocultu-
rales, son intrínsecamente flexibles, adaptables y capaces de galvanizar o 
acomodarse al cambio, ya que las sociedades y los Estados-nacionales van 
transformándose con el tiempo. 
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La cultura nacional de Colombia a partir  
de los símbolos y monumentos

Luego de las guerras de independencia de España (1810-1824), los na-
cientes Estados republicanos latinoamericanos serían construidos por crio-
llos ricos y educados, quienes, gracias a la Independencia, reemplazaron a 
los funcionarios imperiales españoles en las esferas del poder militar, eco-
nómico y cultural. Según Vial (1966), entre los siglos XVII y XVIII, el criollo 
latinoamericano había dejado de “sentirse” español, para empezar a consi-
derarse americano, ya que los vínculos entre España y América poco a poco 
iban desapareciendo; en efecto, con la llegada de los Borbones al poder, la 
invasión napoleónica y la lucha intestina entre Carlos IV y Fernando VII, la 
idea imperial en América se diluía en favor de la formación de nacionalida-
des caracterizadas por el surgimiento de “patrias chicas”. En el castellano de 
los siglos XVI y XVII, “el término ‘patria’ era usado para designar el pueblo, 
la provincia, el país o el reino en el que se había nacido, siguiendo en esto 
la tradición del latín clásico” (Monguió, 1978, p. 452).

Por lo tanto, si bien el proceso de autoidentificación de latinoame-
ricanos como identidades autónomas de España iniciaría en el siglo XVI, 
realmente alcanzaría su pleno fruto hasta el siglo XIX. En este sentido, la 
toma de conciencia nacional basada en aspectos culturales y étnicos de la 
población autóctona no fue necesariamente la causa de las revoluciones de 
independencia en América Latina, ya que, según König (2005), para entonces 
no existían nacionalidades diferentes con identidades étnicas definidas; en 
contraste, solo existía una, la española, en gran parte común a la mayoría de 
los actores americanos y españoles. Además, el término “nación” no sería en 
la época colonial un concepto identificador camino del significado del Esta-
do nacional, sino tan solo hasta los últimos momentos de la lucha por la in-
dependencia. En opinión de Monguió (1978),  ello se debió a que la palabra 
iba tradicionalmente unida al sentimiento de casta de la sociedad colonial 
en la que había una nación española (peninsulares, criollos y mestizos, a 
pesar de sus divisiones y rivalidades internas) y una nación de los naturales 
(indígenas), así como de otras culturas, como sería el caso de las poblaciones 
africanas traídas como esclavos a la América española y portuguesa.

 Cabe mencionar que la cultura se ha definido de muchas maneras. 
Una definición de consenso antropológico bien conocida es que la cultura 
consiste en “formas pautadas de pensar, sentir y reaccionar, adquiridas y 
transmitidas principalmente por símbolos, que constituyen los logros distin-
tivos de los grupos humanos” (Kluckhohn, 1951, p. 86). En una definición 
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interdisciplinaria de la cultura, Kroeber y Parson (1958) la describen como 
la “creación y transmisión de patrones de valores, ideas y otros sistemas sim-
bólicos signifi cativos como factores en la confi guración del comportamiento 
humano y los artefactos producidos a través del comportamiento” (p. 583), 
mientras que Triandis (1972) distingue la cultura “subjetiva” de su expresión 
en artefactos “objetivos”, y defi ne a la primera como una “forma característi-
ca del grupo cultural de percibir la parte artifi cial de su entorno” (p. 4). Por 
su parte, Hofstede (2001) defi ne la cultura como “la programación colectiva 
de la mente que distingue a los miembros de un grupo o categoría de perso-
nas de otro grupo o categoría de personas” (p. 9).

Figura 1. El “diagrama de cebolla”: manifestaciones de la cultura 
en diferentes niveles de profundidad
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Fuente: elaboración propia con base en Hofstede (2001)

Las manifestaciones visibles de la cultura nacional se dan a partir de un 
sistema de valores, símbolos, héroes y rituales (Figura 1). En este sentido, 
el núcleo esencial de la cultura consiste, generalmente, en ideas tradicio-
nales y sus “valores” adjuntos, que, si bien son generalmente invisibles, se 
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vuelven evidentes en el comportamiento de los miembros de una cultura 
en particular. Por otro lado, los “símbolos“ son palabras, gestos, imágenes y 
objetos que a menudo tienen significados complejos reconocidos como tales 
solo por aquellos que comparten la misma cultura; estos son objetos, actos, 
relaciones o formaciones lingüísticas que representan ambiguamente una 
multiplicidad de significados, por lo que, según Griswold (1994), en lugar de 
representar un referente simple, los símbolos evocan una variedad de signi-
ficados, algunos de los cuales pueden ser ambiguos; es decir, “los símbolos 
no denotan: connotan, sugieren e implican” (p. 19).

Por su lado, los “héroes” son personas, vivas o muertas, reales o ima-
ginarias, que poseen características muy apreciadas en una cultura y, por lo 
tanto, sirven como modelos de comportamiento, mientras que los “rituales” 
son actividades colectivas esenciales ya que mantienen al individuo atado a 
las normas de la colectividad; por ende, las ceremonias sociales, militares y 
religiosas son, por ejemplo, rituales particulares de una cultura. En la Figu-
ra 1, los símbolos, héroes y rituales se incluyen bajo el término “prácticas”; 
como tales, son visibles para un observador externo, pero sus significados 
culturales, sin embargo, son invisibles y descansan precisamente en la forma 
en que estas prácticas son interpretadas por personas en el interior de un 
grupo cultural (Hofstede, 2001).

En consecuencia, solo se podría hablar de unidades políticas con fron-
teras culturales en América Latina a partir de mediados del siglo XIX (König, 
2005). Y en casos como el colombiano, la idea correlativa de que podían 
tender un puente entre las varias naciones de Colombia, sobre una base no 
de casta u origen étnico, sino de lugar de nacimiento, era la idea de la “patria 
colombiana” y sus valores adjuntos4. Sin embargo, y al menos en un prin-
cipio, la nueva clase dirigente en Colombia no logró “integrar en la nueva 
nación republicana un gran número de campesinos, habitantes de ciudades 
pobres, indios, afrocolombianos y mulatos de diversas regiones del país que 
habían participado en las guerras de independencia” (González, 2017, p. 60), 
debido probablemente a una falta de convicción ideológica por fundamentar 
un Estado-nación verdaderamente inclusivo. 

En este orden de ideas, la construcción de la cultura nacional co-

lombiana comenzaría a principios del siglo XIX, posterior a la inde-
pendencia de España5; para González (2017), esta se lograría por la 

4 Gellner (2006) sugirió conexiones definitivas entre “nacionalismo” y “patriotismo”, siendo la 
“lealtad” una característica distintiva y central de dicha conexión.

5 El estudio de la “cultura nacional” fue precedido por un interés previo en el estudio del 
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transferencia de una ideología nacionalista a la sociedad civil a través 
de cinco medios principales de transmisión: el discurso escrito (la 
historia y literatura oficial), el discurso oral (los discursos patrióticos 
oficiales orales y escritos), el discurso iconográfico (la bandera y el es-
cudo de armas), el discurso musical (el himno nacional) y el discurso 
arquitectónico (los edificios estatales, plazas, teatros, estatuas). (p. 60)

No obstante, es preciso indicar que la “cultura” no es lo mismo que la 
“identidad”, ya que la cultura sería para un grupo humano lo que la per-
sonalidad sería para un individuo. Guilford (1959) definió la personalidad 
como “el conjunto interactivo de características personales que influyen en 
la respuesta del individuo al medio ambiente” (p. 13); por consiguiente, la 
cultura nacional podría definirse como el agregado interactivo de caracte-
rísticas comunes que influyen en la respuesta de un grupo humano a su 
entorno, determinando su unicidad de la misma manera que la personalidad 
determina la unicidad de un individuo6. El grado de homogeneidad de la cul-
tura nacional varía de una sociedad a otra; incluso, si una sociedad contiene 
diferentes grupos culturales, estos generalmente comparten ciertos rasgos 
culturales entre sí que hacen que sus miembros sean reconocidos por los 
extranjeros como pertenecientes a esa sociedad.

En cambio, las identidades consisten en las respuestas de las perso-
nas a la pregunta ¿a dónde pertenezco? Es decir, se basan en imágenes y 
estereotipos inusuales, y en emociones vinculadas a las capas externas de 
la Figura1 (símbolos, héroes y rituales, pero no a valores). Aquellas socieda-
des que luchan entre sí sobre la base de sus diferentes “identidades”, bien 
pueden compartir los mismos valores, ya que en el centro hay un sistema 
de normas sociales consistente en valores compartidos por la población. 
Según Hofstede (2001), sus orígenes se encuentran en una variedad de fac-
tores ecológicos (en el sentido de factores que afectan el entorno físico y 
social), mantenidos por una serie de instituciones sociales con estructuras y 
formas particulares de funcionamiento, como lo son la familia, los sistemas 
educativos y los sistemas políticos, entre otros. Estas instituciones, una vez 

“carácter nacional”. En el siglo XVIII, filósofos como Hume en Inglaterra, Montesquieu en 
Francia y Kant en Alemania se ocuparon de cuestiones relacionadas al estudio del carácter 
nacional. Inkeles y Levinson (1954) definen el carácter nacional como “las características y los 
patrones de personalidad relativamente duraderos que son modales entre los miembros adultos 
de una sociedad” (p. 17).

6 Seton-Watson (1997) realiza una distinción entre “nación cultural” o una comunidad unida por 
idioma, religión, mitología u otros lazos culturales, y “nación política” o “una comunidad que 
además de los lazos culturales también posee una estructura legal del Estado” (p. 4).
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establecidas, refuerzan las normas sociales y las condiciones ecológicas que 
condujeron a su establecimiento; y aunque las instituciones pueden cambiar, 
ello no necesariamente afecta las normas sociales.

En consecuencia, para difundir imágenes oficiales en pos de la cons-
trucción de una identidad nacional y de la patria colombiana, las élites na-
cionalistas del siglo XIX emplearían otras prácticas, como la creación de 
un día nacional, la publicación de libros de texto de historia y geografía 
oficialmente autorizados para las escuelas públicas, los mapas oficiales de la 
geografía nacional, y la biblioteca y el museos nacionales creados para orga-
nizar y representar el pasado cultural colombiano (González, 2017).  Según 
Leal (2016), la importancia que tienen los factores ideológicos en el proce-
so de formación nacional es mayor en sociedades donde el atraso material 
las imposibilita para cohesionarse a través de medios económicos; “así, la 
ideología, no como aspecto doctrinario, si no como actitudes y sentimientos 
colectivos derivados de las condiciones materiales de la vida, es quizás la 
línea directriz del aporte decimonónico a la formación nacional colombiana” 
(Leal, 2016, p. 86). 

Althusser (1971) concibe la ideología como una serie de paradigmas 
que los seres humanos promulgan en su comportamiento individual, social, 
político, ético y religioso; es decir, que las personas que viven en una época 
histórica determinada estarían influenciadas por un conjunto de valores y 
creencias sociales, políticas y religiosas. Este se constituye como un con-
cepto clave de la semiótica social, ya que concibe los símbolos de mensaje 
(transmitidos por los iconos) como productos sociales que están marcados 
por una ideológica específica de una época determinada (Althusser, 1971). 
Es decir, la semiótica social se centra en el estudio de las relaciones que 
existen entre la ideología y los diversos agentes (remitente, mensaje, re-
ceptor, instituciones estatales, etcétera), y las diferentes instancias (espacio 
geográfico, épocas históricas, etcétera) involucradas en la transmisión de un 
mensaje-símbolo. 

En consecuencia, para González (2017), “la bandera y el escudo de 
armas fueron los íconos principales que fueron utilizados como emblemas 
por los funcionarios e instituciones estatales para difundir la ideología na-
cional colombiana” (p. 65). Según González (2017), el uso de iconos como el 
escudo de armas (Figura 2) puede explicarse completamente a través de un 
análisis sociosemiótico que revela datos geográficos e históricos colombia-
nos que entrelazan, retrospectivamente, los períodos históricos republicano, 
colonial y clásico greco-romano.



 447 

Defensa de la identidad colombiana: ¿un asunto de interés nacional?

Aunque los objetos de imagen y las declaraciones escritas que apare-
cen en el escudo de armas de Colombia están dispuestos verticalmente 
(de arriba abajo), denotan horizontalmente (de izquierda a derecha) 
los siguientes discursos nacionales: el pájaro se refiere al cóndor de 
los Andes; la cornucopia señala la abundancia natural y la riqueza 
animal y mineral del territorio colombiano; la fruta de granada indica 
el antiguo nombre del país, así como el del fundador del Reino de 
Nueva Granada, el conquistador español Gonzalo Jiménez de Quesada 
(1506-1579); el sombrero o la gorra griega de la libertad simboliza a los 
soldados que lucharon por la libertad; y el istmo y las dos embarcacio-
nes se refieren al istmo de Panamá y los océanos Atlántico y Pacífico. 
La inscripción “Libertad y orden” es un significante en sí mismo. Por lo 
tanto, generalmente se interpreta literalmente. (González, 2017, p. 66)

Figura 2. Escudo de la República de Colombia

Fuente: Wikimedia Commons, the free media repository.

El tipo de ideología creada y transmitida por los objetos de imagen 
del escudo de Colombia es una ideología republicana, donde el cóndor re-
presenta la fauna americana7 y, junto a la cornucopia, busca transmitir la 

7 Cabe señalar que en el escudo de la Nueva Granada se enseñaba un águila negra, símbolo 
de libertad en la antigua heráldica romana. El águila sería eventualmente reemplazada por el 
cóndor en los primeros años de la República de Colombia (Dousdebés, 1937).
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ideología del americanismo. La granada da cuenta del origen del fundador 
de la capital del país, Gonzalo Jiménez de Quesada, así como del nombre 
colonial dado a los territorios que actualmente comprende Colombia (Nueva 
Granada); ello transmite la ideología del hispanismo. El sombrero frigio, una 
imagen de libertad tanto para los esclavos liberados de Roma como para los 
republicanos franceses, daría cuenta del republicanismo. Y finalmente, los 
dos vasos, el istmo de Panamá y los dos océanos Atlántico y Pacífico, que 
infieren la unidad territorial, transmiten la idea del nacionalismo (González, 
2017).

Por su parte, las banderas son símbolos de identidad muy poderosos8; 
una multitud de personas que enarbolan el mismo pabellón generan un 
sentido de pertenencia entre ellos, hasta el punto de que “el pabellón se con-
vierte en una expresión de una experiencia colectiva, una forma de construir 
comunidades, en la noción de Benedicto Anderson de comunidades imagi-
nadas” (Reichl, 2004, p. 207). Sociólogos y psicólogos generalmente conside-
ran la bandera de un Estado entre los símbolos nacionales más importantes 
(Butz 2009), ya que mientras que la nación y la bandera estén asociadas con 
eventos, procesos e identificaciones positivas, como la seguridad, el desarro-
llo o la buena educación, ondear o usar la bandera en un desfile o ver a otras 
personas hacerlo tiene un alto potencial de fortalecimiento nacional, orgullo 
y sentimiento de comunidad. 

Este tipo de conductas ceremoniales son un medio para expresar la 
identidad de las personas y seguirán siendo “símbolos políticos exitosos 
porque autentican los límites entre los que pertenecen y los que no” (Elge-
nius, 2011, p. 3). Pues bien, en el caso de la bandera de Colombia, el color 
amarillo simboliza el oro y la riqueza del país; el color azul, el cielo y los 
océanos; y el color rojo, la sangre derramada por los héroes revolucionarios 
durante la guerra de independencia de principios del siglo XIX. Asimismo, el 
tricolor representaba el cosmopolitismo, tomando en consideración que “los 
muchos tricolores se convirtieron en símbolos de revoluciones y cambios” 
(Elgenius, 2011, p. 24).

8 El uso de la iconografía en forma de símbolos y emblemas para transmitir la ideología nacional 
fue originalmente una práctica europea; en Francia, la invención de símbolos nacionales como 
la bandera, el escudo de armas, el himno y el día nacional desempeñaron un papel relevante 
en la preservación del orden social y político que surgió después de la Revolución de 1789, 
ya que la constitución de un simbolismo nacional oficial promovería la idea abstracta de una 
“nación cultural”, como un sustituto de la verdadera nación francesa, primero entre una minoría 
económica de terratenientes y comerciantes ricos, y más tarde, entre las masas (Hobsbawm, 
1988).
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El himno nacional de Colombia fue otro discurso oficial empleado por 
intelectuales republicanos del siglo XIX para fortalecer la institucionalización 
y popularización de la identidad nacional entre los colombianos (González, 
2017). Como símbolo del Estado, el himno nacional tiene un significado 
especialmente ceremonial; la melodía y letra tienen una gran relevancia en 
el mensaje y la memoria colectiva, ya que sirven como plataforma para me-
morizar eventos pasados y resaltar cierto conocimiento de la historia (Liao, 
Zhang y Zhang, 2011); además, los himnos nacionales son valiosos en la me-
dida que se utilizan para “crear vínculos, motivar la acción patriótica, honrar 
los esfuerzos de los ciudadanos y la autoridad formal legítima” (Cerulo, 1995, 
p. 244). Así mismo, los himnos son de importancia específica porque tienden 
a estar compuestos en representación de un contexto histórico en particular. 
Todos estos factores contribuyen a la construcción de la conciencia colectiva, 
que se relaciona con los sentimientos, valores y creencias comunes de un 
ciudadano promedio de una sociedad (Liao, Zhang y Zhang 2011).

En este orden de ideas, el himno nacional de Colombia evoca las accio-
nes militares desempeñadas por héroes nacionales en las guerras de inde-
pendencia (Simón Bolívar, Antonio Nariño y Antonio Ricaurte), y un análisis 
narrativo de ciertos fragmentos revela que su compositor, Rafael Núñez, uti-
lizó ciertas imágenes de la mitología griega (centauros, cíclopes, Termópilas) 
para equiparar las gestas heroicas del Ejército Libertador con las hazañas 
épicas registradas en la Odisea y otros textos de la antigua Grecia (Gonzá-
lez, 2017). Es decir, al vincular la mitología griega con la formación de la 
“patria cultural”9, se trataba de introducir un mito fundacional de la nación 
colombiana. 

Por su parte, la memorización de los héroes con monumentos públicos 
de algún tipo parece ahora natural e inevitable. No obstante, esta forma de 
memorización pública también fue un producto del siglo XIX (Nora, 1989); 
si bien siempre ha habido gestos individuales hacia el honor personal, la 
evocación a gran escala del valor humano, la dignidad y el sacrificio, así 
como la conexión de estas emociones con los espacios de una ciudad, na-
ción o Estado, estas solo se darían en los últimos 200 años. Según Ladd 
(1997), el proceso de creación de monumentos configura la memoria pública 
y la identidad colectiva, por lo que el patriotismo es a menudo central en la 

9 González (2017) usa este concepto para explicar el hecho histórico de que el Estado-nación, 
como entidad cultural y política que uniría a la mayoría de los colombianos bajo un sentido 
común de identidad nacional, no comenzaría a surgir entre los colombianos sino hasta principios 
del siglo XX.
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construcción de la memoria pública, ya que “dicho lenguaje tiene la capaci-
dad de mediar lealtades vernáculas a lugares locales y familiares, y lealtades 
oficiales a estructuras nacionales e imaginarias” (Bodnar, 1994, p. 76). 

Los monumentos se ubican con mayor frecuencia en las plazas e in-
tersecciones centrales de las ciudades, y ayudan a establecer la memoria, a 
materializar la historia y a vincular paisajes familiares, tiempos y recuerdos 
selectivos, “ya que animan a recordar algunas cosas y olvidar otras” (Mitchell, 
2003). Estos “lugares de memoria” son aquellos donde la geografía, la histo-
ria, la identidad y la memoria se entrecruzan y son capturadas en sitios espe-
cíficos (Nora, 1989), como, por ejemplo, los museos en los cuales se refleja 
y se refuerza la cultura de una sociedad (Scorrano, 2012). La vinculación de 
estos sitios urbanos con la escala nacional ayuda en la celebración y legiti-
mación continua del Estado, a través de la fusión de lugares colectivamente 
percibidos y recordados, con las narraciones míticas del destino nacional; 
en efecto, Osborne (1998) señala que con los monumentos un público pue-
de llegar a “experimentar la historia mítica a través de conmemoraciones 
orquestadas y espectáculos controlados” (p. 435). Y a pesar de que los mo-
numentos construidos en el pasado pueden volverse estáticos a lo largo del 
tiempo, estos se revitalizan a medida que se usan ceremonialmente, como 
parte de un espectáculo o evento conmemorativo.

La memoria se sostiene a través de la interacción entre el recuerdo 
colectivo y la repetición. Si bien hay una política profunda en la memoria, y 
cada época intenta remodelar y rehacer la memoria para servir a sus propios 
propósitos contemporáneos, la repetición de, por ejemplo, varios eventos y 
rituales conmemorativos se hacen cruciales para desdibujar las diferencias 
entre las interpretaciones individuales de los eventos y crear una imagen 
compuesta única y altamente idealizada. De allí que los monumentos nacio-
nales y bienes de interés cultural de Colombia se constituyen en elementos 
centrales de su historia y de su cultura10.

Vandalismo de símbolos y monumentos: ¿afectación al 
interés nacional?

Los símbolos nacionales y la identidad están intrínsecamente vincula-
dos a los procesos políticos e históricos de la construcción del Estado y la 

10 El patrimonio cultural cubre un amplio universo categorizado, generalmente, en lo “material” 
(“mueble” e “inmueble”) y lo “inmaterial” (que incluye clasificaciones más específicas, como las 
del patrimonio urbano, religioso, industrial, arqueológico, subacuático o paleontológico, entre 
otros).
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nación. Mientras que la construcción del Estado se centra en la construcción 
y consolidación de instituciones estatales que proporcionan una estructura 
formal a un Estado, la construcción de la nación es un proceso mucho más 
largo de socialización colectiva para crear una identidad nacional; en este 
orden de ideas, una perspectiva en la concepción del Estado se daría con 
base en los valores morales, simbólicos y culturales “que se forjarían a partir 
de las experiencias y las narraciones comunes, generándole al Estado una 
legitimidad como un cuerpo social de base identitaria perteneciente a un 
territorio determinado” (Álvarez y Cañón, 2019, p. 186).

En estos procesos, los símbolos estatales y la identidad nacional común 
pueden servir como una fuerza unificadora, otorgando legitimidad a la au-
toridad política o, por el contrario, ser un poder excluyente y divisivo que 
favorece a ciertos grupos sobre otros. Por lo tanto, la construcción del Estado 
y de la nación pueden verse como procesos “de arriba hacia abajo”, en los 
que diversos factores, incluidos el simbolismo y las identidades, son relevan-
tes para determinar la inclusión y la exclusión. Según González (2017), “las 
categorías incluidas o excluidas del discurso nacional oficial de Colombia 
articuladas en el escudo de armas, la bandera y el himno nacional no fueron 
en modo alguno accidentales” (p. 68), sino, por el contrario, fueron el pro-
ducto de la afiliación de intelectuales republicanos colombianos al proyecto 
nacional liberal europeo de los siglos XVIII y XIX, en el cual los emblemas 
nacionales, el himno nacional y las ceremonias patrióticas oficiales buscaban 
difundir las tradiciones políticas del nacionalismo.

Sin embargo, parece que los rituales para evocar a los héroes de guerra, 
así como los símbolos nacionales, no habrían sido suficientes para movilizar 
a la mayoría, sino a la totalidad de la población colombiana en momentos 
de conmemoración nacional; por ejemplo, las iconografías de amerindios y 
afrocolombianos están notablemente ausentes tanto del escudo como de la 
bandera colombiana (González, 2017). Si bien, como prácticas sociocultura-
les que producen y difunden ideología, las interpretaciones tanto de la histo-
ria como de los símbolos y monumentos nacionales cambian frecuentemente 
en el tiempo11 (Hodge y Kress, 2000), los símbolos estables y representativos 
aceptados por la población parecen necesarios para consolidar una identi-
dad nacional coherente y sostenible (Billig, 1995), que fomente mediante el 
nacionalismo cívico, el sacrificio o la disposición al sacrificio de los ciudada-
nos en la defensa de los intereses nacionales.

11 Se ha establecido que las identidades son generalmente maleables a largo plazo y es por ello 
que los símbolos, por ejemplo, aparecen en la capa externa de la figura 1.
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Para Deibel (2007), los intereses nacionales de cualquier Estado pa-
recen caer en cuatro grandes categorías: primero –y, ante todo– está la se-
guridad física, es decir, la protección contra agresiones externas o contra 
intereses del Estado en el extranjero; “en su forma más básica, este interés 
simplemente representa el imperativo de la supervivencia, tanto de los in-
dividuos protegidos por el Estado-nación como del propio Estado” (Deibel, 
2007, p. 125). La segunda categoría de interés nacional es la del bienestar 
económico o la prosperidad. Una tercera categoría de intereses comprende 
aquellos dirigidos a la preservación del sistema interno de gobierno, valores 
y cultura cívica de la nación contra cambios forzados o impuestos desde el 
exterior12. Y finalmente, la cuarta categoría es la proyección de los valores y 
la moral de la nación en el extranjero.

En sintonía con la tercera y cuarta categoría de intereses nacionales de 
Deibel (2007), en la primera mitad del siglo XX se emitieron las primeras le-
yes para proteger sitios específicos de interés cultural en Colombia13. Luego, 
y gracias al fortalecimiento de instituciones como la Biblioteca Nacional, el 
Museo Nacional, el Archivo General de la Nación y los predecesores del ac-
tual Instituto Colombiano de Antropología e Historia (Icanh), el patrimonio 
adquirió un papel preponderante en el panorama cultural del país (Mejía, 
2010, p. 225). Empero, la primera norma que permitió articular las acciones 
hasta entonces dispersas para la conservación del patrimonio cultural fue la 
Ley 163 del 30 de diciembre de 1959, a través de la cual se reconocieron los 
primeros monumentos nacionales de Colombia.

Y desde entonces, la gestión del patrimonio cultural ha pasado por 
diferentes entidades como el Consejo Nacional de Monumentos Nacio-
nales, Colcultura, la Fundación para la Conservación del Patrimonio 
Cultural Colombiano, la Subdirección de Monumentos Nacionales de 
Invías y el Centro Nacional de Restauración, entre otros, que han sido 
instituciones de vanguardia en su momento pero que han desapareci-
do debido, en gran parte, a la evolución del concepto de patrimonio 
cultural y a los diferentes procesos de modernización del Estado. (Me-
jía, 210, p. 255)

No obstante, sería con la Constitución de 1991que se estableció el mar-
co normativo vigente para la protección del patrimonio cultural colombiano, 

12 Según Deibel (2007), esta categoría afirma la autonomía de la nación y su capacidad para 
mantener su independencia política frente a la coerción de otro gobierno.

13 Como las murallas de Cartagena y el Parque Arqueológico de San Agustín.
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tanto con la expedición de la Ley General de Cultura (Ley 397 de 1997), 
como con la Ley 1185 de 2008, en el cual el Ministerio de Cultura buscó fijar 
procedimientos únicos para la salvaguardia del patrimonio cultural de la 
nación, basado en un principio de coordinación garantizado por el Sistema 
Nacional de Patrimonio Cultural. En efecto, la Ley 397 de 1997 define en su 
artículo 1 que la cultura es “el conjunto de rasgos distintivos, espirituales, 
materiales, intelectuales y emocionales que caracterizan a los grupos huma-
nos y que comprende, más allá de las artes y las letras, modos de vida, dere-
chos humanos, sistemas de valores, tradiciones y creencias”. El artículo 70 de 
la Constitución Política de la República de Colombia de 1991, consagra que:

El Estado tiene el deber de promover y fomentar el acceso a la cultura 
de todos los colombianos en igualdad de oportunidades, por medio de 
la educación permanente y la enseñanza científica, técnica, artística y 
profesional en todas las etapas del proceso de creación de la identidad 
nacional. La cultura en sus diversas manifestaciones es fundamento de 
la nacionalidad. El Estado reconoce la igualdad y dignidad de todas las 
que conviven en el país. El Estado promoverá la investigación, la cien-
cia, el desarrollo y la difusión de los valores culturales de la Nación.

Es decir, la cultura en sus diversas manifestaciones es fundamento de 
la nacionalidad y constituyen parte integral de la identidad y la cultura co-
lombianas; por ende, la misma Ley 397 de 1997 señala que es obligación del 
Estado y de las personas valorar, proteger y difundir el patrimonio cultural 
de la Nación, o “los bienes materiales, las manifestaciones inmateriales, los 
productos y las representaciones de la cultura que son expresión de la nacio-
nalidad colombiana” (artículo 4 de la Ley 1185 de 2008). Ello es congruente 
con el artículo 72 de la Constitución Política de la República de Colombia de 
1991, en el cual se establece que:

El patrimonio cultural de la Nación está bajo la protección del Estado. 
El patrimonio arqueológico y otros bienes culturales que conforman 
la identidad nacional pertenecen a la Nación y son inalienables, inem-
bargables e imprescriptibles. La ley establecerá los mecanismos para 
readquirirlos cuando se encuentren en manos de particulares y regla-
mentará los derechos especiales que pudieran tener los grupos étnicos 
asentados en territorios de riqueza arqueológica.

Pues bien, en un Estado social de derecho se comparte la noción de 
que los ciudadanos tienen el derecho de “elevar su voz” e influir en la legis-
lación que rige la conducta de sus respectivas instituciones estatales, ya que 
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el ejercicio del poder por parte de las autoridades está subordinado a leyes 
claramente definidas y establecidas. Según Terwindt (2020), si bien el mero 
legalismo puede llegar a servir al poder arbitrario de una persona o facción 
al utilizar la ley positiva para imponer su voluntad, se supone que el Estado 
de derecho siempre servirá al “bien común” de la sociedad. Dado que, en 
algunos casos, miembros de la sociedad pueden estar en desacuerdo con 
relación al “bien común”, se hace necesario que en las democracias liberales 
los ciudadanos tengan acceso al debate democrático y/o los procedimientos 
legales que garanticen la atención de dichas inconformidades. Y aun cuando 
el resultado en la atención de dichas inconformidades no siempre logre una 
conclusión satisfactoria para aquellos que la emitieron, podrán estar confor-
mes de que sus desagravios fueron tramitados de manera justa e igualitaria 
en las cortes o el congreso parlamentario. 

No obstante, las herramientas procesales formales de las democracias 
liberales para resolver conflictos políticos y sociales no siempre ofrecen una 
solución satisfactoria a las necesidades e intereses de todos (Terwindt, 2020). 
Y en algunos casos sucede que aquellos descontentos con el status quo y 
que consideran sus demandas demasiado urgentes para cumplir con proce-
dimientos tan lentos, inciertos o injustos, deciden tomar la justicia por “sus 
propias manos”, llevando sus quejas a la “calle” en forma de manifestaciones 
públicas. Y a pesar de que en la mayoría de las ocasiones la actividad de 
protesta no amenaza el poder y los procesos del Estado, ya que la protesta 
“reproduce el orden existente, asegurándonos que el sistema es democrático 
y efectivo, y que aquellos movimientos sociales que son particularmente dig-
nos y comprometidos tendrán atendidas sus preocupaciones” (Wood, 2014, 
p. 126), la “ritualización” del disenso a veces asume formas más notorias de 
acción de protesta ilegal, como la desobediencia civil, la ocupación o afec-
tación física de propiedades públicas o privadas, y el vandalismo físico y/o 
simbólico del patrimonio histórico y cultural de la nación.

En lo que concierne al vandalismo14 o actos de destrucción premedita-
dos a símbolos y monumentos, estos han ocurrido a lo largo de la historia 
y siguen sucediendo en la mayoría de los países, como lo atestiguan los 

14 El origen moderno del concepto de “vandalismo” pude ubicarse en la Revolución francesa, 
y en uno de sus protagonistas, el Abbe Grégoire, obispo de Blois. En un informe leído ante 
la Convención el 11 de enero de 1794, y titulado “Sobre las inscripciones de los monumentos 
públicos”, denunció la destrucción del patrimonio eclesiástico, monárquico o nobiliario por parte 
de los elementos más incontrolados y radicales de la revolución. Posteriormente, el significado 
original de “vandalismo”, es decir, la destrucción sistemática del patrimonio, eventualmente 
ampliaría su significado al hacer referencia a una violencia sin sentido (Jiménez, 2008).
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últimos sucesos derivados de los disturbios y las protestas que siguieron al 
asesinato de George Floyd en mayo de 2020, en los cuales se destruyeron o 
eliminaron varios monumentos, no solo en los Estados Unidos, sino también 
en el Reino Unido, Bélgica, Nueva Zelanda, India y Sudáfrica. En el caso de 
Colombia, y particularmente en ciudades principales como Bogotá o Cali, 
los daños al patrimonio nacional son desafortunadamente recurrentes y sig-
nificativos. Tan solo para mencionar algunos casos recientes de vandalismo 
a monumentos en Bogotá15 y tras el paro nacional convocado en marzo de 
2016 por parte de diferentes sindicatos, la Plaza de Bolívar terminó seria-
mente afectada por el daño al patrimonio, incluida la estatua de Simón Bolí-
var, el primer monumento instalado en Bogotá tras haber sido traído desde 
Alemania en 1846; tan solo en 2016, la estatua de Bolívar fue blanco de 
sabotaje al menos cinco veces, y por causa del vandalismo a monumentos, la 
Alcaldía de Bogotá tuvo que invertir $675 millones de pesos en reparaciones 
ese mismo año (El Espectador, 4 de diciembre de 2016).

En las manifestaciones del 21 al 26 de noviembre de 2019, más de 100 
fachadas emblemáticas y 24 monumentos fueron víctimas del vandalismo 
en la capital, con un costo material de más de mil millones de pesos, según 
informó el Instituto de Patrimonio Cultural (IDPC) (Semana, 26 de noviem-
bre de 2019). Y uno de los últimos actos de vandalismo se produjo el 28 de 
junio de 2020, cuando unos jóvenes supuestamente en protesta por la ola de 
crímenes en contra de las mujeres en el país, arribaron hasta el monumento 
a las Banderas de la Localidad de Kennedy en Bogotá y “graffitearon” un 
homenaje artístico hacia la mujer indígena en Colombia, la cual había sido 
recientemente restaurado por parte del Distrito por un valor de $1.700 mi-
llones de pesos (Cablenoticias, 28 de junio de 2020).

Para justificar las actividades vandálicas de la protesta social, aquellos 
quienes retan el status quo justifican la legitimidad de sus acciones, bien por 
la urgencia de sus clamores, o bien por las supuestas deficiencias de las vías 
legales existentes para la resolución de sus demandas. Pero independiente-
mente de la intención social, política o religiosa del vandalismo, el acto en 
sí mismo constituye un daño para el patrimonio material, y el daño al patri-
monio afecta la memoria histórica de una sociedad, vulnerando la identidad 
y el interés nacional. 

15 Bogotá posee alrededor de 7.000 inmuebles culturales declarados, de los cuales 350 son 
monumentos nacionales que hacen referencia a la historia del país.
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El vandalismo16, que usualmente es una agresión individual, en ocasio-
nes denota grados de coordinación entre actores violentos. Para Tilly (2003), 
la violencia colectiva es una interacción social episódica que: 1) inflige inme-
diatamente daño físico a personas y/u objetos; 2) involucra al menos a dos 
perpetradores de daños; y 3) resulta al menos en parte de la coordinación 
entre las personas que realizan los actos perjudiciales. 

Figura 3. Tipología de violencia interpersonal
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Fuente: elaboración propia a partir de Tilly (2003).

Tilly (2003) construyó un mapa bidimensional de la violencia interpersonal, 
incluidos los ataques individuales de una persona contra otra, o contra la propie-
dad de esa persona (Figura 3). A la primera dimensión le denominó “relevancia 
del daño a corto plazo”. En el extremo bajo de la figura, el daño ocurre solo de 
manera intermitente o secundaria en el curso de transacciones predominantemen-
te no violentas, mientras que, en el extremo superior, casi todas las transacciones 

16 Se han generado varias clasificaciones para diferenciar diversos tipos de vandalismo. Por 
ejemplo, Cohen (1985) enumera las siguientes categorías: vandalismo adquisitivo (saqueo y 
hurto menor), vandalismo ideológico (para llamar la atención sobre uno mismo o sobre un 
problema), vandalismo vengativo (por venganza), vandalismo como juego (para combatir el 
aburrimiento) y vandalismo malicioso (para disipar la frustración y la ira que a menudo se 
producen en entornos públicos).
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infligen daño, ya que la imposición y la recepción del daño dominan la interac-
ción. La segunda dimensión representa el “grado de coordinación entre los actores 
violentos” e incorpora acciones de al menos dos perpetradores de daños y cierta 
coordinación entre ellos; por debajo de ese umbral, Tilly (2003) caracteriza la 
violencia individual. Empero, la coordinación colectiva puede ir desde una acción 
improvisada hasta la participación de organizaciones centralizadas, cuyos líderes 
siguen guiones compartidos mientras guían deliberadamente a los seguidores ha-
cia interacciones generadoras de violencia con otros colaboradores.

Con base en “cuánta coordinación ocurre entre los actores violentos y 
cuán importante es el daño a sus interacciones con otros” (Tilly, 2003, p. 14), 
se permite inferir el grado de destrucción resultante de esas interacciones; para 
Tilly (2003), la destructividad aumenta tanto con la prominencia como con la 
coordinación, y cuando estos alcanzan altos niveles, se produce una destrucción 
generalizada, superando la capacidad de la misma fuerza pública para conte-
nerlo, pasando de ser considerado un tema de seguridad a un tema de defensa. 

Tomando en consideración la tipología de violencia interpersonal (Fi-
gura 3), un acto vandálico contra símbolos y monumentos pueden en prin-
cipio considerarse una “agresión individual”17. Pero al escalar en el plano 
bidimensional y en la medida que las acciones van adoptando un mayor 
nivel de coordinación y mayor daño de los agentes perturbadores, el vanda-
lismo a la identidad nacional puede llegar a tomar forma de “oportunismo”18, 
“ataques dispersos”19, “destrucción coordinada”20, “negociaciones rotas”21 e, 

17 Es decir, “un solo actor (o varios actores no relacionados) participan en una interacción 
inmediata y predominantemente destructiva con otro actor” (Tilly, 2003, p. 15). Ejemplos de la 
“agresión individual” incluyen violaciones de un solo perpetrador, asaltos, robos y vandalismo.

18 Con relación al “oportunismo” y como consecuencia de la protección de la vigilancia y la 
represión de rutina, “los individuos o grupos de individuos usan medios dañinos inmediatos 
para perseguir fines generalmente prohibidos” (Tilly, 2003, p. 14); ejemplos de esto incluyen el 
saqueo, la violación en grupo, la piratería y el asesinato por venganza, entre otros.

19 Por “ataques dispersos”, Tilly (2003) se refiere a que “en el curso de una interacción 
generalizada a pequeña escala y generalmente no violenta, varios participantes responden a 
obstáculos, desafíos o restricciones mediante actos dañinos” (p. 15). Los ejemplos incluyen 
sabotaje, ataques clandestinos a objetos o lugares simbólicos, asaltos a agentes gubernamentales 
e incendios provocados.

20 La “destrucción coordinada” hace referencia a las personas u organizaciones que, al especializarse 
en el despliegue de medios coercitivos, emprenden un programa de daños a personas y/u objetos 
(Tilly, 2003). En esta categoría se incluyen la guerra, la autoinmolación colectiva, algunos tipos de 
terrorismo, el genocidio o la aniquilación programada de los miembros de una categoría política.

21 Al hablarse de “negociaciones rotas”, varias formas de acción colectiva generan “resistencia o 
rivalidad a la cual una o más partes responden mediante acciones que dañan a personas y/u 
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incluso, “rituales violentos”22. De este modo, el vandalismo de los monumen-
tos y símbolos nacionales puede convertirse en una amenaza latente que 
fácilmente tendría la capacidad y voluntad de perturbar el bienestar de la 
sociedad y afectar la consolidación de la identidad, un interés nacional del 
Estado colombiano. Es así que el vandalismo se considera un “riesgo” de 
nivel “obstáculo” dentro de la evolución de la amenaza23; en otras palabras, 
interfiere en la seguridad del Estado y el bienestar de la sociedad, pero aún 
no tiene la capacidad, voluntad y poder de desestabilizarlo.

Conclusiones 

Durante el siglo XIX, Colombia estaba gobernada por una élite nacio-
nalista interesada en producir y reproducir símbolos, héroes y rituales de 
nación y nacionalismo, con el propósito de inculcar entre los colombianos 
un fuerte sentimiento identitario basado en una “patria cultural”. Y desde en-
tonces, la construcción de la nación ha sido una inquietud permanente en la 
mente del estadista y los estrategas en seguridad y defensa, recordando que 
hay dos aspectos principales de la construcción de la nación: 1) la extensión 
de las alianzas políticas a través del escenario nacional (el aspecto de inte-
gración política); y 2) la aparición de un sentido de lealtad e identificación 
con las instituciones y valores del Estado y la nación, independientemente de 
quién gobierne en un momento dado (el aspecto de la identidad nacional). 

Y para fomentar ambos, los lazos políticos y emocionales entre los ciu-
dadanos y el Estado deben superar las divisiones étnicas, religiosas, políticas 
o sociales. En este orden de ideas, los símbolos, héroes, rituales y monu-
mentos tienen el potencial de fortalecer la adhesión de las personas a un 
sistema común de valores y ciertos comportamientos, y pueden usarse como 

objetos” (Tilly, 2003, p. 16). Los ejemplos incluyen manifestaciones, represión gubernamental y 
golpes militares, todo lo cual ocurre con frecuencia sin más que amenazas de violencia, pero a 
veces produce daños físicos.

22 Para Tilly (2003), los “rituales violentos” suceden cuando “al menos un grupo relativamente bien 
definido y coordinado sigue un guion de interacción conocido que conlleva el daño a sí mismo 
u otros (p. 14). Los ejemplos incluyen ceremonias de vergüenza (que incluyen la profanación y 
ridiculización de símbolos emblemáticos), linchamientos y ejecuciones públicas, entre otros.

23 Cuando una acción producida por un actor estratégico está en capacidad de producir 
una agresión al Estado, es considerada una amenaza a la seguridad y defensa nacional, 
independientemente de si el ataque (agresión) es motivado por razones ideológicas, políticas, 
económicas, étnicas y religiosas, entre otros (Sánchez, 2012). En este orden de ideas, las 
amenazas pueden priorizarse en función de su poder o “tamaño”: 1) obstáculo = interferencia; 
2) antagonismo = interferencia + capacidad; 3) presión = interferencia + capacidad + voluntad; 
y 4) presión dominante = interferencia + capacidad + voluntad + desestabilizar.
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herramientas para establecer o cambiar las normas sociales que guían dicho 
comportamiento (Posner, 1998); en efecto, en cada contexto sociocultural, 
ciertos símbolos, o combinaciones de ellos, pueden usarse para reclamar 
autoridad política o para promover aspiraciones políticas, sobre todo cuando 
tienen suficiente importancia en las creencias y los sistemas de valores de la 
audiencia dada (Kertzer, 1988). 

Sin embargo, ello no es suficiente; en casos como el colombiano se re-
quiere la promoción de alianzas transversales que despoliticen las divisiones 
sociales de tal manera que a la política no se le perciba como un juego de 
“suma cero”, en el que los distintos grupos luchan por quién controla el Es-
tado (Wimmer, 2018). Las alianzas inclusivas fomentan un sentido de propie-
dad del Estado y promueven la idea de un propósito colectivo más allá de la 
familia, la profesión o la orientación política; por lo tanto, los ciudadanos de 
Estados inclusivos se identificarán y se sentirán leales a la nación, en lugar 
de su grupo étnico, clase social o región de procedencia. 

Incluso los mejores mecanismos de propaganda de la identidad nacio-
nal, como la bandera, el himno o los monumentos de los soldados héroes 
muertos en acción, no pueden producir un sentimiento de identidad tan 
robusto. Ya lo denotaba Bushnell (1996), al describir que:

El problema de la imagen de Colombia como nación se complica con 
las ambivalentes características de los mismos colombianos. Además 
de su tendencia reciente a ser los primeros en subrayar los aspectos 
negativos del panorama nacional, los colombianos continúan exhibien-
do diferencias fundamentales en cuanto a clase, región y, en algunos 
casos, raza. Es por lo tanto un lugar común decir (y los colombianos 
son los primeros en afirmarlo) que el país carece de una verdadera 
identidad nacional, o de un espíritu nacionalista propio, por lo menos 
si se compara con la mayoría de sus vecinos latinoamericanos. En efec-
to, el nacionalismo a ultranza no es común en Colombia, y el carácter 
nacional, si se puede aseverar que tal cosa existe, es un agregado de 
rasgos a menudo contradictorios. Sin embargo, tanto el costeño como 
el cachaco, que dicen no tener casi nada en común, abrigan los mismos 
reclamos sobre la sociedad y las instituciones del país, y lo hacen den-
tro de un marco de referencia compartido. (pp. 14-15)

Según la opinión predominante entre diversos académicos, las naciones 
y las identidades nacionales se construyen socialmente (Deutsch 1953; Ber-
ger y Luckmann 1966; Hobsbawm, 1990; Anderson, 2006; Gellner, 2006), y 
están formadas por eventos pasados e influenciados por incidentes futuros; 
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e incluso en sociedades divididas, la construcción de una identidad nacional 
común puede guiarse, por ejemplo, por una “ideología consciente y delibe-
rada” (Hobsbawm, 1990, p. 82). En consecuencia, las naciones sostenibles se 
basan en una cultura global que es aceptada y compartida por sus miembros, 
y que Gellner (2006) define como “un sistema de ideas, signos, asociaciones 
y formas de comportamiento y comunicación” (p. 6). Las naciones mantienen 
su unidad cuando los ciudadanos comparten suficientes valores y preferen-
cias, y tienen la capacidad de comunicarse entre sí; y esa homogeneidad 
entre las personas se puede construir con la educación y la enseñanza de un 
idioma, unos valores y unas identidades comunes, así como con la construc-
ción de infraestructura física y virtual que facilite la comunicación entre las 
partes (Álvarez, 2017).

Franck (1988) sostiene que el uso y la aceptación de símbolos, héroes, 
rituales y valores no solo reflejan la autoridad de un gobierno, sino que 
también lo fortalecen. Esto ocurre cuando tales símbolos, héroes, rituales y 
valores promocionados por el Estado son ampliamente aceptados entre la 
población para reflejar una identidad nacional común y, por lo tanto, aumen-
tar la legitimidad del Estado. Como resultado, los símbolos nacionales que 
son inclusivos y representativos pueden usarse para ayudar a unificar a la 
mayoría de la población en torno del Estado, mientras que los símbolos ex-
cluyentes a menudo no pueden acomodar diferentes puntos de vista (Mock, 
2012); en efecto, cuando hay divisiones sociales, étnicas o ideológicas pro-
fundas, como en el caso de muchas sociedades envueltas en conflictos inter-
nos, el uso de ciertos símbolos y monumentos excluyentes para representar 
al Estado y la nación puede llegar a ser polémicos.

Y en estos casos, los individuos y las organizaciones sociales, políticas 
o culturales tienen derecho a defender o demandar pacíficamente la elimi-
nación o la construcción de cualquier símbolo, héroe, monumento, ritual o 
valores; pero ninguno tiene derecho a dañar, desfigurar o eliminar ningún 
monumento mediante el uso de la fuerza y la acción vandálica. Y resulta que 
en la mayoría de los casos, la selección de objetivos a ser sujetos de actos 
vandálicos revela una profunda ignorancia de la historia colombiana por 
parte del vándalo o grupo de vándalos, hasta el punto de presumir que di-
chas acciones violentas son indicativas de un deseo premeditado de destruir 
indiscriminadamente cualquier objeto que honre el pasado institucional y de 
borrar de la mente del público (y particularmente las nuevas generaciones) 
cualquier narrativa histórica que valga la pena honrar, apreciar, recordar o 
comprender. 
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Por lo tanto, para una adecuada defensa de la identidad nacional, los 
autores de este capítulo proponen las siguientes recomendaciones al Estado 
colombiano: 

Primero, es necesario la construcción e implementación de una estrate-
gia de diplomacia pública y comunicaciones estratégicas del Estado, orienta-
da a comunicar y educar a los colombianos(as) en el significado y la impor-
tancia de la identidad, los valores, los intereses y los objetivos nacionales del 
Estado colombiano. Esta estrategia debería adaptarse cuidadosamente a las 
audiencias estratégicas que son susceptibles a las contra-narrativas y tácticas 
de desinformación llevadas a cabo por parte de actores estatales y no estata-
les (domésticos y foráneos), interesados en socavar la legitimidad del Estado 
a través de la destrucción de la historia oficial y la difusión de una memoria 
histórica alternativa. Las audiencias más susceptibles a este tipo de acciones 
disruptivas son los jóvenes, las minorías étnicas y raciales, las poblaciones 
económicamente vulnerables y aquellas que han sido especialmente afecta-
das por causa del conflicto armado interno colombiano. 

Segundo, se requiere destinar mayores recursos para proteger y conser-
var los monumentos, estatuas o establecimientos históricos que sirven como 
recordatorios del pasado, ya que cuando las personas tienen la posibilidad 
de recordar visualmente su pasado, sienten más conectividad con el lugar y 
comprenden lo que verdaderamente sucedió en la historia. Esos recursos no 
solo estarían destinados al mantenimiento y/o renovación de monumentos, 
estatuas o establecimientos históricos, sino también en fortalecer  las ini-
ciativas para la difusión y apropiación del patrimonio cultural, como el de 
la Bitácora del Patrimonio Cultural y Natural, una herramienta pedagógica 
diseñada por el Ministerio de Cultura para promover el conocimiento del 
patrimonio cultural entre los estudiantes de educación preescolar, básica y 
media de escuelas y colegios colombianos. 

Tercero, la nacionalidad brinda un marco para la integración de una 
serie de capas de identidad y deja espacio para elegir la autoidentificación 
(Nielsen, 2003), razón por la cual la construcción de la identidad nacional no 
requiere la imposición de una identidad única en la población, sino el reco-
nocimiento y la promoción de la aceptación de una pluralidad de identida-
des que se asocian positivamente bajo una identidad nacional (Butz, 2009). 
La Ley 397 de 1997 ordena al Estado colombiano impulsar y estimular los 
procesos, proyectos y actividades culturales en un marco de reconocimien-
to y respeto por la diversidad y variedad cultural de la Nación colombiana, 
garantizando a los grupos étnicos y lingüísticos, a las comunidades negras 
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y raizales, y a los pueblos indígenas el derecho a conservar, enriquecer y 
difundir su identidad y patrimonio cultural, a generar conocimiento de estas 
según sus propias tradiciones y a beneficiarse de una educación que asegure 
estos derechos. 

Por consiguiente, el Ministerio de Cultura debería convocar a la comu-
nidad académica, asociaciones de historia, asociaciones culturales y otros 
representantes de la sociedad colombiana a un ejercicio nacional de “actua-
lización” de la identidad colombiana, partiendo de preguntas como: ¿qué 
significa ser colombiano?, ¿qué significa pertenecer a una región específica 
dentro del territorio colombiano?, ¿cuál es la memoria sobre la que se ha 
construido ese territorio?, o ¿cómo es la comunidad que ha producido esa 
memoria en ese territorio? De acuerdo con Mejía (2010), “estas son solo al-
gunas de las preguntas que se plantean para definir y aclarar las nociones de 
comunidad, territorio y memoria, tres ámbitos que se integran para facilitar 
la comprensión de la noción del patrimonio cultural y natural” (p. 241). 

En tales circunstancias, puede que se requiera crear nuevos símbolos 
nacionales o reforzar símbolos nacionales “neutrales” que incluyen a todos 
los grupos sociales y establezcan una autentica identidad nacional. Ello exi-
giría promover símbolos que son ricos en significado y puedan interpretarse 
de varias maneras. Cerulo (1995) afirma que los grupos de población que 
forman una comunidad fragmentada y heterogénea, y experimentan relacio-
nes intergrupales contenciosas, prefieren símbolos con un contenido rico y 
una estructura más complicada, en comparación con los símbolos más sim-
ples y básicos utilizados por grupos altamente cohesivos. 

Al final, la selección y promoción de símbolos, héroes, rituales y valores 
nacionales es un proceso complejo. Con el fin de superar identidades exclu-
sivas y divisivas en sociedades desgarradas por el conflicto social, estos em-
blemas y prácticas pueden ser adoptados y promovidos para una identidad 
nacional inclusiva; y el esfuerzo consciente y sostenido para construir una 
identidad nacional inclusiva debe comenzar desde un esfuerzo genuino para 
celebrar la “unidad en la diversidad”. 

Por ende, deberían adoptarse símbolos, héroes, rituales y valores in-
clusivos adecuados para acomodar la pluralidad, que permitan significados 
ricos y diversos, ya que ciudadanos que se identifican fuertemente con la 
nación serán menos resistentes a pagar impuestos, serán menos propensos 
a violar las leyes y las normas sociales, y estarán menos interesados en par-
ticipar de organizaciones criminales y subversivas.
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de Memoria Histórica evidencian que el conflicto armado en Colombia dejó 
como resultado 7,3 millones de desplazados y, en cifras generales, entre 
1958 y 2012 murieron 220.000 personas a causa de la violencia del conflicto 
armado, siendo 180.000 de ellos, es decir, el 81%, civiles (Centro Nacional de 
Memoria Histórica, octubre de 2018).

Pesé al proceso de desmovilización con las AUC cursado en el gobierno 
Uribe (Ley de Justicia y Paz, Ley 975 de 2005) y del Acuerdo de Paz (2016) 
con la guerrilla de las FARC-EP ejecutado en el gobierno Santos, en la actua-
lidad aún continúa un escenario de violencia e inseguridad bajo dos varian-
tes centrales: 1) la persistencia de grupos guerrilleros, tales como el ELN y 
las disidencias de las FARC, y 2) un nivel atípico de violencia delincuencia y 
crimen organizado para una democracia (Tickner, diciembre de 2016). Esto 
ha impactado negativamente la consolidación de la democracia colombiana 
y el avance de la instauración de los derechos humanos en su sociedad. En 
función de esto, la comunidad internacional –representada en distintas ins-
tituciones multilaterales– observó durante varias décadas a Colombia como 
un país problema (Ramírez, 2011; Pastrana y Vera, 2012) y afectó con ello la 
percepción y la proyección de la identidad del Estado colombiano.

En tal sentido, al revisar la respuesta de los distintos gobiernos naciona-
les para abordar el problema del conflicto armado y la construcción de paz, 
se observa cómo los intereses que emanan de una multiplicidad de sectores 
y actores han condicionado la agenda política nacional y el enfoque de su 
política exterior. No obstante, de forma coyuntural, el Estado colombiano 
suscribió un proceso de paz en 2016 que, nuevamente, vislumbró un camino 
identitario de Colombia hacia la paz; empero, el cambio de gobierno de San-
tos y Duque y la transición de programas políticos también generó cambios 
tanto en la identidad que se proyecta de Colombia como en los interés del 
gobierno de Duque, que en ocasiones van en detrimento de los interés na-
cionales en sentido amplio, incluyente de toda la sociedad nacional. En ese 
contexto, el presente capítulo parte de la caracterización de cómo se podría 
construir el interés nacional y proyectarse también como la identidad nacio-
nal de un Estado. Seguidamente, se plantean las principales características 
de lo que el Estado colombiano ha proyectado hacia la comunidad interna-
cional en cuanto al cumplimiento de las obligaciones internacionales en ma-
teria de derechos humanos, para lo que se tomaron los principales factores y 
hechos de los últimos gobiernos en aras de contrastarlos e interpretar cómo 
las transformaciones y los sucesos domésticos han impactado la imagen de 
Colombia en el escenario internacional. Para ello, se aborda el interés de los 
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últimos cuatro gobiernos sobre el cumplimiento de los derechos humanos 
en general, y enseguida se examina el interés de los gobiernos de Santos y 
de Duque frente al proceso de paz específicamente. Posteriormente, se enfo-
ca en interpretar el rol que han desempeñado las FF. MM. de Colombia tanto 
para el sostenimiento de la democracia y del Estado, como para combatir 
las principales amenazas para la seguridad nacional de cara al cumplimiento 
de las obligaciones internacionales sobre los derechos humanos (DD.HH.) 
y el derecho internacional humanitario (DIH) en el marco del proceso de 
construcción de paz. 

La paz y los derechos humanos en el marco  
de los intereses y la identidad colombiana

El compendio de temas que abarca el concepto de interés nacional 
puede ser muy extenso. Desde el realismo clásico puede definirse como una 
voluntad general que dirige las decisiones de los poderes del Estado y que 
apunta al bien común de sus habitantes y a la preservación del organismo 
político en el sistema internacional (Morgenthau, 1985). No así desde el 
liberalismo, en el que la noción de interés nacional se construye sobre el 
concepto de la paz democrática de Kant, planteando esta como un interés 
nacional colectivo desde una visión de sociedad mundial –interdependien-
te–, el cual permite el desarrollo de las naciones modernas y de sus econo-
mías (Miller y Keohane, 1996).

Ahora bien, el concepto de interés nacional desde un enfoque cons-
tructivista centra su interpretación en el origen de las ideas, los intereses y 
las identidades de una sociedad específica, y el significado que esta refiera 
a los elementos y capacidades propios de su comunidad. Ello implica que el 
interés nacional integra la construcción social de la subjetividad en función 
de la estructura social interna o externa –nacional e internacional–, transfor-
mando las ideas en intereses e identidades por el accionar de sus actores 
(Wendt, 1999). Estos, a su vez, construyen marcos, mecanismos y estructuras 
cognitivas, pero que toman forma únicamente a partir de las interacciones 
o de lo relacional. 

Así, la formación de la paz como interés y su configuración como 
interés nacional surge de las inferencias y percepciones acerca de los 
preceptos de comportamiento por parte de quienes elaboran las po-
líticas exteriores. La naturaleza y contenido concreto del interés na-
cional –o, mejor dicho, de los intereses nacionales–, depende, en este 
sentido, del contexto político y cultural dentro del cual se formulan 



 472 

INTERESES ESPECÍFICOS DE COLOMBIA

las políticas. De este modo, se establece una estrecha relación entre 
las dimensiones externas e internas de la definición de estos intereses 
(Wolff, 1986, p. 560).

La formación de la identidad surge de la articulación de normas y va-
lores comunes, así como en los procesos reflexivos/delimitantes entre los 
actores y sus instituciones. A su vez, los Estados tienen una identidad corpo-
rativa, instituida por la determinación de sus intereses individuales, y una o 
varias identidades sociales que están definidas según el ámbito de relaciones 
en las cuales se encuentran insertados (Wendt, 1999, pp. 224-245). Es decir, 
y tal como se mencionó, la identidad de un Estado, por ejemplo, es el resul-
tado de la interacción y de las formas relacionales que el Estado proyecta y 
ejecuta frente a toda la gama de sujetos y actores que representan la comu-
nidad internacional. En tal sentido, la identidad parte más del resultado de la 
interacción social, que de lo que el individuo o el Estado pretende proyectar 
en cada contexto. 

Entonces, la identidad nacional se puede definir como el sentimiento 
subjetivo del individuo a pertenecer a una nación concreta, a una comunidad 
en la que existen diversos elementos que la cohesionan y la hacen única (Ta-
lavera Fernández, 1999), que se construye de forma compleja sobre factores 
geográficos, sociales, culturales y políticos. A su vez, es un proceso “históri-
co, dinámico y en constante transformación” (Arias, 2009, p. 15).

Así pues, la política exterior de un Estado también permite proyectar 
la imagen ante la comunidad internacional, lo que impacta en la identidad y 
legitimidad del país ante la comunidad internacional. Es decir, los diferentes 
actores del sistema internacional adquieren identidades al tomar parte en 
cada uno de los significados colectivos institucionalizados, como, por ejem-
plo, en los regímenes internacionales sobre derechos humanos que servirán 
como bases y sustento de su interés –nacional–. 

Por otro lado, desde el sistema internacional se pretende impactar el 
interés de los Estado instituyendo las disposiciones mínimas que un Estado 
debe tener en cuenta para moldear sus intereses nacionales y sus decisio-
nes con respecto a ello. Es así como, por ejemplo, desde el preámbulo de 
la Carta de la ONU y todo el sistema de Naciones Unidas logra concertar la 
paz como valor supremo y principio que debe guiar el actuar de todos los 
Estados parte del sistema.

De tal forma que, desde lo fáctico nacional, la difícil situación generada 
por las lógicas del conflicto armado ha instituido unas demandas sociales 
enormes frente a la necesidad de procurar construir una paz que permita la 
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satisfacción de los derechos humanos de forma integral a toda la sociedad. 
Pero, sobre todo, a las comunidades más vulneradas por el conflicto. Por 
tanto, la necesidad social determina las demandas que a su vez deberían 
constituir o instituir los intereses nacionales.

La identidad de Colombia y su proyección 
internacional frente a los compromisos de  
los derechos humanos

En la década de los noventas sobrevino una importante agenda de 
reformas constitucionales en América Latina que buscaron institucionalizar 
diversos conceptos en torno a la pluralidad y la multiculturalidad de cara 
a garantizar los derechos humanos y diversas libertades a poblaciones ex-
cluidas y vulneradas. Históricamente, estos conceptos fueron construidos 
desde la perspectiva del liberalismo político “donde del Estado emana una 
nación unitaria con ciudadanos legalmente homogéneos, con iguales dere-
chos y deberes, autonomía moral equiparable, así como ideas similares del 
bien común” (González y Benavides, 2017, p. 44). Es por ello que el plu-
ralismo expresado en la reforma constitucional de 15 Estados en América 
Latina1 permitió, por primera vez en la historia de sus pueblos, el recono-
cimiento legal de “la pluralidad étnica, cultural y religiosa de las minorías, 
a las cuales en este contexto se otorgaron derechos especiales” (González 
y Benavides, 2017, p. 40). Así, desde la pluralidad institucional alcanzada 
por las reformas constitucionales surgen múltiples reivindicaciones étnicas 
y sociales frente a la distribución inequitativa de la tierra y los recursos 
naturales, y al abandono estatal frente a los derechos fundamentales y a 
los derechos económicos, sociales y culturales de sus diversas etnias y 
habitantes.

En este contexto regional, de cara a la reforma constitucional de la 
Carta Política de 1991, el Estado colombiano se trazó el objetivo de ser un 
país respetuoso de los derechos humanos, y comprometido con la promo-
ción, protección y garantía de estos para todos sus habitantes. Es así como, 
a partir de las complejidades de la Asamblea Nacional Constituyente, en 
donde confluyeron distintos sectores e intereses políticos, el Congreso de 

1 Guatemala (1986), Brasil (1988, 1994 y 1997), Chile (1989, 1994 y 1997), Colombia (1991), 
Costa Rica (1996 y 1997), República Dominicana (1996), Ecuador (1996 y 1998), México, 
(1994 y 1995), Nicaragua (1987 y 1995), Panamá (1994), Paraguay (1992), Perú (1993), Bolivia 
(1994), Argentina (1994) y Uruguay (1997) (según Barié, 2000 y Lee Van Cott, 2000, citados por 
González y Benavides, 2017, p. 45).
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la República concretó en el artículo 93 la prevalencia de los tratados inter-
nacionales en materia de derechos humanos y de derecho internacional 
humanitario ratificados por el Congreso de la República. De tal forma que, 
en el entramado jurídico colombiano, se establece el imperio del cumpli-
miento de los derechos humanos, lo que permite afirmar que hay un com-
promiso institucionalizado en la Constitución Política de 1991 orientado 
a la protección y garantía de los derechos humanos y el derecho interna-
cional humanitario a lo largo y ancho del territorio nacional. Además, que 
todas las normas y regulaciones nacionales deben interpretarse conforme a 
las disposiciones contenidas en las normas internacionales de los derechos 
humanos.

En este sentido, al ratificar la Carta de la ONU y darle prioridad-preva-
lencia en la Constitución Política de Colombia de 1991, el Estado se compro-
metió con unos mínimos que brindan las bases axiológicas para el funcio-
namiento de sus diversas instituciones. Debido a ello, todos los regímenes 
internacionales derivados del sistema de Naciones Unidas –por ejemplo, el 
Pacto de los Derechos Civiles y Políticos o el Pacto de los Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales–, entre otros muchos instrumentos jurídicos e 
instituciones relevantes –por ejemplo, el Alto Comisionado para los Dere-
chos Humanos o el Consejo de Derechos Humanos–, instituyen lo conside-
rado correcto, que tiene como pretensión impactar la toma de decisiones de 
los gobiernos–. Esto permite hacer escrutinio a las decisiones gubernamen-
tales, pero también tener unos criterios sólidos para evaluar el compromiso 
del Gobierno con los derechos humanos en el marco de las obligaciones 
contraídas ante la comunidad internacional. Lo anterior, ciertamente, impac-
ta la identidad del Estado en el escenario global, lo que tiene como objeto el 
influenciar un aspecto base de la identidad compartida con las naciones, el 
respeto por la vida y la promoción, el respeto y la garantía de los denomina-
dos derechos fundamentales. 

En ese contexto, se procede con la interpretación general de la identi-
dad que los gobiernos posteriores a la reforma constitucional han proyecta-
do ante la comunidad internacional a través del cumplimiento u observancia 
de los estándares internacionales de los derechos humanos y de las agen-
das fijadas para la búsqueda de la consolidación de la seguridad y la paz 
nacional. Posterior a ello, el análisis se centrará en el gobierno del actual 
presidente Iván Duque, con el propósito de observar los riesgos y desafíos 
actuales de Colombia de cara a la proyección de la identidad y la imagen 
del Estado a través de las decisiones del Gobierno nacional en el marco del 
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proceso de construcción de paz y de respeto por los derechos humanos y 
del DIH. 

Así pues, en el periodo de 1994 a 1998, con la presidencia de Ernesto 
Samper, los lineamientos generales de la política se construían con base en 
la resolución pacífica de conflicto, la integración latinoamericana, la aper-
tura económica, la inversión con proyección social y el respaldo y reorien-
tación a las políticas de derechos humanos (Pardo, 1994, p. 1). A pesar de 
la ola de violencia derivada del conflicto armado, el fortalecimiento de las 
redes de tráfico de drogas y los presuntos nexos con el narcotráfico de la 
campaña presidencial de Samper, que terminaron por debilitar la relación 
de Colombia con Estados Unidos, en el marco de una política exterior –que 
históricamente responde al respice polum– se mantuvo los esfuerzos por 
incluir el respaldo internacional a las acciones del gobierno por garantizar 
el cumplimiento de los derechos humanos a través de programas y del com-
ponente de políticas públicas sociales. Así mismo, en este periodo se lleva a 
cabo la Convención Nacional, por medio de la cual se desarrollaron mesas 
de diálogo sin concretar la paz, y la creación del Consejo Nacional de Paz 
para la solución del conflicto, sin conseguir consolidar algún resultado tras 
los intentos de resolución pacífica.

Sin embargo, el enfoque de securitización que emerge a raíz del con-
flicto armado, del crimen organizado, del paramilitarismo y del narcotráfico, 
acrecentaba los espacios para la violación de derechos. En 1994, según el 
Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, se afirma 
que en ese periodo se produjeron 1.577 víctimas por hechos de violencia 
política, violación de derechos humanos y violencia contra marginados y 
discriminados. Hubo 841 víctimas producidas por las acciones bélicas, entre 
quienes se cuentan particulares, militares y guerrilleros (Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos, 1994). De tal manera que, en el gobierno 
de Samper, los derechos humanos estuvieron en la práctica gubernamental 
y representaban parte de los intereses del programa político. Pero dicho 
aspecto que fue reducido por la vinculación del Ejecutivo en los procesos 
de determinación de responsabilidad penales por utilización de recursos 
provenientes del narcotráfico. 

Para el periodo presidencial 1998-2002, el gobierno de Andrés Pas-
trana definió que “la prioridad de la Administración, incluida su actuación 
en el exterior, era la construcción de la paz” (Cardona Cardona, 2001, 
p. 58). Como resultado, se desarrollaron diálogos con las FARC-EP entre 
1998 y 2002, que conllevaron la instalación de una zona de distención y 
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el establecimiento de una agenda común. No obstante, al no concertarse 
un acuerdo para el cese al fuego, las negociaciones fueron fracturadas 
constantemente por las confrontaciones y acciones bélicas, lo que permitió 
interpretar que para las FARC-EP no había un genuino interés por negociar 
una salida política al conflicto armado. Finalmente, en 2001, se suscribiría 
el Acuerdo de San Francisco de la Sombra, en el cual el Gobierno buscaba 
instalar el cese al fuego, mientras que la guerrilla de las FARC-EP optaría 
por el rearme y fortalecimiento de sus diversas estructuras a través del 
desarrollo de actividades criminales –secuestro, narcotráfico, expropiación 
de terrenos e instauración de justicia autónoma– (Cambio, 25 de septiem-
bre de 2000), lo que recrudeció la violación de derechos humanos y con-
llevó la retoma de la zona de despeje por parte del Gobierno en 2002 y el 
fin de la negociación con este grupo.

Así mismo, el gobierno del expresidente Pastrana orientó su po-
lítica exterior a la relación con Estados Unidos e implementó el Plan 
Colombia, una estrategia integral de cooperación bilateral que buscaba 
combatir el tráfico de drogas y el crimen organizado para el fortaleci-
miento de la democracia y los derechos humanos, lo que finalmente 
permitiría la instauración de la paz. La modernización y restructuración 
de la Fuerza Pública fue uno de los pilares del plan para la erradicación 
de cultivos y la desestabilización de las guerrillas militarmente (Depar-
tamento Nacional de Planeación y Dirección de Justicia y Seguridad, 
septiembre de 2006). No obstante, los efectos de lo anterior conllevarían 
de forma paralela un aumento de las violaciones de los derechos huma-
nos e infracciones al DIH, esto por el incremento de las acciones bélicas 
y de las hostilidades del conflicto armado en medio de arduas y largas 
confrontaciones. 

Luego de los atentados del 11 de septiembre en 2001, el escenario in-
ternacional de la lucha contra el terrorismo coincide con el recrudecimiento 
del conflicto y el aumento del narcotráfico en la nación colombiana. Por ello, 
con la llegada el presidente Álvaro Uribe Vélez a la Casa de Nariño, se da 
origen a la política de seguridad democrática. Con su gobierno se estableció 
un fuerte vínculo de la política exterior colombiana con Estados Unidos. 
Proceso que se expresaba desde años anteriores con el respice polum, en el 
periodo 2002-2010 se consolidó en la securitización de la política exterior 
del país, lo que provocaría una transformación para las relaciones interna-
cionales y una proyección identitaria como una posible amenaza para los 
Estados latinoamericanos.
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El fuerte discurso antiterrorista ejecutado durante el primer periodo 
del presidente Uribe fue un importante pilar para la definición del con-
flicto armado colombiano y para el abordaje de “la amenaza” militarmente 
activa, pero dejó de lado la observancia estricta sobre las obligaciones en 
derechos humanos o el estricto cumplimiento del DIH. Lo anterior fue 
institucionalizado con la instauración de la política de seguridad democrá-
tica. Entonces, el Estado optó por una estrategia de redireccionamiento de 
la responsabilidad, atribuyendo las infracciones al derecho internacional 
humanitario al conflicto armado, en cabeza de la guerrilla, y fundamental-
mente a los grupos insurgentes. Ahora, es importante hacer escrutinio a las 
consecuencias sociales de la política de securitización. Lo que, ciertamen-
te, permite interpretar que la alienación a la “lucha contra el terrorismo” y 
contra los grupos insurgentes se configuró como un criterio del Ejecutivo 
para justificar la política de seguridad democrática y las hostilidades deri-
vadas de esta.

Ahora bien, organizaciones internacionales como la ONU criticaron los 
múltiples incumplimientos a los sistemas de protección de derechos huma-
nos y a las infracciones al DIH. Por ejemplo, el Informe del Alto Comisiona-
do de las Naciones Unidas sobre la situación de los derechos humanos en 
Colombia de 2009 evidenció la violación a los principios de independencia 
del poder Judicial, el aumento en las cifras de desplazamiento forzado, las 
confrontaciones bélicas sin estructuras claras de direccionamiento y las in-
terceptaciones ilegales a en manos del DAS, que conllevaron situaciones de 
violencia, homicidio y amenaza a defensores de los derechos y opositores 
del gobierno, a sindicalistas y periodistas, y a ejecuciones extrajudiciales con 
más de 2.077 víctimas y 93 casos de funcionarios implicados parapolítica 
(Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 
marzo de 2010).

La identidad de Colombia que ha proyectado ante 
la comunidad internacional en el marco de las 
negociaciones y del Acuerdo de Paz 

En 2010, Juan Manuel Santos es elegido como presidente para el pe-
riodo 2010-2014, bajo la premisa de mantener la seguridad nacional y 
buscar la terminación del conflicto armado mediante la negociación po-
lítica con las FARC-EP y el ELN. Por ello, luego del fracaso en 1998 por 
parte del gobierno de Andrés Pastrana para dar inicio en el Caguán a las 
negociaciones con las FARC-EP, el 23 de febrero 2012 se comenzó la etapa 
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exploratoria y posteriormente se inició el proceso de negociación en La 
Habana (Cuba).

Porque teníamos la experiencia los colombianos de cinco intentos an-
teriores donde habíamos fracasado, entre otras cosas porque las FARC 
nunca habían llegado con la verdadera intención de negociar, sino con 
la intención de utilizar las negociaciones para adquirir más espacio 
político, para adquirir más poder militar. (Presidencia de la República 
de Colombia, 31 de agosto de 2016)

r fi co 1. Recorrido istórico de las negociaciones con 
la guerrilla de las F R E

Operación 
Marquetalia

 Fracaso de diálogos 
con las FARC-EP, el 
EPL y el M-19, en 

gobierno presidente 
Betancourt.

1964

1984

1989

1991

1999

 El M-19 se 
desmoviliza con el 
presidente Barco, 

pero no las FARC-EP.

 La silla vacía 
con el presidente 

Pastrana.

 Cinco rondas de 
negociación en 
Caracas con el 

presidente Gaviria. 

Fuente  elaboración de los autores con base en olprensa 24 de agosto de 2 1 .

En un proceso paralelo, los esfuerzos del presidente Santos no solo se 
enmarcaron en la eventual negociación con los grupos insurgentes, sino que 
las decisiones ejecutivas fueron orientadas por el interés nacional de la paz 
con un derecho fundamental para la población colombiana instituido en la 
Constitución del 1991. En ese contexto, la proyección del objetivo de paz se 
había convertido en un componente del interés nacional y en la base de la 
política exterior liderada por su gobierno, pero también, bajo una necesaria 
observancia por el respeto y garantía de los derechos humanos que le per-
mitiera mejorar la credibilidad y la legitimidad ante la comunidad internacio-
nal, lo que tendría como consecuencia un apoyo irrestricto sobre lo pactado 
en el acuerdo y sobre la necesidad imperativa de su implementación en pro 
de la protección y defensa de los derechos humanos, y del respeto y dignifi -
cación de las víctimas del confl icto armado. 

En su primer año de gobierno, el presidente Santos dio apertura al 
diálogo con defensores de derechos humanos y de la sociedad civil a través 
de las “mesas de garantías”, así como vinculó los derechos humanos a los 
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criterios de gobierno; también se propuso la restructuración del DAS2 y la 
creación de la Unidad Nacional para los Delitos de Desplazamientos y Des-
apariciones Forzadas. En esa misma línea, el Ejecutivo impulsó la Ley 1448 
de 2011, más conocida como la ley de Víctimas y de Restitución de Tierras. 
Lo anterior contribuiría a trasmitir un mensaje a la comunidad internacio-
nal y a la sociedad colombiana de que el Gobierno estaba interesado en el 
respeto por los derechos humanos, así como en avances significativos en la 
reparación integral para las víctimas del conflicto armado. Empero, es claro 
manifestar que el diseño de una ley de avanzada en el cumplimiento de los 
derechos de las víctimas no es suficiente para el complejo problema de la 
reconstrucción del tejido social roto por la violencia; en esa misma línea se 
precisa que la implementación de algunas disposiciones de la norma nunca 
se surtieron de la mejor manera, dado que los procesos de restitución de 
tierras se toparon con números intereses de distintos actores que obstaculi-
zaron el proceso de reparación integral. 

En ese sentido, se daría también una transformación en la orientación 
de las políticas hacia los derechos humanos con la definición la actual Estra-
tegia Nacional para los Derechos Humanos (2014-2034). Esta fue desarrolla-
da bajo la “Propuesta de Política Integral de Derechos Humanos 2014-2034”, 
con la participación de más de 18.000 personas y cerca de 9.000 organiza-
ciones sociales en mesas de diálogo, las que permitieron detectar las pro-
blemáticas y estructurar soluciones con legitimidad ciudadana (Consejería 
Presidencial para los DD.HH. y Sistema Nacional de Derechos y DIH, 2015).

Ahora bien, durante su mandato, el presidente Santos (2010-2018) plan-
teó dar resolución al conflicto armado por medio de la negociación, sin dejar 
de lado la presencia militar y de las fuerzas armadas en territorio nacional. 
Sin embargo, su ejecución demandaba un proceso continuo y lento, que ne-
cesita el esfuerzo y reconocimiento de la esfera política y de la ciudadanía, 
constatando que las relaciones sociales para un proceso deben partir desde 
abajo y, así mismo y en el escenario global, la necesidad del apoyo de garan-
tes y veedores de la transformación contextual colombiana. 

Este factor fue claramente comprendido por el presidente Santos, quien 
desarrolló a lo largo de su primer mandato (2010-2014) una transformación 
de la política exterior con un enfoque integrador y participativo en el siste-
ma internacional, buscando la instauración de un nuevo gobierno que tenía 
como propósito la visibilización de Colombia como un Estado líder en la 

2 El cual sería desarticulado en 2011 y remplazado por la Agencia Nacional de Inteligencia.
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región y promotor del multilateralismo, y cambiar así la imagen de un país 
problema por la de un país líder en la región (Ramírez, 2011; Pastrana y 
Vera, 2012).

Como resultado, Cuba, Venezuela, Chile y Noruega se posicionaron 
como los Estados garantes que dieron respaldo a los diálogos de La Habana 
y al Acuerdo de Paz suscrito por el Gobierno y las FARC-EP, con el respaldo 
de la Alianza del Pacífico, la Organización de Estados Americanos (OEA) 
y UNASUR (Sánchez y Campos, 28 de febrero de 2020). De este modo, el 
Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una 
Paz Estable y Duradera (2016) orientaría la aplicación de los derechos huma-
nos en el marco de la consolidación de la paz, como, por ejemplo, la repara-
ción a las víctimas del conflicto, las políticas de protección y reinserción para 
los excombatientes, la restitución de tierras y el fortalecimiento institucional 
para garantizar el cumplimiento de los compromisos internacionales en ma-
teria de derechos humanos y derecho internacional humanitario. En suma, 
el gobierno de Santos –a través de sus decisiones, discursos y programas 
liderados– proyectó a Colombia ante la comunidad internacional como un 
Estado respetuoso y garantista de los derechos humanos. 

Los cambios de gobierno y las variaciones de los 
intereses ante la comunidad internacional sobre  
la paz de Colombia

Ahora bien, con el nuevo gobierno del presidente Duque, el interés na-
cional hacia la paz se fracturó. Al realizar un diagnóstico en un espectro de 
sus dos años, se observa que el actual gobierno del presidente Duque (2018-
2022) ha suscitado un número importante de acciones sobre la aplicación e 
implementación de las políticas y estrategias que respaldan la continuidad 
y verificación del cumplimiento de los Acuerdos de Paz, así como enormes 
contradicciones frente al cumplimiento de los estándares internacionales de 
los derechos humanos, lo que genera, nuevamente, un recrudecimiento de la 
violencia en el país. A su vez, su discurso y ejecución de la diplomacia han 
atacado las instituciones multilaterales como el Sistema de Naciones Unidas, 
lo que ha dejado grandes interrogantes en el escenario internacional en la 
voluntad de Colombia para la implementación del Acuerdo de Paz y de su 
avance en materia de derechos humanos.

Por un lado, al verificar los documentos oficiales del gobierno se mues-
tra un Ejecutivo respetuoso y cumplidor de los derechos humanos. Uno de 
los principales instrumentos que permite realizar un análisis primario del 
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enfoque de derechos humanos para el periodo 2018-2022 es el Plan Nacio-
nal de Desarrollo “Pacto por Colombia, pacto por la equidad”. En el capítulo 
“Pacto por la legalidad” se presenta una estrategia de seguridad y autoridad, 
con base en la defensa nacional, para la protección de la ciudadanía, enfa-
tizando en la desarticulación de organizaciones criminales y la salvaguarda 
de los líderes sociales, y adoptando una política de “prevención y protección 
a personas y comunidades en riesgo, en particular a las víctimas, líderes 
sociales y defensores de DD.HH.” (Departamento Nacional de Planeación, 
2018).

De igual forma, se hace referencia a los derechos humanos a través 
de “Imperio de la ley y convivencia: derechos humanos, justicia accesible y 
oportuna en toda Colombia y para todos” (Departamento Nacional de Pla-
neación, 2018), con el objetivo de fortalecer el sistema de justicia por medio 
de una cultura de legalidad y la instauración de mecanismos que visibilicen, 
digitalicen y consoliden la justicia, lo que permite un sistema más eficiente, 
con una política que garantice la aplicación de los derechos humanos. Tam-
bién, en 2018, el presidente Iván Duque firmó el decreto del Plan de Acción 
Oportuna (PAO), para el fortalecimiento de la prevención y la protección, 
individual y colectiva, de los derechos, la vida, la libertad, la integridad y la 
seguridad de líderes, dirigentes y representantes organizaciones defensoras 
de derechos humanos, sociales y comunales del país (Ministerio del Interior 
de Colombia, 19 de noviembre de 2018a), que a su vez conllevó la creación 
de la Comisión del PAO, integrada por el presidente, los ministerios del 
Interior, Justicia y del Derecho y Defensa Nacional, el comandante de las 
Fuerzas Militares, el director general de la Policía Nacional y el director de la 
Unidad Nacional de Protección (Ministerio del Interior de Colombia, 19 de 
noviembre de 2018b).

No obstante, en el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pacto por 
Colombia, Pacto por la Equidad”, la paz fue incluida a través de título de 
“Pacto por la construcción de paz: cultura de la legalidad, convivencia, es-
tabilización y víctimas”, modificando los principales ejes de la paz a nuevos 
términos como legalidad, seguridad y justicia. Estos términos y categorías 
que generalmente en el discurso del presidente tienen muchos significantes 
vacíos, y en cambio sí justifican discursivamente su oposición al Acuerdo 
de Paz, han logrado replegar distintas demandas sociales, sobre todo y casi 
únicamente del espectro político que representa el presidente electo. 

En esta línea, es menester precisar que, en términos estrictos, el Acuer-
do de Paz suscrito en 2016 está revestido de legalidad y de validez, dado 



 482 

INTERESES ESPECÍFICOS DE COLOMBIA

que surtió todos los procesos solemnes para su efectiva institucionalización. 
El Congreso de la República, en el entramado procedimental, surtió todos 
los pasos jurídicos necesarios para tener vida jurídica. Asimismo, la Corte 
Constitucional ha declarado la constitucionalidad y validez del Acuerdo a 
través de sentencias como C-379 de 2016, C-699 de 2016, C-630 de 2017 y 
C-332 de 2017, entre otras. Igualmente, el Consejo de Seguridad y el Sistema 
de Naciones Unidas promueven los mecanismos de veeduría para la veri-
ficación del cumplimiento del Acuerdo de Paz en Colombia, dotándolo de 
legalidad y validez, dado que este no vulnera los estándares internacionales 
para la justicia transicional derivados de los principios rectores contra la 
impunidad de Louis Joinet (1997) como primeros referentes claves para los 
procesos políticos de transición hacia la paz.

Adicionalmente, al inicio de su mandato presidencial, Duque habría 
intentado modificar por medio de una reforma a la Justicia Especial para 
la Paz (JEP), objetando seis artículos de los 159 que componen el acuerdo, 
entre ellos, la Ley Estatutaria de la JEP; el artículo 7, referente a la reparación 
integral de las víctimas por su falta de claridad para la reparación; el inciso 
8.ª del artículo 63, referente al acceso de verificación de miembros de gru-
pos armados por la ausencia de límites para el Alto Comisionado de Paz; y 
el inciso 3.º del literal j del artículo 79, por falta de precisión en el papel de 
la Fiscalía frente a diligencias judiciales (El Heraldo, 10 de marzo de 2019). 
Dichas objeciones no fueron aprobadas por el Senado de la República ni 
por la Cámara de Representantes, y la Corte Constitucional, a su vez, negó 
las objeciones presidenciales, en concordancia con la decisión tomada por 
la rama legislativa.

Es por ello que diferentes organizaciones internacionales han mani-
festado su preocupación frente a la falta de disposición y cooperación del 
actual gobierno para la realización de informes y a la presencia de estos 
organismos en el país, tal y como fue señalado por la comitiva de la ONU: 
“el Gobierno colombiano, a través de la Cancillería, ha expresado la in-
tención de debilitar la presencia o demandar el retiro de organizaciones 
especializadas de la ONU o programas de los órganos principales de dicha 
organización multilateral” (El Espectador, 26 de mayo de 2019). Igualmen-
te, el movimiento ciudadano Defendamos la Paz solicitó al presidente Iván 
Duque, por medio de un comunicado, el restablecimiento en las relaciones 
con los países garantes del acuerdo: el exministro del Interior Juan Fernando 
Cristo, miembro del movimiento, afirmó que “hay una estrategia diseñada 
para desbarajustar el proceso de paz en materia internacional”, por lo tanto 
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el Gobierno nacional ha debilitado el papel de Cuba y Noruega, así como 
el del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de la ONU (Contagio 
Radio, 7 de octubre de 2019).

En ese sentido, se evidencia la tensión en las relaciones, tras el pro-
nunciamiento del presidente Duque, en febrero de 2020, en el que asegura 
que las Naciones Unidas se estaban extralimitando en sus funciones y 
metiéndose en terrenos que no le corresponde, o sosteniendo que tales in-
formes constituían una intromisión a la soberanía nacional y respondiendo 
con desacuerdo a las recomendaciones planteadas por Michel Forst ante 
OHCRH (Semana, 27 de febrero de 2020). Esta situación se escaló cuando 
el informe del 4 de marzo de 2020, el Gobierno nacional, en cabeza de la 
canciller Claudia Blum, rechazó de manera enfática el informe sobre la si-
tuación de los defensores de derechos humanos en el país; adicionalmente, 
el Gobierno canceló el convenio de asistencia técnica para el Programa 
Nacional de Sustitución de Cultivos Ilícitos (PNIS) que tenía con la Oficina 
de la Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (El Espectador, 26 de 
mayo de 2019). Cabe destacar que cuando Colombia, de forma soberana y 
autónoma, decidió ser parte del sistema de Naciones Unidas ratificando la 
carta fundacional, se comprometió con todos los mecanismos y sistemas de 
protección y veeduría internacional para el cumplimiento de los derechos 
humanos, aspecto en el que nuevamente el presidente Duque no solo des-
conoce la historia de Colombia como sujeto y Estado parte de los sistemas 
internacionales, sino que evidencia sus contradicciones y desinterés por 
la observancia y el cumplimiento de los estándares internacionales en la 
materia. 

Por otro lado, el Parlamento Europeo expresó su preocupación al pre-
sidente Duque sobre las confrontaciones armadas y los asesinatos a los pro-
motores de los derechos humanos. Además, la Delegación de la Unión Euro-
pea en Colombia realizó la campaña “Defendamos la vida” con el objetivo de 
visibilizar y proteger a los líderes sociales, que contó con el apoyo de once 
países comunitarios y la presencia de líderes sociales. Así mismo, según las 
solicitudes de la Comunidad Europea, se reafirma la importancia de apoyar 
y fortalecer el Sistema de Justicia Transicional (Plataforma Colombiana de 
Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo, Coordinación Colombia-Euro-
pa-Estados Unidos y Alianza de Organizaciones Sociales y Afines, septiembre 
de 2019).

Aunado a lo anterior, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos, en el informe anual para 2019, destacó la 
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preocupación por las masacres y los asesinato de líderes sociales, defen-
sores de derechos humanos, grupos étnicos, mujeres y población LGTBI, 
por los focos de violencia a partir de actividades ilícitas, por la violencia 
infantil y el aumento del conflicto armado, y por los casos desproporcio-
nados de uso de la fuerza en manifestaciones pacíficas contra el Gobierno. 
También aseguró que defender los derechos humanos sigue considerán-
dose “una labor de alto riesgo en Colombia”, con la premisa de que los 
derechos humanos deben ser aplicados a todas las personas, sin distinción 
alguna. En este contexto, los derechos se convierten en privilegios para 
determinada población y cualquier intento de su promoción es fulminado 
con un fin violento (Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, febrero de 2020). 

Por otro lado, voceros de 500 organizaciones sociales3, en concordancia 
con el Informe anual de la CIDH de 2018, presentaron ante el Parlamento 
Europeo un documento que recopila las acciones emprendidas en el pri-
mer año de gestión del gobierno Duque en materia de derechos humanos. 
En este se esbozan los principales desafíos contemporáneos para Colombia 
que se orientan en un eje común, las violaciones de derechos humanos. Sin 
embargo, no se ha determinado una política que plantee soluciones; al con-
trario, la política de defensa y seguridad nacional que se rige en un sentido 
de militarización establece, como se vio con la política de seguridad demo-
crática, mayor presencia de actores armados legales e ilegales, vulneración 
a las normas humanitarias, violaciones de derechos y, consecuentemente, 
reducción de los espacios de promoción de garantías. 

Así mismo, el Centro de Investigación y Educación Popular Programa 
por la Paz (2020, p. 315) presenta un informe donde expone los departa-
mentos más afectados por la violación de derechos humanos: Cauca, con 
302 victimizaciones; Valle del Cauca, con 115 victimizaciones; y Chocó, con 
73 victimizaciones. Estas zonas, por las disputas entre paramilitares por el 
territorio y los desplazamientos de la población civil, la amenaza y agre-
sión constante hacia los líderes sociales, la presencia de multinacionales 
que buscan implementar megaproyectos de extractivismo con repercusión 
medioambiental e ilegal, el incumplimiento a los acuerdos para la reparación 
y el abandono estatal por la ausencia de autoridades, se convierten en focos 
para la vulneración de derechos (Mapa 1).

3 Plataforma Colombiana de Derechos Humanos Democracia y Desarrollo, Coordinación 
Colombia-Europa-Estados Unidos y Alianza de Organizaciones Sociales y Afines (2019).
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Mapa 1. sesinatos de personas defensoras de derec os umanos en 2 19
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La protección a los líderes sociales y defensores de los derechos 
humanos ha sido uno de los puntos de más sensibilidad y vulnerabilidad 
en el actual gobierno. Para junio de 2020, el Partido FARC denunció pú-
blicamente el asesinato de 214 excombatientes desde la firma del Acuerdo 
de Paz. Así mismo, Athemay Sterling, abogado y defensor de derechos 
humanos, expresó un rechazó ante la falta de garantías en materia de 
seguridad y protección que ha conllevado el asesinato de 721 líderes so-
ciales durante el gobierno Duque, quien ha reestructurado el manejo de 
esta problemática a través del Plan de Acción Oportuna (PAO), cuando el 
Acuerdo de Paz había establecido mecanismos como Comisión Nacional 
de Garantías o el Sistema Integral de Seguridad para el Ejercicio de la 
Política (SISEP). 

Esto coincide con el inicio de los dos primeros años de gobierno 
de Duque, empero, ciertamente, en Colombia la debilidad institucio-
nal manifiesta ha generado la desprotección histórica de los líderes 
sociales y las víctimas del conflicto. Diferentes organizaciones, como 
Indepaz, mantienen un registro de los líderes sociales y defensores 
de derechos humanos asesinados en 2020 que se actualiza constante-
mente, el cual evidencia que han sido 186 las víctimas, según registro, 
hasta agosto del presente año, siendo las zonas más afectadas Cauca, 
Antioquia, Huila, Nariño, Putumayo, Santander y Norte de Santander 
(Indepaz, 2020).

Igualmente, la ONG Somos Defensores presentó en su Boletín Tri-
mestral (SIADDHH) un informe sobre la situación de los derechos huma-
nos en el país en comparación a 2019, donde se alerta de un incremento, 
casi del doble, de los asesinatos a la población, así como otros tipos de 
agresión: amenazas, atentados, detenciones arbitrarias, judicializaciones, 
desapariciones forzadas y robos de información sensible. La ONG, a tra-
vés de su sistema de información, confirmó que para el periodo de enero 
a marzo de 2020 se habrían llevado a cabo 197 agresiones individuales 
contra 187 personas con liderazgo, identificado como presuntos respon-
sables de los hechos de violencia en el 45% de las veces a los grupos 
paramilitares, en el 37% se desconoce el autor, en el 7% a la Fuerza Pú-
blica, en el 8% existiría responsabilidad de las disidencias de las FARC, 
en el 2% la presunta responsabilidad sería del ELN y otro tipo de actores 
tendrían la responsabilidad en el 1% (Somos Defensores, 2020) (gráficos 
2 y 3).



 487 

El interés de Colombia frente al cumplimiento de los estándares de 
derechos humanos en el marco de la construcción de la paz nacional

r fi co 2. gresiones por departamento 2 19
An

tio
qu

ia

Ar
au

ca

At
lá

nt
ic

o

Bo
lív

ar

Bo
ya

cá

Ca
ld

as

Ca
qu

et
á

Ca
sa

na
re

Ca
uc

a

Ce
sa

r

Ch
oc

ó

Có
rd

ob
a

Cu
nd

in
am

ar
ca

Di
st

rit
o 

Ca
pi

ta
l

Gu
av

ia
re

Hu
ila

La
 G

ua
jir

a

M
ag

da
le

na

M
et

a

Na
riñ

o

No
rte

 d
e 

Sa
nt

an
de

r

Pu
tu

m
ay

o

Qu
in

dí
o

Ri
sa

ra
ld

a

Sa
nt

an
de

r

Su
cr

e

To
lim

a

Va
lle

 d
el

 C
au

ca

Va
up

és

Vi
ch

ad
a

237

60 52

17
27

19 18 18 13 13

32 34
22

11
20

41 42

14 12 12 12
21 27

18
28

18 3 5 758

Fuente  omos efensores 2 2 .

r fi co 3. gresiones seg n el tipo de lidera go 2 19

Líder indígena

Defensor de derechos humanos

Líder comunitario

Líder comunal

Líder campesino

Líder afrodescendiente

Líder víctimas

Líder sindical

Líder ambiental

Líder académico

Líder LGBTI

Líder de mujeres

271

128

97

91

87

66

45

21

13

7

5

4

128

97

91

87

66

45

21

13

5

4

Fuente  omos efensores 2 2 .

Finalmente, en relación con la reforma rural integral del Programa Na-
cional Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito (PNIS), en el Plan 
de Desarrollo fue incorporada la “Ruta Futuro”, una política integral para el 
problema del tráfi co de drogas, con un énfasis nuevamente en la seguridad. 
Así mismo, el Gobierno nacional ha priorizado estrategias como la aspersión 
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aérea y la erradicación forzosa, en lugar del direccionamiento de políticas 
hacia la sustitución. Para 2019, Jorge Iván Ramos, delegado del partido FARC 
en el PNIS, expresaba que todas las instancias de este programa, contenidas 
en el Decreto 896 de 2017, estaban suspendidas (El Espectador, 23 de julio 
de 2020). Esto coincide con el tercer balance sobre el cumplimiento del 
Acuerdo de Paz realizado por el Instituto Kroc (abril de 2019), el cual reafir-
ma que el proceso de implementación ha sufrido una ralentización, ya que, 
a febrero de 2019, el 69% de los compromisos en el Acuerdo Final están en 
proceso de implementación, mientras que un 31% de compromisos no ha 
iniciado implementación.

Ahora bien, pese a que el Consejo Nacional de Reincorporación, a tra-

vés de programas socioeconómicos, constituidos en la política de Paz 

con Legalidad, se ha encargado de incentivar proyectos productivos 

que favorecen a los excombatientes en procesos de reincorporación, 

la Contraloría General de la República presentó el cuarto informe de 

seguimiento a los dineros destinados para el posconflicto durante la 

vigencia 2019, en el cual se comprobó que en ninguno de los años de 

implementación se ha ejecutado la totalidad de los recursos previstos 

por año en el Marco Fiscal de Mediano Plazo, igualmente, en que me-

nos del 1% de la ejecución en 2019 ha sido financiada con recursos del 

Sistema General de Participaciones. (Contraloría General de la Repú-

blica, julio de 2020)

Con esto se evidencia retrasos significativos en el la ejecución de re-
cursos y, consecuentemente, en la implementación de lo pactado para la 
construcción de paz y para la reconstrucción del tejido social roto por la 
violencia. 

A su vez, es importante destacar que, en términos de Estado social de 
derecho, el interés nacional por la paz, instituido e institucionalizado de 
forma categórica a través de la Constitución Política de Colombia de 1991 y 
de todos los tratados internacionales en materia de derechos humanos ratifi-
cados por Colombia, ha estado vigente en todos los gobiernos colombianos. 
Las posturas ideológicas y los intereses del gobierno y de su partido político 
han contribuido al detrimento de la imagen proyectada por el país en el go-
bierno de Santos, una ruptura que se opone a la identidad nacional de la paz 
y a la legitimidad del país frente a los acuerdos firmados en La Habana. Las 
numerosas contradicciones entre el discurso, los documentos oficiales y las 
acciones del presidente Duque han promovido una profunda incertidumbre 
y desconfianza de agencias e instituciones de las Naciones Unidas y de la 
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Unión Europea, entre otros actores, sobre los compromisos del Estado co-
lombiano con la comunidad internacional en materia de derechos humanos 
y de derecho internacional humanitario.

Rol de las Fuerzas Militares frente al interés nacional 
de la consolidación democrática y frente a la 
sostenibilidad de la paz

En esta segunda parte se analiza la consolidación de la identidad inter-
nacional de Colombia como un Estado cumplidor y garante de los derechos 
humanos y que practica o respeta las disposiciones del derecho internacional 
humanitario, así como la construcción del interés nacional de la democracia 
y la paz a partir del rol institucional de sus Fuerzas Militares. En relación 
con este último, el establecimiento de la democracia para la consolidación 
de la paz presenta desafíos puntuales para sus Fuerzas Militares, los cuales 
se presentarán a continuación. 

En el contexto de mitad del siglo XX, surgen en Colombia guerrillas que 
tienen como origen los múltiples desacuerdos hacia la ideología conservado-
ra y la lucha política contra los arreglos bipartidistas del Frente Nacional y a 
favor de la apertura de vías de participación democrática. Estos movimientos 
guerrilleros lograron materializar la idea de establecer una fuerza militar que 
combatiera al Estado. En ese sentido, la acción revolucionaria emergió desde 
grupos campesinos que se movilizaban de manera violenta con un objetivo 
político. Así, para las décadas de los años sesenta y setenta surgen diversos 
grupos insurgentes, tales como el Ejército de Liberación Nacional (ELN), el 
Ejército Popular de Liberación (EPL) y las Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia - Ejército del Pueblo (FARC-EP) como guerrillas de primera 
generación; y el M-19 y el Movimiento Armado Quintín Lame (MAQL) como 
guerrillas de segunda generación (Cadavid, 2019). 

Ahora bien, pese a la evolución del conflicto y sus diferentes dinámicas, 
con la firma del proceso de paz con las FARC-EP no solo finaliza el enfren-
tamiento de este grupo insurgente con el Estado colombiano y sus ciuda-
danos, sino que también enmarcan nuevos mecanismos para avanzar en el 
establecimiento de la democracia –state building–, principalmente, a partir 
del fortalecimiento de todas sus capacidades estatales y de sus instituciones 
para con ello garantizar los derechos y las libertades de sus nacionales (Vera, 
Prieto y Garzón, 2019). 

En ese orden de ideas, las instituciones (normas, valores, organizacio-
nes) son limitaciones establecidas por los individuos y las sociedades, las 
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cuales estructuran sus interacciones (North, 1993). En ese sentido, para cual-
quier actor gubernamental en cuya función repose aplicar el monopolio de 
la fuerza estatal desde la visión weberiana, el mecanismo institucional que 
delimita el uso de la fuerza son los derechos humanos. Este punto de refe-
rencia da legitimidad a las Fuerzas Militares en dos vías. Primero, mediante 
el establecimiento de la seguridad sobre la base del reconocimiento de las 
libertades y los derechos, los que permiten la consolidación de los procesos 
democráticos; y segundo, fundamentar la seguridad desde los valores y prin-
cipios consagrados en la carta de las Naciones Unidas, que le da credibilidad 
interna y legitimidad política a la institución castrense. De este modo, la legi-
timidad del Estado colombiano se construye desde y junto con la legitimidad 
de sus Fuerzas Militares.

En este contexto, desde 2011, las Fuerzas Militares transitan por un 
proceso de transformación en aras de “mejorar su efectividad y sostenibi-
lidad para garantizar las capacidades necesarias para afrontar los retos y 
amenazas que se presentan hoy en día a nivel nacional e internacional” (FIP, 
12 de diciembre de 2018, p. 5). Por lo tanto, el proceso de transformación 
demanda un cambio progresivo en su doctrina y estructura interna en pro 
de la construcción de la legitimidad institucional. En este sentido y siguiendo 
a Rivera-Páez (2019), la legitimidad militar desde una mirada occidental se 
articula desde los postulados de la modernidad: “(i) el respeto a los valores 
democráticos y a la democracia como forma de gobierno, (ii) la protección 
de los derechos humanos (DD.HH.) y (iii) la búsqueda del Estado social de 
derecho como forma de organización suprema” (p. 219).

Así, en el contexto actual, la debilidad institucional aún presente en di-
versas zonas y la ausencia del Estado en algunas de las regiones periféricas 
del territorio nacional generan un desafío para las Fuerzas Militares, asignán-
dole un rol fundamental para la construcción institucional del Estado y de 
su democracia. Estas debilidades y fracturas en los sistemas de gobernanza 
nacional ralentizan e impiden que el sistema democrático responda a sus 
principios e ideales normativos, tales como la equidad y la inclusión, y el 
goce de los derechos y obligaciones para todas las personas. 

El fortalecimiento de la democracia desde sus Fuerzas Militares se debe 
inscribir sobre la base de una estrategia general de desarrollo institucional 
encaminada hacia un marco de acciones coherentes bajo una visión estatista. 
Es así como, según el artículo 217 de la Constitución de 1991, el aparato jurí-
dico del Estado colombiano establece en sus Fuerzas Militares la responsabi-
lidad de garantizar el orden constitucional en todo el territorio nacional. Así, 
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desde la seguridad territorial, se pasará a establecer otras entidades estatales 
en donde las personas, el libre pensamiento, los bienes y los capitales pue-
dan circular y establecerse. Según el planteamiento anterior, el fortalecimien-
to de la democracia en zonas o territorios en transición de un conflicto ar-
mado hacia la paz depende de instaurar primordialmente las facultades para 
la gobernanza estatal fundamentada en la interacción y relación con otros 
actores públicos y privados. Es decir, no solamente dotar a estos territorios 
de la infraestructura básica de un Estado (servicios públicos), sino a la capa-
cidad de la sociedad para gobernarse y protegerse (Calderón y López, 2019).

Adicionalmente, uno de los elementos centrales posterior a un conflicto 
armado es el proceso de reinserción de los miembros del grupo desmovi-
lizado a la vida civil. Es por ello, que resulta de vital importancia el rol de 
las Fuerzas Militares como garantes de la seguridad en la transición de los 
desmovilizados hacia la vida civil democrática y el establecimiento de siste-
mas económicos lícitos que reemplacen las antiguas economías y prácticas 
criminales, subversivas y terroristas. También el de brindar seguridad a los 
diversos agentes y actores que facilitan la cooperación internacional, y a las 
misiones para el retorno de los desplazados y refugiados, así como a los 
organismos verificadores de la implementación de los acuerdos. En ese sen-
tido, la falta de garantías y ralentización del cumplimiento de lo pactado se 
ha evidenciado en la nueva reconfiguración de grupos armados y disidencias 
de la exguerrilla de las FARC-EP, que han aumentado su presencia en zonas 
vulnerables como el Bajo Cauca, Chocó y Norte de Santander, conllevando 
una “reinstalación de la guerra”, nuevos picos de violencia, asesinatos, des-
plazamiento y reclutamiento infantil (Plataforma Colombiana de Derechos 
Humanos et al., septiembre de 2019).

Por último, la consolidación de la paz enfrenta el desafío de limitar 
la capacidad del narcotráfico como financiador y sostenedor del conflicto 
y la violencia. Históricamente se observa que el narcotráfico ha estado 
“ligado con la generación de conflicto debido a la instalación de una eco-
nomía de guerra proveedora de los recursos económicos que sostienen el 
enfrentamiento armado en contra del Estado” (Grosso, 2012, p. 105). En la 
actualidad, el impacto de la economía criminal del narcotráfico ha impli-
cado la persistencia del conflicto en diversas zonas del país, sosteniendo 
a diversos grupos y actividades ilegales en territorios antes ocupados por 
grupos paramilitares y guerrilleros, y generando nuevos ciclos de violencia, 
violación a los derechos humanos, atraso en las regiones y pobreza estruc-
tural, entre otras múltiples consecuencias. Sumado a esto, se plantea la 



 492 

INTERESES ESPECÍFICOS DE COLOMBIA

necesidad imperante de neutralizar las acciones de los grupos insurgentes 
y del crimen organizado que hoy día se disputan el control territorial –va-
cío de poder (Benzing, 2019)– de los lugares históricos que fueron fortines 
de las FARC-EP. El sistema de amenazas persistente (SAP) plantea la exis-
tencia como agentes generadores de violencia al narcotráfico, los grupos 
delincuenciales disidentes, la minería criminal y otras posibles amenazas 
transnacionales. 

Esto implicará la conducción de operaciones militares renovadas, que 
asuman el uso de nuevas tecnologías, no solo apuntando a la captura de 
las estructuras de producción de base de coca, sino hacia las estructuras 
financieras y del lavado de activos en donde se concentra el poder del nar-
cotráfico. A su vez, desde la experiencia acumulada en el capital humano 
de sus efectivos, estas pueden liderar y conducir operaciones en el marco 
del derecho internacional humanitario y de los derechos humanos. De esta 
manera, para avanzar en los procesos de construcción de la paz en Colom-
bia es de vital importancia reducir el impacto de estas economías ilegales 
desplegando todas las virtudes y atributos de la misión multidimensional de 
las Fuerzas Militares.

Rol de las Fuerzas Militares en la construcción de 
una identidad nacional basada en los estándares 
internacionales de derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario

Como se ha señalado en líneas anteriores, las Fuerzas Militares son 
un actor nacional central en la consolidación del interés nacional de la paz. 
Aunado a esto, su rol protagónico no solo se suscribe al contexto domésti-
co, sino que, a su vez, funge como actor estratégico para la proyección del 
liderazgo de Colombia en la región y de su identidad como un Estado que 
protege y respeta los derechos humanos. A continuación, se presentan tres 
aspectos en los que las Fuerzas Militares pueden ejecutar un rol vital para 
alcanzar el objetivo mencionado. 

Como un primer aspecto, durante la última década, Colombia ha ejer-
cido desde sus Fuerzas Militares un liderazgo regional en materia de coope-
ración en seguridad y defensa. Luego de alcanzar grandes logros militares 
en la lucha contra los diversos actores armados guerrilleros y paramilitares, 
y contra actores de crimen organizado – narcotráfico, minería ilegal, secues-
tro, etcétera–, las Fuerzas Militares han fortalecido la imagen internacional 
de la nación colombiana que ha transitado en la última década de ser un 
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país “problema” a un país modelo “cooperante”. Es por estos importantes 
resultados que desde el gobierno del presidente Santos, en el escenario de la 
cooperación internacional, Colombia pasó de ser receptor de seguridad –EE. 
UU., Israel y Reino Unido– a ejercer un rol de liderazgo en la región desde 
la diplomacia de la seguridad y la defensa ejecutada desde el mecanismo de 
la cooperación triangular. 

Bajo su gobierno se institucionalizó y se elevó al nivel de “estatus estra-
tégico de la cooperación internacional dentro de la política exterior colom-
biana” (Tickner, diciembre de 2016, p. 7), ofreciendo asistencia y cooperación 
en siete áreas: “desarrollo organizacional, lucha contra el narcotráfico, cri-
men organizado, seguridad ciudadana, lucha contra la corrupción, derechos 
humanos y derecho internacional humanitario, y capacidades operativas” 
(Ministerio de la Defensa de Colombia, 2013). Gracias al fortalecimiento de 
Colombia como un “exportador de seguridad” (Vera, 2017), se ha potenciado 
la imagen de país como líder en la región en términos de la diplomacia para 
la seguridad y la defensa para la reducción de amenazas transnacionales.

Aunado con el punto anterior, se suscribe un segundo aspecto para for-
talecer la construcción identitaria nacional basada en los derechos humanos, 
esto es, la transformación en la percepción de las relaciones civiles-militares 
en el marco del posconflicto. Luego de más de 50 años de conflicto y de 
un siglo XX atravesado por escenarios violentos, algunos integrantes activos 
o no activos de las Fuerzas Militares han estado involucrados en diversos 
episodios en los cuales algunos miembros han ejecutado acciones y opera-
ciones militares donde se han afectado la libertad de los nacionales4 o, en la 
peor de las situaciones, se ha terminado con la vida de colombianos5. Estas 
acciones han fragmentado la confianza ciudadana y ha puesto en duda su 
institucionalidad. Ahora bien, en aras de construir legitimidad institucional 
en los connacionales, para las Fuerzas Militares, las interacciones y relaciones 
civiles-militares son un eje fundamental. Según Bettina Benzing (2019, p. 69), 
la OCDE hace las siguientes recomendaciones para alcanzar tal propósito: 

• Crear confianza y alianzas entre el gobierno, las fuerzas de seguridad y la 
sociedad civil en temas de seguridad y justicia.

• Mejorar la capacidad de investigación de la sociedad civil y su rol en la re-
presentación de las opiniones de las comunidades locales. 

4 Por ejemplo, los recientes casos de seguimiento ilícito a periodistas y líderes sociales y la 
violación de niñas indígenas por parte de soldados. 

5 En este aspecto, los llamados “falsos positivos” (body count).
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• Desarrollar la capacidad técnica de las organizaciones de la sociedad civil 
para brindar asesoramiento sobre políticas y servicios de seguridad y justicia. 

• Construir grupos más amplios a favor de RSSD, aumentando la cobertura de 
los medios y la conciencia pública.

• Facilitar el surgimiento de una sociedad civil más amplia y más representativa.

En virtud de lo anterior y en el contexto de transformación institucional 
que cursan las Fuerzas Militares en la actualidad, es importante fortalecer 
las relaciones civiles-militares sobre la base de innovaciones conceptuales 
que superen la relación amigo-enemigo que se tejió con la sociedad civil por 
causa del conflicto armado. Así, las estrategias y referentes conceptuales son: 
alianzas público-privadas, cooperación y capacitación, foros de discusión, 
comunicación, diversidad e inclusión, los que podrán ser catalizadores de 
nuevas estrategias de relacionamiento con la sociedad civil y sus diferentes 
expresiones. Para este punto, es clave tener como referente las relaciones 
cívico-militares que se desarrollaron en las zonas del país donde el Esta-
do únicamente pudo llegar con las Fuerzas Militares, lo que generó que la 
representación del Estado y de sus bienes y servicios fueran abordados y 
desarrollados por la institución castrense. 

De este modo, como un tercer aspecto y partiendo de los derechos 
humanos como referente cognitivo, las Fuerzas Militares pueden adherirse 
al debate actual frente a los nuevos enfoques en la lucha contra las drogas 
aportando los insumos y conocimiento contextual que han recogido y que 
han adquirido tras décadas de confrontación armada frente al narcotráfico. 
Desde 2011 y hasta la actualidad, la Comisión de Narcóticos de las Nacio-
nes Unidas lidera un importante debate sobre la lucha contra las drogas y 
el narcotráfico. Esta tiene como objetivo evaluar la estrategia internacional 
antidroga que hasta ahora ha sido ejecutada bajo un enfoque prohibicionista 
y punitivo. La falta de resultados de estas políticas coercitivas y represivas 
en más de sus cincuenta años de existencia ha suscitado el surgimiento de 
nuevos enfoques (Bedoya Jiménez, 2016) y nuevas estrategias que en solita-
rio han aplicado algunos Estados, por ejemplo, Portugal y Uruguay (Cunial, 
2013). 

Según el Observatorio de Drogas, un cambio de paradigma en la lucha 
contra las drogas y el delito basado en los derechos humanos debe asumir 
los siguientes elementos: prevención en la reducción de los daños (depen-
dencia, sobredosis por consumo y transmisión de enfermedades); inversión 
social en comunidades marginadas y con pocas oportunidades; y 3) el desa-
rrollo de políticas públicas que busquen la dignificación y desarrollo del ser 
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humano (Bedoya Jiménez, 2016). A su vez, para Ramírez (2017) debe existir 
un compromiso de “romper el silencio frente al fracaso” (p. 331) del sistema 
internacional, de los actores gubernamentales y civiles, y de los esfuerzos 
de sus cuerpos de seguridad y defensa en esta lucha. Esto con la finalidad 
de debatir sus resultados y analizar nuevos caminos y alternativas desde mi-
radas interdisciplinares y multienfoques, que no solo tengan en cuenta los 
procesos de gubernamentales y administrativos top-down para la construc-
ción de las nuevas alternativas para avanzar en la solución al problema de 
las drogas, sino que apunten a procesos bottom-up, tales como los contextos 
participativos, basados en las libertades, que involucre a diversos actores 
sociales y civiles, y que abandonen los esquemas culturales frente a la hoja 
de coca y a sus consumidores. 

A su vez, estos diversos enfoques basados en los derechos y las liber-
tades, la seguridad humana, la salud y la reducción de riesgos fueron plas-
mados en el Acuerdo de Paz, punto 4, “Solución al problema de las drogas 
ilícitas”. El Ministerio de Salud (29 de mayo de 2019), en cabeza de este 
informe, señala en relación con el rol de la seguridad y la protección que 
deben ejercer los organismos estatales que: 

Para construir soluciones sostenibles, garantizar los derechos de los 
ciudadanos y las ciudadanas y el no resurgimiento del problema, la 
política debe tener un enfoque territorial basado en la participación 
ciudadana y en la presencia y el fortalecimiento, en términos de efec-
tividad, eficiencia y transparencia, especialmente de las instituciones 
responsables de la atención social y de las responsables de la seguri-
dad y protección de las comunidades.

Aunado a lo anterior, es menester mencionar que las Fuerzas Militares 
se constituyen como una institución absolutamente cardinal para la imple-
mentación de los puntos concertados en el Acuerdo de Paz y en el sosteni-
miento de estructuras que permiten el goce y ejercicio democrático, empero, 
esto se subordina a las decisiones y visión del Ejecutivo, por lo que los re-
cursos y el saber acumulado de la institución castrense están de cierto modo 
desaprovechados por el actual gobierno. 

En la misma línea, pese a los avances que en esta materia fueron ade-
lantados en el gobierno de Santos, para Sandra Borda, el gobierno de Iván 
Duque “decidió abandonar la estrategia de buscar una reforma del régimen 
internacional antidrogas que había iniciado el anterior y, en cambio, optó 
por suscribir el prohibicionismo trumpiano sin mucha reflexión” (1 de abril 
de 2019). Es por ello que surge la imperante necesidad de cuestionar desde 
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las Fuerzas Militares la permanencia en una estrategia que solo instrumenta-
liza la institución para salvaguardar el bienestar, la seguridad y los intereses 
de unos pocos países. 

Por ello, desde el posicionamiento regional que tiene en la actualidad 
las Fuerzas Militares, se puede aunar esfuerzos y procesos hacia el tránsito 
de nuevos enfoques en la lucha contra la droga, donde exista corresponsa-
bilidad tanto en países productores como en países consumidores. Así, es 
importante apuntar a enfoques que propendan por la reducción de daños 
y donde, a su vez, los países puedan gozar de independencia y autonomía 
nacional para la formulación de sus propias políticas dentro de un marco re-
gulatorio internacional, y no como ha sido la realidad colombiana, donde su 
política exterior se ha condicionado durante varias décadas sin ningún plan-
teamiento crítico por la política antidrogas de los Estados Unidos (Pontificia 
Universidad Javeriana y Fundación Konrad Adenauer, 2017, pp. 1-3). Como 
afirma Ramírez (2017): “ni la ideología ni la conveniencia deberían reempla-
zar la evidencia científica en la construcción de una política cuyo objetivo 
debería ser la reducción de daños a la salud, la seguridad y el bienestar de 
los individuos y la sociedad” (p. 332).

Por lo tanto, una postura racional indicaría que si Colombia no recibe 
mayores beneficios pese al constante alineamiento a las posturas norteame-
ricanas, es mejor intentar estructurar y promover una política más autónoma 
y que satisfaga mejor los intereses para la nación (Borda, octubre de 2019). 
No así, la guerra de desgaste a la que son sometidas las Fuerzas Militares por 
causa de este enfoque obtuso, que trunca el avance institucional y la obten-
ción de resultados en otras áreas de mayor impacto para el Estado, como lo 
son la reducción de los crímenes ambientales, el control territorial fronterizo 
frente al tráfico de personas o la migración ilegal, y la preservación de la 
biodiversidad y de los recursos ambientales. 

Conclusiones

Colombia, históricamente, ha definido en su política constitucional la 
importancia de reconocer, promover y garantizar los derechos humanos a 
través de la suscripción de tratados y la adopción de regímenes internaciona-
les. Empero, la proyección de la identidad nacional en Colombia, a través de 
la política exterior, se ha visto afectada por la búsqueda de una resolución al 
conflicto armado, el problema del tráfico de drogas y las olas de violencia, 
enmarcadas históricamente en dinámicas de seguridad y securitización, po-
líticas que podrían abordarse por medio de perspectivas multidimensionales 
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en aras de hacer un comprensión y proyección hacia los problemas naciona-
les desde un enfoque de derechos humanos. Asimismo, la ausencia de una 
política de Estado, pero sobre todo de los gobiernos de turno, frente la paz 
y frente a los derechos humanos fomenta identidades confusas de Colom-
bia ante la comunidad internacional. De tal forma y aunado a la debilidad 
institucional colombiana, genera que los gobiernos sectarios delimiten dis-
crecionalmente los componentes y principios que regirían las políticas en el 
marco internacional y establezcan espacios que en la práctica se traducen en 
la falta de reconocimiento de minorías o pequeñas comunidades, el desco-
nocimiento en las políticas sociales, la ausencia institucional y propiciando 
la vulneración de los derechos humanos.

En ese contexto, se resalta la importancia de la transformación del enfo-
que político a través de la implementación de los acuerdos de paz, que per-
miten establecer una nueva perspectiva para abordar la problemática interna 
en el país. Esto se proyectó por medio del enfoque hacia la dignificación de 
las víctimas del conflicto, diferenciando el papel de los actores y creando así 
multiplicidad de variables para el establecimiento de una solución política 
duradera del conflicto armado. En ese sentido, se considera de gran relevan-
cia acatar las recomendación de organizaciones y de la comunidad interna-
cional, permitiendo que a través de la implementación del Acuerdo de Paz 
se puedan superar los retos en materia de derechos humanos, adaptando las 
políticas de gobierno con base en la identidad de la sociedad colombiana y 
partiendo de la experiencia de violencia y conflicto y de la nueva necesidad 
del país por consolidar el escenario de la paz. Esto le permitirá, en primer 
lugar, establecerse como un país que cumple sus compromisos, proyecta 
estabilidad y respeto hacia los derechos, está dispuesto participar en diná-
micas de cooperación y tiene posibilidades de liderar procesos relevantes en 
el sistema internacional.

Ahora bien, la diplomacia y la política exterior desplegada por el pre-
sidente Santos en aras de lograr la paz, de mejorar los estándares interna-
cionales de cumplimiento a los derechos humanos, y de lograr el reconoci-
miento del conflicto armado, el reconocimiento imperativo de dignificar a 
las víctimas del conflicto, la apertura al diálogo social y la protección a los 
líderes y activistas de derechos humanos, entre otros aspectos logrados en 
el anterior gobierno, permitieron construir una imagen identitaria de una 
Colombia comprometida con los problemas estructurales sociales y con una 
lectura o enfoque de reivindicación que proyectaba como un Estado intere-
sado por los derechos humanos como instituciones de organización social y 
de bienestar colectivo.
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De tal forma que el mejoramiento sobre la legitimidad y credibilidad 
de Colombia ante la comunidad internacional como un Estado respetuoso y 
cumplidor de los derechos humanos fue desechada o desconocida por el ac-
tual gobierno del presidente Duque. Así entonces, con el nuevo gobierno de 
Duque, la desprotección de los líderes sociales, la apatía y negligencia para 
la disposición de recursos orientados a garantizar la implementación de los 
acuerdos de paz y las confrontaciones abiertas contra los sistemas multilate-
rales y agencias de protección a los derechos humanos generan un cambio 
de percepción y de identidad que proyectaba Colombia. En consecuencia, 
tales características del actual gobierno con relación a los problemas sociales 
han impactado la identidad nacional, pero, es menester realizar un análisis 
prospectivo sobre el restante periodo presidencial en aras de fortalecer los 
puentes de entendimiento social y político. 

En relación con las Fuerzas Militares, el retorno del actual gobierno a 
la construcción del interés nacional de la paz sobre la base de postulados 
ideologizados de la seguridad nacional y no sobre el fortalecimiento y la 
independencia de las instituciones estatales, reduce todos los esfuerzos esta-
tales y de sus connacionales, así como el apoyo recibido internacionalmente 
para la construcción de la paz. La instrumentalización por parte de actores 
nacionales de las Fuerzas Militares para fines políticos perpetúan las visiones 
conflictivas (amigo-enemigo) sostenidas durante varias décadas, afectando 
con ello la transformación institucional emprendida y desviándola de su 
misión de garantizar los valores democráticos, las libertades y los derechos 
humanos. Esto, reconociendo las importantes labores y roles que la insti-
tución castrense ha desempeñado en el escenario nacional al representar 
al Estado y al permitir el sostenimiento democrático y la forma de Estado, 
pero también en el escenario internacional exportando saberes acumulados 
y proyectando un ejercicio de cooperación sobre los problemas y amenazas 
comunes a las naciones. 

Recomendaciones 

En primer lugar, se debe acelerar el ritmo de implementación de los 
acuerdos; el retraso y la obstaculización en el cumplimiento de los com-
promisos ha provocado la imposibilidad de desarrollo de tareas necesarias, 
como los informes de la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad 
(CEV), vitales para la evaluación del proceso y para el complejo camino de 
la reconciliación nacional. De tal forma, el Ejecutivo debe reconocer las obli-
gaciones internacionales del Estado y, en consecuencia, disponer de recursos 
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suficientes tanto para garantizar lo acordado, como para generar políticas 
amplias e incluyentes con los distritos y complejos intereses de la plural 
sociedad colombiana. 

En segundo lugar, se debe fortalecer jurídicamente el Acuerdo de Paz 
a través de la labor del Gobierno y el Congreso de la Republica en la apro-
bación de leyes y normas necesarias para el marco de implementación del 
acuerdo, identificando a las víctimas de la construcción de paz como el 
objeto referente de las políticas e incluyendo los enfoques transversales en 
derechos humanos, género, étnico y territorial (Instituto Kroc, abril de 2019).

En tercer lugar, el Gobierno debe respetar y procurar hacer efectivos 
los mecanismos de verificación, monitoreo y resolución de conflictos que 
otorgan garantías sociales, ante la comunidad internacional, sobre el cumpli-
miento de los acuerdos, lo que podría generar un componente estabilizador, 
con base a la vigilancia y acompañamiento del proceso, analizando si las 
acciones emprendidas cumplan las lógicas de los territorios y los factores 
de estabilización (Instituto Kroc, abril de 2019). Además, es clave que, desde 
abajo, a través de un diálogo abierto e incluyente, se vinculen las comunida-
des minoritarias y más afectadas por las dinámicas del conflicto participen 
en el proyecto de desarrollo social y de propuestas programáticas para ge-
nerar condiciones sociales y políticas orientadas al respeto y garantía de los 
derechos humanos. 

Se recomienda a las Fuerzas Militares avanzar en la transformación y 
modernización de sus roles frente al interés nacional de la construcción de 
paz y el establecimiento de la democracia sobre la base de la legitimidad 
institucional que brindan los derechos humanos y el derecho internacional 
humanitario. Así mismo, promover el conocimiento y los saberes de las Fuer-
zas Militares como componente de la política exterior del país y así proyectar 
liderazgos en asuntos de seguridad regional y contra las nuevas amenazas. 
Finalmente, se exhorta a promover innovaciones en la lucha contra la droga 
y el narcotráfico a partir de los nuevos enfoques basados en los derechos 
humanos, la seguridad humana y la reducción de riesgos. 
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Así como se habla contemporáneamente de la Cuarta Revolución Indus-
trial para caracterizar los procesos de producción que están a la vanguardia 
en materia del desarrollo, adquisición y uso de tecnologías digitales, físicas 
y biológicas para potenciar el crecimiento económico en la esfera civil, hoy 
tiende a aumentar el número de países interesados en integrar estos avances 
a los campos de la seguridad y la defensa nacional, incluyendo simulaciones 
y aplicaciones que resultan tanto polémicas como intrigantes en relación, 
por ejemplo, con el apoyo de la inteligencia artificial (IA) a los agentes y fun-
cionarios del Estado. Por supuesto, tal y como se han ampliado las brechas 
de ingreso e industrialización entre las economías más y menos desarrolla-
das por el alcance o déficit de esas tecnologías, de forma inquietante viene 
también generándose una gran diferencia entre los Estados que cuentan con 
opciones variadas y presupuesto para protegerse de amenazas internas y 
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externas en las dimensiones cibernética y de infraestructura tecnológica y 
de comunicaciones, y aquellos que reflejan una mayor vulnerabilidad ante el 
atraso tecnológico. Máxime, cuando tantos países empiezan a depender de 
forma significativa de medios digitales para gobernar, lo que va desde proce-
sos de comunicación gubernamental y estratégica con ciudadanos, agencias 
y otros gobiernos u organismos internacionales –“gobierno en línea”–, hasta 
la toma de decisiones y evaluación de resultados, con apoyo, por ejemplo, en 
servidores/equipos propios o rentados de alta capacidad de almacenamien-
to, software de gestión pública, páginas web institucionales, redes internas 
de comunicación, bases de datos abiertas o protegidas de uso gubernamen-
tal, y hasta redes sociales de uso institucional. 

Pero esta situación no solamente altera el balance de defensa entre 
Estados, ya que, aún en ausencia de hipótesis de conflicto –suponiendo 
que un Estado no identifique enemigos en otros gobiernos–, los procesos 
asociados con la globalización económica y del conocimiento digital han 
facilitado que múltiples actores no gubernamentales y redes transnacionales 
se apropien de estas herramientas con toda suerte de objetivos. Lamenta-
blemente, algunas veces son ilegales, como, por ejemplo, el robo de dinero 
de cuentas electrónicas y el hurto de datos personales con fines comerciales 
o extorsivos, y en mayor escala de peligrosidad, el robo o divulgación de 
información relacionada con la seguridad nacional de un país, los ataques 
electrónicos a los medios e infraestructuras digitales del Estado, gobierno y 
sus agencias, la destrucción o alteración de los símbolos electrónicos o digi-
talizados (imagen) del Estado, el régimen político y la Nación, e incluso, la 
neutralización, destrucción o alteración de los componentes de hardware y 
software que permiten a las autoridades operar equipos y arsenales militares 
de alto componente tecnológico. 

Sin embargo, en una democracia institucionalizada se espera que estos 
sofisticados medios de seguridad y defensa se implementen con arreglo a 
principios normativos muy claros y que atenúen las tensiones que pueden 
surgir con respecto a las libertades y derechos fundamentales de los ciu-
dadanos y los derechos de las organizaciones de la sociedad civil. En otras 
palabras, es indispensable que haya una íntima conexión entre esos dispo-
sitivos y procedimientos “ciber” para disuadir o enfrentar esas amenazas no 
convencionales de naturaleza digital, la identidad democrática de la Nación 
tal como está delineada en su ley básica o Constitución, los intereses más 
amplios de la comunidad política –tales como la protección del territorio, el 
régimen y la población– y los roles cambiantes de la Fuerza Pública en un 
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ambiente interno y externo de seguridad cada vez más complejo e incierto. 
Lo que inmiscuye, por sentado, a las Fuerzas Militares (FF.MM.) de un Estado 
actualizado o en aras de la actualización digital y en la perspectiva de una 
eventual, improbable aún para Colombia, pero no imposible, guerra do-
méstica o internacional en el campo virtual. Cabe recordar, ante este último 
aspecto, la elevada capacidad de adaptación militar y tecnológica con la que 
cuentan algunos de los grupos armados organizados (GAO) ilegales, de los 
grupos armados organizados residuales (GAOR) y de los carteles del nar-
cotráfico que operan en territorio colombiano. Esto, debido a su actuación 
en redes transnacionales y su tremenda capacidad financiera, y en algunos 
casos, a la posible connivencia o colaboración de funcionarios de gobiernos 
de otros Estados con estas estructuras o con actores domésticos política-
mente radicales, ya sea para intentar desestabilizar al régimen político y su 
gobierno de turno, o para golpear intereses de los Estados Unidos (EE.UU.), 
Alemania, el Reino Unido, Francia, Israel u otros aliados del país en territorio 
de Colombia. 

En el presente capítulo se pretende brindar una aproximación teórica, 
normativa y situacional al caso colombiano en materia de ciberseguridad y 
ciberdefensa, con énfasis en el papel que vienen desempeñando las FF.MM., 
en particular, con la creación del Comando Conjunto Cibernético (CCOCI). 
En primer lugar, se ofrecerá un marco conceptual de los temas de ciberse-
guridad y ciberdefensa desde una literatura seleccionada, procurando re-
lacionarlos con los aspectos de la identidad y los intereses nacionales. En 
segundo lugar, se expondrá una vista panorámica de las políticas y normas 
que orientan esos dos temas en Colombia, identificando las conexiones con 
la identidad y los intereses nacionales. En tercer lugar, se describirá la im-
plementación de estos temas mediante la revisión de algunas de las acciones 
domésticas y de cooperación internacional por parte del CCOCI y las FF.MM. 
Finalmente, se esbozarán algunas conclusiones y recomendaciones con el fin 
de ajustar y fortalecer los roles de las FF.MM. en esas dos materias que en 
ciertos puntos se hallan sumamente imbricadas. 

La ciberseguridad, la ciberdefensa y sus vínculos con 
la identidad y los intereses nacionales

Preliminarmente, hay que destacar el predominio anglosajón de estos 
temas en el ámbito académico, si bien China y Rusia son exponentes in-
discutibles del poderío cibernético junto a los EE.UU. en el terreno de sus 
aplicaciones militares. Adicionalmente, la revisión de la literatura advierte 
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que numerosos autores intercambian indistintamente los términos de ciber-
seguridad y ciberdefensa en relación con las funciones de protección del 
Estado, la conceptualización expandida de la seguridad multidimensional 
y los roles ampliados de las FF.MM., ya sea frente amenazas internas, ex-
ternas o transnacionales. Empero, algunos otros proponen una mayor pre-
cisión, asociando, por ejemplo, a la ciberseguridad con el ámbito dedicado 
a neutralizar y controlar amenazas cibernéticas, mientras la ciberdefensa 
operaría para responder de manera ofensiva a esas fuentes de ataque o los 
enemigos definidos mediante herramientas cibernéticas (Noticias Next, 15 
de agosto de 2018). Sería conveniente incluso distinguir entre ambos térmi-
nos en función de los roles que le corresponden a la Policía y las agencias 
de seguridad o inteligencia de orden civil frente a aquellos atribuidos a las 
FF.MM., si bien los cuerpos civiles y militares pueden compartir informa-
ción y tareas cuando se trata de amenazas híbridas o convergentes por que 
afectan tanto la seguridad ciudadana como la seguridad del Estado.

El campo cibernético puede ser definido de muchas formas, pero 
abarca elementos técnicos, humanos y de información. El ciberespacio 
es un dominio operacional moldeado por el uso de la electrónica y del 
espectro electromagnético para crear, modificar, guardar, intercambiar y 
explotar información a través de sistemas de interconexión e internet, y 
sus infraestructuras asociadas, incluyendo medios de transmisión como 
la radio, la televisión y dispositivos como tabletas y celulares (Kramer, 
2009, p.4). En este sentido, la ciberseguridad no incluiría solamente as-
pectos técnicos como los virus electrónicos y los ataques que impiden el 
uso de los servidores, sino también aspectos humanos como los engaños 
internos (por ejemplo, robo interno de datos) y los errores humanos, 
además de los problemas de gobernanza nacionales e internacionales 
en la materia (p.4). En cuanto a la esfera militar, las actividades tipo ci-
bernético incluyen el uso de centros operativos en red, el uso ofensivo e 
informativo de las redes computacionales, las operaciones de influencia 
geopolítica y las medidas de defensa (p.4). Sin embargo, algunos sistemas 
de comunicación militar se diferencian físicamente de las estructuras de 
comunicación civil e incluso corren a través de software separado, mien-
tras otros sistemas se apoyan total o parcialmente en las redes civiles de 
tipo electrónico y de tipo infraestructural, incluyendo el uso de protoco-
los de internet (p.5).

Virilio (1995, citado en Vargas et al., 2017) considera que el término 
ciberdefensa
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Se orienta a las acciones de un Estado para proteger y controlar las 
amenazas, peligros o riesgos de naturaleza cibernética, con el fin de 
permitir el uso del ciberespacio con normalidad, bajo la protección de 
los derechos, libertades y garantías de los ciudadanos, en apoyo a la 
defensa de la soberanía y la integridad territorial.

Claramente, allí se integra una concepción democrática del término, su-
giriendo la conexión y equilibrio entre los deberes de protección del Estado 
y las libertades individuales esenciales, ecuación de alta complejidad y que 
podría reñir con identidades nacionales ancladas en valores no democráti-
cos y con doctrinas de ciberdefensa de corte antisistémico o revisionista por 
parte de algunos Estados frente al orden internacional vigente. Por otro lado, 
citando las normas internacionales ISO/IEC 27032 de 2012, “Tecnologías de 
la información - Técnicas de seguridad - Directrices para la ciberseguridad”, 
Vargas et al. (2017) desglosan el término ciberseguridad en dos acepciones 
diferentes: a) la condición de un ciberespacio libre de amenazas, peligros y 
daños, así como la reducción del nivel de riesgo al que están expuestos sus 
organizaciones y ciudadanos; y b) la preservación de la confidencialidad, 
integridad y disponibilidad de la información en el ciberespacio, entre otros 
atributos. 

Todo ello refleja que, si bien el ciberespacio es un plano relativamente 
anárquico, abierto a la influencia de cualquiera, los Estados democráticos 
están no solamente invirtiendo en dispositivos “ciber” para su propia pro-
tección, sino además procurando consensuar estándares y mecanismos de 
vigilancia ante las múltiples amenazas al uso libre y seguro de este. No obs-
tante, y al igual que acontece con las asimetrías de poder en otros planos 
de la seguridad internacional, las brechas materiales y cognitivas en este 
campo, tanto entre Estados como entre algunos de estos y otros actores 
internacionales, pueden ser aprovechadas para obtener ventajas políticas, 
económicas y militares, y en algunos casos, hacer un gran daño o producir 
desestabilización. Por ello, hoy se habla del ciberpoder como un elemento 
esencial en los asuntos políticos económicos y militares debido a la informa-
ción y tecnologías de la información que apoyan los elementos esenciales 
de las actividades operacionales del Estado y las FF.MM. (Kramer, 2009, p.3). 

Si bien es difícil de estimar o calcular plenamente, el ciberpoder es una 
capacidad que pueden poseer múltiples actores y que tiene impactos tanto 
estructurales como geopolíticos. Estructurales, porque determina el alcance 
de las actividades de los usuarios, incluyendo su protección, la expansión 
del desarrollo de investigación y capital humano en el área, la mejora de 
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la gobernanza y la organización digital más efectiva (Kramer, 2009, p.3). 
Geopolíticas, porque puede transformar el balance de poder entre Estados e 
incluye el desarrollo sofisticado de centros de operación en red, la planea-
ción integrada y apropiada de redes de computación con capacidad ofensi-
va, el establecimiento de una doctrina de disuasión nuclear que incorpora 
elementos cibernéticos, la expansión de capacidades efectivas de influencia 
cibernética, la incorporación de lo cibernético en la planeación militar (parti-
cularmente en las operaciones de estabilidad), el establecimiento de doctrina 
apropiada de educación y entrenamiento cibernéticos en los sistemas de 
servicios y de elementos no militares para el uso de operaciones conjuntas o 
multinacionales y la generación de esfuerzos relacionados en el nivel inter-
nacional por medio de aliados y contrapartes (p.3). 

Algunos consideran que actualmente EE.UU., China y Rusia –en ese 
orden– son las únicas tres “superpotencias” en materia de ciberpoder, y de 
lejos les siguen Estados como Estonia, Francia, India, Irán, Israel y Corea 
del Norte (Crandall y Thayer, 25  de noviembre de 2018). En cuanto a vul-
nerabilidad cibernética, Global Comparitech publicó un informe en el que 
clasifica a los países por ranking, ubicando en los primeros lugares a los más 
inseguros entre 60 países observados, y en el reporte, Colombia aparece en 
riesgo moderado (posición 40) y como el menos vulnerable de los analiza-
dos en América Latina, siendo Brasil (13), Perú (17) y Ecuador (19) los más 
inseguros (Bischoff, 3 de marzo de 2020). 

Aunque durante la Guerra Fría las capacidades cibernéticas fueron desa-
rrollándose de la mano de las aeroespaciales y nucleares en la carrera arma-
mentista e industrial entre EE.UU. y sus aliados europeos, y la Unión Soviética1, 
con la expansión mundial de internet en los años noventa y la nueva vulne-
rabilidad que traía dicha expansión a todos los Estados, vino un cambio en 
cómo se percibe la política mundial y en la doctrina de seguridad nacional. 
Para Gioe et al. (2019), en países como EE.UU., la sociedad civil ha asumido 
tradicionalmente que las FF.MM. son las encargadas de protegerla de amena-
zas externas; sin embargo, cuando se trata de la protección o el manejo de 
información, se requiere de la participación del sector privado, los gobiernos 
locales y la misma sociedad, lo que obliga a adoptar una política de Estado. 

1 Es conveniente recordar, por ejemplo, el desarrollo del programa Perimeter o Dead Hand de 
la URSS para la automatización del sistema de lanzamiento de misiles con capacidad nuclear, 
apoyado en bases de inteligencia artificial, programa que aparentemente ha sido actualizado 
por Rusia en medio de sus nuevas tensiones con EE.UU. y la OTAN. Véase, por ejemplo, Peck  
(12 de diciembre de 2018).
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Klimburg y Healey (2012) identifican cinco ventajas que tiene la ciber-
seguridad en perspectiva nacional. La primera es la revolución en asuntos 
militares, donde se han introducido las tecnologías de información y comuni-
cación (TIC) como parte fundamental de las capacidades de las Fuerzas Arma-
das y se suma la inclusión del paradigma de la guerra centrado en la red para 
operaciones de inteligencia o logística, y así mismo, para usar la capacidad 
ofensiva cibernética cuando sea necesario. La segunda ventaja hace referencia 
a la recopilación de información de inteligencia en el extranjero, ya que au-
menta la capacidad de adquirir y administrar recursos de inteligencia humana 
y ejercer una guerra de información sin acudir a las estructuras militares tra-
dicionales. En tercer lugar, se encuentra el apoyo al cumplimiento de la ley, 
ya que por medio de herramientas como los circuitos cerrados de televisión 
(CCTV) y la tecnología de vigilancia en redes han mejorado los resultados 
de las tareas policiales tradicionales de vigilancia (Klimburg y Healey, 2012). 

La cuarta ventaja se encuentra en la diplomacia y el poder blando, don-
de puede haber la oportunidad de definir normas y estándares internaciona-
les en cuanto al tema cibernético en el caso de los Estados más próximos a 
estas tecnologías, pero también de aprovechar los espacios multilaterales en 
el tema para promover nuevas agendas políticas o de seguridad y defensa, 
beneficiando el alcance de la política exterior. Por último, está la ventaja en 
los servicios de emergencia pública, cuya mejora implica la incorporación de 
nuevas herramientas de comunicación, análisis y canales de respuesta ante 
una crisis nacional, donde las TIC facilitan la aplicación de estos servicios 
(Klimburg y Healey, 2012). 

De acuerdo con Pinto (2016), cada país tiene prioridades e intereses 
diferentes en cuanto al tema, los cuales son resultado de variables como la 
política, el presupuesto y los agentes involucrados. Por lo tanto, así haya 
marcos generales para abordar la ciberseguridad y la ciberdefensa, no se 
pueden aplicar de igual manera para cada país, teniendo en cuenta también 
que, así como las sociedades están en constante cambio, las estrategias gu-
bernamentales deben adaptarse a los nuevos retos y amenazas en el campo 
cibernético. Para hacer frente a los problemas de ciberseguridad, el Esta-
do tiene como opción controlar las actividades del individuo para prevenir 
ataques, sin embargo, esto resulta una alternativa que limita las libertades 
individuales. 

En una democracia, se propone adoptar un punto intermedio entre el 
control total por parte del Estado y la no interferencia con la libertad 
individual, utilizando el “principio del daño” de Mill (2008, citado en 
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Koch, 2015). Este principio afirma que la única situación válida para 
limitar la libertad individual es si la acción llevada a cabo por los indi-
viduos hace daño a la misma sociedad u otros Estados; por lo tanto, es 
legítimo restringir dicha libertad. Aplicando este principio a las normas 
que deben regir en el ciberespacio, se pretende regular el modo en el 
que el Estado opera:El requisito de legitimidad [...] es una condición 
necesaria para el accionar del Estado en el ciberespacio mediante la 
ciberinteligencia. Este no puede abusar de dicha función, ni mucho 
menos realizar incursiones en la información personal y las comuni-
caciones privadas y cerradas de los individuos en el ciberespacio sin 
la justificación y la autorización correspondientes. (Koch, 2015, p. 97)

Esa legitimidad hace parte de la naturaleza e identidad de las institucio-
nes democráticas, ya sean las FF.MM. o las agencias civiles las que recurran 
a procedimientos cibernéticos, siendo un problema inquietante, al igual que 
sucede en el plano de los conflictos armados, el que los actores ilegales y 
los Estados no democráticos –a veces las potencias democráticas también– 
usen esas herramientas sin atender a ningún tipo de control institucional, 
ciudadano o internacional, complejizando el despliegue de las funciones de 
defensa del Estado democrático. 

Las teorías de identidad e imagen nacional se han convertido en un 
elemento fundamental para el análisis de la política exterior, principalmente 
porque el proceso de toma de decisiones en dicha política refleja las po-
sibilidades y limitaciones de las dinámicas internas de un Estado. Dentro 
de este marco, y en la medida que se establece una dependencia entre la 
formulación de la política exterior y los factores domésticos, la identidad 
nacional funciona bajo tres ejes transversales: un recurso por el que se lo-
gran objetivos específicos delimitados en la agenda, un factor que evoca a la 
construcción de nación y una guía para el comportamiento en el escenario 
externo (Robles, 1996, p. 4). 

Teóricamente, la identidad genera intereses en los agentes (Estados) 
y mantiene una relación directa: “los intereses no existen sin sujetos que 
los tengan y no existe sujeto sin cultura –o estructuras normativas– que los 
genere”. De esta manera, el sistema internacional está compuesto por expec-
tativas e interacciones basadas en lo que cada miembro posee en su interior 
(Wildavsky, 1994, citado por Tah, 2018, p. 400) para comportarse y negociar. 

A partir de este enfoque racionalista de las relaciones internacionales, 
en el que las identidades de los Estados se constituyen de acuerdo con los 
intereses y a acciones racionalistas basadas en la estructura de incentivos, la 
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identidad nacional se construye de manera estratégica. Es decir, los intereses 
pueden transformarla a medida que las estructuras internas y externas se 
modifican. Esta discusión cobra importancia para entender la conducta de 
una nación y la imagen que esta proyecta, pues el contexto internacional 
está compuesto de expectativas e interacciones provenientes de lo que sus 
miembros asumen como propio, con base en sus capacidades y necesidades.

Ahora bien, la noción de seguridad nacional se vincula con lo pre-
viamente mencionado. Si bien ha sido tradicionalmente identificada con la 
cuestión del poder militar, de la defensa territorial y de las instancias de 
guerra y paz de una nación frente a las demás, después del periodo de la 
Guerra Fría esta concepción comenzó a transformarse. Para este nuevo con-
texto, los problemas sociales se perfilaron como amenazas a la seguridad de 
orden trasnacional y el narcotráfico, la corrupción, el terrorismo, la violación 
de los derechos humanos y la destrucción del medio ambiente, como ejem-
plos, empezaron a suponer un nuevo sentido de los problemas de seguridad 
nacional para cada país (Buitrago, 2015). En tanto este término ha estado 
en proceso de reinterpretación debido a los cambios sufridos en el mundo, 
las identidades sujetas a los intereses nacionales también se han modifica-
do. Así, la identidad nacional y la seguridad nacional plantean una relación 
directa, ya que la primera cambia en la medida que las preferencias de la 
segunda también lo hacen.

En este escenario aparece como nuevo ámbito de análisis la cibersegu-
ridad. Actualmente se localiza en la mayoría de estrategias de seguridad na-
cional como uno de los factores clave en la protección de las infraestructuras 
críticas nacionales, con un enfoque orientado a la protección de las redes 
gubernamentales y de las esferas esenciales del Estado. Tal y como ocurre 
con los ejemplos mencionados en el párrafo anterior, la ciberseguridad y 
la seguridad nacional técnicamente no difieren para muchos países, pues 
ambas tienen la connotación de alejar el peligro y de garantizar estabilidad 
(IEEE, 2012, pp. 1-3). Una vez la ciberseguridad se inserta en la agenda de un 
organismo estatal, comienza a ser un elemento que conforma la identidad y 
la imagen que se desea proyectar a nivel doméstico e internacional por me-
dio de la adquisición de las siguientes capacidades, de acuerdo con Maurer 
y Morgus (10 de agosto de 2014, pp. 26 y 30):

x� Estrategias, políticas y estándares relacionados con la seguridad y las 
operaciones en el ciberespacio. Abarcan la gama completa de reduc-
ción de amenazas y vulnerabilidades, disuasión, políticas y actividades 
de participación internacional, respuesta a incidentes, recuperación de 
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operaciones de redes informáticas, seguridad de la información, apli-
cación de la ley, diplomacia, misiones de inteligencia militar en lo que 
respecta a la seguridad y estabilidad de la información global y la in-
fraestructura de comunicaciones. 

x� Protección de los ataques a los sistemas de información que componen 
el ciberespacio, asegurando la confidencialidad, integridad y accesibili-
dad de la información que se procesa en este. Detección de ataques y 
ciberincidentes de seguridad, lo que pone en vigor las contramedidas 
contra estos incidentes y normaliza los sistemas.

Como se señaló con anterioridad, el ciberpoder, en la actualidad, es 
un factor fundamental en la vida de las naciones a nivel global, pues invo-
lucra asuntos políticos, económicos, militares y tecnológicos que brindan 
perspectivas geopolíticas más amplias que las tradicionales. Para hacer bue-
nos juicios sobre cuestiones cibernéticas y garantizar seguridad nacional, 
los responsables políticos deben comprender el alcance, propósito y efectos 
de las estrategias diferenciando entre redes de comunicación militar y civil 
(Kramer, 2009, p.5). En otras palabras, el ciberpoder y los principios de la 
ciberseguridad se convierten también en pilares de la identidad nacional y 
pueden orientar los intereses del Estado y la nación frente al plano interior 
(seguridad pública) y al plano exterior (seguridad internacional y defensa), 
pero su contenido democrático depende parcialmente de que se proteja y 
distinga, al mismo tiempo, las esferas, funciones e infraestructuras de orden 
civil y de orden militar. 

Con respecto a este tema Colombia no ha sido ajena. Su identidad na-
cional con respecto a la formulación de políticas de seguridad nacional invo-
lucra la ciberseguridad en diferentes niveles por medio de la constitución de 
organismos o la conformación de políticas y leyes enfocados en este asunto. 
Cabe traer a colación el Comando Conjunto Cibernético (CCOCI), fundado el 
10 de noviembre de 2012, cuyo propósito es la

Ejecución y conducción de actividades y operaciones cibernéticas con-
juntas, combinadas, coordinadas e interagenciales para defender las 
infraestructuras críticas cibernéticas de acuerdo a su misión constitu-
cional, ante las amenazas que atenten contra la seguridad y defensa del 
Estado en el ámbito cibernético. (CCOCI, s.f.)

Desde su creación viene adquiriendo y desarrollando habilidades y des-
trezas de ciberdefensa, inteligencia y respuesta a agresiones que afecten los 
intereses nacionales.
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Asimismo, las FF.MM. de Colombia, en general, han incluido la ciber-
seguridad en sus planes estratégicos y de especialización. No solo se han 
enfocado en desarrollar programas de capacitación en los que sus integran-
tes logren habilidades para enfrentar amenazas cibernéticas e informáticas, 
sino además en fortalecer la institución con la consolidación de grupos tales 
como el Departamento de Comunicaciones y Ciberdefensa Cede-6 del Ejér-
cito o el Grupo de Transformadores Digitales del Ejército (GETDE). Relacio-
nado con esto, en 2011, bajo el mandato de Juan Manuel Santos, el Gobierno 
expidió el documento Conpes 3701 de 2011 para establecer institucionalidad 
en ciberdefensa y dar paso al colCERT (Grupo de Respuesta a Emergencias 
Cibernéticas de Colombia), el CCOCI y el desarrollo de capacidades de ciber-
seguridad en cada fuerza militar con el Centro Cibernético Policial (Semana, 
14 de julio de 2018). 

A pesar de estos esfuerzos, es posible adelantarse a decir que el país 
aún no cuenta con una identidad nacional plenamente consistente en ma-
teria de ciberdefensa por el predominio de doctrinas de seguridad, como 
la lucha contra el narcotráfico y el terrorismo, con escasa concepción de 
defensa y disuasión de orden geopolítico, ignorando amenazas internas y 
externas basadas en nuevas tecnologías, aunque en los instrumentos nor-
mativos y de política se identifica el interés de conformarla y de proyectar 
una imagen de experticia a nivel internacional. La identidad democrática 
detrás del desarrollo y uso de estas tecnologías por parte de las FF.MM. y la 
Policía también ha sido fuertemente cuestionada en años recientes debido 
a escándalos sobre asuntos como las interceptaciones ilegales de comu-
nicaciones personales a políticos, periodistas y líderes sociales, o las mal 
llamadas “chuzadas”, particularmente las ejercidas por el extinto Departa-
mento Administrativo de Seguridad (DAS) durante el doble gobierno de Ál-
varo Uribe, además de los denominados “perfilamientos” o recopilación de 
información personal pero pública (redes sociales, páginas web, etcétera) 
de individuos considerados potenciales amenazas a la seguridad nacional 
con el fin de prever su comportamiento. Si bien las labores de inteligencia 
y contrainteligencia, incluidos los “perfilamientos”, son legales y cuentan 
con presupuesto anual, el criterio de selección de los sujetos a investigar no 
ha sido tan claro y dio a lugar, por ejemplo, al retiro de once oficiales del 
Ejército Nacional a mediados de 2020 por el seguimiento injustificado a más 
de 130 periodistas, corresponsales internacionales, políticos y miembros de 
organizaciones sindicales, que fue revelado por la revista Semana (Vargas, 
3 de mayo de 2020).
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Políticas y normas en materia de ciberseguridad y 
ciberdefensa en Colombia e identidad nacional

Este apartado se centrará en analizar si para las FF.MM. existe o no una 
visión conformada con respecto a asuntos de ciberseguridad y si esta res-
ponde a una identidad democrática. Como estrategia metodológica se realizó 
un análisis transversal de los siguientes documentos: la Política de Seguridad 
y Defensa (Ministerio de Defensa Nacional, 2019a), el Plan de Protección 
y Defensa Cibernética (CCOCI, 2017), el Conpes 3854 de 2017 o Política 
Nacional de Seguridad Digital, la Ley 1621 de 2013, el Decreto 857 de 2014 
y el Decreto 4179 de 2011, a la luz de las siguientes categorías: 1) imagen 
deseada o visión sobre ciberseguridad; 2) objetivos e intereses; 3) políticas 
en el área; 4) identidad, valores y creencias; y 5) problemas identificados.

Imagen deseada o visión sobre ciberseguridad

Como punto de partida, la Política de Seguridad y Defensa de 2019 no 
hace referencia específica al tema de ciberdefensa o ciberseguridad; sin em-
bargo, sí habla acerca de innovación, ciencia y tecnología con respecto en la 
sección de ejes de transformación estratégica. Algunos de los que se pueden 
destacar son (Ministerio de Defensa Nacional, 2019a, pp. 39 y 73):

x� La ciencia y tecnología, así como la innovación y el uso eficiente y 
seguro de la inteligencia artificial, son en el marco de esta política un 
elemento esencial para el fortalecimiento de las capacidades de las 
Fuerzas Militares, la Policía Nacional y el Gobierno nacional. 

x� El Estado debe estar a la vanguardia y en posibilidad de interpretar los 
desafíos y el cambio de escenario en la ciencia y la tecnología.

x� La comunidad de inteligencia evolucionará hacia una doctrina y unos 
métodos que hagan énfasis en la inteligencia prospectiva en seguridad, 
con el fin de desarrollar capacidades de inteligencia preventiva, predic-
tiva y proactiva. 

x� La comunidad de inteligencia dará un salto en el uso de nuevos avances 
de la ciencia y la tecnología para el cumplimiento de su misión consti-
tucional. 

La visión del tema planteada en el Decreto 4179 de 2011 es la suplir la 
necesidad de crear una entidad dedicada de lleno al desarrollo de actividades 
de inteligencia y contrainteligencia. Asimismo, se ve que las instituciones que 
desempeñen estas tareas deben estar sometidas al imperio de la ley y a con-
troles, como en toda democracia, y respetar los derechos de los ciudadanos.
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En cuanto a la Ley 1621 de 2013, en su conjunto, puede extraerse 
una visión del tema de ajuste de las medidas del Estado en materia de in-
teligencia y ciberseguridad a un marco de legalidad. Es enfática en señalar 
que las actividades de inteligencia deben ceñirse, ante todo, al respeto de 
la Constitución, la ley –en general– y el derecho internacional humanitario 
y el derecho internacional de los derechos humanos. Asimismo, presenta 
una perspectiva cooperativa y controlada de la inteligencia. La Ley 1621 de 
2013 dispone la colaboración entre instituciones de otros países y del mismo 
Estado en el desarrollo de actividades de inteligencia. No obstante, también 
les impone límites y requisitos, como el sometimiento a reserva de la infor-
mación que se obtenga. Establece también los mecanismos de control y su-
pervisión, la regulación de las bases de datos y los deberes de colaboración 
de las entidades públicas y privadas.

Según el Decreto 857 de 2014, las actividades de inteligencia están 
sometidas a más condiciones. En este sentido, se busca regular la incorpo-
ración de funcionarios dedicados a esto y especificar el manejo que se debe 
dar a la información obtenida en los trabajos de inteligencia.

Por su parte, el Plan Estratégico del Sector Defensa y Seguridad (Minis-
terio de Defensa Nacional, 2018) establece como una de sus metas el desa-
rrollo de una estrategia de cooperación conjunta que permita generar todas 
las acciones necesarias para la protección de la infraestructura en el ámbito 
cibernético, con el fin de enfrentar cualquier amenaza que pueda compro-
meter la seguridad nacional. De acuerdo con el documento Conpes 3854 de 
2016, Colombia debe adherirse a convenios internacionales en materia de 
seguridad digital con el fin de tener acceso a aspectos como la cooperación, 
el intercambio de información, la asistencia judicial recíproca y la capacita-
ción, entre otros. 

Objetivos e intereses

El Decreto 4179 de 2011 busca crear y delimitar la estructura, los obje-
tivos y las funciones del nuevo Departamento Administrativo de Dirección 
Nacional de Inteligencia, como un organismo civil de seguridad que desa-
rrolla actividades de inteligencia estratégica y contrainteligencia. Se aspira 
consolidar una entidad que garantice eficiencia en sus tareas, transparencia 
y organización en su funcionamiento, y la mayor rentabilidad social en el 
uso de los recursos públicos. Es el remplazo del DAS. 

La Ley 1621 de 2013, en su artículo primero, expresa los objetivos 
perseguidos. De este modo pretende, entre otras cosas, fortalecer el marco 
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jurídico –constitucional y legal– dentro del cual entidades estatales facul-
tadas desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia, propor-
cionándole principios rectores, fines que debe alcanzar y límites que debe 
respetar.

El Decreto 857 de 2014 busca reglamentar o desarrollar los mandatos 
de la Ley 1621 de 2013. Así, define quiénes y bajo qué condiciones de-
sarrollan actividades de inteligencia, los requerimientos de inteligencia y 
contrainteligencia, lo relativo a cooperación en inteligencia, el manejo de 
información, datos y documentos clasificados, y el ingreso de personal a la 
labor de inteligencia.

En lo que respecta al Plan Nacional de Protección y Defensa de Infraes-
tructura Crítica Cibernética, cabe resaltar que es un marco nacional general 
que establece los lineamientos, estrategias y un modelo organizacional para 
la protección y defensa de la infraestructura cibernética, orientado a esta-
blecer un entorno operativo seguro y resiliente frente a los riesgos digitales 
mediante algunas de las siguientes líneas estratégicas (CCOCI, 2017): 

Coordinar las actuaciones necesarias para proteger las infraestructuras 

críticas cibernéticas; identificar y analizar las amenazas, las vulnerabi-

lidades y los impactos de ocurrencia de los ataques cibernéticos a la 

infraestructura crítica cibernética nacional; fomentar la generación y 

apropiación de conocimiento basado en la cooperación intersectorial, 

mejores prácticas y lecciones aprendidas en materia cibernética; forta-

lecer la capacidad de resiliencia cibernética nacional. (pp. 9-10)

Por su parte, la Política Nacional de Seguridad Digital de 2016 tiene 
como objetivo “fortalecer las capacidades de las múltiples partes interesadas 
para identificar, gestionar, tratar y mitigar los riesgos de seguridad digital 
en sus actividades socioeconómicas en el entorno digital, en un marco de 
cooperación, colaboración y asistencia” (Conpes 3854 de 2016). Lo anterior, 
con el fin de fortalecer el crecimiento de la economía digital y cumplir los 
objetivos de ciberseguridad y de ciberdefensa. 

Finalmente, la Política de Defensa y Seguridad (PDS) de 2019 establece 
los siguientes objetivos e intereses: 1) fortalecer la gobernabilidad, la transpa-
rencia, el control y la rendición de cuentas del sector de defensa y seguridad; 
2) mantener y elevar las capacidades de las Fuerzas Militares y la Policía Na-
cional, así como fortalecer el sistema de planeación por capacidades; 3) dar 
continuidad a los procesos de transformación de las Fuerzas Militares y de 
la Policía Nacional; y 4) fortalecer la industria del sector defensa y seguridad 
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para avanzar hacia la autosuficiencia estratégica. En este sentido, los planes 
en materia de ciberseguridad pueden cruzarse con cualquiera de estos aspec-
tos como una capacidad institucional transversal.

Políticas en el área

Entre las políticas promovidas en la Ley 1621 de 2013 se encuentra 
la realización de un Plan Nacional de Inteligencia. Este es el documento 
de carácter reservado que desarrolla los requerimientos y las prioridades 
establecidas por el Gobierno nacional en materia de inteligencia y contra-
inteligencia. Este plan se elaborará por la Junta de Inteligencia Conjunta y 
se proyectará para un período de un año. También se define la naturaleza y 
composición de dicha junta. De igual forma, se establece la posibilidad de 
monitorear el uso del espectro electromagnético y el manejo de información 
no relevante, y se diferencia el monitoreo de la intercepción, reiterándose los 
requisitos que debe cumplir este último.

Dentro de los objetivos específicos de la Política Nacional de Seguridad 
Digital de 2016 se encuentra establecer un marco institucional articulado 
que involucre a las múltiples partes interesadas para la implementación de 
la política nacional de seguridad digital. Para ello, se anuncia la elaboración 
de un plan de fortalecimiento de las capacidades operativas, administrativas, 
humanas, científicas, de infraestructura física y tecnológica del colCERT por 
parte del Ministerio de Defensa y se espera a largo plazo la creación de la 
Dirección de Ciberseguridad y Ciberdefensa, dependiente del Viceministerio 
de Defensa para las Políticas y Asuntos Internacionales. 

Con referencia a la Política de Defensa y Seguridad de 2019, además de 
la visión y los objetivos descritos, no hay políticas referidas en el documento. 
Por su parte, el Plan de Protección de Infraestructuras Críticas Cibernéticas 
(PNPICC) plantea ser la herramienta fundamental para orientar la protección 
de la infraestructura crítica cibernética de Colombia a través de lineamientos 
a todos los sectores, bajo un marco global de actuación que apoye la reac-
ción coordinada de respuesta ante eventos de ataques cibernéticos, tanto 
reales como potenciales. 

Identidad, valores y creencias transversales

La Ley 1621 de 2013 buscó concretar las limitaciones y directivas en 
materia de inteligencia en normas con el don de legalidad. Se pretende forta-
lecer el trabajo de inteligencia frente a las graves amenazas a la seguridad de 
la Nación y la ausencia de límites y controles al ejercicio de dicha actividad.



 522 

INTERESES ESPECÍFICOS DE COLOMBIA

La identidad y la creencia reflejadas en el Decreto 4179 de 2011 siguen 
una tendencia internacional dirigida a crear organismos que operan bajo un 
nuevo modelo de inteligencia estratégica para proporcionar a los gobiernos 
elementos de apoyo a la toma de decisiones en materia de seguridad nacio-
nal. En esta misma línea, el modelo requiere una entidad especializada y con 
funciones relacionadas exclusivamente con la inteligencia, para evitar que 
otras funciones o actividades interfieran con el cumplimiento de sus objeti-
vos y desdibujen sus propósitos.

Por su parte, el Decreto 857 de 2014 responde a valores respetuosos de 
los derechos humanos, especialmente respecto de la privacidad y el uso de 
información. De igual modo, se pretende que las actividades de inteligencia 
se lleven a cabo siempre con altos estándares de desempeño, transparencia 
y legalidad.

El PNPICC busca consolidar para Colombia una infraestructura crítica 
cibernética segura y resiliente, basado en la identificación de las amenazas y 
la mitigación del riesgo, junto con planes eficientes de protección y defensa, 
guías de buenas prácticas y procesos estandarizados en materia de ciberse-
guridad para esa infraestructura. Asimismo, ve el potencial de Colombia en 
el desarrollo de habilidades y herramientas para identificar, proteger y tener 
capacidad de respuesta frente a estas nuevas amenazas. 

Para la elaboración de la Política Nacional de Seguridad Digital de 2016 
se parte de la necesidad de tomar medidas en el campo dada la masiva 
migración al entorno digital y virtual, y sus consecuentes implicaciones en 
materia de ciberdefensa y ciberseguridad. También por la evidencia de la 
vulnerabilidad ante eventuales ataques, basándose en casos de empresas di-
gitales que han sufrido casos notables de intrusión en sus sistemas de infor-
mación. Dado lo anterior, se pensó en robustecer y construir ducha política 
para contribuir al desarrollo económico, social y la prosperidad de Colombia 
desde la base de la prevención.

Problemas identificados

Durante el diagnóstico para la realización del Conpes 3854 de 2016 se 
detectaron problemas como la ausencia de una visión estratégica basada en 
la gestión de riesgos, la insuficiencia y desarticulación en la cooperación 
nacional e internacional en seguridad digital, y la necesidad de reforzar las 
estrategias de seguridad, pero desde el enfoque de la gestión del riesgo.

Es preciso recordar en este punto el escándalo desatado por las inter-
ceptaciones del Ejército Nacional a periodistas y magistrados de altas cortes, 
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congresistas y otros individuos. Esto resulta problemático en tanto la ley es 
enfática en que el género, la raza, el origen nacional o familiar, la lengua, la 
religión, la opinión política o filosófica, la pertenencia a una organización 
sindical, social o de derechos humanos, o el promover los intereses de cual-
quier partido o movimiento político y afectar los derechos y garantías de los 
partidos políticos de oposición no son razones que habiliten a desarrollar 
actividades de inteligencia, y mucho menos de interceptación hacia estas 
personas (El Nuevo Siglo, 14 de enero de 2020).

Más allá de las consideraciones en términos de inteligencia y su víncu-
lo con las telecomunicaciones o el uso del espectro electromagnético, poco 
contenido existe relativo a ciberseguridad como categoría en específico. Es 
decir, es un sector incipiente de las políticas y normas de seguridad en Co-
lombia, por lo que es previsible que sus vacíos produzcan errores, distor-
siones u omisiones en el accionar de las fuerzas y agencias del Estado que 
empiezan a operar en la materia.

Relacionado con esto, en el documento de Política de Seguridad y De-
fensa de 2019 se identifica como una amenaza y riesgo al interés nacional al-
gunas actividades en el ciberespacio, ya que provienen de diferentes actores 
y ejercen diferentes actividades que van desde el espionaje hasta el terroris-
mo, entre otros. Sin embargo, las principales amenazas siguen concentrán-
dose en las problemáticas de tráfico de drogas y GAO o GAOR. Esto pone 
en evidencia que la ciberseguridad no es un eje fundamental para la política 
que establece las estrategias de seguridad del país, ni que tampoco es de 
interés principal actualizar sus enfoques, tal y como ocurre con el PNPICC, 
pues es un documento de 2017 y es revisado cada cuatro años. Cualquier 
cambio que se haga en este obliga a su automática actualización, así como la 
de los demás planes que estén por debajo. 

Ahora bien, se identifican dos retos al abordar este tema. Por un lado, 
la necesidad del Estado colombiano de armonizar su interés nacional con los 
objetivos que se tienen frente a los temas de ciberseguridad y ciberdefensa, 
y por otra parte, la limitación de agentes encargados, lo cual impone sobre 
esos agentes y cuerpos la tensión entre cumplir con el interés nacional de 
la protección del ciberespacio y la infraestructura cibernética y garantizar 
las libertades individuales, incluyendo el acceso público a la información, la 
protección de datos privados y el uso abierto de medios digitales. 

En 2014, el Gobierno nacional solicitó la participación de la Organiza-
ción de Estados Americanos (OEA) para evaluar el estatus de la cibersegu-
ridad en el país. Uno de los retos principales señalados es la falta de una 
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visión nacional general de la ciberseguridad. A pesar de reconocer que la 
elaboración del Conpes 3701 de 2011 (lineamientos de política para ciberse-
guridad y ciberdefensa) es un gran avance, consideran que las definiciones y 
posturas sobre el tema están guiadas por visiones institucionales más no por 
una mirada clara del país dictada desde un alto nivel que trascienda estas, ya 
que dichas visiones institucionales deben provenir de una visión general de 
la nación sobre el tema y no al contrario (Organization of American States, 
2014). 

Aunque ese documento orientador prescribe como objetivo general 
que se debe “involucrar a todos los sectores e instituciones del Estado con 
responsabilidad en el campo de ciberseguridad y ciberdefensa, creando un 
ambiente participativo donde todos los actores de la sociedad actúen con 
propósitos comunes, estrategias concertadas y esfuerzos coordinados” (DNP, 
2011, p.20), esto dista aún de la realidad de planificación y gestión de las 
instituciones estatales. Sin embargo, el mayor avance del gobierno Santos, 
como se señaló anteriormente, fue la creación de un núcleo o comisión inter-
sectorial tripartita entre el colCERT, el CCOCI y el Centro Cibernético Policial 
con el fin de intercambiar información y apoyarse mutuamente en la resolu-
ción de incidentes cibernéticos, y que pretende buscar también los insumos 
de los sectores académico y empresarial (p.23). Además de la prevención y 
atención a incidentes cibernéticos, este Conpes 3701 pretende desarrollar 
otros objetivos específicos como capacitar a los funcionarios públicos en 
seguridad de la información y fortalecer la legislación en la materia. 

Allí también se prescribe, si bien de forma muy general, que el CCOCI 
(2017) “deberá prevenir y contrarrestar toda amenaza o ataque de natura-
leza cibernética que afecte los valores e intereses nacionales” (p.24), sin 
especificar esos núcleos de identidad nacional. El documento tampoco de-
fine qué entiende por ciberseguridad y ciberdefensa, y cómo se articulan o 
diferencian ambos términos. Con respecto al anclaje de los lineamientos de 
ciberseguridad en los derechos democráticos, el documento solamente hace 
alusión a los derechos de autor en la Ley 599 de 2000, que fue objeto del 
rechazo del grupo internacional Anonymous, quien atacó los portales web 
de múltiples organismos estatales en 2011 (pp.9-10). Tampoco se alude a la 
necesidad de legitimidad democrática en las operaciones ni a la protección 
de las libertades fundamentales, y se menciona el principio de la transpa-
rencia solamente en relación con los objetos de la contratación pública y su 
gestión en medios electrónicos (Ley 1150 de 2007). En síntesis, no hay una 
relación con la identidad nacional ni una visión interinstitucional al respecto.
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Es decir, como sucede con otras políticas, como la de cooperación 
internacional, los esfuerzos, acciones y planes en Colombia están frag-
mentados o sectorizados en agencias, ministerios u oficinas de autorida-
des subnacionales, sin un hilo conductor estratégico, lo que posibilita la 
dispersión e incluso contradicciones de gobernanza. Dado lo anterior, la 
OEA propone formular de una manera más clara los objetivos desde el 
nivel más alto y así cada institución asumirá su rol de acuerdo con dicha 
visión general; así mismo, recomienda distinguir objetivos y abordarlos 
de manera específica, ya que, por ejemplo, la naturaleza del objetivo de 
prosperidad económica y social es diferente al de la lucha contra crímenes 
cibernéticos. 

Así mismo, la Organization of American States (2014) le propone a Co-
lombia adoptar un enfoque de gestión de riesgo que más adelante servirá 
para realizar una evaluación nacional integral. Por otra parte, se sugiere que 
el colCERT sea parte de un órgano de coordinación permanente así como la 
creación de un proceso sistemático de distintos actores participantes, tanto 
del sector público como privado, donde se consulte a todas las partes in-
teresadas sobre cómo organizar dicho diálogo, crear foros y desarrollar un 
plan a corto, mediano y largo plazo para llegar progresivamente a todos los 
gobiernos y a los actores no gubernamentales.

Frente al dilema entre hacer cumplir el interés nacional y respetar las 
libertades individuales, el Estado colombiano cuenta con la Ley 1621 de 
2013 (Ley General de Inteligencia y Contrainteligencia) con la finalidad de 
mantener el orden y prever o responder a cualquier situación que atente 
contra la seguridad. Sin embargo, el análisis realizado por Rivera y Rodrí-
guez (2015) identificó algunos vacíos porque resulta ambigua su interpre-
tación, por ejemplo, en cuanto a los fines que dan lugar a la realización de 
inteligencia y contrainteligencia.

Finalmente, la ley tampoco regula los niveles de clasificación de la 
información, donde permite que el Gobierno sea quien haga esta labor por 
decreto, dejando exclusivamente en manos de la rama Ejecutiva los criterios 
de clasificación. Así mismo, la obligación de las empresas de telecomunica-
ciones de entregar datos a los organismos policiales está dado por decreto y 
no por una ley, lo cual tampoco ofrece un panorama claro sobre la cantidad 
de información que estos proveedores deben retener (por ejemplo, si solo se 
limita a la información de identificación del usuario o también incluye infor-
mación relacionada sobre lo que hacen con los servicios, como el historial 
de navegación, entre otros).
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En medio de estas prescripciones y vacíos normativos, han empezado 
a operar el CCOCI y las FF.MM. a nivel doméstico e internacional, como se 
describe a continuación.

Acciones domésticas y de cooperación internacional 
por parte del CCOCI y las FF.MM. en materia de 
ciberseguridad y ciberdefensa

Acciones domésticas del CCOCI y las FF.MM.

El Comando Conjunto Cibernético ha sido un organismo importante 
para la creación de las unidades cibernéticas del Ejército Nacional, la Arma-
da Nacional y la Fuerza Aérea Colombiana, con quienes ha consolidado su 
organización con el fin de enfrentar los desafíos impuestos por los riesgos 
que representan las amenazas cibernéticas a los intereses de Colombia. Su 
rol y aporte ha estado vinculado con la formulación y preparación de capa-
cidades para reducir los riesgos y vulnerabilidades a los que se enfrenta el 
país en el ciberespacio, así como facilitar espacios de diálogo y actualización 
con respecto a estos asuntos. Cabe destacar que además de trabajar con 
las instituciones de seguridad nacional más importantes para fortalecer sus 
capacidades, lleva a cabo actividades tales como ejercicios técnicos (CTF), 
ciberolimpiadas, simulacros, ejercicios de gestión de crisis cibernética nacio-
nal y reuniones de infraestructura crítica, riesgo operacional y ciberdefensa. 
El último encuentro se realizó en Bogotá en febrero de 2019 entre funciona-
rios del CCOCI y entidades como UEN Tecnología de Gamma Ingenieros (La 
República, 8 de febrero de 2019). 

Bajo esta misma línea, este órgano ha sido uno de los promotores 
de la cooperación con entidades del Gobierno, sector privado, academia 
y sociedad civil, para avanzar en el desarrollo de proyectos y actividades 
que fomenten la imagen nacional como líder regional en temas de ciber-
seguridad. Así, por ejemplo, realiza tanques de pensamiento en los que se 
establecen roles y responsabilidades en seguridad informática con unida-
des cibernéticas de las Fuerzas Armadas y la Escuela Superior de Guerra 
(CCOCI, s.f). 

Ahora, a pesar de que el CCOCI cuenta con estructura definida, así 
como un plan de metas claro, no fomenta su rol como institución que pone 
en práctica el desarrollo de operaciones militares en el ciberespacio nacio-
nal, algo que debería tener mayor coherencia con relación al marco legal 
existente y que define procesos prácticos en esta materia. 
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Con respecto a las Fuerzas Militares de Colombia, el Departamento de 
Comunicaciones y Ciberdefensa Cede-6 del Ejército es uno de los órganos 
con mayor trascendencia en temas de ciberseguridad. Dentro de sus capaci-
dades se encuentran: asesorar y recomendar a la Jefatura de Estado Mayor 
de Planeación y Políticas en los temas de ciberdefensa (C5) para facilitar la 
toma de decisiones en el planeamiento estratégico de la fuerza, difundir los 
lineamientos de planeación y políticas para orientar los procesos y capaci-
dades del Ejército en esta área, e integrar y establecer una arquitectura com-
puesta por los procesos del Ejército, la gestión de la información, los datos, 
las aplicaciones y las capas de tecnología para el mejoramiento del uso de 
TI, entre otras (Ejército Nacional , 2020). 

Si bien esta ha sido una de las apuestas más importantes en torno a la 
transformación del Ejército para hacerlo más competente en herramientas 
de ciberseguridad, la dinámica actual del cibercrimen en Colombia refleja un 
crecimiento gradual en ataques reportados a las autoridades. En 2019 fueron 
registrados 30.410 casos de incidentes cibernéticos, los cuales fueron denun-
ciados a través de los canales de atención dispuestos por la Policía Nacional 
y que en su mayoría no fueron gestionados por entidades gubernamentales 
(CCIT, 2019, pp. 7-8). 

En 2019, el exministro de Defensa, Guillermo Botero, entregó al Con-
greso información sobre su gestión, en la que se incluían los temas de ciber-
seguridad. En el documento afirma la existencia de una estrategia integral 
de ciberseguridad (ESCIBO), que tiene por objetivo fortalecer la seguridad 
de los individuos y del Estado en el entorno digital. Para mostrar el cumpli-
miento de esta meta, ofrece cifras acerca de los resultados obtenidos. Afirma 
que, del 7 de agosto de 2018 al 16 de julio de 2019, hubo: 253 capturas por 
la Ley 1273 de 2009 5.560 portales web bloqueados, 49 análisis de malware 
en celulares, 47.206 gigabytes de información digital analizada, la integra-
ción del Centro de Capacidades para la Ciberseguridad de Colombia C4, la 
inauguración del Laboratorio de Análisis de Código Malicioso (malware) y 
la creación del equipo Respuesta ante Emergencias Informáticas del Estado 
(CSIRT) (Ministerio de Defensa Nacional, 2019b).

Acciones en materia de cooperación internacional

En el Ministerio de las Tecnologías de la Información y las Comunicacio-
nes (MinTIC) pueden identificarse actividades recientes en materia de ciber-
seguridad y ciberdefensa. En julio de 2019, la ministra Sylvia Constaín viajó 
a EE.UU., donde se entrevistó con delegados del gobierno norteamericano, 
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organismos multilaterales y destacadas universidades para discutir acerca de 
temas como cooperación internacional, transformación digital del Estado y 
ciberseguridad, entre otros. 

En el tema de ciberseguridad, puntualmente, participó en una reunión 
encabezada por el subsecretario adjunto para Ciberseguridad, Comunica-
ción Internacional e Información Política del Departamento de Estado de 
EE.UU. (Ministerio de las Tecnologías de la Información y las Comunicacio-
nes, 2019). En octubre de 2019, la ministra participó en el lanzamiento de los 
Consejos de Innovación en Ciberseguridad (CICs), evento organizado por el 
Comité Interamericano Contra el Terrorismo de la Organización de Estados 
Americanos (OEA). Los objetivos perseguidos en este espacio de encuentro 
eran, principalmente, difundir mejores prácticas en materia de ciberseguri-
dad en la región y fortalecer la cooperación internacional en esta materia. 
En ese sentido, el Ministerio integró mesas de trabajo con países como Chile, 
México y Brasil para diseñar estrategias a corto, mediano y largo plazo para 
su Consejo de Innovación en Ciberseguridad, tras identificar los principales 
retos regionales y las prioridades de cada Estado, y definir sus compromisos 
para con el Comité Interamericano Contra el Terrorismo.

En enero de 2020, se realizó en Tallin (Estonia), Madrid y León (España) 
una visita de desarrolladores de políticas de la OEA: “Intercambiando expe-
riencias y mejores prácticas en ciberseguridad”. El evento estuvo convocado 
y liderado por la Secretaría del Comité Interamericano contra el Terrorismo 
(CICTE) de la OEA para altos representantes de diferentes gobiernos de 
Norteamérica, Latinoamérica y el Caribe, y para corporaciones relacionadas 
con la formulación y desarrollo de políticas nacionales. Colombia fue repre-
sentada por el consejero para Asuntos Económicos y Transformación Digital, 
el viceministro de Economía Digital de Ministerio de las TIC y representan-
tes del sector privado, público y las Fuerzas Armadas. En este espacio, las 
delegaciones de los países participantes compartieron experiencias, buenas 
prácticas, tendencias y normatividad en materia de ciberseguridad, servicios 
digitales y gestión de incidentes cibernéticos, así como las oportunidades de 
cooperación internacional en asuntos de seguridad digital (Ministerio de las 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, 2020b).

El Ministerio de las TIC sostiene que Colombia avanza en la actuali-
zación de políticas vigentes en seguridad digital. El Comité de Seguridad 
Digital, el Ministerio de Defensa Nacional, MinTIC, el Departamento Nacio-
nal de Planeación (DNP), el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, entre otras entidades públicas, están 
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desarrollando un nuevo Conpes en materia de confianza y seguridad digital. 
En dicho Conpes también participan la Consejería de Asuntos Económicos 
y la Transformación Digital, con el apoyo técnico de la OEA, y otras partes 
interesadas. Se espera que el CONPES contemple una hoja de ruta que in-
cluya adecuar temas de gobernanza, institucionalidad y regulación, así como 
fortalecer las capacidades de las organizaciones colombianas y de los ciuda-
danos (Ministerio de las Tecnologías de la Información y las Comunicacio-
nes, 2020a).

También, a finales de enero de 2020, la jefe de la cartera de TIC re-
presentó a Colombia en la mesa redonda “Manejo de riesgos nacionales y 
cooperación multilateral en la era digital”. Aquí se mencionó el avance de 
Colombia en la construcción de una nueva política de seguridad y confianza 
digital. En dicho sentido, aseguró que las intenciones del Gobierno nacional 
giran en torno a una transformación digital de la que puedan beneficiarse 
tanto la ciudadanía como el sector privado, y que para ello es crucial la ge-
neración de confianza en el entorno digital, seguida del fortalecimiento de 
políticas de ciberseguridad. 

El objetivo es consolidar acciones que reconozcan y afronten el avance 
paralelo de la tecnología y los riesgos y amenazas de seguridad. El fortaleci-
miento de estas políticas está relacionado con el trabajo conjunto de depen-
dencias del DNP y la OEA (Ministerio de las Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, 2020b).

La ministra visitó el parque de tecnologías avanzadas Gav-Yam Negev 
en Israel, donde se está integrando la experiencia militar del sector privado 
y público, y la academia para lograr importantes avances en ciberseguridad, 
como el funcionamiento del Equipo de Respuesta a Emergencias Informá-
ticas de Israel. Posteriormente se reunió con Yigal Unna, director de la Au-
toridad Nacional de Seguridad Cibernética de Israel, y con William Dixon, 
jefe de Operaciones del Centro de Ciberseguridad del Foro Económico Mun-
dial (Ministerio de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, 
2020c).

Adicionalmente, ha trabajado en el proyecto de implementación Alian-
za del Pacífico con la plataforma MISP. Para ello, ha interconectado los equi-
pos de respuesta a incidentes nacionales de los países miembros (Colombia, 
Chile, Perú y México) y la OEA. De este modo, ha permitido conformar una 
red hemisférica dedicada a compartir e intercambiar información alusiva a 
amenazas cibernéticas. El logro de estas tareas es el suministro de informa-
ción para la gestión y respuesta a incidentes de cada uno de los países. El 
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informe asegura también que, en la tarea de posicionar a Colombia “como 
referente en seguridad y defensa priorizando los modelos de seguridad coo-
perativa y la diplomacia para la seguridad y la defensa”, también se pudo 
establecer contacto para plantear estrategias en ciberdefensa con Chile, per-
mitiendo el intercambio de información entre las Fuerzas Públicas de ambos 
países (Ministerio de Defensa Nacional, 2019c).

En el plano diplomático y de cooperación, se encuentra que el sector 
de defensa ha suscrito cuatro memorandos de entendimiento sobre ciber-
defensa, ciberseguridad, seguridad ciudadana, intercambios de capacidades 
militares y policiales, lucha contra la delincuencia organizada transnacional 
y narcotráfico. Se cuentan así (Ministerio de Defensa Nacional, 2019b):

1. Memorando de Entendimiento de Cooperación en Seguridad Ciudada-
na y Defensa Colombia-Panamá. 

2. Memorando de Entendimiento para la Cooperación en el Sector Defen-
sa Colombia-Chile.

3. Memorando de Entendimiento concerniente a la Cooperación en De-
fensa entre los Ministerios de Defensa de Colombia y Reino Unido.

4. Memorando de Entendimiento en Seguridad Colombia-Ecuador. 

Se anuncia también la suscripción de ocho planes de acción en temas 
de seguridad y defensa en asuntos como: la lucha contra la delincuencia 
organizada transnacional y el narcotráfico, la lucha contra el terrorismo, la 
seguridad y el control fronterizo, la ciberseguridad, la ciberdefensa y la asis-
tencia humanitaria, entre otros. Específicamente en materia de ciberdefensa, 
se encuentra el Plan de Acción en Defensa Colombia-Chile (Ministerio de 
Defensa Nacional, 2019b).

De igual forma, en el Plan Estratégico de Tecnologías de Información y 
las Comunicaciones del Ministerio de Defensa para el período 2018-2022 se 
contemplan acciones en materia de ciberseguridad y ciberdefensa. Primero, 
se plantea el desarrollo de infraestructura dirigida a fortalecer la ciberde-
fensa y laciberseguridad. Así, se propone el uso de soluciones tecnológicas 
de hardware que beneficien la eficiencia tecnológica del sector. En cuanto 
a la destinación presupuestal del colCERT, se menciona que, para mantener 
las herramientas e infraestructura requerida para el complimiento de sus 
funciones, deberán solicitar recursos al Ministerio de Defensa según su dis-
ponibilidad (Ministerio de Defensa Nacional, 2018).

Finalmente, se destaca que, en julio de 2019, la viceministra de Asun-
tos Multilaterales se reunió con el subsecretario de Asuntos Políticos y 
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Seguridad de la OTAN para seguir la cooperación entre Colombia y el 
organismo internacional en temas como ciberseguridad, construcción de 
capacidades, manejo de crisis, capacitación y entrenamiento (Ministerio de 
Relaciones Exteriores, 9 de julio de 2019). Recordando que Colombia es 
miembro de los partners around the globe de esa alianza, se suscribió y 
ratificó un acuerdo marco de intercambio de información. La Presidencia 
de la República, por su parte, inició estrategias en esta materia con la OTAN 
desde 2018. El objetivo perseguido es fortalecer la capacidad del Estado co-
lombiano para reducir la vulnerabilidad de ciudadanos y entidades públi-
cas y privadas frente amenazas o incidentes de naturaleza cibernética. Del 
evento se puede identificar la estrecha relación entre Colombia y la OTAN, 
y su mutuo respaldo en ámbitos diplomáticos y técnicos (Presidencia de la 
República de Colombia, 23 de octubre de 2018).

Conclusiones

El ciberespacio es un nuevo campo de potencialidades, riesgos y ame-
nazas que tiene como telón de fondo los avances tecnológicos asociados a la 
revolución digital y de las comunicaciones, que vienen transformando drás-
ticamente no solamente los sectores productivo y de servicios, sino también 
las interacciones en el interior de los Estados, entre Estados y entre Estados 
y actores no gubernamentales. La ciberseguridad incluye no solamente la 
regulación y control de aspectos técnicos y componentes físicos de apara-
tos y redes de comunicación tanto civil como militar, sino además aspectos 
humanos como el reconocimiento del grado de conocimiento, capacitación 
y forma de uso de estos recursos por parte de funcionarios públicos, ciu-
dadanos y actores externos, y el desarrollo de normas, estándares y buenas 
prácticas de gobernanza digital tanto doméstica como internacional. Por su 
parte, la ciberdefensa es un término íntimamente relacionado, pero parece, 
en medio de ambigüedades semánticas, más asociado con la detección, di-
suasión y respuesta ofensiva por parte del Estado ante amenazas y ataques 
cibernéticos que ponen en riesgo la seguridad nacional. 

En cualquiera de las dos acepciones, una concepción democrática debe 
dar cuenta, sin lugar a dudas, del apego de estas funciones y operaciones a 
la ley y a la protección de los derechos, libertades y garantías de los ciuda-
danos, al punto de encontrar un equilibrio entre el control del Estado y las 
libertades civiles mediante el principio del daño, previamente comprobado 
a las instituciones del Estado, su imagen, infraestructuras, redes y bases 
de datos, el daño a otros Estados o el daño a la capacidad de informarse y 
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comunicarse de la sociedad. Al anclarse en una identidad nacional demo-
crática y sus valores derivados, se eleva y resalta la legitimidad de los agen-
tes y organismos civiles, policiales y militares que se encargan de dichas 
funciones, si bien no resulta tan claro en la esfera académica ni en el caso 
de estudio –Colombia– quiénes deben ocuparse más de la ciberseguridad y 
quiénes de la ciberdefensa. La capacidad que un Estado desarrolla en am-
bas materias mediante la adquisición y desarrollo de tecnologías digitales 
de gobierno, comunicación estratégica y aplicación militar puede ser ardua 
de calcular, pero determina buena parte del ciberpoder con el que cuenta 
ese Estado para proteger sus estructuras y proyectarse asertivamente en el 
plano geopolítico, reconociendo que las asimetrías internacionales en esta 
capacidad vienen alterando tanto el balance de poder entre Estados como la 
capacidad de todos los actores para influir en diversas sociedades y grupos 
humanos. 

Colombia está avanzando en materia de desarrollo normativo y for-
mulación de algunas políticas marco para orientar el uso y protección de la 
información, incluyendo lineamientos para los fines y alcances de las labores 
de inteligencia y contrainteligencia, y lineamientos para tareas relacionadas 
con la protección de la infraestructura, los medios y la información de tipo 
cibernético.

Aunque en algunos indicadores regionales y globales Colombia aparece 
posicionado como país con riesgo cibernético moderado, hechos como los 
delitos informáticos en aumento y el antecedente de los ataques a páginas 
institucionales del Estado en 2011, junto con la divulgación pública de ope-
raciones irregulares o ilegales por parte de funcionarios de agencias civiles, 
policiales o militares en materia de inteligencia, permiten identificar la ur-
gencia de formular e implementar lineamientos, políticas e indicadores más 
sólidos en materia de ciberseguridad.

En cuanto a la relación entre ciberpoder y lineamientos y políticas de 
orden cibernético en Colombia, hasta el momento no puede hablarse de la 
existencia de una concepción geopolítica o de política exterior clara y que le 
permita al Estado utilizar este tipo de recursos, bien sea para proyectarse de 
manera más intensa en el sistema internacional o para protegerse de even-
tuales ataques de Estados enemigos y otros actores con influencia global o 
regional y presencia en el ciberespacio. Si bien hay una conciencia aproxi-
mada con respecto a esas nuevas amenazas, no resultan evidentes cuáles 
son los intereses y valores nacionales que se pretende proteger o difundir a 
través de los medios cibernéticos. Tampoco pudo hallarse alguna referencia 
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concreta sobre el perfil y las características de esos actores estatales o no es-
tatales, y que hoy constituyen o pueden constituir fuentes de ataques contra 
la seguridad nacional.

Al realizar la comparación entre documentos normativos y estratégicos, 
no pudo identificarse una definición precisa, articulaciones o diferenciación 
concreta entre los términos de ciberseguridad y ciberdefensa, si bien es un 
vacío que también se refleja en buena parte de la literatura académica y 
militar referida. Asimismo, se halló que hay numerosas prescripciones sobre 
las labores de inteligencia y contrainteligencia, pero pocas regulaciones en 
materia de ciberseguridad y ciberdefensa. Y dentro de las orientaciones y 
políticas vigentes, las conexiones entre ciberseguridad y ciberdefensa con 
respecto a la identidad nacional y los intereses y valores fundamentales del 
Estado son escasas o sumamente generales.

En este sentido, la conclusión de este texto coincide parcialmente con 
el diagnóstico de la OEA, que estima en este tema a Colombia le falta una 
visión de nivel nacional y una formulación no solamente interagencial, sino 
además en íntima conexión con los actores de la sociedad civil. Esto también 
significa una muy baja conexión de las regulaciones y políticas en la materia 
con los principios democráticos y libertades y derechos fundamentales.

No quedan claros, por ejemplo, los criterios para resolver la tensión en-
tre la protección cibernética del Estado y sus ciudadanos, por un lado, y las 
libertades para la producción, difusión y uso de la información pública y la 
protección de la intimidad y datos personales y de los secretos empresaria-
les, por el otro. Tampoco resultan claros, tal como exponen los más recientes 
escándalos filtrados por el periodismo, los criterios o características que va-
lidan el uso de los mecanismos de interceptación o perfilamiento en contra 
de sujetos individuales o colectivos. De manera similar, no quedan claros los 
criterios de proporcionalidad u oportunidad para definir el alcance o inten-
sidad y momento de las respuestas cibernéticas de los agentes del Estado en 
contra de las fuentes supuestas de amenaza. Incluso, algunas de las prescrip-
ciones sugieren un margen de maniobra que podría ser demasiado amplio a 
favor del Ejecutivo en el momento de decidir cómo se usan los dispositivos 
de inteligencia, contrainteligencia, ciberseguridad y ciberdefensa.

Finalmente, a pesar de los vacíos y debilidades, cabe destacar como 
innovación institucional la creación de la comisión intersectorial tripartita 
entre el colCERT, el CCOCI y el Centro Cibernético Policial en el gobierno 
de Juan Manuel Santos, entidades que continúan operando y han producido 
algunos resultados positivos, como se evidenció con mayor detalle en el caso 



 534 

INTERESES ESPECÍFICOS DE COLOMBIA

del CCOCI. Este órgano ha sido uno de los promotores de la cooperación 
con entidades del Gobierno, sector privado, academia, sociedad civil y acto-
res internacionales para avanzar en el desarrollo de proyectos y actividades 
que pretenden llevar a Colombia a un posicionamiento regional en temas 
de ciberseguridad. Si bien, debe clarificarse más el alcance y ámbito de sus 
operaciones militares en el ciberespacio nacional. Habrá también que espe-
rar el resultado del nuevo CONPES que se está desarrollando con apoyo de 
la OEA, pero se prevé que se depuren aún más los lineamientos para estos y 
otros de los organismos responsables de la seguridad digital. La cooperación 
e intercambio de experiencias con EE.UU., Israel, la OTAN y los aliados de la 
Alianza del Pacífico resultan esenciales, así como la diversificación de socios 
y oportunidades de aprendizaje en un mundo cada vez más interconectado 
e interdependiente.

Recomendaciones 

x� Al Gobierno nacional en cabeza de la Presidencia, a los ministerios de 
Defensa, del Interior y Justicia y de las Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, al Congreso de la República y a las autoridades 
territoriales se les recomienda revisar en conjunto las normas, los linea-
mientos y las políticas vigentes en materia de seguridad de la informa-
ción y seguridad digital e inteligencia, y consensuar ajustes y actuali-
zaciones en el marco de un gran diálogo interinstitucional que permita 
identificar plenamente la visión nacional en materia de ciberseguridad 
y ciberdefensa, así como los límites democráticos a esas funciones, los 
responsables por áreas y los problemas y amenazas detectados en los 
niveles internacional, nacional, departamental y local. 

x�  Se recomienda al Gobierno nacional entablar una conversación abierta 
y duradera sobre ciberseguridad y ciberdefensa con los sectores es-
tratégicos de la sociedad civil colombiana por su alta disposición y el 
uso de tecnologías de la información, tales como las universidades, las 
empresas de telecomunicaciones, los medios masivos de comunicación, 
los sectores financiero y de seguros, y las firmas de seguridad privada, 
entre otros, de tal manera en que se puedan formular insumos para 
fortalecer las políticas en la materia. 

x� Se sugiere al Ministerio de las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones y al colCERT desarrollar programas y campañas de 
difusión y capacitación más amplias, a nivel nacional, subnacional y 
local, con el fin de mejorar el acceso y uso ciudadano de las redes 
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e infraestructuras de comunicación digital, las redes sociales, los 
portales web, las conexiones de telefonía móvil y todos los espacios 
virtuales, evaluando los usos indebidos, los delitos recurrentes y las 
oportunidades para mejorar los procesos y canales de gobierno en 
línea, de atención al ciudadano y de denuncia de delitos e irregula-
ridades informáticas.
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